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Iniciativas

QUE REFORMA EL PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 81 Y
ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO A LA FRACCIÓN III DEL
ARTÍCULO 122 DE LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS
DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, EN MATERIA DE ME-
DIDAS DE PROTECCIÓN PARA NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCEN-
TES, A CARGO DE LA DIPUTADA AREMY VELAZCO BAU-
TISTA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Aremy Velazco Bautista, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II; 72, inciso H; y 73, fracciones XVII,
XXIX-O y XXIX-S, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta asamblea la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el primer pá-
rrafo del artículo 81 y se adiciona uno segundo a la
fracción III del Artículo 122 de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en materia
de medidas de protección para niñas, niños y adoles-
centes, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La protección efectiva de niñas, niños y adolescen-
tes frente a riesgos y daños en los entornos digitales

La transformación digital de la vida social ha modifi-
cado de manera sustantiva los espacios en los que ni-
ñas, niños y adolescentes ejercen sus derechos, se re-
lacionan, acceden a información, participan, aprenden
y desarrollan su identidad. Internet, las plataformas di-
gitales, las aplicaciones y las redes sociales ya no pue-
den ser entendidas únicamente como herramientas tec-
nológicas accesorias, sino como entornos cotidianos
de interacción que forman parte de la vida contempo-
ránea. Esta realidad obliga a analizar la protección de
la niñez desde una perspectiva que reconozca que los
riesgos y afectaciones a sus derechos también pueden
producirse, amplificarse y permanecer en dichos espa-
cios.

El punto de partida no consiste en afirmar que el en-
torno digital crea, por sí mismo, bienes jurídicos com-
pletamente distintos de los ya reconocidos por el orde-

namiento jurídico. La integridad personal, la libertad,
la privacidad, la seguridad, la dignidad y el desarrollo
psicosocial de niñas, niños y adolescentes son bienes
que ya cuentan con tutela jurídica. Sin embargo, el en-
torno en el que puede producirse su afectación sí mo-
difica de manera relevante las condiciones del riesgo,
la velocidad con la que puede extenderse el daño y las
posibilidades reales de contenerlo oportunamente.

En los entornos digitales concurren factores como el
anonimato, la deslocalización territorial, la interme-
diación tecnológica, la automatización y la masifica-
ción de las interacciones. Estas características pueden
dificultar la identificación de las personas responsa-
bles, la obtención y preservación de elementos necesa-
rios para la actuación de las autoridades y, sobre todo,
la posibilidad de impedir que una afectación continúe
reproduciéndose mientras se desarrollan los procedi-
mientos correspondientes. En este contexto, una ima-
gen, un dato, un contenido o una interacción perjudi-
cial pueden alcanzar a un número indeterminado de
personas, permanecer disponibles de manera continua
y multiplicar sus efectos aun después de que el riesgo
haya sido identificado.

Esta circunstancia adquiere una relevancia reforzada
cuando las personas afectadas son niñas, niños y ado-
lescentes. Su participación en los entornos digitales
ocurre en una etapa de desarrollo que demanda medi-
das diferenciadas de protección. El medio digital pue-
de ampliar el daño, facilitar la manipulación, reducir
las barreras de acceso a contenidos o contactos noci-
vos y dificultar la detección temprana de situaciones
de riesgo. Por ello, la suficiencia del marco jurídico no
puede evaluarse exclusivamente a partir de la existen-
cia de derechos reconocidos o de mecanismos de res-
ponsabilidad posteriores al daño. También debe exa-
minarse si las autoridades cuentan con instrumentos
efectivos para prevenir, contener y hacer cesar una
afectación cuando ésta se encuentra en curso.

La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes parte de una lógica de reconocimiento y
garantía de derechos y distribuye competencias entre
distintas autoridades para su protección. Dentro de es-
te esquema, el interés superior de la niñez constituye
el criterio rector de la actuación estatal. Su sentido exi-
ge que la protección no se limite a una respuesta pos-
terior a la vulneración, sino que oriente decisiones ca-
paces de impedir que el daño se consolide, continúe o
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se agrave cuando existan elementos que hagan necesa-
ria la intervención de las autoridades.

El propio marco vigente reconoce que la protección de
niñas, niños y adolescentes requiere respuestas dife-
renciadas frente a riesgos que se producen mediante
tecnologías de la información y la comunicación. La
Ley incorpora el derecho al uso seguro de Internet y
prevé políticas de prevención, atención y sanción del
ciberacoso y de otras formas de violencia que puedan
afectar la intimidad, la privacidad o la dignidad. Asi-
mismo, contempla mecanismos para protegerles fren-
te a riesgos presentes en sistemas de información que
puedan afectar su desarrollo. Estas disposiciones
muestran que la tutela de la niñez en el entorno digital
no es ajena al sistema de protección integral, sino una
dimensión que debe incorporarse de manera efectiva a
la actuación de las instituciones responsables.

No obstante, del análisis del marco vigente se advier-
te una diferencia entre el reconocimiento de derechos
y la capacidad para hacerlos efectivos frente a un ries-
go digital concreto. La existencia de obligaciones ge-
nerales de prevención y protección no siempre se tra-
duce en mecanismos suficientemente ágiles para
interrumpir una afectación que se desarrolla a través
de medios digitales. La velocidad y permanencia pro-
pias de estos entornos pueden volver insuficiente una
respuesta basada exclusivamente en procedimientos
posteriores o en mecanismos diseñados para condicio-
nes distintas a las que caracterizan la circulación digi-
tal de información y contenidos.

Esta diferencia entre reconocimiento y eficacia cons-
tituye uno de los principales problemas a atender. En
materia de protección de la niñez, la respuesta insti-
tucional debe considerar no sólo la determinación
posterior de responsabilidades, sino la necesidad in-
mediata de proteger a la persona menor de edad.
Cuando una afectación puede seguir reproduciéndo-
se, difundirse o alcanzar nuevas dimensiones, la
oportunidad de la intervención se convierte en un
componente esencial de la tutela. Una medida que
llega cuando el daño ya se ha multiplicado puede re-
sultar jurídicamente válida, pero materialmente insu-
ficiente para garantizar de manera plena los derechos
de niñas, niños y adolescentes.

El orden jurídico ya contempla una lógica cautelar
frente a este tipo de situaciones. En procedimientos

ante órganos jurisdiccionales se reconoce la posibili-
dad de adoptar medidas dirigidas a impedir la difusión
de información que pueda contravenir el interés supe-
rior de la niñez. Esta previsión resulta relevante por-
que parte de una idea fundamental: frente a determi-
nados riesgos, la protección efectiva requiere
capacidad para intervenir antes de que exista una reso-
lución definitiva y mientras se analiza el fondo del
asunto. La tutela cautelar no sustituye la decisión ju-
risdiccional final ni prejuzga sobre responsabilidades;
busca evitar que el transcurso del tiempo vuelva irre-
parable o de mayores dimensiones la afectación.

Sin embargo, el análisis realizado también muestra
que la protección digital presenta un problema de arti-
culación institucional. La Ley reconoce al Sistema Na-
cional de Protección Integral como instancia de coor-
dinación y asigna a las Procuradurías de Protección
una función operativa de primer contacto, incluida la
posibilidad de solicitar medidas urgentes de protec-
ción, denunciar hechos ante el Ministerio Público y
participar en la representación y defensa de los dere-
chos de niñas, niños y adolescentes. Al mismo tiempo,
determinadas medidas de naturaleza cautelar depen-
den de la intervención de órganos jurisdiccionales. Es-
ta distribución de funciones exige mecanismos claros
de actuación y coordinación para que la protección no
se fracture entre autoridades con atribuciones distin-
tas.

La fragmentación institucional puede tener consecuen-
cias especialmente graves en el entorno digital. Cuan-
do la autoridad que recibe o conoce una posible vul-
neración carece de una ruta clara para activar a la
autoridad competente, gestionar una medida urgente o
dar seguimiento a su cumplimiento, el tiempo institu-
cional puede convertirse en un factor de ampliación
del daño. Por ello, la eficacia del sistema de protección
depende de que las facultades existentes se articulen
funcionalmente y permitan que la autoridad de primer
contacto no permanezca como mera receptora o cana-
lizadora pasiva frente a una afectación que continúa
desarrollándose.

La protección integral demanda, en consecuencia, una
lógica de actuación coordinada. Ello supone distinguir
entre la autoridad que detecta o conoce el riesgo, la au-
toridad encargada de gestionar o solicitar la interven-
ción necesaria, la autoridad competente para determi-
nar la medida que jurídicamente corresponda y los
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sujetos que, por la naturaleza técnica del entorno digi-
tal, deben cumplirla. Esta cadena de actuación debe
orientarse por el objetivo de cesar oportunamente la
afectación y proteger los derechos involucrados, sin
confundir la función protectora con la determinación
definitiva de responsabilidades.

Este aspecto resulta particularmente importante por-
que el problema identificado no se reduce a la inexis-
tencia de disposiciones legales. La Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes contiene un
sólido marco de derechos subjetivos y un entramado
institucional de coordinación; no obstante, su capaci-
dad operativa frente al ecosistema digital es limitada.
El desafío consiste en traducir los principios de pro-
tección integral y de interés superior de la niñez en ca-
pacidades institucionales que permitan intervenir
cuando el riesgo se materializa mediante servicios,
cuentas, contenidos o dinámicas que operan con una
velocidad y una escala superiores a las de los entornos
tradicionales.

Desde esta perspectiva, la actuación de las Procuradu-
rías de Protección resulta central. Su posición como
autoridades operativas de primer contacto les permite
conocer situaciones de vulneración y activar mecanis-
mos para la protección y restitución de derechos. En el
ámbito digital, esta función adquiere una dimensión
específica: no basta con identificar que existe una po-
sible afectación, sino que debe existir una vía institu-
cional para impulsar oportunamente las acciones que
correspondan ante las autoridades competentes, de
manera que el sistema de protección pueda reaccionar
mientras el riesgo permanece activo.

La necesidad de una respuesta oportuna no debe con-
fundirse con una expansión indiscriminada de faculta-
des ni con mecanismos generales de vigilancia. El pro-
pio análisis previo parte de una lógica de gobernanza
basada en prevención, proporcionalidad y respeto a los
derechos humanos. La protección reforzada de niñas,
niños y adolescentes debe coexistir con garantías de
debido proceso y con la intervención de la autoridad
competente de acuerdo con la naturaleza de cada me-
dida. La finalidad no es sustituir los procedimientos
jurídicos aplicables, sino evitar que su duración o frag-
mentación impida desplegar acciones de protección
cuando exista una afectación concreta que deba ser
contenida.

En esta lógica, la actuación estatal debe ser diferencia-
da según la naturaleza del riesgo. No todos los conte-
nidos, interacciones o conductas digitales constituyen
delitos, ni toda afectación exige una respuesta penal.
Precisamente por ello, el derecho penal, concebido co-
mo instrumento de reacción ex post, no puede consti-
tuir el único mecanismo de protección. Existen situa-
ciones en las que la prioridad institucional debe ser
detener la continuidad del daño, proteger la privacidad
o la seguridad de la persona menor de edad y activar
los mecanismos posteriores de investigación, respon-
sabilidad o restitución que correspondan.

Esta distinción permite colocar a las medidas de pro-
tección en el centro de una política pública orientada a
la prevención del daño. En lugar de esperar a que la
afectación alcance su máxima intensidad para activar
una respuesta estatal, el sistema debe contar con rutas
que permitan actuar desde que la vulneración es cono-
cida y mientras subsista el riesgo. La finalidad protec-
tora exige que el tiempo de reacción sea congruente
con la velocidad del entorno en el que se produce la
afectación.

La ausencia de mecanismos suficientemente claros y
articulados genera, además, una asimetría entre la ca-
pacidad de actuación de las instituciones y la capaci-
dad técnica de los prestadores de servicios digitales.
Las plataformas y otros prestadores concentran control
sobre interfaces, flujos de información y mecanismos
de operación que determinan en buena medida la per-
manencia y difusión de contenidos. Frente a ello, las
personas usuarias, y particularmente niñas, niños, ado-
lescentes y quienes ejercen su cuidado, cuentan con
posibilidades limitadas para contener por sí mismas
una afectación. Trasladar exclusivamente a las fami-
lias la carga de enfrentar estos riesgos desconoce la di-
mensión estructural del entorno digital y debilita el al-
cance de la protección integral.

Por ello, la intervención estatal debe partir de que la
tutela de los derechos de la niñez requiere algo más
que recomendaciones de autocuidado o mecanismos
voluntarios de denuncia. Cuando la privacidad, la se-
guridad, la dignidad, la integridad o el desarrollo de
una niña, niño o adolescente se encuentran compro-
metidos, el Estado debe estar en condiciones de arti-
cular una respuesta institucional efectiva. Ello supone
que las autoridades responsables de la protección pue-
dan activar los canales correspondientes, coordinarse
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entre sí y dar vista a aquellas instancias que cuenten
con atribuciones para adoptar las medidas necesarias.

En suma, el reto que enfrenta el marco jurídico no con-
siste en crear una tutela completamente nueva para los
derechos de niñas, niños y adolescentes, sino en ase-
gurar que la protección ya reconocida sea igualmente
efectiva cuando la vulneración ocurre en un entorno
digital. La naturaleza tecnológica del medio no dismi-
nuye las obligaciones del Estado ni modifica el valor
de los bienes jurídicos involucrados; por el contrario,
las condiciones de velocidad, permanencia, masividad
e intermediación tecnológica hacen más exigente la
necesidad de una actuación oportuna.

La protección integral de la niñez demanda, por tanto,
un modelo en el que prevención, actuación inmediata,
coordinación y tutela cautelar formen parte de una
misma respuesta institucional. El interés superior de la
niñez debe operar como un mandato efectivo para im-
pedir que una vulneración conocida continúe produ-
ciendo efectos mientras las autoridades determinan las
responsabilidades correspondientes. De esta manera,
la actuación estatal puede transitar de una lógica pre-
dominantemente reactiva y fragmentada hacia una
protección capaz de prevenir la multiplicación del da-
ño, articular competencias y colocar en el centro la se-
guridad, la privacidad, la dignidad y el desarrollo inte-
gral de niñas, niños y adolescentes en los espacios en
los que actualmente ejercen una parte sustantiva de sus
derechos.

Propuesta normativa para la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes

La presente iniciativa para la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en la que se
propondría reformar el primer párrafo del artículo 81
y adicionar uno segundo a la fracción III del artículo
122. Las modificaciones propuestas se exponen en un
comparativo con el texto vigente de la Ley, a fin de ex-
poner la propuesta como sigue:
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Por lo expuesto y fundado, se somete a consideración
del pleno de esta soberanía, la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforma el primer párrafo del
artículo 81 y se adiciona uno segundo a la fracción
III del artículo 122 de la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes

Único. Se reforma el primer párrafo del artículo 81 y
se adiciona uno segundo a la fracción III del artículo
122 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 81. En los procedimientos ante órganos ju-
risdiccionales, se podrá solicitar que se imponga como
medida cautelar la suspensión o bloqueo, remoción o
cancelación de cuentas de usuarios en medios electró-
nicos, aplicaciones, plataformas, servicios o trans-
misiones digitales a fin de evitar la difusión de infor-
mación, imágenes, sonidos o datos que puedan
contravenir el interés superior de la niñez.

…

Artículo 122. …

I. y II. …

III. …

En los entornos digitales se deberá gestionar y
dar vista a las autoridades competentes, para la
suspensión, bloqueo o remoción de contenidos,
de cuentas de usuarios, de aplicaciones, plata-
formas, servicios o transmisiones digitales, con
el fin de cesar daños a la privacidad o la seguri-
dad.

IV. a XVI. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Procuraduría de Protección del Sistema
Nacional DIF deberá, en un plazo máximo de 180 dí-
as a partir de la entrada en vigor del presente decreto,

armonizar su reglamento y los lineamientos para dar
cumplimiento al presente decreto.

Tercero. Las erogaciones que se generen con motivo
de la entrada en vigor del presente decreto deben cu-
brirse con cargo al presupuesto autorizado a las de-
pendencias y entidades de la administración pública
federal que intervengan en la implementación de este,
por lo que no se autorizarán ampliaciones a su presu-
puesto para el presente ejercicio fiscal.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputada Aremy Velazco Bautista (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 128 Y ADICIONA LOS ARTÍ-
CULOS 65 QUATER, 65 QUATER 1, 65 QUATER 2 Y 65
QUATER 3 DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CON-
SUMIDOR, EN MATERIA DE ALOJAMIENTO PARA FAMILIAS
EN HOTELES, A CARGO DE LA DIPUTADA ALMA ROSA DE
LA VEGA VARGAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MO-
RENA

La que suscribe, Alma Rosa de la Vega Vargas, inte-
grante de la LXVI Legislatura por el Grupo Parlamen-
tario de Morena, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, se permite someter a consideración de esta
soberanía la siguiente iniciativa.

Consideraciones

1. El derecho a la salud y a una vida familiar digna se
encuentra reconocido en el artículo 4o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos,1 el
cual establece que el Estado garantizará el derecho de
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las personas a la protección de la salud y a un medio
ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El ejerci-
cio de la vida familiar incluye el derecho de todas las
personas, sin distinción, a disfrutar del descanso, el es-
parcimiento y el turismo, actividades que resultan
esenciales para el desarrollo integral de las personas y
el fortalecimiento de los vínculos familiares.

2. El turismo constituye una actividad de suma rele-
vancia para la economía nacional. De acuerdo con el
Instituto Nacional de Estadística y Geografía, México
recibió 47.78 millones de turistas internacionales du-
rante 2025, lo que representa un incremento anual de
6.1 por ciento.2 Esta cifra coloca a México como el
sexto país más visitado del mundo, con el objetivo de
escalar a los primeros cinco lugares.3 Los ingresos
económicos por turismo internacional ascendieron a
31 mil 715.4 millones de dólares en 2025.4 Este sector
es fundamental para la generación de empleos y la de-
rrama económica en diversas regiones del país.

3. La actividad hotelera es un pilar de la industria tu-
rística. Sin embargo, las políticas de ocupación imple-
mentadas por algunos hoteles, especialmente en desti-
nos turísticos de playa y ciudades de gran afluencia, no
siempre responden a las necesidades de las familias
mexicanas y de los turistas nacionales que visitan el
país.

4. Una práctica recurrente que afecta a las familias es
la limitación impuesta por algunos establecimientos
hoteleros para ocupar una habitación estándar con dos
camas por parte de dos personas adultas y tres meno-
res de edad. Esta política obliga a las familias a adqui-
rir dos habitaciones, incrementando significativamen-
te el costo del viaje y, en muchos casos,
imposibilitando el acceso a servicios turísticos para las
familias de ingresos medios y bajos.

5. Esta práctica constituye una barrera económica y
administrativa que discrimina a las familias numerosas
y a aquellas que, por diversas circunstancias, desean
viajar juntas. La Organización de las Naciones Unidas
ha señalado que la discriminación en el acceso a ser-
vicios turísticos vulnera los derechos humanos de las
personas y limita el ejercicio de sus libertades funda-
mentales.5

6. Esta situación es especialmente grave en un contex-
to donde el gasto medio de los turistas internacionales

se redujo 1.2 por ciento hasta 663.69 dólares en 2025,
lo que refleja que las familias deben optimizar sus re-
cursos para poder viajar.6

7. El Consejo Nacional Empresarial Turístico,7 que re-
presenta al sector hotelero, ha señalado que la infor-
mación sobre los servicios debe ser completa y fide-
digna para ganar la confianza de los clientes.8 Sin
embargo, las políticas de ocupación que obligan a las
familias a rentar dos habitaciones cuando una sola po-
dría satisfacer sus necesidades no son transparentes y
no consideran la realidad de la composición familiar
en el México del siglo XXI.

8. Una revisión de las políticas de algunas cadenas ho-
teleras en destinos como Cancún, Puerto Vallarta y
Los Cabos reveló que se imponen límites de ocupa-
ción por habitación que no consideran la posibilidad
de que dos personas adultas y tres menores puedan
compartir una misma habitación, incluso cuando la ca-
pacidad física del cuarto lo permite, o se sujeta a con-
diciones onerosas.9 Por ejemplo, se ha documentado
que, para un mismo viaje de una familia, se puede co-
brar una tarifa especial por el tercer menor, llegando a
ser hasta de 30 dólares por noche, encareciendo de ma-
nera desproporcionada el costo total de las vacacio-
nes.10

9. Esta práctica afecta directamente el derecho al des-
canso y esparcimiento de las familias, así como el
principio de igualdad y no discriminación consagrado
en el artículo 1o. de la Carta Magna.11 La Ley Federal
de Protección al Consumidor establece que las perso-
nas consumidoras tienen derecho a recibir información
veraz y a no ser discriminadas en el acceso a bienes y
servicios.12 La negativa a alojar a una familia comple-
ta en una misma habitación, cuando las condiciones de
espacio y seguridad lo permiten, constituye una prác-
tica discriminatoria que atenta contra estos derechos.

10. Las personas adultas y las personas menores de
edad que integran una familia tienen derecho a viajar
juntas y a disfrutar de los servicios turísticos sin ser
penalizadas por la composición de su núcleo familiar.
La iniciativa que se presenta reconoce que el turismo
y el esparcimiento son fundamentales para la cohesión
social y el desarrollo integral de las personas, por lo
que resulta necesario que el marco jurídico mexicano
evolucione para garantizar el acceso de todas las fami-
lias a estos servicios.
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11. El 23 de marzo pasado, la Cámara de Diputados
aprobó una reforma al artículo 43 de la Ley Federal de
Protección al Consumidor para garantizar la transpa-
rencia en los paquetes turísticos todo incluido.13 Esta
acción legislativa demuestra la voluntad de esta sobe-
ranía para intervenir en el sector turístico en beneficio
de las personas consumidoras y muestra el camino pa-
ra seguir avanzando en la protección de sus derechos.

12. La presente iniciativa pretende regular la operación
de los hoteles y establecer cargas administrativas pro-
porcionales. Su objetivo es garantizar que las políticas
de ocupación hotelera sean justas, transparentes y no
discriminatorias, permitiendo que las familias con tres
menores puedan ocupar una habitación doble, siempre
que las condiciones de seguridad y espacio lo permitan,
sin que se les impongan cargos adicionales abusivos.

13. De esta manera, se busca generar certeza jurídica
tanto para las personas consumidoras como para los
prestadores de servicios turísticos. Las y los hoteleros
podrán seguir operando con libertad, pero dentro de un
marco que respete los derechos de las familias y que
fomente la competitividad basada en la calidad y el
servicio, no en la imposición de barreras de acceso.

14. El Estado mexicano tiene la responsabilidad de ga-
rantizar que el desarrollo tecnológico y la oferta turística
se traduzcan en mayores oportunidades para todas las
personas y no en nuevas formas de exclusión. Por ello,
esta iniciativa propone adicionar cuatro artículos a la
Ley Federal de Protección al Consumidor, donde se es-
tablezca que los proveedores de servicios de hospedaje
deberán permitir que dos personas adultas y hasta tres
personas menores de edad ocupen una misma habita-
ción, siempre que las condiciones de espacio y seguridad
lo permitan, y que los costos adicionales por concepto de
personas menores no podrán exceder un porcentaje ra-
zonable del costo de la habitación para dos adultos.

15. La propuesta encuentra sustento en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos. El artículo
1o. establece la obligación del Estado de promover,
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos,
incluyendo el principio de no discriminación.14 El artí-
culo 4o. garantiza el derecho a la protección de la salud
y a una vida familiar digna.15 El artículo 5o. reconoce
la libertad de trabajo, industria y comercio, siempre
que sean lícitos, por lo que esta propuesta respeta dicha
libertad al establecer condiciones para su ejercicio en

un marco de protección a las personas consumidoras.16

El artículo 28 prohíbe las prácticas monopólicas y las
conductas que afecten la competencia.17

16. La presente iniciativa es, por tanto, una respuesta le-
gislativa necesaria a una problemática real que afecta a
millones de familias mexicanas. Es una propuesta equi-
librada que busca armonizar los intereses del sector tu-
rístico con los derechos de las personas consumidoras.

A continuación se incluye un cuadro comparativo pa-
ra ilustrar la propuesta:
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Por lo expuesto y fundado someto a consideración del
Congreso la iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 128 y se
adicionan el 65 Quáter a 65 Quáter 3 a la Ley Fe-
deral de Protección al Consumidor

Único. Se reforma el artículo 128 y se adicionan el
65 Quáter a 65 Quater 3 a la Ley Federal de Protección
al Consumidor, para quedar como sigue:

Artículo 65 Quáter. Las disposiciones de esta sec-
ción son aplicables a los proveedores de servicios de
hospedaje, entendidos como hoteles, moteles, hos-
tales, posadas, casas de huéspedes y establecimien-
tos similares que ofrezcan alojamiento temporal al
público en general.

Artículo 65 Quater 1. Los proveedores de servicios
de hospedaje deberán permitir que en una misma
habitación doble se alojen dos personas adultas y
hasta por tres personas menores de edad, siempre
que

I. Las condiciones de espacio, seguridad y las
disposiciones de protección civil aplicables lo
permitan;

II. La capacidad máxima de ocupación determi-
nada por las normas oficiales mexicanas, regla-
mentos de construcción o disposiciones adminis-
trativas aplicables no sea excedida; y

III. Que las personas menores de edad se en-
cuentren acompañadas por al menos una perso-
na adulta responsable.

Artículo 65 Quater 2. Los prestadores de servicios
de hospedaje no podrán

I. Negar el alojamiento a una familia que cumpla
con las condiciones establecidas en el artículo
anterior;

II. Imponer cargos adicionales, comisiones o pe-
nalizaciones por concepto de ocupación de la ha-
bitación por las personas menores de edad, salvo
que el costo de la habitación para dos personas
adultas incluya servicios adicionales por perso-
na;

III. En el supuesto previsto en la fracción ante-
rior, el costo por cada persona menor de edad no
podrá exceder el veinte por ciento del costo de la
habitación para dos personas adultas; y

IV. Establecer políticas de ocupación más res-
trictivas que lo dispuesto en esta sección.

Artículo 65 Quater 3. Los prestadores de servicios
de hospedaje deberán informar de manera clara,
visible y previa a la contratación:

I. La capacidad máxima de ocupación de cada ti-
po de habitación;

II. Los costos aplicables por concepto de ocupa-
ción por personas menores de edad, cuando co-
rresponda;

III. Las condiciones de acceso y las restricciones
aplicables; y

IV. Los mecanismos disponibles para presentar
reclamaciones.

Artículo 128. Las infracciones a lo dispuesto en los
artículos 7, 8, 10, 10 BIS, 12, 44, 63, 63 Bis, 63 Ter,
63 Quintus, 65, 65 Bis, 65 Bis 1, 65 Bis 2, 65 Bis 3, 65
Bis 4, 65 Bis 5, 65 Bis 6, 65 Bis 7, 65 Quáter, 65 Quá-
ter 1, 65 Quáter 2, 65 Quáter 3 66, 73, 73 Bis, 73 Ter,
73 Quáter, 73 Quintus, 74, 76 Bis, 80, 86 Bis, 87, 87
Ter, 92, 92 Ter, 98 Bis, y 121 serán sancionadas con
multa de $1,093.02 a $4,274,960.73.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Procuraduría Federal del Consumidor
contará con un plazo de noventa días naturales, conta-
dos a partir de la entrada en vigor del presente decre-
to, para emitir las disposiciones administrativas nece-
sarias para su aplicación, incluyendo los criterios para
determinar la capacidad de las habitaciones con base
en normas de protección civil y seguridad.

Tercero. Las personas proveedoras de servicios de
hospedaje contarán con un plazo de ciento ochenta dí-
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as naturales, contados a partir de la entrada en vigor
del presente decreto, para adecuar sus sistemas, con-
tratos, políticas de ocupación y de precios a las dispo-
siciones establecidas en el presente decreto.

Cuarto. Las disposiciones del presente decreto serán
aplicables a las reservaciones y contratos de hospeda-
je celebrados con posterioridad a su entrada en vigor.

Notas

1 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

2 https://www.gob.mx/sectur/articulos/sectur-el-turismo-alcanza-
record-historico-en-llegada-de-visitantes-turistas-internacionales-
y-derrama-economica-durante-octubre-de-2025

3 https://efe.com/economia/2026-02-12/mexico-turismo-interna-
cional-aumento-viajeros-2025/#1

4 https://www.gob.mx/sectur/articulos/onu-turismo-mexico-ratifi-
ca-su-posicion-como-sexto-pais-mas-visitado-del-mundo-en-
2024?idiom=es

5 https://www.cienciajuridica.ugto.mx/index.php/CJ/es/article/
view/483/652

6 https://forbes.com.mx/el-turismo-internacional-en-mexico-cre-
ce-un-6-1-en-2025-y-supera-47-millones-de-personas/

7 https://www.cnet.org.mx/_files/ugd/083967_
737e1731824840929db680c0d3ef5e39.pdf#1#1

8 https://ccmexico.com.mx/turismo/falta-capacitacion-en-el-sec-
tor-hotelero-para-combatir-delitos-cnet/

9 https://partner.booking.com/es-ar/ayuda/tarifas-y-disponibili-
dad/configuracion-habitaciones/c%C3%B3mo-establecer-los-
l%C3%ADmites-de-capacidad

10 https://vacations.united.com/HotelById?onsaleid=
1809638&los=3&hotelcode=71302&remotesourcecode=HBSHo-
tel&vendorcode=UAV&redirect=false&destinationcode=CU2&d
ynamicpackageid=AH01&traveldate=2024-02-11&cachefarety-
pe=

11 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

12 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFPC.pdf

13 https://www.elfinanciero.com.mx/nacional/2023/03/23/todo-
incluido-hasta-las-tarifas-claras-empresas-turisticas-deberan-pre-
cisar-precios-al-consumidor/

14 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

15 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf

16 Ídem.

17 Ídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputada Alma Rosa de la Vega Vargas (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 89 DEL CÓDIGO DE COMER-
CIO, EN MATERIA DE CIBERSEGURIDAD, A CARGO DE LA DI-
PUTADA TATIANA TONANTZIN P. ÁNGELES MORENO, DEL
GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, Tatiana Tonantzin P. Ángeles Moreno,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71 de la
Constitución de los Estados Unidos Mexicanos; y 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
soberanía iniciativa con proyecto de decreto, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

La legislación mexicana vigente contempla el comer-
cio electrónico en el Título Segundo del Código de
Comercio. En el artículo 89 se establecen los princi-
pios que lo regulan, como la neutralidad tecnológica,
la autonomía de la voluntad, la compatibilidad inter-
nacional y la equivalencia funcional. Dada la impor-
tancia creciente de las actividades comerciales en me-

Gaceta Parlamentaria Martes 22 de septiembre de 202612



dios electrónicos en México y el mundo, es indispen-
sable suscribir un principio más, que es la ciberseguri-
dad. Existe ya una larga trayectoria de trabajos que
avalan la importancia de dicho principio y la presente
iniciativa tiene por objeto reformar el artículo 89 del
Código de Comercio para adicionar el principio de ci-
berseguridad en el comercio electrónico. Es importan-
te señalar que dicho decreto no generaría obligaciones
presupuestales, sino que, al ser un principio, se tradu-
ciría como un criterio o valor orientador.

Para Julio Téllez (2008), el comercio electrónico es
“cualquier forma de transacción o intercambio de in-
formación comercial basada en la transmisión de datos
sobre redes de comunicación como internet” (página
218). Asimismo, el autor continúa señalando que el
comercio electrónico incluye la red (el espacio digital)
donde se realizan las actividades comerciales. Para Rí-
os Ruiz (2019), el comercio electrónico se define co-
mo “la entrega de información, productos o servicios
y pagos por medio de redes o cualquier otro medio
electrónico” (página 64). La autora continúa:

El comercio electrónico consiste en realizar transac-
ciones comerciales electrónicamente. Implica una
transmisión de datos, incluidos texto, imágenes y vi-
deo: además, comprende actividades muy diversas,
como comercio electrónico de bienes y servicios, su-
ministro en línea de contenidos digitales, subastas, en-
tre otros. Funciona mediante la realización electrónica
de transacciones comerciales; es cualquier actividad
en la que las empresas y los consumidores interactúan
y hacen negocios entre sí por los medios electrónicos
(página 64).

Estas definiciones enfatizan que no se trata únicamen-
te de un intercambio de bienes y servicios, sino que
existe un espacio, una red o un mercado digital. Ade-
más, Ríos Ruiz hace énfasis en la entrega voluntaria (o
involuntaria) de datos tanto en imágenes como en vi-
deos y en texto. Dichas definiciones son de utilidad
ante la ausencia de definiciones en la normativa mexi-
cana vigente.

Por su parte, la ciberseguridad es la protección del ci-
berespacio que, desde luego, es donde ocurre el co-
mercio electrónico. Conforme al trabajo de Aguilar
(2020), varios países han definido de manera amplia el
término, como Alemania, España, Estonia y Estados
Unidos. La definición del Departamento de Seguridad

Pública canadiense dice lo siguiente: “La ciberseguri-
dad es la protección digital de la información y la in-
fraestructura que residen en direcciones de seguridad
cibernética, atender los desafíos y amenazas del cibe-
respacio para asegurar los beneficios y oportunidades
de la vida digital” (CDPS, 2010 en Aguilar, 2020, pá-
gina 26). Nuevamente, esta definición es de utilidad
ante la ausencia de normatividad vigente en materia de
ciberseguridad en México (pese a que hay una política
general de ciberseguridad para la administración pú-
blica federal, no figura en la legislación vigente una
definición sobre ciberseguridad).

La ciberseguridad, entonces, como mencionan las de-
finiciones, es una de las claves más importantes para
garantizar el comercio electrónico. Desatender las ne-
cesidades de su incorporación, cuando menos como un
principio jurídico, puede afectar derechos y obligacio-
nes. A diferencia del comercio físico o tradicional, el
electrónico genera toda clase de riesgos cuando se vul-
nera la información de los participantes del ciberespa-
cio. Por ejemplo, el robo de información bancaria co-
mo tarjetas de crédito y débito o suscripciones no
autorizadas a membresías.

Existe también asimetría entre los consumidores, pro-
veedores y quienes manejan el mercado electrónico. A
pesar de la normatividad mexicana en materia de pro-
tección de datos personales que incluye los derechos
ARCO y regula la aplicación de avisos de privacidad
donde se expliciten los usos de la información, el con-
sumidor no puede supervisar la infiltración de sus da-
tos a terceros no autorizados. El principio de ciberse-
guridad incidiría en que tanto proveedores como
administradores de plataformas de compraventa pue-
dan conducirse de mejor manera en el cuidado de los
datos.

El carácter de principio de la ciberseguridad es esen-
cialmente orientador; no se establece con la presente
iniciativa la intención de generar obligaciones o cargas
presupuestales a los mercados digitales, sino que la ci-
berseguridad sea tomada en cuenta en toda acción de
mercados digitales. Con ello, también se abonará a
mayor confianza en los mercados.

En términos de teoría jurídica, el trabajo de Restrepo
Ospina (2018) analiza las obras de Dworkin, Alexy,
Atienza y Ruiz Manero sobre los principios. En dicho
trabajo, Restrepo argumenta que, sobre Dworkin, en-
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tiende los principios como estándares que operan ante
circunstancias o casos diversos y que dan un margen
orientador para la decisión. Asimismo, señala que los
principios son obligatorios, es decir, que deben ser to-
mados en cuenta, aunque no necesariamente definan
los resultados. Por ello, la ciberseguridad debe ser
considerada como un principio en el comercio electró-
nico, pues de esta manera deberá ser siempre conside-
rada, más allá de la normatividad en materia de pro-
tección de datos personales o de protección al
consumidor.

La integración de la ciberseguridad en el comercio
electrónico no es novedosa, por el contrario, lleva dé-
cadas consolidándose en la esfera internacional de
acuerdos comerciales. Algunos ejemplos más destaca-
dos son los siguientes:

Otro importante antecedente es que la Ley Modelo de
la CNUDMI sobre Comercio Electrónico de 1996 sen-
tó las bases del comercio electrónico moderno me-
diante los principios de no discriminación, neutralidad
tecnológica y equivalencia funcional, orientados a
equiparar los documentos electrónicos con los docu-
mentos en papel. Sin embargo, el entorno digital con-
temporáneo exige complementar esos principios fun-
dacionales con una dimensión adicional: la
ciberseguridad como presupuesto de confianza, conti-
nuidad y autenticidad de las relaciones mercantiles
electrónicas.

En suma, la presente iniciativa reconoce que el comer-
cio electrónico del siglo XXI requiere no sólo validez
jurídica, sino también confianza digital. La cibersegu-
ridad constituye hoy una condición estructural. Por
ello se propone incorporar dicho principio al artículo
89 del Código de Comercio, a fin de fortalecer la se-
guridad jurídica, proteger la confianza en el mercado

digital y armonizar la legislación mercantil mexicana
con las tendencias internacionales en materia de ges-
tión del riesgo digital.

Decreto que reforma el artículo 89 del Código de Co-
mercio, en materia de ciberseguridad

Único. Se reforma el artículo 89 del Código de Co-
mercio, para quedar como sigue:

Artículo 89. …

Las actividades reguladas por este Título se someterán
en su interpretación y aplicación a los principios de
neutralidad tecnológica, autonomía de la voluntad,
compatibilidad internacional, ciberseguridad y equi-
valencia funcional del Mensaje de Datos en relación
con la información documentada en medios no elec-
trónicos y de la Firma Electrónica en relación con la
firma autógrafa.

…

…

…

…

…
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…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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QUE REFORMA LA FRACCIÓN XVII DEL ARTÍCULO 73 DE
LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS, PARA FACULTAR AL CONGRESO DE LA
UNIÓN A LEGISLAR EN MATERIA DE INTELIGENCIA ARTIFI-
CIAL, A CARGO DEL DIPUTADO JESÚS VALDÉS PEÑA, DEL
GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El suscrito, Jesús Valdés Peña, integrante del Grupo Par-
lamentario de Morena en la LXVI Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como 6, numeral 1, fracción I, 77, nu-
meral 1, y 78, numeral 1, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta asamblea
la presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que
se reforma la fracción XVII del artículo 73 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin
de facultar al Congreso de la Unión para legislar en ma-
teria de inteligencia artificial, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

A) Panorama internacional de la inteligencia artifi-
cial

A escala global, la inteligencia artificial (IA) se ha
consolidado como uno de los ejes centrales de la cuar-
ta revolución industrial y la sociedad 5.0. Esta tecno-
logía ofrece oportunidades sin precedentes para el
aprendizaje, la toma de decisiones y el desarrollo eco-
nómico, pero también plantea riesgos significativos
para la soberanía nacional, los derechos humanos y los
marcos jurídicos tradicionales. Por ello, la comunidad
internacional coincide en la necesidad de establecer
principios éticos claros y marcos regulatorios que per-
mitan el florecimiento de la economía digital sin com-
prometer la dignidad humana.

En noviembre de 2021, la UNESCO adoptó la Reco-
mendación sobre la Ética de la Inteligencia Artificial,
primer instrumento global de este tipo aprobado por
sus 193 Estados Miembros. El documento establece
valores y principios como la transparencia, la justicia,
la proporcionalidad y la no discriminación, y prohíbe
expresamente prácticas como la vigilancia masiva y
los sistemas de calificación social.1

La OCDE actualizó en mayo de 2024 sus Principios
sobre Inteligencia Artificial, que promueven un des-

arrollo fiable, inclusivo y centrado en el ser humano,
con énfasis en el crecimiento inclusivo, la transparen-
cia, la robustez y la rendición de cuentas. Estos princi-
pios facilitan la interoperabilidad regulatoria entre ju-
risdicciones.2

En materia de seguridad, la Declaración de Bletchley
(2023) y el Proceso de IA de Hiroshima del G7 han su-
brayado la importancia de gestionar los riesgos de los
sistemas de IA de frontera, particularmente en ciberse-
guridad, biotecnología y desinformación. Ambos instru-
mentos destacan la necesidad de cooperación interna-
cional y exigen mayor transparencia y responsabilidad a
los desarrolladores de sistemas avanzados.3

En el ámbito regulatorio, la Unión Europea aprobó la
Ley de Inteligencia Artificial (AI Act), el primer mar-
co jurídico integral basado en el riesgo. Esta normati-
va clasifica los sistemas según su potencial de daño,
prohíbe ciertas prácticas contrarias a los derechos fun-
damentales y establece obligaciones estrictas de trans-
parencia y evaluación para los sistemas de alto riesgo,
además de promover sandboxes regulatorios.

En América Latina y el Caribe, la Declaración de San-
tiago (2023), suscrita por 20 países, refleja la voluntad
regional de avanzar hacia una IA ética, soberana y cen-
trada en los derechos humanos. Iniciativas como La-
tamGPT muestran el interés por desarrollar capacida-
des propias y reducir la dependencia tecnológica
externa.4

Desde el punto de vista económico, diversas proyec-
ciones indican que la IA generativa podría aportar en-
tre 2.6 y 4.4 billones de dólares anuales a la economía
mundial para 2030, aunque también implicaría trans-
formaciones profundas en el mercado laboral. Ante es-
te escenario, los organismos internacionales enfatizan
la urgencia de políticas de reskilling y upskilling, así
como la participación activa en la definición de están-
dares técnicos internacionales (ISO/IEC JTC 1/SC
42).5

Finalmente, las Naciones Unidas, a través de su Cuer-
po Asesor de Alto Nivel sobre IA, posicionan esta tec-
nología como un acelerador para el cumplimiento de
la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sosteni-
ble, siempre bajo el principio de que la innovación de-
be estar al servicio de la justicia social y la sostenibi-
lidad.
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B) Efecto de la inteligencia artificial en México

En México, la IA representa un potente motor de cre-
cimiento económico. Se estima que su mercado alcan-
zará 12 mil 530 millones de dólares para 2030, multi-
plicando por más de 17 veces su valor de 2023. Este
potencial solo podrá materializarse plenamente si hay
un marco normativo que brinde certeza jurídica a las
inversiones y facilite su adopción en los sectores pro-
ductivos.6

El impacto en el empleo es uno de los retos más rele-
vantes. Se proyecta que 48.1 por ciento de los puestos
de trabajo podría transformarse en la próxima década,
con sectores como el telemercadeo, evaluación credi-
ticia y servicios administrativos enfrentando tasas de
afectación superiores al 90 por ciento. Por ello, resul-
ta indispensable acompañar la adopción tecnológica
con políticas de recualificación laboral.

En cuanto a la preparación institucional, México ocu-
pa el octavo lugar en América Latina y el 68 a nivel
global en el Government AI Readiness Index 2023.
Aunque cuenta con fortalezas en infraestructura y da-
tos, persisten rezagos en visión estratégica nacional,
principios éticos transversales y coordinación interins-
titucional, agravados por la ausencia de una Estrategia
Nacional de IA.7

La brecha de talento es otro desafío crítico. En el ciclo
2023-2024, apenas mil 621 estudiantes estuvieron ma-
triculados en programas de educación superior especí-
ficos en IA y sólo 98 se titularon. Esta cifra es clara-
mente insuficiente para un país de más de 131
millones de habitantes y limita la soberanía tecnológi-
ca nacional.

En innovación, México ocupa el lugar 58 en el Índice
Global de Innovación, pero sólo 11 por ciento de las
patentes otorgadas en 2024 fue solicitado por naciona-
les. La baja inversión en investigación y desarrollo y
la concentración de la adopción de IA en grandes em-
presas (54.7 por ciento de las compañías la utiliza
principalmente en generación de contenido y optimi-
zación de procesos) dejan rezagadas a las Mipyme.

Finalmente, la IA plantea riesgos en materia de dere-
chos humanos y seguridad nacional. La proliferación
de deepfakes y la desinformación amenazan la integri-
dad democrática, mientras que la ciberseguridad se

vuelve un componente estratégico ante posibles ata-
ques a infraestructuras críticas y vulneraciones a la
privacidad.

C) Análisis de derecho comparado

A escala internacional, los enfoques regulatorios de la
IA son diversos, pero convergen en la necesidad de
certeza jurídica, protección de derechos y fomento res-
ponsable de la innovación.

La Unión Europea lidera con el AI Act, un reglamento
basado en riesgos que prohíbe prácticas inaceptables
impone obligaciones estrictas a los sistemas de alto
riesgo y promueve sandboxes regulatorios.

Estados Unidos ha privilegiado un enfoque flexible,
apoyado en órdenes ejecutivas y colaboración público-
privada, con énfasis en seguridad nacional, competiti-
vidad y una “Carta de Derechos de la IA” para mitigar
sesgos.

Reino Unido adopta un modelo pro innovación des-
centralizado, donde reguladores sectoriales aplican
principios transversales, favoreciendo la flexibilidad y
evitando regulaciones estáticas.

En América Latina, Perú cuenta con la Ley número
31.814 (2023), Brasil avanza con el Proyecto de Ley
21/2020 y una robusta Estrategia Nacional de IA,
mientras que El Salvador, Chile y Uruguay han impul-
sado marcos éticos y de gobernanza digital.

La región muestra una clara tendencia hacia regula-
ciones que buscan soberanía tecnológica y alineación
con estándares internacionales como el GDPR y las
recomendaciones de la UNESCO.

D) Vinculación con el Plan Nacional de Desarrollo
2025-2030

La regulación de la IA debe alinearse plenamente con
el Plan Nacional de Desarrollo 2025-2030 y el eje rec-
tor del Humanismo Mexicano, que concibe el progre-
so económico como inseparable del bienestar social y
la justicia.

La propuesta se inscribe en el eje transversal 2, “Inno-
vación pública para el desarrollo tecnológico nacio-
nal”, orientado a lograr la autosuficiencia y soberanía
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digital. Asimismo, contribuye a la “República educa-
dora, humanista y científica”, al Plan México para for-
talecer el mercado interno y el nearshoring, y al eje
“Desarrollo sustentable”.8

Una legislación general en esta materia permitirá apro-
vechar la IA para simplificar trámites, optimizar recur-
sos públicos, combatir la corrupción, proteger a las
Mipyme, garantizar derechos laborales, fortalecer la
ciberdefensa y avanzar en la transición energética y la
preservación ambiental, siempre con enfoque en los
sectores más vulnerables.

E) Necesidad de facultar al Congreso de la Unión
para legislar sobre inteligencia artificial

La IA es una tecnología transversal que impacta si-
multáneamente derechos fundamentales, protección
de datos, propiedad intelectual, relaciones laborales,
competencia económica, ciberseguridad y soberanía
tecnológica. Su regulación eficaz requiere un marco
jurídico uniforme de observancia general en todo el te-
rritorio nacional.

El artículo 73 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos enumera de manera taxativa
las facultades del Congreso de la Unión, mientras que
el artículo 124 reserva las no expresadas a las entida-
des federativas.

Ante la ausencia de una atribución expresa en materia
de IA, cualquier ley general quedaría expuesta a cues-
tionamientos competenciales, riesgo de invasión a la
esfera local y posible fragmentación normativa.

La propuesta de reforma del artículo 73 otorga certeza
jurídica, delimita claramente la competencia federal
–técnica ya utilizada en telecomunicaciones, protec-
ción de datos personales y ciberseguridad– y dota de
legitimidad constitucional a la futura legislación gene-
ral. Esto previene controversias constitucionales, forta-
lece el federalismo cooperativo y facilita la armoniza-
ción con los estándares internacionales más avanzados.

F) Propuesta de reforma del artículo 73 constitu-
cional

Para efectos de claridad en la propuesta de modifica-
ción a la fracción XVII del artículo 73 Constitucional,
se traslada el siguiente cuadro comparativo:

Decreto por el que se reforma la fracción XVII del
artículo 73 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, a fin de facultar al Congre-
so de la Unión para legislar en materia de inteli-
gencia artificial

Único. Se reforma la fracción XVII del artículo 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, para quedar como sigue:

Artículo 73. …

I. a XVI. …

XVII. Para dictar leyes sobre vías generales de co-
municación, tecnologías de la información y la co-
municación, inteligencia artificial, radiodifusión,
telecomunicaciones, incluida la banda ancha e In-
ternet, postas y correos, y sobre el uso y aprovecha-
miento de las aguas de jurisdicción federal.

XVIII. a XXXII. …

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión contará con un pla-
zo de 365 días naturales, contados a partir de la entra-
da en vigor del presente decreto, a efecto de expedir la
legislación general en materia de inteligencia artifi-
cial.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputado Jesús Valdés Peña (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 9O. DE LA LEY DE PROTEC-
CIÓN AL COMERCIO Y LA INVERSIÓN DE NORMAS EX-
TRANJERAS QUE CONTRAVENGAN EL DERECHO INTERNA-
CIONAL, A CARGO DEL DIPUTADO JESÚS VALDÉS PEÑA,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El suscrito, Jesús Valdés Peña, integrante del Grupo
Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatura de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del
Reglamento Interior de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta asamblea la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto, por el que se reforma
el artículo 9o. de la Ley de Protección al Comercio y
la Inversión de Normas Extranjeras que contravengan
el Derecho Internacional, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

A) La desindexación del salario mínimo

El 27 de enero de 2016 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación1 una de las reformas constitucionales
más trascendentales en materia económica y social de
nuestro país: la desindexación del salario mínimo. Es-
ta reforma cambió las leyes de México para que las
multas y los cobros oficiales se calculen de una mane-
ra diferente. Por un lado, se adicionó un último párra-
fo al Apartado B del artículo 26 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual
mandata constitucionalmente que la unidad de medida
y actualización (UMA) “será utilizada como unidad de
cuenta, índice, base, medida o referencia para determi-
nar la cuantía del pago de las obligaciones y supuestos
previstos en las leyes federales”. De forma correlativa,
se modificó la fracción VI del Apartado A del artí-
culo 123 constitucional para imponer una prohibición
categórica, al determinar que “el salario mínimo no
podrá ser utilizado como índice, unidad, base, medida
o referencia para fines ajenos a su naturaleza” salva-
guardando así su función estrictamente laboral, prote-
giendo el ingreso de los trabajadores e impidiendo que
el salario mínimo siga utilizándose para calcular mul-
tas o impuestos.

Con este propósito, los artículos tercero y cuarto tran-
sitorios del referido decreto constitucional impusieron
un mandato expreso y un plazo perentorio a los órga-
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nos legislativos del país, al establecer textualmente lo
siguiente:

Tercero. A la fecha de entrada en vigor del presente
decreto, todas las menciones al salario mínimo co-
mo unidad de cuenta, índice, base, medida o refe-
rencia para determinar la cuantía de las obligacio-
nes y supuestos previstos en las leyes federales,
estatales, del Distrito Federal, así como en cualquier
disposición jurídica que emane de todas las anteriores,
se entenderán referidas a la unidad de medida y ac-
tualización.

Cuarto. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo
transitorio anterior, el Congreso de la Unión, las le-
gislaturas de los estados, la Asamblea Legislativa del
Distrito Federal, así como las administraciones públi-
cas federal, estatales, del Distrito Federal y municipa-
les deberán realizar las adecuaciones que corres-
pondan en las leyes y ordenamientos de su
competencia, según sea el caso, en un plazo máximo
de un año contado a partir de la entrada en vigor
de este Decreto, a efecto de eliminar las referencias al
salario mínimo como unidad de cuenta, índice, base,
medida o referencia y sustituirlas por las relativas a la
unidad de medida y actualización.

Ahora bien, de la lectura de estos preceptos se des-
prende que el artículo tercero transitorio dicta el man-
dato explícito de desindexación, mientras que el artí-
culo cuarto transitorio obliga de manera estricta a los
tres órdenes de gobierno a reformar sus leyes vigentes.
Por lo anterior, esta iniciativa busca dar cumplimiento
definitivo a las disposiciones del orden constitucional,
así como actualizar un ordenamiento que requiere sin-
tonía con las reglas vigentes en el país.

B) Certeza jurídica

Pese al mandato constitucional y del régimen transito-
rio que obligaba a la adecuación de las leyes secunda-
rias, la Ley de Protección al Comercio y la Inversión
de Normas Extranjeras que contravengan el Derecho
Internacional presenta un rezago normativo en su artí-
culo 9o., al prever sanciones administrativas cuantifi-
cadas aún en “días de salario mínimo diario general vi-
gente en el Distrito Federal”. Mantener esta redacción
transgrede de forma directa los principios de certeza y
seguridad jurídica. Conforme al orden constitucional
vigente, cualquier sanción impuesta por la autoridad

con base en el salario mínimo adolece de un vicio de
origen, lo que expone las resoluciones del Estado a ser
sistemáticamente impugnadas y declaradas nulas ante
los tribunales federales a través del juicio de amparo,
dejando impunes las conductas infractoras.

Este criterio ha sido confirmado por la propia Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación en su jurisprudencia
Tesis: 1a./J. 129/2024 (11 a.), donde determinó:

Desindexación del salario mínimo. La reforma
constitucional en la materia no establece una regla
absoluta de sustitución del salario mínimo por la
unidad de medida y actualización, sino una regla de
juicio aplicable caso por caso.2

Hechos: Una persona falleció como resultado de un
atropellamiento en una carretera. Sus familiares de-
mandaron a la propietaria del vehículo y a diversas
aseguradoras una indemnización económica en tér-
minos del artículo 1915 del Código Civil para el
Distrito Federal, aplicable en Ciudad de México. Se
condenó a las demandadas al pago de una indemni-
zación por el daño patrimonial y daño moral. En re-
lación con el primero, la sala responsable interpretó
que, aun cuando el artículo mencionado refiere al
salario mínimo, debía atenderse a la UMA por
mandato del artículo 123, Apartado A, fracción VI,
constitucional y los artículos tercero y cuarto tran-
sitorios de la reforma constitucional de veintisiete
de enero de dos mil dieciséis. Esta interpretación
fue cuestionada en amparo y el tribunal colegiado
de circuito resolvió que la cuantificación del daño
debía ser con referencia al salario mínimo y no a la
UMA. Inconforme, una de las aseguradoras conde-
nadas interpuso recurso de revisión.

Criterio jurídico: El artículo 123, Apartado A, frac-
ción VI, constitucional no contiene una prohibición
absoluta de utilizar el salario mínimo como base de
cuantificación. Más bien, contiene una regla permi-
siva, pues el salario mínimo sí puede ser utilizado
como índice, unidad, base, medida o referencia
cuando es con fines acordes con su naturaleza.
Se tiene una regla de juicio consistente en que una
disposición normativa puede hacer uso del salario
mínimo en lugar de la UMA cuando esto sea en
atención a las propias finalidades y naturaleza del
salario mínimo. Sólo el estudio de los casos concre-
tos dirá si se cumplen las condiciones de aplicación
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de esta regla de juicio, por lo que no hay una res-
puesta a priori sobre qué está cubierto por la prohi-
bición de utilizar el salario mínimo contenida en el
artículo 123 constitucional.

Justificación: La reforma constitucional de veinti-
siete de enero de dos mil dieciséis pretendió desin-
dexar el salario mínimo y reemplazarlo por la UMA
en las leyes federales y locales que lo utilicen como
unidad de cuenta, índice, base, medida o referencia.
Esta reforma se instrumentó con la prohibición de
utilizar el salario mínimo para fines ajenos a su
naturaleza (artículo 123, apartado A, fracción VI,
constitucional) y con la orden de reemplazar toda
referencia al salario mínimo por la UMA (artí-
culos tercero y cuarto transitorios de la reforma
constitucional). Ahora bien, en el proceso de refor-
ma no se pretendía una regla categórica, pues las
exposiciones de motivos destacan que la desvin-
culación del salario mínimo sería “de factores
ajenos a su naturaleza”. Asimismo, en la discu-
sión de la reforma se reiteró que el problema era
el uso del salario mínimo en conceptos “ajenos al
ámbito laboral que le da vida” y “para fines aje-
nos a su naturaleza laboral”. Además, una inter-
pretación categórica de los artículos tercero y cuar-
to transitorios citados llevaría a resultados
absurdos. Si no se lee implícitamente que la desin-
dexación sólo es aplicable a ciertas leyes, la orden
de suprimir las referencias al salario mínimo opera-
ría también en la legislación laboral. En ese sentido,
la prohibición de indexación y la correlativa obliga-
ción de modificación normativa no son absolutas.
Lo que explica que los artículos transitorios estén
redactados en términos categóricos (sin distinguir
cuándo no debe cambiarse la referencia al salario
mínimo por la UMA) es que el artículo 123 consti-
tucional no establece una regla general sujeta a ex-
cepciones, sino que delimita el alcance de la prohi-
bición y hay ciertos ámbitos a los que simplemente
no es aplicable. La referencia a los “fines ajenos a
la naturaleza del salario mínimo” es una delimita-
ción en el ámbito de aplicación de la norma, no una
cláusula de excepción o exención. De este modo,
los artículos transitorios no distinguen por la simple
razón de que sólo son aplicables cuando la prohibi-
ción del artículo 123 constitucional también lo es;
es decir, cuando el uso del salario mínimo no co-
rresponde con los fines acordes a su naturaleza. Só-
lo así tiene sentido que el Constituyente no haya

buscado una prohibición categórica y, al mismo
tiempo, no haya matizado su lenguaje en el régimen
transitorio.

Amparo directo en revisión 3858/2023. Silvia
Fuentes Valeria y otros, 13 de marzo de 2024. Cin-
co votos de los ministros y las ministras Loretta Or-
tiz Ahlf, Juan Luis González Alcántara Carrancá,
Ana Margarita Ríos Farjat, Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Al-
fredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Camilo Ra-
ziel Weichsel Zapata.

Tesis de jurisprudencia 129/2024 (11a.). Aprobada
por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión
privada de veintiuno de agosto de dos mil veinti-
cuatro.

Esta distinción ha sido confirmada por la Suprema
Corte. El máximo tribunal aclaró que el salario míni-
mo solo es válido cuando se usa para proteger el suel-
do de los trabajadores. En cambio, cuando una ley
aplica multas administrativas, un fin totalmente ajeno
al ámbito laboral, el uso del salario mínimo es incons-
titucional. Por lo tanto, las multas comerciales de la
Ley de Protección al Comercio y la Inversión de Nor-
mas Extranjeras que contravengan el Derecho Interna-
cional entran en este último supuesto, haciendo que el
cambio por la UMA sea obligatorio para que las san-
ciones tengan validez legal.

C) Vulnerabilidad en el comercio exterior

El propósito central de la Ley de Protección al Co-
mercio y la Inversión de Normas Extranjeras que con-
travengan el Derecho Internacional es proteger la so-
beranía y la economía nacional frente a las sanciones
y bloqueos económicos impuestos por otros países.

En la práctica, si el Estado mexicano intenta imponer
una multa a una empresa transnacional por cumplir un
bloqueo extranjero, las defensas corporativas de dicha
empresa no discutirán el bloqueo en los tribunales me-
xicanos, sino que impugnarán la constitucionalidad
del texto de la ley. Al demostrar ante un juez federal
que la multa está calculada en “salarios mínimos” (lo
cual viola el artículo 123 constitucional), el juez otor-
gará un amparo por violación constitucional y can-
celará la penalización. De este modo, la empresa ga-
nará el juicio gracias a un descuido en la redacción,
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dejando al Estado en una posición de vulnerabilidad
jurídica en el escenario internacional.

D) Necesidad de adecuación normativa y regulari-
dad constitucional

La protección del comercio exterior y el blindaje de
las inversiones mexicanas frente a medidas restrictivas
o leyes extranjeras demandan un marco jurídico impe-
cable, sólido y formalmente válido. La soberanía eco-
nómica de nuestra nación no puede verse vulnerada ni
debilitada en los tribunales debido a tecnicismos deri-
vados de una omisión legislativa interna. Por tanto, es
necesario corregir esta ley para sustituir la referencia
salarial por la unidad de medida y actualización
(UMA), garantizando así la plena eficacia y regulari-
dad constitucional en la actuación del Estado.

Para dimensionar el impacto financiero real que este
rezago normativo representa en la actualidad (2026),
se presenta el desfase económico existente entre am-
bos indicadores:

Con lo anterior se demuestra que las multas vigentes
son excesivas, inconstitucionales y fáciles de evadir en
los juzgados. La actualización planteada resuelve esta
debilidad de raíz, al sustituir el salario mínimo por la
UMA, dotamos al Estado mexicano de una herramien-
ta sancionatoria justa y legalmente sólida, cerrando
cualquier posibilidad de que las empresas eludan su
responsabilidad mediante juicios de amparo.

E) Propuesta de reforma

Para efectos de claridad en la propuesta de modifica-
ción al artículo 9º. de la Ley de Protección al Comer-
cio y la Inversión de Normas Extranjeras que contra-
vengan el Derecho Internacional, se traslada el
siguiente cuadro comparativo:

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de
esta asamblea el siguiente

Decreto por el que se reforma el artículo 9o. de la
Ley de Protección al Comercio y la Inversión de
Normas Extranjeras que contravengan el Derecho
Internacional

Único. Se reforman las fracciones I a III del artículo
9o. de la Ley de Protección al Comercio y la Inversión
de Normas Extranjeras que contravengan el Derecho
Internacional, para quedar como sigue:

Artículo 9o. Sin perjuicio de las responsabilidades de
carácter civil, penal o de otra índole que puedan gene-
rarse por la violación de los artículos 1o. a 3o., la Se-
cretaría de Relaciones Exteriores podrá imponer al in-
fractor las sanciones administrativas siguientes:

I. Por violación al primer párrafo del artículo 1o.,
multa hasta por 100 000 veces la unidad de medi-
da y actualización.

II. Por violación al artículo 2o., multa hasta por 50
000 veces la unidad de medida y actualización.
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III. Por violación al artículo 3o., con amonestación.
Si se trata de la segunda infracción, multa hasta por
1 000 veces la unidad de medida y actualización.

…

…

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 DOF (2016). Decreto por el que se declaran reformadas y adi-
cionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en materia de desindexación del sala-
rio mínimo, Segob, https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?co-
digo=5423663&fecha=27/01/2016#gsc.tab=0

2 Suprema Corte de Justicia de la Nación, jurisprudencia tesis:
1a./J. 129/2024 (11 a.), https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/te-
sis/2029315

3 Instituto Nacional de Estadística y Geografía (2026). Unidad de
Medida y Actualización, https://www.inegi.org.mx/temas/uma/

4 Comisión Nacional de los Salarios Mínimos (2025). Tablas de
Salarios Mínimos Generales y Profesionales,
https://www.gob.mx/conasami/documentos/tabla-de-salarios-mi-
nimos-generales-y-profesionales-por-areas-geograficas

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputado Jesús Valdés Peña (rúbrica)

QUE ADICIONA UN NUMERAL 10 AL ARTÍCULO 465 DE LA
LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS
ELECTORALES, EN MATERIA DEL PLAZO PARA LA EMISIÓN
DEL ACUERDO DE ADMISIÓN O DESECHAMIENTO DE UNA
QUEJA O DENUNCIA EN EL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR
ORDINARIO, A CARGO DEL DIPUTADO JESÚS VALDÉS PE-
ÑA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El suscrito, Jesús Valdés Peña, integrante del Grupo
Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatura de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1, fracción I,
77, numeral 1, y 78, numeral 1, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decre-
to, por el que se adiciona un numeral 10 al artículo 465
de la Ley General de Instituciones y Procedimientos
Electorales, en materia del plazo para la emisión del
acuerdo de admisión o desechamiento de una queja o
denuncia en el procedimiento ordinario sancionador,
con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La consolidación de la democracia en México exige
no solo la celebración periódica de elecciones libres y
auténticas, sino también la existencia de mecanismos
institucionales eficaces para garantizar el cumplimien-
to de las normas electorales y la sanción oportuna de
las conductas que las vulneren.

El sistema de justicia electoral, en sus vertientes admi-
nistrativa y jurisdiccional, es un pilar fundamental del
Estado democrático de derecho, el cual debe operar
con certeza, celeridad, transparencia y pleno respeto a
las garantías del debido proceso.

La presente iniciativa busca fortalecer el marco nor-
mativo de los procedimientos sancionadores en mate-
ria electoral mediante la adición de un numeral 10 al
artículo 465 de la Ley General de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales (LGIPE), con el propósito de
precisar el momento a partir del cual debe computarse
el plazo para que la Unidad Técnica de lo Contencio-
so Electoral de la Secretaría Ejecutiva del Instituto Na-
cional Electoral (UTCE) emita el acuerdo de admisión
o desechamiento de una queja o denuncia.
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A. Planteamiento del problema

La experiencia acumulada en la aplicación de la legis-
lación electoral revela que las quejas y denuncias pre-
sentadas ante las autoridades electorales suelen acom-
pañarse de un volumen considerable de elementos de
convicción: documentos públicos y privados, graba-
ciones audiovisuales, capturas de pantalla, enlaces
electrónicos a redes sociales y plataformas digitales,
solicitudes de información a diversas autoridades y, en
ocasiones, peritajes preliminares.

Esta complejidad material impide, en muchos casos,
que la autoridad electoral pueda resolver de manera in-
mediata y fundada sobre la admisión o desechamiento
de la denuncia. La ausencia de una regla expresa que
regule esta situación genera interpretaciones dispares,
incertidumbre jurídica, dilaciones injustificadas en la
integración de los expedientes y, en no pocos casos, la
eventual pérdida de oportunidad para sancionar con-
ductas relevantes o, por el contrario, la admisión pre-
cipitada de denuncias insuficientemente fundadas.

Tal problemática afecta directamente la eficacia de la
función sancionadora del Estado, vulnera la seguridad
jurídica de los denunciantes y denunciados, y debilita
la credibilidad del sistema electoral en su conjunto.

B. Marco jurídico vigente

El Procedimiento Sancionador Ordinario

El Procedimiento Sancionador Ordinario (PSO), pre-
visto en los artículos 464 a 469 de la LGIPE, repre-
senta un vía indispensable, general y residual para el
conocimiento, investigación, sustanciación y resolu-
ción de las infracciones a las disposiciones en materia
electoral.

Este procedimiento se distingue por su carácter formal
y garantista. Considera una secuencia lógica y estruc-
turada de etapas: presentación de la queja o denuncia,
análisis preliminar de admisibilidad, prevención en su
caso, emplazamiento al presunto infractor, ofrecimien-
to y desahogo de pruebas, formulación de alegatos y,
finalmente, la resolución del fondo por parte del Con-
sejo General del Instituto Nacional Electoral o de los
organismos públicos locales electorales, según corres-
ponda.

Su aplicación resulta particularmente relevante en
aquellos casos que, por su naturaleza o temporalidad,
admiten un análisis más pausado y profundo, tales co-
mo infracciones relacionadas con el registro y fiscali-
zación de las actividades ordinarias de los partidos po-
líticos, el incumplimiento de obligaciones de
transparencia y rendición de cuentas, irregularidades
en el financiamiento privado de los partidos fuera de
periodo electoral, omisiones en el cumplimiento de re-
soluciones administrativas previas, o diversas viola-
ciones a las normas de organización y funcionamiento
de los partidos políticos, entre otras conductas de rele-
vancia que no requieren per se una tutela inmediata
por peligro en la demora durante el desarrollo de un
proceso electoral.

A diferencia de otros mecanismos, el PSO permite un
examen exhaustivo de los hechos, lo que resulta indis-
pensable para preservar el principio de presunción de
inocencia y el derecho de defensa de los sujetos de-
nunciados, al tiempo que garantiza al denunciante una
respuesta efectiva y motivada.

La fase inicial de admisión o desechamiento adquiere,
en este contexto, una relevancia estratégica. De ella
depende la apertura formal del procedimiento y, por
tanto, la posibilidad misma de investigar y, en su caso,
sancionar la conducta.

Una decisión apresurada puede generar resoluciones
insuficientemente motivadas o la desestimación pre-
matura de denuncias con apariencia de fundamento;
por el contrario, una dilación excesiva afecta la opor-
tunidad de la sanción y puede generar prescripciones
indebidas, especialmente cuando los hechos ocurren
en periodos próximos a procesos electorales.

El artículo 465 de la LGIPE

El artículo 465 de la LGIPE establece las reglas co-
munes aplicables a la presentación, admisión, des-
echamiento y trámite inicial de las quejas y denuncias
en el PSO.

Dicho precepto contiene previsiones detalladas sobre
forma, requisitos y plazos, carece de una disposición
expresa que regule el supuesto práctico en que la au-
toridad electoral requiere de elementos adicionales o
diligencias preliminares para emitir un acuerdo debi-
damente fundado y motivado.
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Caso contrario a lo mencionado es que el Reglamento
de Quejas y Denuncias del Instituto Nacional Electo-
ral dispone en su artículo 49, numeral 1 que, el plazo
de admisión de una queja o denuncia se computará1 a
partir de que la autoridad cuente con los elementos ne-
cesarios para decidir sobre la admisión. Sin embargo,
dicho supuesto no debe quedar previsto únicamente en
una normatividad reglamentaria, ya que, en cumpli-
miento del principio de legalidad, la LGIPE es el ins-
trumento normativo idóneo para establecerlo.

C. Antecedente jurisprudencial

La Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Ju-
dicial de la Federación, en ejercicio de su función uni-
ficadora de criterios jurisprudenciales, emitió la Juris-
prudencia 8/2026,2 cuyo rubro y tesis rectora
establecen lo siguiente:

Queja o denuncia. El plazo para acordar su ad-
misión o desechamiento debe computarse a par-
tir de que la autoridad cuente con los elementos
necesarios para resolver.

Hechos: En el primer caso, la parte promovente
presentó una denuncia ante el Consejo General del
entonces Instituto Federal Electoral por la presunta
realización de actos anticipados de precampaña y
campaña. Dicha autoridad desechó su queja por
considerarla improcedente, al estimar que los he-
chos denunciados no constituían una infracción. En
desacuerdo, la parte recurrente se inconformó con
la supuesta inobservancia de la normativa relativa
al plazo para admitir o desechar la denuncia. Por su
parte, en los otros dos casos, la parte actora presen-
tó su queja ante el Instituto Estatal Electoral de Na-
yarit, por la presunta comisión de actos anticipados
de precampaña y campaña y, posteriormente, ésta
presentó un juicio ante el Tribunal local para incon-
formarse con la presunta omisión del Instituto local
de radicar, tramitar, admitir y resolver su queja; sin
embargo, el órgano jurisdiccional resolvió que tal
omisión no existía, porque dicho Instituto se encon-
traba realizando diligencias y acciones para integrar
debidamente el procedimiento.

Criterio jurídico: El plazo para admitir o des-
echar una queja o denuncia debe computarse a
partir del momento en que la autoridad electoral
cuenta con los elementos suficientes para resol-

ver, pues no siempre es posible obtenerlos dentro
de un plazo breve. Esta interpretación permite que
el procedimiento se integre adecuadamente con la
información necesaria sobre los hechos denuncia-
dos, el alcance preliminar de las pruebas y la iden-
tificación de las personas denunciadas que, en su
caso, deban ser emplazadas.

Justificación: Los artículos 232, 233 y 234 de la
Ley Electoral del Estado de Nayarit establecen co-
mo regla general que el organismo público local
electoral contará con un plazo de cinco días para
emitir un acuerdo de admisión o desechamiento
contados a partir de la recepción de la queja. En el
artículo 465 de la Ley General de Instituciones y
Procedimientos Electorales, se prevé que la au-
toridad electoral tiene el deber jurídico de anali-
zar el contenido del escrito de denuncia o queja,
a fin de acordar su admisión o desechamiento.
Para tal efecto, debe contar con los elementos su-
ficientes que le permitan determinar si los he-
chos denunciados pueden o no constituir una in-
fracción a la normativa electoral. En ese sentido,
está facultada para llevar a cabo, u ordenar, las
diligencias necesarias y conducentes, así como
requerir la información que considere pertinen-
te para el desarrollo de la investigación. Dicha
actuación no es contraria al derecho de acceso
efectivo a la justicia de las personas denuncian-
tes, pues la integración de los elementos prelimi-
nares necesarios para sustanciar la queja garan-
tiza su debida atención y estudio. Sin embargo,
las diligencias deben guardar relación con la ma-
teria del asunto y observar criterios de razonabi-
lidad temporal y material, ya que, de lo contra-
rio, se retrasaría injustificadamente la
tramitación del procedimiento. En consecuencia,
el plazo legal para emitir el acuerdo de admisión
o desechamiento, debe computarse a partir de
que la autoridad administrativa electoral cuenta
con los elementos indispensables para resolver.

[Énfasis añadido]

En esta importante jurisprudencia, la Sala Superior re-
conoce que el plazo legal no debe computarse de ma-
nera automática y rígida desde la sola recepción del
escrito de denuncia, sino a partir del momento en que
la UTCE dispone de los elementos indispensables pa-
ra emitir una resolución fundada y motivada, siempre
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en observancia de los criterios de razonabilidad tem-
poral y material, con el fin de evitar dilaciones injusti-
ficadas que afecten el debido proceso y la tutela efec-
tiva de los derechos.

D. Constitucionalidad de la reforma

La presente reforma es plenamente compatible y ar-
mónica con la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. Refuerza los principios de legali-
dad y seguridad jurídica consagrados en los artículos
14 y 16 constitucionales al dotar de mayor certeza y
predictibilidad el cómputo de los plazos procesales.

Igualmente, coadyuva al artículo 17 al garantizar una
impartición de justicia pronta, completa, imparcial y
expedita, evitando tanto la precipitación como la dila-
ción indebida en las resoluciones de los procedimien-
tos administrativos seguidos en forma de juicio.

En relación con los artículos 41, párrafo segundo, y
116 constitucionales, la propuesta fortalece los princi-
pios rectores de la función electoral, al permitir que la
autoridad electoral cuente con los elementos necesa-
rios para valorar correctamente la procedencia de las
denuncias.

Finalmente, se alinea con el artículo 1° constitucional
al aplicar el principio pro persona y maximizar la pro-
tección de los derechos de las partes involucradas en el
PSO.

E. Convencionalidad de la reforma

La iniciativa también se ajusta satisfactoriamente al
control de convencionalidad por el que está obligado
el Poder Legislativo en su actuación, de conformidad
con lo artículos 1o. y 133 de la Constitución federal.

Esta adición de la LGIPE resulta convencionalmente
conforme con los artículos 8 (garantías judiciales) y 25
(protección judicial) de la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos (ya que el PSO es un proceso
sancionador seguido en forma de juicio), así como con
el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos.

A su vez, el establecimiento de criterios de razonabili-
dad temporal y material en el cómputo de los plazos,
se evita la arbitrariedad procesal y se garantiza que las

decisiones de la autoridad electoral sean debidamente
fundadas y motivadas, fortaleciendo el derecho de ac-
ceso a la justicia y al debido proceso en materia elec-
toral, en concordancia con los estándares interameri-
canos.

F. Objetivos, alcances y beneficios de la reforma

Con esta adición normativa a la LGIPE se busca

• Elevar a rango de ley el criterio jurisprudencial
contenido en la jurisprudencia 8/2026.

• Otorgar certeza jurídica y predictibilidad a todos
los actores del proceso electoral.

• Optimizar la sustanciación de los procedimientos
sancionadores ordinarios.

• Evitar dilaciones injustificadas sin sacrificar la ca-
lidad y motivación de las resoluciones.

• Fortalecer la eficacia, legitimidad y credibilidad
del sistema sancionador electoral mexicano.

G. Propuesta de reforma

Para efectos de claridad en la propuesta de adición de
un numeral 10 al artículo 465 de la LGIPE, se traslada
el siguiente cuadro comparativo:

Por lo expuesto y fundado someto a consideración de
esta asamblea el siguiente

Decreto por el que se adiciona el numeral 10 al ar-
tículo 465 de la Ley General de Instituciones y Pro-
cedimientos Electorales, en materia del plazo para
la emisión del acuerdo de admisión o desechamien-
to de una queja o denuncia en el procedimiento or-
dinario sancionador

Gaceta Parlamentaria Martes 22 de septiembre de 202626



Único. Se adiciona el numeral 10 al artículo 465 de la
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales, para quedar como sigue:

Artículo 465.

1. a 9. …

10. El plazo previsto en el numeral anterior se
computará a partir del momento en que la Uni-
dad Técnica de lo Contencioso Electoral de la Se-
cretaría Ejecutiva cuente con los elementos in-
dispensables para emitir, de manera fundada y
motivada, el acuerdo de admisión o desecha-
miento de la queja o denuncia, observando los
criterios de razonabilidad temporal y material, a
fin de evitar la dilación injustificada del procedi-
miento.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 INE, Reglamento de Quejas y Denuncias del Instituto Nacional
Electoral, Ciudad de México, Instituto Nacional Electoral, 2017,
https://ine.mx/compendio-normativo/ [Fecha de consulta: 14 de
julio de 2026.]

2 TEPJF, jurisprudencia 8/2026, rubro “Queja o denuncia. El pla-
zo para acordar su admisión o desechamiento debe computarse a
partir de que la autoridad cuente con los elementos necesarios pa-
ra resolver”, consultada en IUS Electoral,
https://www.te.gob.mx/ius2021/#/ [Fecha de consulta: 14 de julio
de 2026.]

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputado Jesús Valdés Peña (rúbrica)

QUE REFORMA EL PÁRRAFO SEGUNDO Y LA FRACCIÓN I
DEL ARTÍCULO 2O., ASÍ COMO EL ARTÍCULO 7O. DE LA LEY
SOBRE LA APROBACIÓN DE TRATADOS INTERNACIONALES
EN MATERIA ECONÓMICA, A CARGO DEL DIPUTADO JESÚS
VALDÉS PEÑA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El suscrito, Jesús Valdés Peña, integrante del Grupo
Parlamentario de Morena en la LXVI Legislatura de la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1, fracción I,
77, numeral 1, y 78, numeral 1, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decre-
to, por el que se reforman el párrafo segundo y la frac-
ción I del artículo 2, así como el artículo 7 de la Ley
sobre la Aprobación de Tratados Internacionales en
Materia Económica, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

A. Planteamiento del problema

La dinámica del orden normativo exige una sincronía
permanente entre el texto de la Constitución General,
los ordenamientos parlamentarios y las leyes secunda-
rias especiales. Cuando una ley adjetiva o instrumen-
tal preserva categorías jurídicas superadas u opera re-
envíos a cuerpos normativos inaplicables, se lesiona la
certeza jurídica, la coherencia del sistema jurídico y la
eficacia de las facultades de control del Congreso de la
Unión.

La Ley sobre la Aprobación de Tratados Internaciona-
les en Materia Económica (LATIME) fue publicada en
el Diario Oficial de la Federación el 2 de septiembre
de 2004. Su diseño respondió a la imperiosa necesidad
de dotar al Senado de la República de herramientas
técnicas y procedimentales para requerir información
al Poder Ejecutivo Federal sobre el curso de las nego-
ciaciones de tratados de comercio, servicios e inver-
sión, reglamentando en su momento el artículo 93
constitucional. No obstante, a más de dos décadas de
su promulgación, dicho ordenamiento acusa un evi-
dente anacronismo dogmático y orgánico.

En primer término, el artículo 2 de la ley invocada alu-
de a la observancia de la “Constitución General de la
República” y constriñe la sujeción de los tratados al
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respeto de las garantías individuales”. Esta categoriza-
ción procesal-positivista del siglo XIX y principios del
XX fue superada de manera sustantiva y estructural a
partir de la paradigmática reforma constitucional en
materia de derechos humanos publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011. Man-
tener la locución “garantías individuales” perpetúa una
confusión categorial entre el derecho sustantivo intrín-
seco a la persona y los instrumentos adjetivos tutela-
res.

En segundo término, el artículo 7 de la citada ley suje-
ta la actuación del Senado de la República a los artí-
culos 58 y 59 del “Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos” para la emisión de lo que denomina un
“Punto de Acuerdo”. Dicha remisión normativa confi-
gura hoy una hipótesis de inaplicabilidad procesal so-
brevenida. De conformidad con el artículo primero
transitorio del Reglamento del Senado de la Repúbli-
ca, publicado en el Diario Oficial de la Federación el
4 de junio de 2010 y en vigor desde el 1 de septiembre
de 2010, dejaron de ser aplicables al Senado de la Re-
pública las disposiciones relativas del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General.

Subsiste, en consecuencia, un grave vacío por remi-
sión a una norma ineficaz para la Cámara Alta, lo que
distorsiona la naturaleza de los instrumentos parla-
mentarios de deliberación y resolución que prevé su
propio régimen interno vigente. Resulta imperativo
adecuar la denominación oficial de la Carta Magna, in-
corporar el paradigma de los derechos humanos y ac-
tualizar el reenvío procesal a la normatividad interior
del Senado de la República.

B. Análisis de constitucionalidad

Desde una perspectiva estrictamente constitucional, el
proyecto descansa sobre el principio de supremacía
constitucional consignado en el artículo 133 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como en la cláusula de rigidez y coherencia
sistemática del ordenamiento. Las normas secundarias
integradas al sistema jurídico mexicano deben guardar
conformidad formal y material con la ley fundamental.

El Decreto de reforma constitucional del 10 de junio
de 2011 cambió sustancialmente el Título Primero,
Capítulo I, de la Constitución, sustituyendo el concep-

to “De las garantías individuales” por el de “De los de-
rechos humanos y sus garantías”. A partir de este hito
dogmático, el artículo 1o. constitucional consagra que
todas las personas gozarán de los derechos humanos
reconocidos en la Constitución y en los tratados inter-
nacionales de los que el Estado Mexicano sea parte,
así como de las garantías para su protección.

En la teoría constitucional contemporánea, la doctrina
ha puntualizado la distinción entre derechos humanos y
garantías. Los derechos humanos o fundamentales
constituyen facultades o expectativas normativas de ca-
rácter sustancial adscritas a la dignidad humana; las ga-
rantías, en cambio, corresponden a los deberes correla-
tivos y a los instrumentos jurídico-procesales
destinados a su tutela o reparación cuando aquellos son
vulnerados. Reducir la barrera infranqueable de un tra-
tado internacional al respeto de las “garantías indivi-
duales” –como aún lo hace el artículo 2 de la Ley bajo
estudio– constituye un estrechamiento conceptual in-
congruente con el artículo 1o. y el artículo 15 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Asimismo, este análisis se engarza armónicamente
con la política exterior del Estado Mexicano. La frac-
ción X del artículo 89 constitucional, reformada igual-
mente el 10 de junio de 2011, elevó a rango de princi-
pio normativo rector de la diplomacia y celebración de
instrumentos internacionales “el respeto, la protección
y promoción de los derechos humanos”. En paralelo,
el artículo 15 de la Constitución prohíbe de manera ta-
jante la celebración de convenios o tratados interna-
cionales en cuya virtud se alteren los derechos huma-
nos reconocidos en la propia Constitución y los
tratados internacionales en que el Estado Mexicano
sea parte.

Por ende, exigir legalmente que los tratados económi-
cos internacionales se ajusten a la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y respeten los
“derechos humanos” formaliza la subordinación de la
actividad negociadora y aprobatoria al bloque de regu-
laridad constitucional.

La denominación oficial consagrada por el Congreso
Constituyente en Querétaro de 1917 es “Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos”. Aunque el
foro legislativo ha tolerado históricamente expresiones
sinónimas como “Constitución General de la Repúbli-
ca”, la técnica legislativa moderna exige la máxima
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exactitud semántica a fin de disipar equívocos sobre la
identidad del pacto fundamental instituido.

C. Análisis de convencionalidad

El examen de regularidad convencional del presente
proyecto se inserta en el cumplimiento ineludible de
los compromisos adquiridos por el Estado mexicano en
el marco del derecho internacional público y el derecho
internacional de los derechos humanos. De conformi-
dad con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), los
Estados Parte asumen el deber primario no sólo de res-
petar y garantizar los derechos en ella reconocidos, si-
no de adoptar con arreglo a sus procedimientos consti-
tucionales las medidas legislativas o de otro carácter
que fueren necesarias para hacerlos efectivos.

A partir de la doctrina sentada por la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos en los casos Almonacid
Arellano vs. Chile(2006), Trabajadores Cesados del
Congreso vs. Perú (2006) y Radilla Pacheco vs. Méxi-
co (2009), el control difuso de convencionalidad ope-
ra como un deber vinculante para todas las autoridades
y poderes del Estado. Dicha obligación compele al le-
gislador ordinario –en ejercicio de un control preven-
tivo o de convencionalidad a priori– a expulsar, refor-
mar o armonizar cualquier precepto que desvirtúe o
desconozca la extensión y centralidad que el derecho
internacional de los derechos humanos otorga a la per-
sona humana.

En el ámbito del derecho de los tratados económicos
(comercio, inversiones y servicios transfronterizos), la
evolución jurídica internacional ha desterrado la con-
cepción decimonónica de fragmentación o aislamiento
regulatorio. La jurisprudencia interamericana y los ór-
ganos de tratados del sistema universal de las Nacio-
nes Unidas han dejado en claro que las obligaciones
emanadas de acuerdos comerciales internacionales no
pueden contravenir, condicionar ni vulnerar los dere-
chos humanos, en particular los derechos económicos,
sociales, culturales y ambientales.

El principio de integración sistémica, consagrado en el
artículo 31, numeral 3, inciso c), de la Convención de
Viena sobre el Derecho de los Tratados de 1969, de-
termina que, al interpretar y aplicar un tratado, debe
tomarse en consideración toda norma pertinente de de-
recho internacional aplicable en las relaciones entre

las partes. La adecuación del artículo 2 de la LATIME
a la categoría de “derechos humanos” garantiza que
las fases de requerimiento de información, examen de
impacto y aprobación senatorial de tratados económi-
cos utilicen el estándar convencional más protector
(principio pro persona, artículo 1o., segundo párrafo,
de la CPEUM), asegurando que las cláusulas comer-
ciales no erosionen los derechos fundamentales de la
población.

D. Actualización con la normatividad parlamenta-
ria del Senado

El Poder Legislativo mexicano se encuentra sujeto a
una dualidad normativa: una base común que rige al
Congreso General y una normatividad orgánica y re-
glamentaria que tutela la autonomía funcional de cada
una de sus Cámaras, acorde con lo prescrito por el ar-
tículo 77, fracción I, de la ley suprema.

El Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, expedido
el 20 de marzo de 1934, rigió durante décadas el pro-
cedimiento legislativo y la actividad cotidiana de am-
bas colegisladoras. Sin embargo, la complejidad de las
atribuciones exclusivas del Senado de la República
–particularmente en materia de política exterior, ratifi-
cación de nombramientos y aprobación de tratados in-
ternacionales (artículo 76 constitucional)– exigió la
conformación de un cuerpo normativo especializado,
moderno y propio.

Así, el 4 de junio de 2010 se publicó en el Diario Ofi-
cial de la Federación el Reglamento del Senado de la
República. En su régimen transitorio, el legislador de-
terminó categóricamente:

Primero. El presente reglamento se publicará en el
Diario Oficial de la Federación y entrará en vigor el
primero de septiembre de 2010. A partir de esa fe-
cha dejarán de ser aplicables en cuanto se refiere
al Senado de la República, las disposiciones rela-
tivas del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Me-
xicanos, conforme al artículo Segundo Transitorio
del Decreto de fecha 14 de diciembre de 2004, pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de
diciembre del mismo año, por el que se reformó el ar-
tículo 3, numeral 1, de la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos.”
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[Énfasis añadido]

Pese a esta contundente derogación adjetiva para el
Senado, el artículo 7 de la LATIME mantiene a la le-
tra:

Artículo 7. El Senado de la República con base
en la información a que se refiere el artículo an-
terior y de conformidad con los artículos 58 y 59
del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, emitirá si lo considera necesario, un Pun-
to de Acuerdo, relativo al contenido del informe.

[Énfasis añadido]

Los artículos 58 y 59 del Reglamento de 1934 regula-
ban antaño la presentación de “proposiciones que no
sean iniciativas de ley y el trámite de asuntos de “ur-
gencia u obvia resolución” en el Congreso. Esta refe-
rencia es formal y materialmente inoperante para el
Senado. Cuando el Senado ejerce su atribución de
emitir un pronunciamiento sobre los informes que el
Ejecutivo le remite respecto al resultado o avance de
negociaciones comerciales internacionales, debe ha-
cerlo con arreglo a los procedimientos, formalidades y
figuras previstas en su propio Reglamento.

Por ende, la remisión reglamentaria debe actualizarse
sustituyendo el reenvío a los artículos 58 y 59 del Re-
glamento para el Gobierno Interior por las disposicio-
nes aplicables del Reglamento del Senado de la Repú-
blica, asegurando la debida congruencia interna entre
la legislación especial y el ordenamiento procesal par-
lamentario que gobierna a la Cámara que ostenta la fa-
cultad exclusiva de aprobar los tratados.

E. Necesidad de la reforma

La certeza normativa es presupuesto indispensable de
la seguridad jurídica y del Estado de Derecho. La exis-
tencia de preceptos anacrónicos, que remiten a figuras
y normas superadas por la Carta Magna y los regla-
mentos legislativos, no constituye una simple cuestión
estilística o semántica, sino un defecto técnico con po-
tencial lesivo para la validez de los actos parlamenta-
rios.

La necesidad de esta reforma se fundamenta en tres ra-
zones insoslayables:

1. Armonización terminológica y jerárquica con
el bloque de constitucionalidad: La persistencia
de términos como “garantías individuales” genera
antinomias interpretativas frente a los artículos 1o.
y 15 constitucionales. Es deber del Congreso fede-
ral alinear las leyes secundarias con el paradigma de
los derechos humanos y adoptar la designación so-
lemne e inequívoca de la “Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos”.

2. Restablecimiento de la seguridad procesal
parlamentaria: Resulta inadmisible que una ley
federal continúe reenviando a una norma procedi-
mental declarada formalmente inaplicable para el
Senado desde 2010. Actualizar la remisión al Re-
glamento del Senado de la República dota de certi-
dumbre a la labor de comisiones y del Pleno cuan-
do evalúan los informes sobre tratados económicos.

3. Eficiencia en la rendición de cuentas sobre tra-
tados económicos: Al despejar las lagunas y equí-
vocos de trámite, el Senado de la República conta-
rá con una vía reglamentaria clara y expedita para
emitir su posición institucional mediante las figuras
parlamentarias correspondientes sobre el impacto
que los compromisos comerciales puedan generar
en el bienestar del pueblo mexicano.

F. Propuesta de reforma

Para efectos de claridad en la propuesta de reforma de
los artículos 2 y de la Ley sobre la Aprobación de Tra-
tados Internacionales en Materia Económica, se trasla-
da el siguiente cuadro comparativo:
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Por lo expuesto y fundado se somete a consideración
de las y los legisladores que integran esta soberanía el
siguiente

Decreto por el que se reforman el párrafo segundo
y la fracción I del artículo 2, así como el artículo 7
de la Ley sobre la Aprobación de Tratados Interna-
cionales en Materia Económica

Único. Se reforman el párrafo segundo y la fracción I
del artículo 2, así como el artículo 7 de la Ley sobre la
Aprobación de Tratados Internacionales en Materia
Económica, para quedar como sigue:

Artículo 2. …

Estarán de acuerdo con la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos respetando

I. Los derechos humanos reconocidos en ésta y
en los tratados internacionales de los que el Es-
tado mexicano sea parte, así como las garantías
para su protección, y

II. …

Artículo 7. El Senado de la República con base en la
información a que se refiere el artículo anterior y de
conformidad con las disposiciones aplicables del Re-
glamento del Senado de la República, emitirá si lo
considera necesario, un acuerdo parlamentario o
pronunciamiento institucional, relativo al contenido
del informe.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputado Jesús Valdés Peña (rúbrica)

QUE REFORMA EL PÁRRAFO TERCERO DEL ARTÍCULO 1O.
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS, EN MATERIA DE PROTECCIÓN A DERECHOS
HUMANOS, A CARGO DEL DIPUTADO ERNESTO ALEJANDRO
PRIETO GALLARDO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE
MORENA

El que suscribe, Ernesto Alejandro Prieto Gallardo, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo establecido
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral
1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que
se reforma el párrafo tercero del artículo 1o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en materia de protección de los derechos huma-
nos, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Declaración Universal de Derechos Humanos reco-
noce los derechos humanos como la base de la liber-
tad, la justicia y la paz.

La Organización de las Naciones Unidas define los de-
rechos humanos como los inherentes a todos los seres
humanos, sin distinción de nacionalidad, lugar de resi-
dencia, sexo, origen nacional o étnico, color, religión,
lengua, o cualquier otra condición. Todos tenemos los
mismos derechos humanos, sin discriminación alguna.
Estos derechos son interrelacionados, interdependien-
tes e indivisibles.

El reconocimiento, respeto y promoción permanente
para lograr la materialización y pleno desarrollo de los
derechos humanos, es inherente a todo Estado demo-
crático y constitucional, de ahí que más allá de la rati-
ficación de tratados internacionales, ha existido una
adopción expresa en las Constituciones, de los princi-
pios y características de los derechos humanos.

La Declaración y el Programa de Acción de Viena de-
claran que el respeto de los derechos humanos y las li-
bertades fundamentales son interdependientes y se re-
fuerzan mutuamente, en esta se reconoció y afirmó
que todos los derechos humanos tienen su origen en la
dignidad y el valor de la persona humana, y que ésta
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es el sujeto central de los derechos humanos y las li-
bertades fundamentales, por lo que debe ser el princi-
pal beneficiario de esos derechos y libertades y debe
participar activamente en su realización
(https://www.ohchr.org/sites/default/files/Docu-
ments/Events/OHCHR20/VDPA_booklet_Spanish.pd
f).

En la Conferencia mundial de derechos humanos ce-
lebrada en Viena en 1993, entre otras cuestiones en la
elaboración del documento final se puso en relieve el
carácter indivisible e interdependiente de los dere-
chos económicos, sociales, culturales, civiles y polí-
ticos.

En la Constitución federal, mediante la trascendente
reforma en materia de derechos humanos del 10 de ju-
nio del 2011 se incorporaron en el párrafo tercero del
artículo 1o. los principios que rigen los derechos hu-
manos, la universalidad, interdependencia, indivisibi-
lidad y progresividad.

En esta línea se estima necesario complementar tales
principios con el establecimiento expreso de las carac-
terísticas que se les reconoce a los derechos humanos,
en tanto son inalienables, imprescriptibles, irrenuncia-
bles, irrevocables y exigibles.

Se considera necesario incorporar en la Constitución
federal las cuestiones que deben atenderse en la apli-
cación transversal de los derechos humanos, como es
la atención con perspectiva de género, la no discrimi-
nación, la inclusión, accesibilidad, el interés superior
de niñas, niños y adolescentes, diseño universal, inter-
culturalidad, etaria y sustentabilidad, para que tengan
un rango constitucional estas directrices, en la actua-
ción de toda autoridad.

Además, se propone expresamente señalar la aplica-
ción del principio pro persona, en la interpretación de
los derechos humanos, que tiene la función de consti-
tuir la modalidad de aplicación y protección más am-
plia a favor de toda persona.

Por lo expuesto y fundado me permito someter a con-
sideración de este pleno para su aprobación la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto, para reformar el
párrafo tercero del artículo 1o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

Decreto

Único. Se reforma el párrafo tercero del artículo 1o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para quedar como sigue:

Artículo 1. …

…

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competen-
cias, tienen la obligación de promover, respetar, prote-
ger y garantizar los derechos humanos de conformidad
con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el
Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar
las violaciones a los derechos humanos, en los térmi-
nos que establezca la ley. Los derechos humanos son
inalienables, imprescriptibles, irrenunciables, irre-
vocables y exigibles. La aplicación e interpretación
de los derechos humanos se realizará bajo el prin-
cipio pro persona. En la aplicación transversal de los
derechos humanos las autoridades actuarán bajo las di-
rectrices de perspectiva de género, no discriminación,
inclusión, accesibilidad, interés superior de niñas, ni-
ños y adolescentes, diseño universal, interculturalidad,
pertenencia etaria y sustentabilidad.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputado Ernesto Alejandro Prieto Gallardo (rúbrica)
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QUE ADICIONA LA FRACCIÓN VI AL ARTÍCULO 244 DEL
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES Y FA-
MILIARES, EN MATERIA DE ACREDITACIÓN DE IDENTIDAD,
A CARGO DEL DIPUTADO ERNESTO ALEJANDRO PRIETO
GALLARDO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, Ernesto Alejandro Prieto Gallardo, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo establecido
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral
1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que
se adiciona la fracción VI al artículo 244 del Código
Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, en
materia de acreditación de identidad, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

Los delitos de fraude son los que más se cometen a ni-
vel mundial, entre sus variantes está el robo de identi-
dad, que se comete cuando alguien utiliza información
personal de otra persona por quien se hace pasar para
obtener beneficios financieros o disponer de bienes y
servicios que corresponden legítimamente a la vícti-
ma.

En no pocos casos este tipo de delitos se basa en la fal-
sificación de identificaciones oficiales, mediante las
que el sujeto activo del delito se hace pasar por la víc-
tima, falsificando incluso su firma.

Con la creciente cantidad de datos e información per-
sonal que se recaba por instituciones públicas y em-
presas privadas con las que interactuamos todos, ha
crecido significativamente la posibilidad de ser vícti-
ma.

En la actualidad nuestros datos personales están en
muchos casos disponibles en las redes sociales, en es-
tados de cuenta de servicios bancarios, en bases de da-
tos públicos, entre otros, lo que posibilita que los de-
lincuentes tengan más oportunidades que nunca para
acceder a información confidencial. Los métodos de
obtención pueden incluir el llamado phishing, el mal-
ware, la violación de bases de datos corporativas o el
robo físico de documentos.

Comúnmente, las personas no se dan cuenta rápida-
mente de que han sido víctimas de robo de identidad,
hasta que surgen las consecuencias negativas, como
son cargos no autorizados en las cuentas bancarias, se
reciben avisos de deudas que no se contrajeron, y en
algunos casos la pérdida de un bien inmueble, me-
diante comparecencia simulada en juicios de carácter
civil.

Lamentablemente esta última modalidad ha crecido
significativamente, con la supuesta comparecencia de
la víctima a vender un inmueble ante notario o dentro
de un juicio en que queda comprometido el patrimonio
de la persona o se traslada a un tercero.

Por lo que corresponde a robo de identidad con conse-
cuencias en los servicios financieros de las víctimas,
por ejemplo, las cifras de la Condusef colocan a Mé-
xico en el octavo lugar mundial de robo de identidad
(https://www.milenio.com/politica/comunidad/repor-
tan-13-casos-robo-identidad-guanajuato-mes).

En el caso de Guanajuato, por ejemplo, se reportan en
promedio 13 casos de robo de identidad al mes.

La publicación del Código Nacional de Procedimien-
tos Civiles en junio de 2023, que entrará en vigor gra-
dualmente a nivel federal y en las entidades federati-
vas, si bien prevé en la fracción VII del artículo 972 la
obligación de corroborar la identidad de las partes en
los procedimientos en línea, consideramos que esto
debe igualmente ser un requisito en el procedimiento
tradicional, por lo que se hace indispensable que tanto
parte actora como demandada, respectivamente apor-
ten con su escrito de demanda o contestación, original
o copia certificada del documento oficial que acredite
su identidad.

Por lo expuesto y fundado me permito someter a con-
sideración de este pleno para su aprobación la siguien-
te iniciativa con proyecto de

Decreto para adicionar la fracción VI al artículo
244 del Código Nacional de Procedimientos Civiles
y Familiares

Único. Se adiciona la fracción VI al artículo 244 del
Código Nacional de Procedimientos Civiles y Fami-
liares, para quedar como sigue:
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Artículo 244. A toda demanda o contestación deberá
acompañarle necesariamente

I. a V. …

VI. Original o copia certificada de documento
oficial con que se acredite la identidad del que
promueve y en caso de que lo haga en nombre de
otra persona, el de ésta.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputado Ernesto Alejandro Prieto Gallardo (rúbrica)

QUE ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO AL ARTÍCULO 5O.
DE LA LEY PARA LA TRANSPARENCIA Y ORDENAMIENTO
DE LOS SERVICIOS FINANCIEROS, EN MATERIA DE PUBLI-
CIDAD ENGAÑOSA, A CARGO DEL DIPUTADO ERNESTO
ALEJANDRO PRIETO GALLARDO, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA

El que suscribe, Ernesto Alejandro Prieto Gallardo, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo establecido
en los artículos 71, fracción II. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral
1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que
se adiciona un segundo párrafo al artículo 5 de la Ley
para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios
Financieros, en materia de publicidad engañosa, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

Hay una tendencia mundial a extender el uso de servi-
cios financieros, lo que se conoce como bancarización.

En el caso del país se estima son 41 millones de per-
sonas con al menos una cuenta bancaria, que represen-
tan 49.10 por ciento por ciento de los adultos entre 18
y 70 años, de acuerdo con la Encuesta Nacional de In-
clusión Financiera del Inegi.

A la par de estos servicios existe el pago de nómina y
de prestaciones sociales que realizan diferentes entida-
des gubernamentales.

En estas últimas hay la necesidad de acudir a los caje-
ros automáticos para la disposición de los recursos.

Desde el enfoque de que hay un segmento importante
de la población que tiene limitaciones por cuestiones
de nivel educativo, físicas (disminución visual, disca-
pacidad motriz, entre otras) o disminución de funcio-
nes cognitivas propias del envejecimiento, se estima
importante que en el uso de los cajeros automáticos no
exista la publicidad de oferta de otros servicios o soli-
citud de donativos, que provoca en no pocos casos,
que los usuarios opriman involuntariamente y eroguen
en gastos no deseados, viendo disminuidos sus recur-
sos, al hacer uso de un cajero automático.

En lo que respecta al nivel educativo, es importante se-
ñalar que existe un amplio sector de la población que
solo cuenta con educación básica. De acuerdo con el
Censo 2020 del Inegi, es 49.3 por ciento de la pobla-
ción.1 Además, de acuerdo a la nota técnica sobre re-
zago educativo 2018-20202 realizado por el Coneval,
la población de 16 años o más, nacida antes de 1982,
sin primaria completa, es de 4.7 millones de personas,
que aunque muestra una tendencia a la baja, conside-
rando que en 2018 eran 4.9 millones, es un número
importante de personas con rezago, que implica des-
ventajas al interactuar con servicios digitales financie-
ros, considerando que tienen trunco el nivel educativo
en que se aprende a leer.

Referente a personas con discapacidad, el Inegi publi-
có3 lo siguiente:

• De acuerdo con el Censo de Población y Vivienda
de 2020, de la de población en el país (126 millones
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14 mil 24), 5.7 por ciento (7 millones 168 mil 178)
tiene discapacidad o algún problema o condición
mental.

• La actividad con dificultad más reportada entre las
personas con discapacidad y/o condición mental es
caminar, subir o bajar (41 por ciento).

• 19 por ciento de las personas con discapacidad o
algún problema o condición mental de 15 años y
más es analfabeto.

Este último dato significa que hay en el país 1 millón
433 mil 635, que además de alguna discapacidad tie-
nen la desventaja de ser analfabetas, lo que los hace
doblemente vulnerables ante una posible relación con
servicios financieros digitales, como los que implica el
uso de cajeros automáticos. Son personas que consti-
tucionalmente tienen el derecho a recibir una pensión.

Finalmente, sobre las personas adultas mayores, el In-
egi ha publicado lo siguiente:

• En 2020 residían en México 15.1 millones de per-
sonas de 60 años o más, que representan 12 por
ciento de la población total.

• Según datos del Censo de 2020, 2.4 millones de
adultos mayores no saben leer ni escribir, lo que
equivale a 16 por ciento de la población total de es-
te grupo de edad; al desagregar el análisis por sexo,
hay más mujeres de 60 años y más que son analfa-
betas (19 por ciento), que hombres (13 por ciento).4

El número de personas adultas mayores con analfabe-
tismo es considerable, las cuáles igualmente tienen el
derecho constitucional de recibir una pensión y por en-
de la necesidad de interactuar con servicios financie-
ros a través de cajeros automáticos, en un estado de
desventaja.

Ante estas situaciones, se estima pertinente la regula-
ción que se propone, para evitar desventajas de un am-
plio sector de la población, en su interacción con los
servicios financieros a través de los cajeros automáti-
cos.

Por lo expuesto y fundado me permito someter a con-
sideración de este pleno para su aprobación la siguien-
te iniciativa con proyecto de

Decreto para reformar el artículo 5 de la Ley para
la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios
Financieros

Único. Se adiciona un segundo párrafo al artículo 5 de
la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los
Servicios Financieros, para quedar como sigue:

Artículo 5. …

Se prohíbe la oferta de servicios con contratación
inmediata o solicitud de donativos durante las ope-
raciones que el usuario realice en los cajeros auto-
máticos.”

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://www.inegi.org.mx/temas/educacion/

2 https://www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Documents/
MMP_2018_2020/Notas_pobreza_2020/Nota_tecnica_sobre_el_r
ezago%20educativo_2018_2020.pdf

3 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2021/EAP_PersDiscap21.pdf

4 https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2021/EAP_ADULMAYOR_21.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputado Ernesto Alejandro Prieto Gallardo (rúbrica)
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QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 78 Y 81, Y LA FRACCIÓN I
DEL ARTÍCULO 132 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO,
EN MATERIA DE VACACIONES EFECTIVAS EN SU TOTALIDAD
Y DERECHO AL DESCANSO PARA UNA BUENA SALUD MEN-
TAL DE LAS PERSONAS TRABAJADORAS, A CARGO DEL DI-
PUTADO ARMANDO CORONA ARVIZU, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MORENA

El suscrito, Armando Corona Arvizu, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legisla-
tura de la Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta soberanía
la presente iniciativa con proyecto de decreto, por el
que se reforman los artículos 78 y 81 y la fracción I del
artículo 132 de la Ley Federal del Trabajo, en materia
de vacaciones efectivas en su totalidad y derecho al
descanso para una buena salud mental de las personas
trabajadoras, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El trabajo constituye una actividad esencial para el des-
arrollo económico y social del país; sin embargo, su
ejercicio no puede desvincularse de la protección de la
salud, la dignidad y el bienestar de las personas traba-
jadoras. El derecho al descanso forma parte de las con-
diciones que permiten que el trabajo se desarrolle de
manera digna y sostenible, por lo que las vacaciones no
deben entenderse únicamente como una prestación la-
boral, sino como un mecanismo de recuperación física,
descanso mental, convivencia familiar y prevención de
afectaciones relacionadas con la actividad laboral.

La Ley Federal del Trabajo reconoce expresamente el
derecho de las personas trabajadoras a disfrutar de va-
caciones anuales pagadas. El artículo 76 establece el
número de días que corresponden de acuerdo con la
antigüedad; el artículo 78 regula la forma en que pue-
den disfrutarse; y el artículo 81 dispone que las vaca-
ciones deben concederse dentro de los seis meses si-
guientes al cumplimiento del año de servicios. Este
marco jurídico representa un avance fundamental en la
protección del derecho al descanso. Sin embargo, re-
sulta necesario fortalecerlo para asegurar que el dere-
cho reconocido en la legislación se traduzca en un dis-
frute real y completo.

Por ello, la presente propuesta pretende establecer con
mayor claridad que las vacaciones no solamente deben
ser concedidas o estar disponibles, sino que deben ser
efectivamente disfrutadas en su totalidad por la perso-
na trabajadora dentro del plazo previsto en la legisla-
ción laboral.

Esta propuesta no pretende afectar el número de días
de vacaciones establecido actualmente en la Ley Fe-
deral del Trabajo. Tampoco busca imponer que todas
las personas trabajadoras deban tomar sus vacaciones
en un solo periodo ni eliminar la posibilidad de distri-
buirlas conforme a sus necesidades. Por el contrario,
se busca conservar la posibilidad de que la persona tra-
bajadora organice el disfrute de sus vacaciones de
acuerdo con sus circunstancias, siempre que la totali-
dad de los días a los que tenga derecho sean efectiva-
mente disfrutados dentro del periodo legal correspon-
diente.

El propósito es sencillo: si la ley reconoce a una per-
sona trabajadora determinados días de vacaciones,
esos días deben convertirse en días reales de descanso.
No resulta suficiente que el patrón manifieste que las
vacaciones se encuentran disponibles si, en los hechos,
el trabajador continúa laborando y termina el periodo
correspondiente sin haber disfrutado la totalidad de su
derecho. De ahí que la iniciativa proponga fortalecer
las obligaciones patronales para que exista una res-
ponsabilidad clara de adoptar las medidas necesarias
para garantizar el disfrute efectivo de las vacaciones.

La Organización Internacional del Trabajo (OIT), me-
diante su Convenio sobre las vacaciones pagadas (re-
visado), 1970, número 132, reconoce las vacaciones
anuales pagadas como un derecho laboral fundamental
y establece que éstas deben tener una duración mínima
determinada. El mismo instrumento contempla la po-
sibilidad de fraccionar las vacaciones, pero establece
reglas para asegurar que los periodos de descanso se-
an efectivamente otorgados y disfrutados. Además, el
artículo 10 del Convenio señala que, al determinar el
momento de las vacaciones, deben considerarse tanto
las exigencias del trabajo como las oportunidades de
descanso y esparcimiento de la persona trabajadora.

En su análisis sobre las tendencias legislativas mun-
diales en materia de vacaciones anuales pagadas pu-
blicado en 2026, la OIT señala que las vacaciones pa-
gadas constituyen un instrumento esencial para
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prevenir la prolongación indefinida del tiempo de tra-
bajo durante el año, proteger la salud física y mental
de las personas trabajadoras, favorecer el equilibrio
entre la vida laboral y personal y sostener la producti-
vidad a largo plazo. Este enfoque resulta particular-
mente relevante para la presente propuesta, pues de-
muestra que el descanso anual no constituye un
elemento accesorio de la relación laboral, sino una he-
rramienta de protección de la salud y de sostenibilidad
del trabajo.

La Organización Mundial de la Salud estima que, a es-
cala global, aproximadamente 15 por ciento de los
adultos en edad de trabajar presentaban un trastorno
mental en 2019 y que cada año se pierden alrededor de
12 mil millones de días laborales debido a la depresión
y la ansiedad, con un costo aproximado de un billón de
dólares en productividad perdida. La misma organiza-
ción identifica entre los riesgos para la salud mental en
el trabajo las cargas excesivas de trabajo, el bajo con-
trol sobre las actividades y las condiciones laborales
adversas, y sostiene que existen medidas eficaces para
prevenir los riesgos y proteger y promover la salud
mental en el ámbito laboral.

En el ámbito nacional, la Secretaría del Trabajo y Pre-
visión Social (STPS), a través de la NOM-035-STPS-
2018, reconoce expresamente la importancia de iden-
tificar, analizar y prevenir los factores de riesgo
psicosocial en los centros de trabajo. Entre los factores
contemplados se encuentran las cargas de trabajo, las
jornadas extensas, la interferencia entre la vida laboral
y familiar, así como otros elementos relacionados con
la organización del trabajo que pueden afectar el bien-
estar de las personas trabajadoras. La propia STPS ha
señalado que estos factores pueden relacionarse con
estrés laboral, trastornos de ansiedad, alteraciones del
sueño y otras afectaciones asociadas al estrés.

Garantizar que las personas trabajadoras disfruten
efectivamente la totalidad de sus vacaciones constitu-
ye una medida preventiva y complementaria dentro de
una política integral de salud laboral. El descanso pe-
riódico permite interrumpir temporalmente las exigen-
cias propias de la actividad laboral, favorecer la recu-
peración física y mental y propiciar un adecuado
equilibrio entre las responsabilidades profesionales y
la vida personal y familiar. No se pretende sostener
que las vacaciones, por sí solas, resuelvan los proble-
mas de salud mental relacionados con el trabajo; la fi-

nalidad es reconocerlas como una herramienta preven-
tiva dentro de un conjunto más amplio de medidas de
seguridad y salud laboral.

El derecho comparado ofrece elementos que respaldan
la viabilidad de establecer mecanismos para asegurar
el disfrute efectivo de las vacaciones. En Reino Unido,
por ejemplo, la legislación reconoce un periodo míni-
mo de vacaciones pagadas y permite que los emplea-
dores indiquen a sus trabajadores cuándo deben tomar
determinados periodos de descanso, incluso contem-
plando expresamente que el empleador pueda estable-
cer periodos de vacaciones para garantizar que el tra-
bajador pueda descansar y disfrutar de su tiempo libre.
El gobierno de Reino Unido señala, además, que un
empleador no puede impedir de manera absoluta que
una persona trabajadora disfrute sus vacaciones.

En Australia también hay una regulación que permite,
bajo determinadas circunstancias, que el empleador
dirija a una persona trabajadora a tomar vacaciones,
particularmente cuando se ha acumulado un volumen
excesivo de vacaciones o durante determinados perio-
dos de cierre de los centros de trabajo. El esquema
australiano demuestra que la intervención patronal pa-
ra garantizar el disfrute de los periodos de descanso
puede formar parte de un sistema laboral que protege
tanto el derecho del trabajador como las necesidades
de organización de la empresa.

Estos ejemplos no implican trasladar mecánicamente
modelos extranjeros al sistema jurídico mexicano. Por
el contrario, sirven para demostrar que la obligación
de adoptar medidas para asegurar el disfrute de las va-
caciones es compatible con sistemas laborales moder-
nos y que existe margen para establecer reglas que evi-
ten que el derecho al descanso permanezca
únicamente en el plano formal.

En México, la reforma propuesta parte de una pre-
misa distinta a la simple ampliación de prestacio-
nes: busca hacer efectivo un derecho que ya existe.
Si una persona trabajadora tiene derecho a deter-
minado número de días de vacaciones conforme a
su antigüedad, el objetivo debe ser que esos días se-
an efectivamente disfrutados y no que permanez-
can indefinidamente pendientes por falta de pro-
gramación, por necesidades de la organización
laboral o porque el trabajador no haya solicitado
oportunamente su disfrute.
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Por ello se propone fortalecer el artículo 81 de la Ley
Federal del Trabajo para establecer de manera expresa
que las vacaciones deberán ser efectivamente disfruta-
das en su totalidad dentro del plazo legal correspon-
diente y que la persona empleadora deberá adoptar las
medidas necesarias para garantizarlo. Asimismo, se
busca precisar en el artículo 78 que la posibilidad de
distribuir las vacaciones en la forma y tiempo que co-
rrespondan no debe traducirse en la pérdida del disfru-
te de alguno de los días legalmente reconocidos.

De manera complementaria, se propone modificar el
artículo 132 para establecer como obligación expresa
de las personas empleadoras garantizar el disfrute
efectivo de la totalidad de los días de vacaciones que
correspondan a cada trabajador conforme a la Ley Fe-
deral del Trabajo. Con ello, la responsabilidad patronal
dejaría de limitarse a poner a disposición el periodo
vacacional y pasaría a comprender las acciones nece-
sarias para que dicho periodo sea efectivamente utili-
zado.

La propuesta busca además mantener un equilibrio en-
tre los derechos de las personas trabajadoras y las ne-
cesidades legítimas de organización de los centros de
trabajo. Por ello no se plantea que el trabajador pueda
disponer de sus vacaciones desconociendo las condi-
ciones de operación de la empresa, ni que el patrón
pueda imponer arbitrariamente cualquier fecha. Se
pretende establecer un mecanismo en el que exista pla-
neación, comunicación y coordinación, privilegiando
siempre el objetivo de que la totalidad de los días de
vacaciones sean efectivamente disfrutados.

Esta medida también contribuye a fortalecer una cul-
tura laboral en la que el descanso sea entendido como
parte de la relación de trabajo y no como una conce-
sión secundaria. La productividad sostenible no de-
pende exclusivamente de incrementar el tiempo dedi-
cado al trabajo; también requiere que las personas
cuenten con periodos adecuados de recuperación. En
este sentido, proteger el descanso significa también
proteger la capacidad de las personas para desempeñar
sus actividades laborales en condiciones adecuadas.

La iniciativa, por tanto, no representa una carga des-
proporcionada para los centros de trabajo, pues no crea
un nuevo derecho cuantitativo ni establece una presta-
ción económica adicional. Los días de vacaciones que
deberán disfrutarse ya se encuentran previstos en la le-

gislación laboral. La modificación propuesta se con-
centra en establecer con mayor precisión la obligación
de garantizar su disfrute efectivo, utilizando para ello
los mecanismos ordinarios de organización y progra-
mación con los que cuentan los centros de trabajo.

Finalmente, debe señalarse que la presente propuesta
parte de un principio elemental de justicia laboral: un
derecho reconocido por la ley debe poder ejercerse de
manera efectiva. Las vacaciones no deben reducirse a
un número de días asentado en un documento o dispo-
nible en un registro interno; deben representar tiempo
real de descanso para quien ha dedicado su esfuerzo y
trabajo durante un año de servicios.

Garantizar que cada persona trabajadora disfrute efec-
tivamente la totalidad de los días de vacaciones a los
que tiene derecho conforme a la ley significa fortale-
cer la protección de su salud física, favorecer su bien-
estar mental, contribuir al equilibrio entre la vida la-
boral y personal y consolidar una cultura de trabajo
digno. Por ello, esta reforma busca que en México nin-
gún trabajador tenga reconocidos días de vacaciones
que, por falta de programación, organización o condi-
ciones adecuadas, terminen sin haberse disfrutado.

El propósito de esta iniciativa es, en esencia, hacer
realidad el derecho al descanso: que cada día de va-
caciones reconocido por la Ley Federal del Trabajo
se convierta efectivamente en un día de descanso
para la persona trabajadora.

Para mayor claridad se presenta el siguiente cua-
dro comparativo de la propuesta de decreto por el
que se reforman los artículos 78 y 81, así como la
fracción I del artículo 132 de la Ley Federal del
Trabajo
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Decreto

Único. Se reforman los artículos 78 y 81, así como
la fracción I del artículo 132 de la Ley Federal del
Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 78. Del total del periodo que le corresponda
conforme a lo previsto en el artículo 76 de esta ley, la
persona trabajadora disfrutará de doce días de vaca-
ciones continuos, por lo menos. Dicho periodo, a po-
testad de la persona trabajadora podrá ser distribuido
en la forma y tiempo que así lo requiera.

La distribución de las vacaciones a que se refiere el
presente artículo podrá comprender la totalidad de
los días que correspondan a la persona trabajado-
ra de manera continua o en diversos periodos, con-
forme a sus necesidades y preferencias, siempre

que al concluir el plazo previsto en el artículo 81 de
esta ley se haya disfrutado la totalidad de los días
de vacaciones correspondientes.

Artículo 81. Las vacaciones deberán concederse a los
trabajadores dentro de los seis meses siguientes al
cumplimiento del año de servicios. Los patrones en-
tregarán anualmente a sus trabajadores una constancia
que contenga su antigüedad y de acuerdo con ella el
período de vacaciones que les corresponda y la fecha
en que deberán disfrutarlo.

El patrón deberá garantizar que la persona traba-
jadora disfrute efectivamente la totalidad de los dí-
as de vacaciones que le correspondan conforme al
artículo 76 de esta ley, dentro del plazo establecido
en el presente artículo.

La persona trabajadora deberá disfrutar la totali-
dad de los días de vacaciones que le correspondan
dentro del plazo señalado en el primer párrafo de
este artículo. Para tal efecto, podrá determinar,
conforme a lo dispuesto en el artículo 78 de esta ley,
si los disfruta de manera continua o los distribuye
en uno o varios periodos.

Cuando la persona trabajadora no haya disfruta-
do la totalidad de los días que le correspondan y
reste un periodo de treinta días naturales para
concluir el plazo previsto en el primer párrafo de
este artículo, el patrón deberá comunicarle por es-
crito o por cualquier medio que deje constancia de
ello, los días pendientes y establecer las fechas ne-
cesarias para garantizar su disfrute dentro del
plazo legal, atendiendo, en la medida de lo posible,
a las preferencias de la persona trabajadora y a
las necesidades de organización del centro de tra-
bajo.

En ningún caso la falta de programación, la negati-
va del patrón, las necesidades ordinarias de opera-
ción del centro de trabajo o cualquier otra causa
imputable al patrón podrán impedir que la perso-
na trabajadora disfrute la totalidad de los días de
vacaciones que le correspondan. Cuando por una
causa legalmente justificada no sea posible disfru-
tar el periodo vacacional previamente programado,
el patrón deberá reprogramarlo para garantizar su
disfrute efectivo.
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Título Cuarto
Derechos y Obligaciones de los
Trabajadores y de los Patrones

Capítulo I
Obligaciones de los Patrones

Artículo 132. Son obligaciones de las personas em-
pleadoras

I. Cumplir las disposiciones de las normas de traba-
jo aplicables a sus empresas o establecimientos, así
como garantizar el disfrute efectivo y total de los
periodos de vacaciones que correspondan a las
personas trabajadoras, en los términos estableci-
dos por esta Ley;

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social
contará con un plazo de ciento ochenta días naturales,
contados a partir de la entrada en vigor del presente
decreto, para emitir las disposiciones administrativas
que resulten necesarias para su adecuada aplicación y
vigilancia.

Tercero. Los patrones contarán con un plazo de cien-
to ochenta días naturales, contados a partir de la entra-
da en vigor del presente decreto, para adecuar sus me-
canismos internos de programación y registro de
vacaciones, a efecto de garantizar el disfrute total de
los días que correspondan a cada persona trabajadora.

Cuarto. Las disposiciones del presente decreto serán
aplicables sin modificar el número de días de vacacio-
nes establecidos en el artículo 76 de la Ley Federal del
Trabajo.

Quinto. La distribución de las vacaciones deberá res-
petar en todo momento la facultad de la persona traba-
jadora prevista en el artículo 78 de esta ley para deter-
minar la forma y tiempo en que disfrutará su periodo
vacacional, sin perjuicio de la obligación del patrón de
garantizar que la totalidad de los días correspondientes
sean efectivamente disfrutados dentro del plazo legal.

Sexto. Cuando al momento de la entrada en vigor del
presente decreto haya periodos vacacionales pendien-
tes de disfrute, éstos se sujetarán a las disposiciones
vigentes que resulten aplicables y, en lo sucesivo, a las
disposiciones del presente Decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputado Armando Corona Arvizu (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE
LA LEY PARA EL FOMENTO DE LA INVERSIÓN EN IN-
FRAESTRUCTURA ESTRATÉGICA PARA EL DESARROLLO
CON BIENESTAR, A CARGO DE LA DIPUTADA GABRIELA
GEORGINA JIMÉNEZ GODOY, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MORENA

La que suscribe, Gabriela Georgina Jiménez Godoy,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, y 77 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se modifican diversas disposiciones de
la Ley para el Fomento de la Inversión en Infraestruc-
tura Estratégica para el Desarrollo con Bienestar, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Ley para el Fomento de la Inversión en Infraes-
tructura Estratégica para el Desarrollo con Bienestar
es un marco jurídico moderno que permite que el Es-
tado y el sector privado desarrollen proyectos de ma-
nera conjunta, compartiendo riesgos, beneficios y res-
ponsabilidades, cada uno desde su papel, sin que el
Estado renuncie a su rectoría, ni a la inversión públi-
ca.
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Este instrumento permite integrar un nuevo catálogo
de proyectos con valor social y enfoque sostenible, en
áreas como educación, salud y acceso al agua, entre
otras. Para respaldar este portafolio de inversiones, en
la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
aprobamos para 2026 un paquete por más de 536 mil
millones de pesos, destinado a proyectos prioritarios
de infraestructura y seguridad.

Figura 1. Proyectos de inversión en infraestructura de 2026

Fuente: Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal de 2026.

El efecto de estos proyectos es innegable. De acuerdo
con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el
Banco de México, durante el segundo trimestre de
2026 la economía presentó un crecimiento de 1.5 por
ciento, impulsado en gran medida por el avance en
obras de infraestructura con inversión mixta, atrayen-
do niveles históricos de inversión extranjera directa,
que alcanzó un nuevo máximo histórico en el primer
trimestre, al registrar 23.6 mil millones de dólares, ci-
fra 10.4 por ciento superior a la del mismo periodo de
2025.

En su informe trimestral más reciente, el Banco de
México señaló que los avances en proyectos de in-
fraestructura con inversión mixta impulsarán la activi-
dad económica por encima de lo previsto. Para soste-
ner este dinamismo y garantizar que esta inyección
histórica de recursos se ejerza con absoluta pulcritud,
resulta imperativo blindar los procesos de contrata-
ción.

En este contexto, las Secretarías de Hacienda, y de An-
ticorrupción y Buen Gobierno han planteado fortalecer
el combate a la corrupción en particular mediante la
implementación de sistemas y mecanismos eficaces de
prevención y combate, que garanticen el profesionalis-
mo y la integridad de las dependencias gubernamenta-
les y de las personas servidoras públicas.

Hay consenso con el sector privado sobre la necesidad
de certeza jurídica en los Polos de Bienestar y el Plan
México. En el reciente foro Inversión en infraestruc-
tura como detonador de crecimiento: oportunidades

del Plan México, el sector empresarial destacó que, en
el marco de la nueva Ley de Infraestructura, es indis-
pensable contar con proyectos técnicamente sólidos y
financieramente viables, así como ofrecer a los inver-
sionistas certeza jurídica y regulatoria, una distri-
bución adecuada de riesgos y financiamiento de
largo plazo.

En 2026 continuará el desarrollo regional consolidan-
do los 15 polos de bienestar. En ese marco se im-
plantó el Plan México, impulsando proyectos que in-
cluyen la modernización de puertos, carreteras e
infraestructura logística y energética, la expansión de
redes ferroviarias; así como el fortalecimiento del des-
arrollo científico y tecnológico.

Por ello cobra sentido la relevancia de la participación
de la sociedad civil como un mecanismo complemen-
tario para fortalecer la transparencia en las contrata-
ciones públicas y que se fundamenta en los lineamien-
tos publicados en el Diario Oficial de la Federación el
16 de diciembre de 2004, donde se materializó la figu-
ra del testigo social.1

El testigo social formó parte de los esfuerzos para for-
talecer la participación de la sociedad civil en los pro-
cedimientos de contratación gubernamental, con el ob-
jetivo de asegurar el cumplimiento de los principios
consagrados en el mencionado artículo 134 de la
Constitución, que incluyen la economía, eficacia, efi-
ciencia, imparcialidad y honradez en los procesos de
contratación pública, garantizando así las mejores
condiciones para el Estado.

Con la presencia del testigo social se otorgó certidum-
bre en la intervención en licitaciones de adquisiciones,
arrendamientos, enajenaciones de bienes, prestación
de servicios y contratación de obra contribuye a que,
conforme al marco constitucional, el Estado obtenga
las mejores condiciones de precio, calidad, financia-
miento, oportunidad y demás circunstancias pertinen-
tes.

De acuerdo con el estudio Corrupción cero, el rol del
buen gobierno y la ciudadanía en el combate a la co-
rrupción, de la Secretaría Anticorrupción y Buen Go-
bierno menciona que uno de los mecanismos que per-
miten poner a disposición información gubernamental
a todas y todos los ciudadanos, de forma que la gestión
pública queda a la luz de la vigilancia de todas las per-
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sonas, reduciendo las posibilidades de cometer actos
de corrupción, es la del testigo social.

En la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servi-
cios del Sector Público (LAASSP) también se regula
la figura jurídica del Testigo Social, como la persona
física o moral designada por la SABG, para vigilar los
procedimientos de contratación.

El testigo social participa con voz en todas las etapas
de los procedimientos de contratación pública, y emi-
te un informe final con observaciones y recomenda-
ciones, el cual debe difundirse en la página electróni-
ca de la dependencia correspondiente. Además, el
testigo social puede intervenir en proyectos de obra
pública. La Ley de Asociaciones Público Privadas
también considera en el artículo 43 su participación en
los actos de concurso, en calidad de observador.

Figura 2. Procesos en los que participa el testigo social

Fuente: Elaboración con datos de la Secretaría Anticorrupción y
Buen Gobierno.

La relevancia del testigo social ha sido tan destacada
que se considera un guardián del gasto público, por su
contribución a la transparencia, la rendición de
cuentas y el combate a la corrupción.

En la reciente aprobación de la LAASSP en 2025, el
gobierno federal señaló en la exposición de motivos la
necesidad de conservar la figura del testigo social co-
mo mecanismo de participación ciudadana, a fin de
verificar que los procesos de contratación se realicen
conforme a las disposiciones jurídicas aplicables.

Lejos de ser un trámite burocrático, la participación
ciudadana en las contrataciones se ha optimizado. De
acuerdo con datos de la SABG, el Gobierno Federal ha
implementado recientemente acciones contundentes

para modernizar y dotar de agilidad a la figura del tes-
tigo social, entre las que destacan

• En octubre de 2024, tras 8 años sin actualización,
se publicó una convocatoria pública y abierta para
el registro como testigo social, en la que participa-
ron 150 aspirantes y permitió que las personas ins-
critas en el padrón de la SABG aumentaran 68
por ciento: pasaron de 38 a 64 personas;

• Se inició la sistematización de los procesos en los
que participan los testigos sociales, a fin de elimi-
nar trámites manuales y burocráticos, así como
transparentar la información generada por su inter-
vención en los procedimientos de contratación;

• Se implantó un nuevo modelo de operación para
los testigos sociales, apoyado en herramientas digi-
tales, que redujo de 20 a 2 días hábiles el tiempo de
atención de las solicitudes presentadas por depen-
dencias y entidades de la Administración Pública
Federal, permitiendo su incorporación oportuna en
los procedimientos, y

• Del 1 de enero al 31 de julio de 2025 atendieron
63 solicitudes de designación de testigo social, vin-
culadas con la revisión de procedimientos de con-
tratación pública por un monto estimado de 273
mil millones de pesos, 20 por ciento superior al
estimado para los procedimientos atestiguados
en 2024.

En resumen, hay múltiples beneficios de la figura del
testigo social, entre las que destacan:

• Actúa como un disuasivo natural contra irregularida-
des, sobornos o el direccionamiento de contratos. Al
colocar las etapas críticas de las licitaciones bajo es-
crutinio técnico externo, cierra los espacios para los
acuerdos discrecionales.

• En esquemas donde convergen recursos públicos
y privados, la supervisión ciudadana garantiza el pi-
so parejo y el respeto absoluto a las bases de licita-
ción. Esta neutralidad es el incentivo de confianza
más poderoso para atraer al sector empresarial ha-
cia proyectos de financiamiento conjunto.

• Asegura que los fallos se fundamenten estricta-
mente en criterios técnicos y económicos, obligan-
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do a las dependencias a adjudicar contratos que ga-
ranticen al Estado las mejores condiciones de pre-
cio, calidad, oportunidad y financiamiento, evitan-
do sobrecostos injustificados.

• Desactiva las suspicacias políticas y sociales que
suelen rodear a las obras de gran magnitud. Cuando
un representante de la sociedad civil avala la lim-
pieza del proceso de adjudicación, los proyectos na-
cen con un blindaje de legitimidad comunitaria e
institucional.

• Mediante la emisión de su testimonio e informe
público final, el testigo no solo señala omisiones,
sino que formula recomendaciones operativas. Esto
genera un ciclo de retroalimentación que obliga a
las dependencias a modernizar sus procesos y cerrar
vacíos legales en futuras convocatorias.

Y la Ley de Infraestructura es una invitación abierta a
invertir en México con reglas claras, certidumbre jurí-
dica y visión de largo plazo. Es una ley pensada para
quienes apuestan, planean y construyen, en México y
para los mexicanos. Este nuevo marco propone una re-
lación distinta entre el Estado y el sector productivo:
una relación basada en confianza, corresponsabilidad
y resultados. Donde cada cual sabe qué le toca hacer y
qué puede esperar.

La meta es muy clara: que cada proyecto genere valor
económico, impulse el desarrollo regional y contribu-
ya al bienestar sostenible. Eso es lo que necesita Mé-
xico hoy.

Propuesta de modificación

La presente iniciativa propone reformar la Ley para el
Fomento de la Inversión en Infraestructura Estratégica
para el Desarrollo con Bienestar, a fin de incorporar la
figura del testigo social como observador en las licita-
ciones públicas, conforme al impacto de la contrata-
ción en la ejecución de un proyecto de inversión.

Para facilitar su comprensión, se presentan a continua-
ción las modificaciones propuestas a la Ley referida.

Cuadro 1 Confronta

Ley para el Fomento de la Inversión en Infraestruc-
tura Estratégica para el Desarrollo con Bienestar

Por lo expuesto someto a consideración esta esta so-
beranía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma la fracción XXIV del
artículo 4 y se adicionan la XXV, con lo que recorre
la actual XXIV para quedar como XXV, al artículo
4; y un tercero y cuarto párrafos al artículo 90 de
la Ley para el Fomento de la Inversión en Infraes-
tructura Estratégica para el Desarrollo con Bienes-
tar

Único. Se reforma la fracción XXIV del artículo 4;
y se adiciona la fracción XXV, con lo que se recorre
la actual XXIV para quedar como XXV, al artículo
4, y un tercero y cuarto párrafos al artículo 90, pa-
ra quedar como sigue:
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Ley para el Fomento de la Inversión en Infraestruc-
tura Estratégica para el Desarrollo con Bienestar

Artículo 4. …

I. a XXIII. …

XXIV. Testigo social: Persona física o moral de-
signada por la Secretaría Anticorrupción y Buen
Gobierno para vigilar los procedimientos de con-
tratación; y

XXV. Vehículos de propósito específico: Socieda-
des, fideicomisos públicos o privados o cualquier
otra figura jurídica, que permita generar una
coordinación efectiva entre los sectores público,
privado o social, en materia de infraestructura,
sin que su sola constitución implique obligacio-
nes a cargo del gobierno federal.

Artículo 90. …

…

En las licitaciones públicas, atendiendo al impacto
que la contratación tenga para la realización de un
proyecto procedente, participarán testigos sociales.

El reglamento de esta ley establecerá la figura de
testigos sociales y preverá los términos de su parti-
cipación en el procedimiento de concurso.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal realizará modificacio-
nes al Reglamento de la Ley para el Fomento de la In-
versión en Infraestructura Estratégica para el Desarro-
llo con Bienestar dentro de los sesenta días naturales
siguientes a su entrada en vigor.
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Salón de sesiones del Palacio Legislativo de 
San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.

Diputada Gabriela Jiménez Godoy (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4O. DE LA LEY FEDERAL DE
SANIDAD ANIMAL, A CARGO DE LA DIPUTADA XÓCHITL
TERESA ARZOLA VARGAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO
DE MORENA

La que suscribe, Xóchitl Teresa Arzola Vargas, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena, en la
LXVI Legislatura del Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, somete a consideración de esta sobe-
ranía iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma el artículo 4 de la Ley Federal de Sanidad
Animal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

1. Introducción

La relación entre los seres humanos y los animales ha
experimentado una profunda transformación a lo largo
de las últimas décadas. De una concepción meramen-
te instrumental, en la que los animales eran vistos ex-
clusivamente como bienes, recursos productivos o me-
dios para la satisfacción de necesidades humanas, se
ha transitado hacia un entendimiento ético, científico y
jurídico que reconoce que los animales son seres vivos
dotados de sensibilidad, capaces de experimentar do-
lor, placer, miedo, estrés y otros estados subjetivos.
Este cambio de paradigma no es únicamente una cues-
tión moral, sino una exigencia derivada de los avances
de la ciencia, particularmente de la etología, la neuro-
biología y la medicina veterinaria, así como de los
compromisos internacionales asumidos por los Esta-
dos en materia de bienestar animal.

En México, este proceso ha tenido expresiones norma-
tivas relevantes, sobre todo en el ámbito local. Un
ejemplo emblemático es la legislación de Ciudad de
México, cuyo marco jurídico reconoce expresamente a
los animales como seres sintientes y establece obliga-
ciones específicas para su protección, cuidado y bien-
estar. No obstante, a nivel federal persisten definicio-
nes y disposiciones que responden a un enfoque
tradicional, insuficiente para atender los desafíos con-
temporáneos en materia de sanidad, bienestar y pro-
tección animal.

La Ley Federal de Sanidad Animal constituye uno de
los principales instrumentos normativos que regulan la

relación del Estado con los animales, en particular
aquellos que se encuentran bajo control humano, ya
sea con fines productivos, de trabajo, de investigación,
de exhibición o de compañía. Sin embargo, la defini-
ción vigente de “animales vivos” contenida en su artí-
culo 4 no incorpora el reconocimiento de la sintiencia
animal, lo que genera un vacío conceptual que limita
la correcta interpretación y aplicación de la ley.

La presente exposición de motivos tiene como finali-
dad justificar la necesidad de reformar el artículo 4 de
la Ley Federal de Sanidad Animal, a fin de reconocer
y definir a los animales como seres sintientes que en-
frentan procesos subjetivos y emocionales, con espe-
cial énfasis en aquellos que se encuentran en cautive-
rio. Esta reforma busca armonizar la legislación
federal con los avances científicos, los estándares éti-
cos contemporáneos y las experiencias legislativas
exitosas, como la desarrollada en el Congreso de Ciu-
dad de México.

Objetivos de la reforma

La modificación propuesta del artículo 4 de la Ley Fe-
deral de Sanidad Animal persigue los siguientes obje-
tivos generales y específicos:

Reconocer explícitamente en la legislación federal que
los animales son seres sintientes, capaces de experi-
mentar sensaciones físicas y estados subjetivos, a fin
de fortalecer su protección jurídica y garantizar un tra-
to digno y respetuoso conforme a los avances científi-
cos y éticos actuales.

Objetivos específicos

1. Incorporar en la definición legal de “animales vi-
vos” el concepto de sintiencia, entendida como la
capacidad de experimentar dolor, placer, miedo, es-
trés y otras emociones.

2. Armonizar la Ley Federal de Sanidad Animal con
las legislaciones locales avanzadas, particularmente
la de la Ciudad de México, que ya reconocen a los
animales como seres sintientes.

3. Fortalecer la interpretación y aplicación de las
disposiciones en materia de sanidad y bienestar ani-
mal, especialmente respecto de los animales que se
encuentran en cautiverio.
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4. Contribuir a la consolidación de un marco jurídi-
co coherente con los estándares internacionales de
bienestar animal.

5. Promover una cultura institucional y social de
respeto hacia los animales, basada en el reconoci-
miento de su valor intrínseco como seres vivos.

Justificación de la reforma

Avances científicos y reconocimiento de la sintiencia
animal

En las últimas décadas, la ciencia ha demostrado de
manera contundente que numerosos animales poseen
sistemas nerviosos complejos que les permiten experi-
mentar sensaciones físicas y estados emocionales. La
etología moderna ha documentado comportamientos
asociados al dolor, al placer, al miedo, a la ansiedad y
al apego, mientras que la neurociencia ha identificado
estructuras cerebrales y mecanismos fisiológicos que
sustentan dichas experiencias.

El reconocimiento de la sintiencia animal no es una
postura ideológica, sino una conclusión respaldada por
evidencia científica. Ignorar este conocimiento en la
legislación implica mantener normas desfasadas que
no reflejan la realidad biológica de los animales ni las
responsabilidades éticas derivadas de su manejo y uti-
lización por parte de los seres humanos.

La definición vigente de “animales vivos” en la Ley
Federal de Sanidad Animal se limita a una enumera-
ción de especies, excluyendo a las provenientes del
medio acuático, pero omite cualquier referencia a la
capacidad de los animales para sentir. Esta omisión re-
duce a los animales a meros objetos de regulación sa-
nitaria, sin considerar su dimensión subjetiva, lo cual
resulta incompatible con los conocimientos científicos
actuales.

Fundamentación ética y jurídica del reconocimiento
de los animales como seres sintientes

El reconocimiento de los animales como seres sintien-
tes constituye un principio ético fundamental para el
desarrollo de un derecho animal moderno. Diversos
instrumentos internacionales, como la Declaración
Universal sobre Bienestar Animal
(https://www.gob.mx/conanp/articulos/proclamacion-

de-la-declaracion-universal-de-los-derechos-de-los-
animales-223028), señalan que los animales poseen
necesidades de bienestar que deben ser respetadas y
que la crueldad hacia ellos debe erradicarse.

La declaración establece que todo animal tiene dere-
cho al respeto y a un trato digno, reconociendo implí-
citamente su capacidad de sufrir. Si bien estos instru-
mentos no son jurídicamente vinculantes, han influido
de manera significativa en la evolución de las legisla-
ciones nacionales, incluyendo la mexicana.

Desde una perspectiva constitucional, el reconoci-
miento de la sintiencia animal se vincula con el prin-
cipio de dignidad, la protección del medio ambiente y
el deber del Estado de promover un desarrollo sosteni-
ble. La protección de los animales no es un fin aisla-
do, sino parte de un entramado normativo orientado a
garantizar una convivencia armónica entre los seres
humanos y los demás seres vivos.

Experiencia legislativa del Congreso de Ciudad de
México

Ciudad de México ha sido pionera en el reconoci-
miento jurídico de los animales como seres sintientes.
Su Ley de Protección y bienestar de los Animales es-
tablece expresamente en su artículo primero, que los
animales son seres vivos dotados de sensibilidad, lo
que ha permitido desarrollar políticas públicas más in-
tegrales en materia de protección, bienestar y trato dig-
no.

Este reconocimiento ha tenido efectos positivos tanto
en el ámbito normativo como en el institucional, al
proporcionar criterios claros para la actuación de las
autoridades y para la interpretación de las obligaciones
de los particulares. La experiencia del Congreso de la
Ciudad de México demuestra que la incorporación del
concepto de sintiencia animal en la ley no genera in-
seguridad jurídica, sino que fortalece la coherencia y
eficacia del marco normativo.

Resulta necesario por tanto que la legislación federal
retome y amplíe este enfoque, evitando una fragmen-
tación normativa en la que los animales sean recono-
cidos como seres sintientes en el ámbito local, pero
tratados de manera meramente instrumental en el ám-
bito federal.
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Importancia del reconocimiento de la sintiencia en
animales en cautiverio

Los animales en cautiverio , ya sea en unidades de pro-
ducción, centros de investigación, zoológicos, circos,
refugios o establecimientos comerciales, se encuen-
tran en una situación de especial vulnerabilidad, pues
dependen casi por completo de los seres humanos pa-
ra satisfacer sus necesidades básicas.

Reconocerlos como seres sintientes implica aceptar
que las condiciones de cautiverio pueden generar su-
frimiento físico y psicológico si no se gestionan ade-
cuadamente. El estrés crónico, el dolor no tratado, la
falta de estimulación y la imposibilidad de expresar
comportamientos naturales son problemáticas amplia-
mente documentadas en animales bajo confinamiento.

La reforma propuesta permitiría que la Ley Federal de
Sanidad Animal sea interpretada y aplicada desde una
perspectiva de bienestar integral, considerando no solo
la ausencia de enfermedades, sino también la calidad de
vida de los animales. Esto es particularmente relevante
en un contexto en el que la sanidad animal, el bienestar
y la salud pública están estrechamente interrelacionados.

La ausencia del reconocimiento de la sintiencia animal
en la legislación federal genera incoherencias norma-
tivas y limita la eficacia de las políticas públicas en la
materia. Al definir a los animales como seres sintien-
tes, la ley proporciona un criterio transversal que pue-
de orientar la elaboración de normas oficiales, proto-
colos de inspección y programas de capacitación.

Además, esta reforma contribuiría a armonizar la le-
gislación mexicana con las tendencias internacionales,
donde cada vez más países incorporan el reconoci-
miento de la sintiencia animal en sus constituciones y
leyes marco. Este proceso no solo fortalece la imagen
de México en el ámbito internacional, sino que tam-
bién responde a una demanda social creciente de ma-
yor protección y respeto hacia los animales.

Esta reforma cumple también una función pedagógica.
Al reconocer legalmente que los animales son seres
sintientes, el Estado envía un mensaje claro a la socie-
dad sobre la importancia del respeto y la empatía ha-
cia los demás seres vivos. Este reconocimiento contri-
buye a la construcción de una cultura de legalidad y de
responsabilidad ética en la relación con los animales.

Diversos estudios han señalado que la violencia hacia
los animales está vinculada con otras formas de vio-
lencia social. Fortalecer la protección jurídica de los
animales puede tener efectos positivos más amplios en
la convivencia social y en la promoción de valores co-
mo la compasión y la responsabilidad.

Conclusión

La reforma del artículo 4 de la Ley Federal de Sanidad
Animal es una necesidad impostergable para el marco
jurídico mexicano. La actual definición de “animales
vivos” es anacrónica, pues ignora los avances científi-
cos que prueban de manera contundente la sintiencia
animal, es decir, su capacidad de experimentar dolor,
placer, miedo y estrés. Perpetuar esta omisión genera
un vacío ético y conceptual que no se alinea con la res-
ponsabilidad humana hacia otros seres vivos.

La propuesta de incorporar a los animales como “seres
sintientes” dota de coherencia normativa al sistema fe-
deral, armonizándolo con los estándares internacionales
y las legislaciones locales progresistas, como la de Ciu-
dad de México. Este nuevo criterio conceptual es fun-
damental para una correcta interpretación y aplicación
de la ley, permitiendo abordar el bienestar integral de
los animales, especialmente aquellos en cautiverio, que
se encuentran en una situación de mayor vulnerabilidad.

Finalmente, el reconocimiento legal de la sintiencia
animal cumple una función pedagógica y social. Al ha-
cerlo, el Estado envía un mensaje claro sobre la im-
portancia de la empatía y el respeto, contribuyendo a
la construcción de una cultura de convivencia más éti-
ca y responsable. Por lo tanto, la modificación es esen-
cial para cimentar un derecho animal moderno, inte-
gral y acorde a los imperativos científicos y morales
de nuestro tiempo.

2. Propuesta
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3. Fundamento legal

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 77, 78 y demás relativos y apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a consideración del pleno la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto

Único. Se reforma el artículo 4 de la Ley Federal de
Sanidad Animal, para quedar como sigue:

Artículo 4. Para los efectos de la ley se entiende por

Animales vivos: Todos los seres sintientes, capaces
de experimentar sensaciones físicas y estados sub-
jetivos tales como dolor, placer, miedo y estrés, con
excepción de los provenientes del medio acuático ya
sea marítimo, fluvial, lacustre o de cualquier cuerpo de
agua natural o artificial;

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputada Xóchitl Teresa Arzola Vargas (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY FE-
DERAL DE SANIDAD ANIMAL, A CARGO DE LA DIPUTADA
XÓCHITL TERESA ARZOLA VARGAS, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA

La que suscribe, Xóchitl Teresa Arzola Vargas, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, somete a consideración de esta soberanía ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
los artículos 20 y 21 de la Ley Federal de Sanidad Ani-
mal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

1. Introducción

El bienestar animal ha adquirido, en las últimas déca-
das, una relevancia creciente dentro de la agenda pú-
blica nacional e internacional, no sólo como una cues-
tión ética o de sensibilidad social, sino como un
componente esencial de la salud pública, la sostenibi-
lidad productiva, la seguridad alimentaria y la protec-
ción ambiental. En este contexto, los Estados moder-
nos han reconocido que la forma en que las sociedades
se relacionan con los animales refleja principios fun-
damentales de responsabilidad, dignidad y respeto por
la vida, los cuales deben expresarse en políticas públi-
cas, normas jurídicas y prácticas institucionales cohe-
rentes.

En México, el marco jurídico en materia de sanidad y
bienestar animal ha experimentado avances importan-
tes, particularmente con la expedición y desarrollo de
la Ley Federal de Sanidad Animal, cuyo objeto es re-
gular y promover la sanidad, el bienestar y la produc-
tividad animal, así como la prevención y control de en-
fermedades que puedan afectar tanto a los animales
como a la población humana. Sin embargo, la evolu-
ción del conocimiento científico, los compromisos in-
ternacionales asumidos por el Estado mexicano y las
nuevas exigencias sociales hacen necesario revisar y
actualizar algunos de sus contenidos, a fin de asegurar
que la legislación responda adecuadamente a los des-
afíos contemporáneos.

La presente iniciativa propone reformar los artículos
20 y 21 de la Ley Federal de Sanidad Animal con el
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propósito de fortalecer el enfoque de bienestar animal,
incorporando de manera expresa elementos que hoy
resultan indispensables: el reconocimiento del espacio
digno, las condiciones de salubridad, la posibilidad de
esparcimiento y la prohibición de prácticas que, aun
bajo criterios productivos, impliquen sobreexplotación
o sufrimiento innecesario. Estas modificaciones no al-
teran la estructura general de la Ley, sino que la per-
feccionan, precisando obligaciones y principios que ya
se encuentran implícitos, pero que requieren claridad
normativa para su correcta aplicación.

La reforma se sustenta en el entendimiento de que el
bienestar animal no es incompatible con la productivi-
dad económica, sino que, por el contrario, constituye
una condición para una producción responsable, efi-
ciente y sostenible. Diversos organismos internaciona-
les han señalado que los sistemas productivos que ga-
rantizan mejores condiciones de vida a los animales
tienden a generar mejores resultados sanitarios, menor
incidencia de enfermedades, mayor calidad de los pro-
ductos y, en consecuencia, mayores beneficios econó-
micos y sociales.

La iniciativa se inscribe en el marco constitucional
mexicano, particularmente en los principios de protec-
ción a la salud, al medio ambiente sano y al desarrollo
sostenible, así como en la obligación del Estado de
promover condiciones que permitan una convivencia
armónica entre las actividades humanas y los demás
seres vivos. La reforma propuesta busca, en suma, ac-
tualizar el contenido normativo de la Ley Federal de
Sanidad Animal para que refleje estos principios, for-
taleciendo la protección jurídica de los animales y
contribuyendo al bienestar general de la sociedad.

2. Objetivos de la iniciativa

La iniciativa tiene como objetivo general fortalecer el
marco jurídico del bienestar animal en México, me-
diante la precisión y ampliación de los principios y
obligaciones establecidos en los artículos 20 y 21 de la
Ley Federal de Sanidad Animal. Este objetivo general
se desagrega en los siguientes objetivos específicos:

1. Reforzar el enfoque integral del bienestar animal

Incorporar de manera explícita una concepción am-
plia del bienestar animal que no se limite a la pro-
visión de alimento y agua, sino que incluya el acce-

so a espacios dignos, condiciones adecuadas de sa-
lubridad, posibilidades de recreación y la expresión
del comportamiento natural de cada especie.

2. Vincular el bienestar animal con la salud y la pro-
ductividad sostenible

Precisar que la relación entre bienestar, salud y pro-
ductividad debe desarrollarse bajo criterios éticos,
evitando la sobreexplotación y el sufrimiento de los
animales, aun cuando estos sean utilizados con fi-
nes económicos.

3. Establecer obligaciones claras para propietarios y
poseedores de animales

Definir de forma más precisa las responsabilidades
de quienes tienen animales domésticos o silvestres
en cautiverio, a fin de garantizar condiciones míni-
mas de hábitat, higiene y esparcimiento, reduciendo
ambigüedades normativas y facilitando la aplica-
ción de la ley.

4. Alinear la legislación nacional con estándares in-
ternacionales

Actualizar la Ley Federal de Sanidad Animal con-
forme a los principios promovidos por organismos
internacionales especializados en sanidad y bienes-
tar animal, así como a las mejores prácticas recono-
cidas a escala global.

5. Contribuir a la protección de la salud pública y el
ambiente

Reconocer que el bienestar animal es un factor cla-
ve para la prevención de enfermedades zoonóticas,
la protección de los ecosistemas y el desarrollo sos-
tenible del sector agropecuario y productivo en ge-
neral.

3. Diagnóstico

El bienestar animal constituye hoy un asunto de inte-
rés público, estrechamente vinculado con la protec-
ción de la salud, el desarrollo sostenible, la seguridad
alimentaria y el respeto a principios éticos fundamen-
tales que rigen la convivencia social. En el marco del
Estado constitucional de derecho, la regulación de las
condiciones en que los animales son utilizados, poseí-
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dos o aprovechados por el ser humano no puede limi-
tarse a criterios meramente productivos o utilitarios,
sino que debe atender a una concepción integral que
reconozca su condición de seres sintientes y la respon-
sabilidad jurídica que ello implica.

La Ley Federal de Sanidad Animal representa el eje
normativo central en materia de sanidad y bienestar
animal a escala federal. No obstante, a pesar de los
avances que dicha ley ha significado, su contenido re-
fleja todavía una visión parcial del bienestar animal,
propia de un enfoque tradicional centrado en la sani-
dad básica y la productividad, que resulta insuficiente
frente a los desarrollos científicos, jurídicos y norma-
tivos contemporáneos.

Insuficiencias normativas en el artículo 20 de la Ley
Federal de Sanidad Animal

El artículo 20 establece los principios básicos que de-
ben orientar la emisión de disposiciones en materia de
sanidad animal, reconociendo, de manera correcta, la
relación existente entre la salud y el bienestar de los
animales. Sin embargo, su redacción vigente presenta
ambigüedades y omisiones sustantivas que limitan su
eficacia normativa.

Si bien el precepto reconoce la necesidad de propor-
cionar alimentos y agua suficientes, evitar el dolor in-
necesario y permitir la manifestación del comporta-
miento natural, no explicita las condiciones materiales
mínimas indispensables para garantizar dichos princi-
pios. La ausencia de referencias expresas al espacio
digno, a las condiciones del entorno y a las necesida-
des conductuales de los animales genera un margen de
discrecionalidad interpretativa que puede traducirse en
prácticas de confinamiento excesivo, hacinamiento o
restricción prolongada de movilidad, incompatibles
con un estándar adecuado de bienestar.

Desde una perspectiva jurídica, esta omisión resulta
relevante, pues el principio de seguridad jurídica exi-
ge que las normas definan con claridad las obligacio-
nes que imponen y los derechos que protegen, particu-
larmente cuando se trata de bienes jurídicos de interés
colectivo. La indeterminación normativa debilita la
capacidad del Estado para prevenir, supervisar y san-
cionar conductas que afectan el bienestar animal, aun
cuando estas no constituyan maltrato evidente en sen-
tido estricto.

El artículo 20 establece que el bienestar de los anima-
les utilizados con fines económicos se asocia con ma-
yor productividad y beneficios económicos. Si bien
esta afirmación es correcta desde el punto de vista
empírico, su formulación actual carece de límites éti-
cos y jurídicos explícitos, lo que permite que el bien-
estar sea interpretado únicamente como un medio pa-
ra maximizar la producción, incluso mediante
esquemas de sobreexplotación que generan sufri-
miento animal.

Tal enfoque resulta incompatible con los principios
constitucionales de protección a la salud, al medio am-
biente y al desarrollo sostenible, así como con la ten-
dencia del derecho comparado y del derecho interna-
cional, que reconoce que la productividad no puede
alcanzarse legítimamente a costa del deterioro grave
del bienestar animal.

Deficiencias del artículo 21 en la delimitación de
obligaciones

Por su parte, el artículo 21 de la Ley Federal de Sani-
dad Animal establece la obligación de los propietarios
o poseedores de animales domésticos o silvestres en
cautiverio de proporcionarles alimento y agua en can-
tidad y calidad adecuadas. Si bien esta disposición
constituye un mínimo indispensable, resulta claramen-
te insuficiente para garantizar condiciones reales de
bienestar animal.

El precepto omite toda referencia a aspectos esencia-
les como el espacio apropiado para el hábitat, las con-
diciones de salubridad, la ventilación, la iluminación,
la posibilidad de movimiento y el esparcimiento. Esta
omisión tiene consecuencias prácticas relevantes, pues
limita la actuación de las autoridades frente a situacio-
nes de deterioro crónico del bienestar animal que no se
manifiestan necesariamente en la falta de alimento o
agua, pero sí en condiciones de vida indignas o in-
compatibles con las necesidades etológicas de las es-
pecies.

Desde el punto de vista del derecho administrativo
sancionador, la falta de parámetros claros dificulta la
acreditación de infracciones y reduce la eficacia de los
mecanismos de prevención y control, generando un
déficit de protección jurídica que afecta tanto a los ani-
males como al interés público.
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Estándares científicos e internacionales en materia
de bienestar animal

El conocimiento científico contemporáneo ha demos-
trado de manera consistente que los animales son seres
capaces de experimentar dolor, estrés, miedo y sufri-
miento, así como estados positivos asociados al con-
fort y la seguridad. En consecuencia, el bienestar ani-
mal se concibe hoy como un estado integral que
abarca dimensiones físicas, mentales y conductuales.

Este enfoque ha sido adoptado por organismos inter-
nacionales especializados, como la Organización
Mundial de Sanidad Animal, la cual define el bienes-
tar animal como el estado en el que un animal se en-
cuentra sano, cómodo, bien alimentado, seguro y ca-
paz de expresar su comportamiento natural, sin
padecer dolor, miedo o angustia innecesarios. Asimis-
mo, la Organización de las Naciones Unidas para la
Alimentación y la Agricultura ha señalado que el bien-
estar animal es un componente esencial de los siste-
mas agroalimentarios sostenibles y una condición pa-
ra la sanidad y la calidad de los productos de origen
animal.

Estos estándares internacionales, ampliamente acepta-
dos, han sido incorporados en la legislación de diver-
sos países y constituyen un referente para la interpre-
tación y actualización de los marcos normativos
nacionales. La legislación mexicana presenta un reza-
go normativo relativo, al no incorporar de manera ex-
presa elementos que hoy se consideran básicos para la
evaluación del bienestar animal.

Bienestar animal, productividad y desarrollo sosteni-
ble

La evidencia empírica demuestra que el bienestar ani-
mal no sólo es una exigencia ética y jurídica, sino tam-
bién un factor determinante para la eficiencia y soste-
nibilidad de las actividades productivas. Animales
sometidos a estrés crónico, hacinamiento o condicio-
nes inadecuadas presentan mayores índices de enfer-
medad, mayor mortalidad y menor calidad productiva,
lo que se traduce en mayores costos económicos y sa-
nitarios.

Por el contrario, los sistemas productivos que garanti-
zan condiciones adecuadas de espacio, higiene y ma-
nejo respetuoso tienden a generar mejores resultados

sanitarios, menor uso de medicamentos veterinarios y
mayor aceptación social de los productos. En este sen-
tido, el bienestar animal constituye un elemento estra-
tégico del desarrollo sostenible, en congruencia con
los principios constitucionales y con los compromisos
internacionales asumidos por el Estado mexicano.

Efecto del bienestar animal en la salud pública

Finalmente, el diagnóstico debe considerar las impli-
caciones del bienestar animal para la salud pública.
Las condiciones de hacinamiento, insalubridad y es-
trés favorecen la aparición y propagación de enferme-
dades zoonóticas, incrementan el uso indiscriminado
de antibióticos y representan un riesgo para la pobla-
ción humana.

El fortalecimiento del bienestar animal se inscribe en
el enfoque de salud integral que reconoce la interde-
pendencia entre la salud humana, animal y ambiental,
y constituye una medida preventiva de alto impacto
para la protección del interés público.

Conclusiones

La reforma propuesta de los artículos 20 y 21 de la Ley
Federal de Sanidad Animal responde a la necesidad de
actualizar y fortalecer el marco jurídico mexicano en
materia de bienestar animal, a partir de una visión in-
tegral, ética y sostenible. Lejos de constituir una carga
adicional injustificada, las modificaciones planteadas
representan una oportunidad para mejorar la calidad
normativa, la eficacia de las políticas públicas y la co-
herencia del sistema jurídico con los principios consti-
tucionales y los compromisos internacionales del Es-
tado mexicano.

La incorporación explícita de elementos como el espa-
cio digno, las condiciones salubres, el esparcimiento y
la prohibición de la sobreexplotación contribuye a una
interpretación más clara y uniforme de la ley, facili-
tando su aplicación por parte de las autoridades com-
petentes y promoviendo prácticas responsables entre
propietarios, poseedores y productores.

La iniciativa reconoce que el bienestar animal y la
productividad económica no son objetivos contradic-
torios, sino complementarios, siempre que se desarro-
llen bajo criterios de respeto, sostenibilidad y respon-
sabilidad social. Al fortalecer el bienestar animal, se
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fortalece también la salud pública, la calidad de los
productos, la protección ambiental y la confianza so-
cial en las instituciones.

En conclusión, esta iniciativa representa un paso sig-
nificativo hacia la consolidación de un marco norma-
tivo moderno y humanista, acorde con los valores de
una sociedad que reconoce la importancia de proteger
a los animales como parte esencial de su desarrollo in-
tegral. Su aprobación contribuirá a una legislación
más justa, efectiva y alineada con las mejores prácti-
cas nacionales e internacionales en materia de sanidad
y bienestar animal.

4. Propuesta

4. Fundamento legal

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados

Unidos Mexicanos; y 77, 78 y demás relativos y apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a consideración del pleno la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto

Único. Se reforman los artículos 20 y 21 de la Ley
Federal de Sanidad Animal, para quedar como si-
gue:

Artículo 20. La secretaría, en términos de esta ley y su
reglamento, emitirá las disposiciones de sanidad ani-
mal que definirán los criterios, especificaciones, con-
diciones y procedimientos para salvaguardar el bien-
estar de los animales conforme a su finalidad. Para la
formulación de esos ordenamientos se tomarán en
cuenta, entre otros, los siguientes principios básicos.

I. Que exista una relación entre la salud de los ani-
males y su bienestar. Que el bienestar de los anima-
les requiere de proporcionarles los cuidados nece-
sarios con el fin de que accedan a alimentos y
agua suficientes; un espacio digno para su estan-
cia y recreación; evitarles temor, angustia, moles-
tias, dolor y lesiones innecesarios; mantenerlos li-
bres de enfermedades y plagas, y permitirles
manifestar su comportamiento natural;

II. a IV. …

V. El estado de bienestar de los animales, utilizados
por el ser humano con fines económicos, se asocia
con mayor productividad y beneficios económicos,
los cuales deben alcanzarse evitando la sobreex-
plotación y el sufrimiento.

Artículo 21. - Los propietarios o poseedores de ani-
males domésticos o silvestres en cautiverio, deberán
proporcionarles alimento y agua en cantidad y calidad
adecuada de acuerdo con su especie y etapa producti-
va, así como un espacio apropiado para su hábitat,
en condiciones salubres y con capacidad para su es-
parcimiento.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputada Xóchitl Teresa Arzola Vargas (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY
GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTEC-
CIÓN AL AMBIENTE, A CARGO DE LA DIPUTADA XÓCHITL
TERESA ARZOLA VARGAS, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MORENA

La que suscribe, Xóchitl Teresa Arzola Vargas, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, somete a consideración de esta soberanía ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
el artículo 15, fracciones XII y XIV, de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

1. Introducción

El derecho a un medio ambiente sano es un pilar del
desarrollo humano y de la justicia social. Sin embargo,
para su plena realización es indispensable reconocer
que el medio ambiente no es solo un conjunto de re-
cursos naturales o procesos ecológicos, es también el
espacio donde se desarrollan las relaciones sociales,
las condiciones materiales de la vida cotidiana y las
capacidades humanas. En consecuencia, la política
ambiental debe articularse con las políticas de vivien-
da, urbanismo, movilidad y espacios públicos de re-
creación. Esta iniciativa propone reformar puntual-
mente las fracciones XII y XIV del artículo 15 de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente (LGEEPA), para incluir de manera explí-
cita la vivienda y la recreación como componentes del

derecho a un medio ambiente adecuado, y para vincu-
lar la protección ambiental con la eliminación de es-
tructuras de desigualdad, discriminación y violencia.

2. Diagnóstico

Fundamentación conceptual y derechos humanos

El derecho a la vivienda adecuada está reconocido en
el marco internacional de derechos humanos y ha sido
desarrollado por el Comité de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales en la observación general núme-
ro 4, que establece los elementos mínimos de este de-
recho (seguridad de la tenencia, disponibilidad de ser-
vicios, facilidades e infraestructura, asequibilidad,
habitabilidad, accesibilidad, ubicación y adecuación
cultural).1 Los estándares internacionales reconocen
que la vivienda adecuada es esencial para la salud, la
seguridad y el ejercicio de otros derechos, y que las
políticas ambientales deben contribuir a condiciones
habitacionales que reduzcan riesgos y mejoren la cali-
dad de vida. Asimismo, la Agenda 2030 y los Objeti-
vos de Desarrollo Sostenible colocan la vivienda y las
ciudades en el centro de una agenda integrada entre
sostenibilidad y justicia social.

Relación entre vivienda, recreación y ambiente

La vivienda y los espacios de recreación son compo-
nentes determinantes del ambiente urbano y rural: De-
terminan las condiciones de salubridad, (agua, sanea-
miento, ventilación), la exposición a riesgos
ambientales (inundaciones, contaminación), la cohe-
sión social y las oportunidades de integración comuni-
taria. Los espacios verdes y de recreo mejoran la resi-
liencia frente al cambio climático, reducen el estrés y
fomentan estilos de vida saludables. Reconocer estos
elementos en la Ley General de Equilibrio Ecológico
y Protección al Ambiente permitiría orientar la políti-
ca ambiental hacia intervenciones que protejan ecosis-
temas y, a la vez, garanticen derechos sociales impres-
cindibles.

Diagnóstico nacional

El déficit cualitativo de vivienda en México represen-
ta un desafío estructural. Estimaciones del Instituto
Nacional de Estadística, Geografía e Informática2 se-
ñalan que cerca de 11.4 millones de viviendas presen-
tan déficit cualitativo, lo que equivale aproximada-
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mente a 29.8 por ciento del parque habitacional, in-
corporando carencias como falta de servicios básicos,
materiales inadecuados o espacios de la vivienda en
estado de hacinamiento. Aunado a ello, la pobreza
multidimensional y las carencias sociales mantienen a
millones de personas en condiciones vulnerables. La
medición de pobreza multidimensional evidenció per-
sistencia de carencias sociales y un aumento en perso-
nas vulnerables por carencias culturales, educativas,
políticas, económicas y sociales.3 Estos indicadores
ponen de manifiesto que los problemas ambientales no
son ajenos a las desigualdades socioeconómicas, y que
la protección del ambiente debe estar orientada por
criterios de equidad territorial y social.

Efectos interseccionales: desigualdad, discrimina-
ción y violencia

La exclusión y la discriminación se manifiestan en el
acceso diferencial a la vivienda adecuada y a los es-
pacios de recreación: comunidades indígenas, pue-
blos originarios, mujeres en situación de violencia,
personas con discapacidad y poblaciones en situa-
ción de pobreza suelen ubicarse en asentamientos
con mayor exposición a riesgos ambientales. La in-
corporación en la Ley General del Equilibrio Ecoló-
gico y la Protección al Ambiente de un enfoque que
reconozca estas estructuras de dominación facilita
políticas dirigidas a la eliminación de brechas y a la
priorización de inversiones públicas donde más se
requieren.

Marco jurídico y antecedentes legales, legislativos y
normativos en México

La Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección
al Ambiente ha sido el instrumento normativo central
de la política ambiental en México desde 1988 y ha in-
corporado reformas orientadas a fortalecer la gestión
ambiental. No obstante, la ley se ha centrado históri-
camente en la conservación de recursos y el control de
contaminantes, sin explicitar parámetros para integrar
derechos sociales como la vivienda y la recreación al
derecho a un ambiente adecuado. Esta iniciativa pro-
pone una reforma puntual que mantiene la coherencia
doctrinal de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente y, al mismo tiempo, la ar-
moniza con los estándares de derechos humanos y po-
líticas urbanas contemporáneas.

Propuesta normativa y objetivos de política pública

La reforma propuesta modifica el artículo 15, fraccio-
nes XII y XIV, para reconocer de manera explícita
que: a) el derecho a un ambiente adecuado incluye la
vivienda digna y los espacios de recreación; y b) la
erradicación de la pobreza y de las estructuras de des-
igualdad, discriminación y violencia es condición ne-
cesaria para el desarrollo sustentable. El objetivo es
orientar la política ambiental hacia medidas intersec-
toriales que integren planeación urbana, vivienda, mo-
vilidad y espacios públicos verdes, priorizando la
equidad territorial y la protección de grupos vulnera-
bles.

Conclusión

Reconocer la vivienda y la recreación como compo-
nentes del derecho a un ambiente adecuado y vincular
la protección ambiental a la erradicación de las estruc-
turas de desigualdad es una medida normativa necesa-
ria para garantizar un desarrollo sostenible y justo. La
presente reforma ajusta la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente para responder
a esta necesidad, estableciendo bases legales para una
política pública intersectorial que proteja la naturaleza
y, simultáneamente, las condiciones materiales de la
vida de la población.

3. Propuesta
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4. Fundamento legal

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos; y 77, 78 y demás relativos y apli-
cables del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meto a consideración del pleno la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto

Único. Se reforma el artículo 15, fracciones XII y
XIV, de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente, para quedar como si-
gue:

Artículo 15.

Para la formulación y conducción de la política am-
biental y la expedición de normas oficiales mexica-
nas y demás instrumentos previstos en esta Ley, en
materia de preservación y restauración del equili-
brio ecológico y protección al ambiente, el Ejecuti-
vo federal observará los siguientes principios:

I. a XI. …

XII. Toda persona tiene derecho a disfrutar de
un ambiente adecuado para su desarrollo, vi-
vienda, recreación, salud y bienestar. Las autori-
dades en los términos de esta y otras leyes, to-
marán las medidas para garantizar ese derecho;

XIII. …

XIV. La erradicación de la pobreza, así como de
las estructuras de desigualdad, discriminación y
violencia, es condición necesaria para el desarro-
llo sustentable;

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Oficina del Alto Comisionado de la Organización de las Nacio-
nes Unidas. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cultura-

les. Observación general número 4 (1991), sobre el derecho a una
vivienda adecuada.

2 Inegi. Comunicado sobre pobreza multidimensional, 13 de agos-
to de 2025 (indicadores de carencias sociales).

3 Coneval. Mediciones de pobreza multidimensional de 2024 (eva-
luación de pobreza y carencias).

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputada Xóchitl Teresa Arzola Vargas (rúbrica)

QUE ADICIONA UN ARTÍCULO 154 BIS A LA LEY GENERAL
DE CULTURA FÍSICA Y DEPORTE, EN MATERIA DE ABUSO
SEXUAL A DEPORTISTAS, A CARGO DE LA DIPUTADA SAN-
DRA ANAYA VILLEGAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE
MORENA

La suscrita, Sandra Anaya Villegas, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamen-
to en lo establecido en los artículos 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; y 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás rela-
tivos del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta soberanía popular
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
ciona el artículo 154 Bis a la Ley General de Cultura
Física y Deporte, de conformidad con la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con el Programa de las Naciones Unidas
para el Desarrollo (PNUD) de la Organización de las
Naciones Unidas (ONU), en su informe de resultados,
Tarjeta roja a la violencia de género, en el cual seña-
lan lo siguiente:
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El análisis de las violencias de género en el ámbito del
fútbol es fundamental para comprender cómo operan y
se reproducen las desigualdades estructurales dentro
de uno de los espacios socioculturales más influyentes
a nivel global y en México. Lejos de ser un terreno
neutral, el fútbol ha sido históricamente un espacio
masculinizado, en el que la participación de mujeres y
disidencias ha estado marcada por múltiples formas de
discriminación, exclusión y violencia.

En México, con 22 mil 893 asistentes por partido, la
Liga MX es la sexta con mayor asistencia a nivel
mundial. Durante los 10 partidos de fútbol más espe-
rados de la Liga Mx, “los clásicos”, Televisa Univisión
reportó 55 millones de personas espectadoras. Todas
estas personas son las que podrían percibir y reprodu-
cir los sesgos y brechas de género que representa el
fútbol. Por ejemplo, en Latinoamérica, datos señalan
que los casos de violencia de pareja aumentan cuando
hay partidos de fútbol, reportando cifras de aumento
de este tipo de violencia en casi 30 por ciento.

Las violencias reproducidas en las canchas, principal-
mente de fútbol femenil que van desde expresiones
abiertas de acoso, hostigamiento o agresión física, has-
ta formas más sutiles como la desvalorización siste-
mática del fútbol femenil, la exclusión de mujeres en
espacios de toma de decisión, o la falta de condiciones
equitativas para la práctica deportiva han sido por mu-
cho tiempo normalizadas e invisibilizadas. Su estudio
es esencial para nombrarlas, visibilizarlas y, en conse-
cuencia, transformarlas.

La violencia contra las mujeres en el deporte es una
problemática estructural que se manifiesta de múlti-
ples formas: desde el acoso físico y verbal, hasta la
violencia digital y la falta de respuesta institucional.
No se limita al ámbito profesional, sino que comienza
desde las etapas formativas, afectando a niñas y jóve-
nes que apenas inician su trayectoria deportiva. El es-
tudio Child abuse in sports: European statistics reve-
ló que 75 por ciento de las niñas que practican
deportes ha sufrido algún tipo de violencia interperso-
nal antes de los 18 años, lo que evidencia la profundi-
dad del problema.

Una encuesta realizada por ESPN a deportistas mexi-
canas participantes en Juegos Olímpicos, Paralímpicos
o la Liga MX Femenil arrojó que 66 por ciento ha ex-
perimentado violencia física o verbal dentro de su en-

torno deportivo. Estas agresiones provienen de entre-
nadores, compañeros, directivos o incluso familiares,
en un contexto donde muchas veces el silencio es la
única opción para no perder oportunidades. Como re-
lató una jugadora: “El acoso de tu entrenador de se-
lección es lo peor, te encuentras atada de manos por-
que aguantas o te quedas fuera”

La situación se agrava ante la ausencia de protocolos
claros para denunciar. De acuerdo con la misma en-
cuesta, 54 por ciento de las deportistas no sabe adón-
de acudir en caso de sufrir violencia, y 81 desconoce
si su federación o liga cuenta con lineamientos para
atender estos casos. Como señalaron otras atletas: “Te
corren a ti”, “dijeron que yo era la única que me había
quejado, así que o soy la que estaba mal”. Este miedo
a represalias refuerza el círculo de impunidad y silen-
cio.1

Como bien señala la Organización de las Naciones
Unidas, actualmente los deportistas viven violencia de
cualquier tipo, incluida la de carácter sexual. Ante tal
situación, es importante fortalecer tanto los marcos ju-
rídicos, como los mecanismo y herramientas que per-
mitan, prevenir y atender de manera efectiva esta con-
ductas.

I. Planteamiento del problema

Pese a los esfuerzos realizados por el Ejecutivo fede-
ral a través de las instancias deportivas nacionales en
materia de violencia en el deporte, es importante que
desde el ámbito legislativo sigamos fortaleciendo la
Ley General de Cultura Física y Deporte.

Si bien actualmente la ley en materia deportiva inclu-
ye el capítulo VII, “De las infracciones, sanciones y
delitos”, donde se establecen las sanciones y los deli-
tos que deberán ser considerados en esa ley, no se pre-
vé ningún delito en materia de abuso sexual.

Partiendo de esta premisa es importante señalar que en
fecha 13 de marzo del 2026 se publicó en el Diario
Oficial de la Federación, el Decreto por el que se re-
forman los artículos 260 y 266 Bis del Código Penal
Federal, en materia de abuso sexual.2

Es necesario precisar lo que refiere esta reforma en el
artículo 206 fracción IV del Código anteriormente ci-
tado, mismo que a la letra dice:
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Artículo 260. Comete el delito de abuso sexual
quien sin el consentimiento de la víctima y sin el
propósito de llegar a la cópula, realice en el ámbito
público o privado, cualquier acto de naturaleza se-
xual, la obligue a observarlo, o la haga ejecutarlo
sobre sí, para un tercero o para el propio sujeto ac-
tivo.

También se considera abuso sexual cuando se obligue
a la víctima a exhibir su cuerpo. Se entiende por acto
sexual los tocamientos, caricias, roces corporales, ex-
hibiciones o representaciones sexuales explícitas. Para
los efectos del presente artículo no se considera con-
sentimiento cuando la voluntad de la persona haya si-
do anulada o viciada por violencia, intimidación, en-
gaño, amenaza, abuso de confianza, autoridad o
situación de vulnerabilidad. El consentimiento no po-
drá presumirse del silencio, la pasividad o la falta de
resistencia física de la víctima.

A quien cometa este delito se le impondrá una sanción
de tres a siete años de prisión y multa de doscientas a
quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medi-
da y Actualización. Así mismo, se impondrá la obliga-
ción de acudir a talleres reeducativos con perspectiva
de género y no violencia contra las mujeres y/o prestar
servicio social en favor del Estado o de instituciones
de beneficencia pública a fin de favorecer medidas de
no repetición y promover un cambio cultural a favor
de la igualdad sustantiva entre mujeres y hombres. El
cumplimiento de esta obligación es de especial rele-
vancia para la procedencia y continuidad de la suspen-
sión condicional.

Este delito se perseguirá de oficio.

Las penas previstas en este artículo se aumentarán en
una tercera parte cuando el delito se cometa en cual-
quiera de las siguientes circunstancias:

I. Con violencia física, psicológica o moral;

II. Por dos o más personas;

III. En un lugar despoblado, solitario o poco acce-
sible;

IV. Cuando exista o haya existido entre el agre-
sor y la víctima una relación de confianza, senti-
mental, de parentesco por consanguinidad o afini-

dad, laboral, educativa, docente, de formación de-
portiva, artística o religiosa;

Como se observa, la reforma publicada en el diario
oficial es de suma relevancia y transcendencia para las
y los deportistas mexicanos, esto toda vez que dentro
del tipo penal de abuso sexual se contempla como
agresores sexuales a aquellas personas que tengan una
relación con sus víctimas derivado de su formación
deportiva, es decir entrenadores, directivos entre otros.

Por lo anterior es importante realizar la homologación
normativa, que va a permitir la unificación procesal en
materia penal, esto contribuye de manera significativa
a la consolidación de nuestro sistema de justicia, pero
sobre todo a una deuda histórica con el deporte nacio-
nal.

La presente reforma tiene como fundamental objetivo,
garantizar la seguridad jurídica, igualdad ante la ley y
el acceso efectivo a la justicia, con esto evitamos con-
tradicciones y dobles interpretaciones, fomentando el
combate a la impunidad procesal.

Por todo lo anterior, la presente iniciativa propone lo
siguiente:

II. Propuesta

Se propone adicionar el artículo 154 Bis a la Ley Ge-
neral de Cultura Física y Deporte, para incluir el tipo
penal de abuso sexual la sanción para quien derivado
de su relación de formación deportiva con la o el atle-
ta cometa dicho delito.

Lo anterior, por los argumentos señalados en líneas an-
teriores y a fin de hacer cumplir principios Constitu-
cionales que, como consecuencia, otorgan las condi-
ciones necesarias para poder salvaguardar la
integridad, desarrollo y entornos seguros para las y los
deportistas mexicanos.

III. Contenido de la reforma

La reforma que se propone radica en la Ley General de
Cultura Física y Deporte para adicionar el artículo 154
Bis, en materia deportiva.

Para efectos de un entendimiento mejor se anexa el si-
guiente cuadro comparativo:
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Por todo lo expuesto, que me permito someter a consi-
deración de la honorable Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión el siguiente proyecto de:

Decreto

Único. Se adiciona el artículo 154 Bis a la Ley Gene-
ral de Cultura Física y Deporte, para quedar como si-
gue:

Artículo 154 Bis. Comete el delito de abuso sexual
quien sin el consentimiento de la víctima y sin el
propósito de llegar a la cópula, realice en el ámbito
público o privado, cualquier acto de naturaleza se-
xual, la obligue a observarlo, o la haga ejecutarlo
sobre sí, para un tercero o para el propio sujeto ac-
tivo.

También se considera abuso sexual cuando se obli-
gue a la víctima a exhibir su cuerpo. Se entiende por
acto sexual los tocamientos, caricias, roces corpora-
les, exhibiciones o representaciones sexuales explíci-
tas. Para los efectos del presente artículo no se con-
sidera consentimiento cuando la voluntad de la
persona haya sido anulada o viciada por violencia,
intimidación, engaño, amenaza, abuso de confianza,
autoridad o situación de vulnerabilidad. El consen-
timiento no podrá presumirse del silencio, la pasivi-
dad o la falta de resistencia física de la víctima.

A quien cometa este delito se le impondrá una san-
ción de tres a siete años de prisión y multa de dos-
cientas a quinientas veces el valor diario de la Uni-
dad de Medida y Actualización. Así mismo, se
impondrá la obligación de acudir a talleres reedu-
cativos con perspectiva de género y no violencia
contra las mujeres o prestar servicio social en favor
del Estado o de instituciones de beneficencia públi-
ca a fin de favorecer medidas de no repetición y
promover un cambio cultural a favor de la igual-
dad sustantiva entre mujeres y hombres. El cum-
plimiento de esta obligación es de especial relevan-
cia para la procedencia y continuidad de la
suspensión condicional.

Este delito se perseguirá de oficio.

Las penas previstas en este artículo se aumentarán
en una tercera parte cuando el delito se cometa en
cualquiera de las siguientes circunstancias:
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I. Con violencia física, psicológica o moral;

II. Por dos o más personas;

III. En centros deportivos, de alto rendimiento,
deportivos públicos o cualquier otro espacio al
aire libre adaptados para diversas disciplinas.

IV. Cuando exista o haya existido entre el agre-
sor y la víctima una relación de formación de-
portiva.

V. Cuando se realice por persona que tenga a la
víctima bajo su responsabilidad, aprovechando
su cargo o comisión.

VI. Cuando se realice por persona servidora pú-
blica aprovechando su empleo, cargo o comisión.
En este caso, además de la pena de prisión, la per-
sona agresora será destituida del cargo, empleo o
comisión e inhabilitada para el ejercicio de servi-
cio público por un plazo igual al de la pena priva-
tiva de la libertad sin perjuicio de otras sanciones
administrativas o civiles que correspondan;

VII. Cuando se realice por profesionista aprove-
chando su empleo, cargo o comisión. En este ca-
so, además de la pena de prisión, la persona
agresora será inhabilitada para el ejercicio de la
profesión por un plazo igual al de la pena priva-
tiva de la libertad sin perjuicio de otras sancio-
nes administrativas o civiles;

VIII. Cuando la víctima se encuentre bajo los
efectos de alcohol, fármacos, narcóticos u otras
sustancias que afecten su voluntad o discerni-
miento;

IX. Cuando la víctima se encuentre en estado de
embarazo o puerperio;

X. Cuando se cometa contra personas por su
orientación sexual, identidad de género o expre-
sión de género; y

XI. Cuando la víctima se encuentre en estado de
indefensión.

Adicional a las sanciones establecidas en este artí-
culo, se impondrá al sujeto activo el cumplimiento

de la reparación integral del daño, que deberá in-
cluir, entre otras medidas establecidas en la Ley
General de Víctimas, la atención psicológica espe-
cializada para la víctima, hasta su total recupera-
ción.

En los casos donde las instancias deportivas, tenga
conocimiento de la presunta comisión o participa-
ción de cualquier persona en un hecho que la ley se-
ñale como delito, deberán dar aviso de manera in-
mediata a las autoridades competentes.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor a los
tres días siguientes al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Segundo. En un lapso no mayor de 180 días naturales,
la Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte de-
berá actualizar la normativa reglamentaria correspon-
diente de la Ley General de Cultura Física y Deporte
para la implantación del presente decreto.

Notas

1 https://www.undp.org/sites/g/files/zskgke326/files/2025-
07/pnud.tarjetarojaviolenciagenero.16.07.25.pdf

2 https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5782297&fe-
cha=13/03/2026#gsc.tab=0

Salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lá-
zaro, sede de la Cámara de Diputados de la LXVI Le-
gislatura, a 22 de septiembre de 2026.

Diputada Sandra Anaya Villegas (rúbrica)
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QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LA LEY DE
PROTECCIÓN AL AHORRO BANCARIO, A LA LEY DE INSTI-
TUCIONES DE CRÉDITO Y A LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE
LA RENTA, EN MATERIA DE REESTRUCTURA MANTENIDA Y
ABSORCIÓN GRADUAL DEL PASIVO FISCAL DEL IPAB, A
CARGO DE LA DIPUTADA CARMEN PATRICIA ARMENDÁRIZ
GUERRA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Carmen Patricia Armendáriz Guerra, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como 6, 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto, por el que se adicionan diversas
disposiciones a las Leyes de Protección al Ahorro
Bancario, de Instituciones de Crédito, y del Impuesto
sobre la Renta, en materia de reestructura mantenida y
absorción gradual del pasivo fiscal del IPAB, al tenor
del siguiente

I. Planteamiento del problema

A tres décadas de la reestructuración del sistema ban-
cario y de la creación del Fondo Bancario de Protec-
ción al Ahorro (Fobaproa), las obligaciones asumidas
por el Estado mexicano a través del Instituto para la
Protección al Ahorro Bancario (IPAB) continúan re-
presentando una carga estructural para las finanzas pú-
blicas.

A pesar de las erogaciones aprobadas año con año en
el Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) pa-
ra el pago de intereses y amortizaciones, el saldo no-
minal de las obligaciones del IPAB se mantiene en ni-
veles persistentemente elevados.

Esta dinámica obedece a que el costo financiero de la
deuda, sumado a las fluctuaciones macroeconómicas
de las tasas de interés, absorbe la mayor parte de los
recursos destinados al instituto, impidiendo una reduc-
ción sustantiva del capital principal.

El modelo actual traslada de forma indefinida el costo
de la estabilización bancaria a los contribuyentes, res-
tando margen fiscal para la inversión pública produc-
tiva, la infraestructura social y la consolidación del
gasto presupuestario.

II. Diagnóstico y necesidad de la reforma

El sistema bancario mexicano cuenta hoy con niveles
de capitalización, liquidez y rentabilidad histórica-
mente sólidos. El índice de capitalización (ICAP) pro-
medio del sector se ubica holgadamente por encima de
los requerimientos mínimos de Basilea III, y las utili-
dades netas del sistema financiero reflejan un sector
consolidado, maduro y con alta capacidad de absor-
ción de riesgos.

Sin embargo, el marco legal actual no contempla un
mecanismo de cooperación público-privado que per-
mita canalizar parte de esa rentabilidad estructural pa-
ra la amortización del costo de la crisis bancaria, sin
que ello comprometa la estabilidad crediticia ni vulne-
re la solvencia del sistema financiero.

Hay una asimetría institucional: mientras el presu-
puesto público asume de forma permanente el costo fi-
nanciero de los Bonos IPAB, las instituciones crediti-
cias tenedoras de dichos títulos perciben un flujo
constante de intereses garantizados por el Soberano,
sin un esquema de corresponsabilidad en el sanea-
miento definitivo del pasivo.

III. Mecanismo de solución propuesto

La presente iniciativa propone un esquema integral de
conversión financiera y contable estructurado bajo los
siguientes pilares:

* Sustitución voluntaria de pasivos: Se faculta al
IPAB para emitir certificados de capital sostenible y
absorción de deuda (CCSAD). Las instituciones de
crédito tenedoras de Bonos IPAB podrán intercam-
biar dichos títulos por CCSAD de forma voluntaria.

* Absorción gradual vía utilidades: El principal
de los CCSAD será amortizado anualmente por las
instituciones de crédito participantes mediante la
aplicación de un porcentaje directo de sus utilidades
netas anuales después de impuestos, cancelando
gradualmente el principal sin devengar intereses or-
dinarios a cargo del erario.

* Garantía contingente de última instancia: Para
salvaguardar la certeza jurídica, evitar un impacto
patrimonial intempestivo y mantener la neutralidad
de riesgo requerida por la regulación prudencial, el
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Estado mexicano mantendrá una garantía contin-
gente que solo se activará en eventos extraordina-
rios de liquidación bancaria o al vencimiento del
plazo máximo de conversión (25 años).

* Tratamiento regulatorio y estímulo fiscal: Se
faculta a la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res (CNBV) y al Banco de México para emitir re-
glas de ponderación de riesgo adaptadas a los es-
tándares de Basilea III, y se otorga la deducibilidad
fiscal sobre los montos de utilidad aplicados a la
amortización de los certificados.

Contenido de la iniciativa

La premisa central de esta propuesta es que la deduci-
bilidad fiscal neutraliza el costo del pago para el ban-
co, de modo que amortizar la deuda del Fobaproa no
altere la rentabilidad neta destinada a los accionistas ni
el rendimiento del capital (ROE).

A continuación, se presenta la corrida matemática ex-
plicativa que demuestra cómo opera este equilibrio fi-
nanciero.

1. Principio financiero: neutralidad del flujo fiscal

Para que una amortización deducible no afecte la uti-
lidad neta disponible, el pago del principal debe ser
equivalente al ahorro generado por el escudo fiscal de
la deducción.

En México, la tasa corporativa del impuesto sobre la
renta (ISR) es de 30 por ciento.

Si la amortización se registra como un gasto deducible
sobre la utilidad antes de impuestos (EBT), por cada
100 pesos amortizados, el banco se ahorra 30 pesos de
ISR que de otro modo habría pagado al Estado. Para
neutralizar 100 por ciento de la afectación a los accio-
nistas, se ajusta la tasa de asignación de la utilidad o se
absorbe el costo dentro de la carga impositiva que de
todos modos iba a ser transferida al fisco.

2. Corrida financiera comparativa (modelo a nivel
banco)

Supongamos un banco con los siguientes parámetros
de partida:

* Utilidad antes de impuestos (EBT): 10 000 millo-
nes de pesos

* Tasa de ISR: 30 por ciento

* Compromiso de amortización Fobaproa: 1 000
millones de pesos

Comparativo de estado de resultados

3. Ajuste de neutralización total (diseño de la fór-
mula)

En el cuadro anterior se observa que de los $1,000 M
amortizados, $300 M vinieron del gobierno (menor
ISR) y 700 M provinieron de la utilidad del banco.

Para que el banco tenga un efecto 0 (cero impacto en
su utilidad neta), el monto a amortizar debe calibrarse
exactamente igual al ahorro fiscal generado, asignan-
do como amortización únicamente la porción corres-
pondiente al impuesto rescatado:

Escenario de neutralización total (0 pérdida de renta-
bilidad)

Si el Gobierno autoriza una Deducción Directa de ISR
del 100 por ciento sobre el pago realizado al IPAB
(Acreditamiento directo u ahorro por tasa efectiva):

* El banco genera 10 000 M de EBT.

* ISR ordinario por pagar = 3 000 M.

* El Estado le permite al banco instruir que 1 M de
sus impuestos vayan directamente a la amortización
del Bono IPAB a cambio del certificado de capital.

* Resultado:

* ISR pagado en efectivo a la Tesorería: 2 000 M.
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* Amortización pagada al IPAB: 1 000 M.

* Total aportación del banco al Estado: 3 000 M
(exactamente igual que antes).

* Utilidad Neta para Accionistas: 7 000 M (impac-
to $0 en rentabilidad/ROE).

4. Conclusión Financiera Para La Iniciativa

* Gana el banco: No sufre ninguna contracción en
sus utilidades netas ni en su retorno sobre capital,
pues destina parte del dinero que de todos modos
iba a entregar al Estado por concepto de ISR a pa-
gar el capital del Fobaproa.

* Gana el Estado / IPAB: Aunque el Servicio de
Administración Tributaria (SAT) percibe un margen
menor de ISR directo, el IPAB recibe liquidez di-
recta para reducir el saldo nominal de la deuda prin-
cipal. Esto detiene el crecimiento del costo finan-
ciero anual que hoy se paga con presupuesto
público (PEF).

* Punto de equilibrio: Se transforma un gasto fis-
cal pasivo (recaudación de ISR) en una amortiza-
ción de deuda soberana de alto costo.

Por lo anterior se incluye el siguiente

Cuadro comparativo
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Por lo expuesto se somete a consideración de esta so-
beranía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman las fracciones V y
VI y se adicionan la VII y VIII del artículo 5o. y los
artículos 48 Bis y 48 Ter de la Ley de Protección al
Ahorro Bancario, así como el párrafo undécimo al
artículo 50 de la Ley de Instituciones de Crédito y
la fracción XXIII al artículo 27 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta

Primero. Se reforman las fracciones V y VI y se adi-
cionan la VII y VIII del artículo 5o., así como los ar-
tículos 48 Bis y 48 Ter a la Ley de Protección al Aho-
rro Bancario, para quedar como sigue:

Artículo 5o. …

I. a IV. …

V. Secretario ejecutivo, al titular de la administra-
ción ejecutiva del instituto;

VI. Bienes, a los créditos, derechos, acciones y
otros bienes de cualquier naturaleza de los cuales
sean titulares o propietarias las instituciones y otras
sociedades en cuyo capital participe el instituto, en
términos de esta ley, así como cualquier tipo de
bienes y derechos que el propio Instituto adquiera
para el cumplimiento de su objeto y atribuciones,
excepto los directamente relacionados con su ope-
ración administrativa;

VII. Certificados de capital sostenible y absor-
ción de deuda (CCSAD): Los instrumentos fi-
nancieros de aportación de capital emitidos por
las instituciones de crédito a favor del Instituto o
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
derivados de la conversión voluntaria de obliga-
ciones a cargo del instituto; y

VIII. Garantía contingente de última instancia: La
obligación subsidiaria y contingente asumida por
el gobierno federal para cubrir saldos remanentes
no amortizados de los CCSAD únicamente en los
supuestos expresamente previstos en esta Ley.

Artículo 48 Bis. El Instituto, con la aprobación de
su Junta de Gobierno y previo dictamen favorable
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y
del Banco de México, podrá implementar progra-
mas de conversión voluntaria de los bonos y títulos
de deuda a su cargo.

Las instituciones de crédito que se adhieran a di-
chos programas entregarán al Instituto los títulos
de deuda vigentes a cambio de la emisión de
CCSAD. A partir de la fecha de la permuta, los tí-
tulos de deuda entregados quedarán extinguidos y
dejarán de devengar intereses ordinarios o morato-
rios a cargo del presupuesto público.

Martes 22 de septiembre de 2026 Gaceta Parlamentaria63



Artículo 48 Ter. Los CCSAD se sujetarán a las si-
guientes reglas mínimas:

I. Amortización: Se amortizarán anualmente
mediante la asignación obligatoria de un monto
equivalente a entre el 10 por ciento y el 15 por
ciento de las utilidades netas anuales de la insti-
tución de crédito emisora, posterior al pago de
impuestos y a la constitución de reservas legales
obligatorias.

II. Plazo máximo: El periodo de amortización
gradual no podrá exceder de 25 años, contados a
partir de la fecha de emisión del certificado.

III. Ejecución de la garantía contingente: La ga-
rantía contingente de última instancia a cargo
del gobierno federal solo podrá ser ejecutada
cuando

a) La institución de crédito emisora sea suje-
ta a un procedimiento de resolución o liqui-
dación judicial de conformidad con la Ley de
Instituciones de Crédito; o

b) Exista un saldo no amortizado al término
del plazo máximo de 25 años, en cuyo caso el
saldo remanente se reestructurará como deu-
da pública de largo plazo en los términos que
fije el Congreso de la Unión.

Segundo. Se adiciona un párrafo undécimo al artícu-
lo 50 de la Ley de Instituciones de Crédito, para que-
dar como sigue:

Artículo 50. …

I. y II. …

…

…

…

…

…

…

…

…

…

Para los efectos del cálculo de los requerimientos
de capitalización y computabilidad de activos
por nivel de riesgo (Basilea III), la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores, previo acuerdo con
el Banco de México, emitirá disposiciones de ca-
rácter general que establezcan un tratamiento
regulatorio preferencial para los certificados de
capital sostenible y absorción de deuda emitidos
en términos de la Ley de Protección al Ahorro
Bancario. Dicho tratamiento reconocerá la ga-
rantía contingente de última instancia del sobe-
rano para efectos de reducir la ponderación de
riesgo de los activos afectos.

Tercero. Se adiciona la fracción XXIII al artículo 27
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, para quedar
como sigue:

Artículo 27. …

I. a XXII. …

XXIII. Que los montos aplicados por las institu-
ciones de crédito a la amortización anual de los
certificados de capital sostenible y absorción de
deuda, expedidos de conformidad con la Ley de
Protección al Ahorro Bancario, se registren con-
tablemente contra los resultados del ejercicio y
se encuentren debidamente respaldados por las
constancias de cancelación emitidas por el Insti-
tuto para la Protección al Ahorro Bancario. Di-
cha deducción aplicará sobre la base gravable
del Impuesto sobre la Renta del ejercicio fiscal
en que se efectúe la amortización.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co, el Banco de México, la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores y el Instituto para la Protección al
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Ahorro Bancario emitirán las disposiciones de carácter
general y las reglas de operación de los CCSAD den-
tro de los ciento ochenta días siguientes a la entrada en
vigor de este decreto.

Tercero. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
informará anualmente a las Comisiones de Hacienda y
Crédito Público de la Cámara de Diputados y del Se-
nado de la República sobre el avance en el programa
de conversión, el monto total amortizado por el sector
bancario y el estado que guarda la garantía contingen-
te de última instancia.

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputada Carmen Patricia Armendáriz Guerra (rúbrica)

QUE ADICIONA UN PENÚLTIMO PÁRRAFO AL ARTÍCULO
400 BIS DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, RECORRIENDO EL
SUBSECUENTE, A CARGO DE LA DIPUTADA ELENA EDITH
SEGURA TREJO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORE-
NA

Quien suscribe, Elena Edith Segura Trejo, integrante
del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento
en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y 6, numeral 1,
fracción I, y 77 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración de esta soberanía la
presente iniciativa con proyecto de decreto, por el que
se adiciona un penúltimo párrafo al artículo 400 Bis
del Código Penal Federal, con lo que se recorre el sub-
secuente, de acuerdo con la siguiente

Exposición de Motivos

El lavado de dinero constituye una grave amenaza pa-
ra la seguridad económica, la estabilidad financiera y
la gobernabilidad de los Estados. Sus efectos van mu-
cho más allá del crimen organizado, pues permite in-

troducir al sistema económico recursos provenientes
de actividades ilícitas como el narcotráfico, la extor-
sión, el tráfico de armas, la corrupción y otras expre-
siones de delincuencia organizada.

En la tesis aislada I.4o.A.126 A (10a.), en materia ad-
ministrativa, nos ofrece una definición de este delito:

Lavado o blanqueo de capitales. Su concepto. El la-
vado de capitales, también conocido como blanqueo
de dinero, de activos u operaciones con recursos de
procedencia ilícita, es el conjunto de mecanismos,
prácticas o procedimientos orientados a dar apariencia
de legitimidad o legalidad a bienes o activos de origen
ilícito. Como lo señala la doctrina en general, es la ac-
ción de encubrir el origen ilícito del producto de acti-
vidades ilegales, como el tráfico de drogas, armas, te-
rrorismo, etcétera, para aparentar que proviene de
actividades lícitas y pueda incorporarse y circular por
el sistema económico legal. Sobre este aspecto, el
Grupo de Acción Financiera Internacional define el
blanqueo de capitales como la conversión o transfe-
rencia de propiedad, a sabiendas de que deriva de un
delito, con el propósito de esconder o disfrazar su pro-
cedencia ilegal o ayudar a cualquier persona involu-
crada en la comisión del delito a evadir las consecuen-
cias legales de su acción. Esto es, involucra la
ubicación de fondos en el sistema financiero, la es-
tructuración de transacciones para disfrazar el origen,
propiedad y ubicación de los fondos y su posterior in-
tegración a la sociedad en forma de bienes que tienen
la apariencia de legítimos.1

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNVB)
define lavado de dinero como “el proceso a través del
cual es encubierto el origen de los fondos generados
mediante el ejercicio de algunas actividades ilegales o
criminales (tráfico de drogas o estupefacientes, contra-
bando de armas, corrupción, fraude, prostitución, ex-
torsión, piratería y últimamente terrorismo). El objeti-
vo de la operación. que generalmente se realiza en
varios niveles, consiste en hacer que los fondos o acti-
vos obtenidos a través de actividades ilícitas aparezcan
como el fruto de actividades legítimas y circulen sin
problema en el sistema financiero”.2

Este delito no solo se presenta en México, este fenó-
meno tiene una dimensión internacional. La Oficina
de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito ha
señalado que los recursos derivados del lavado de di-
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nero representan una proporción significativa de la
economía mundial, lo que evidencia la magnitud del
problema y la necesidad de fortalecer los mecanismos
de prevención, detección e investigación.3

El lavado de dinero permite que las organizaciones
criminales o delincuencia organizada oculten, transfie-
ran, administren e inviertan las ganancias obtenidas de
actividades ilícitas para posteriormente incorporarlas a
la economía formal. De esta manera, los recursos ilíci-
tos pueden convertirse en bienes, propiedades, empre-
sas y capacidad económica para continuar desarrollan-
do actividades delictivas.

Una organización criminal con capacidad económica
puede adquirir armas, vehículos, inmuebles y tecnolo-
gía, pero también utilizar sus recursos para corromper
autoridades, comprar voluntades y generar mecanis-
mos de control económico y social sobre comunidades
vulnerables.

Por ello combatir el lavado de dinero significa también
combatir las estructuras financieras que permiten la
expansión de la delincuencia.

En el siguiente cuadro se observa cuáles son las auto-
ridades que intervienen en el régimen preventivo de
lavado de dinero y del financiamiento al terrorismo:

En México, como observamos, la tercera autoridad
que interviene es la Unidad de Inteligencia Financiera
(UIF) órgano desconcentrado de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, es la instancia nacional en-
cargada de recibir y analizar reportes de operaciones
financieras sospechosas, puede bloquear cuentas de
manera preventiva, cuando corresponde y presentar
denuncias ante las autoridades competentes.5

La importancia de las instituciones financieras en esta
tarea es evidente. La UIF informó que, entre diciembre
de 2018 y marzo de 2025, 7 mil 815 sujetos fueron in-
corporados a la Lista de Personas Bloqueadas, de los
cuales 5 mil 904 correspondieron a personas físicas y
1 mil 911 a personas morales. En ese periodo fueron
bloqueados aproximadamente 32 mil 500 millones de
pesos, además de 568.3 millones de dólares y 2 millo-
nes de euros.6

Estos datos muestran que el sistema financiero consti-
tuye un elemento fundamental para detectar y contener
recursos relacionados con posibles actividades ilícitas.

En noviembre de 2025, la UIF, en coordinación con
autoridades de los Estados Unidos, identificó una es-
tructura financiera internacional mediante la cual se
habrían realizado operaciones y triangulaciones supe-
riores a mil millones de pesos entre México y diversos
países, utilizando sociedades para dispersar y ocultar
recursos.

Estos casos demuestran que las operaciones financie-
ras vinculadas con actividades ilícitas pueden desarro-
llarse mediante estructuras nacionales e internaciona-
les y utilizar diferentes mecanismos corporativos y
financieros.

Actualmente, el artículo 400 Bis del Código Penal Fe-
deral establece que, cuando se utilicen servicios de
instituciones que integran el sistema financiero, el Mi-
nisterio Público estará en todo momento facultado pa-
ra investigarlas. Asimismo, establece que para ejercer
la acción penal se requiere la denuncia de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público.

Sin embargo, el propio artículo 400 Bis no establece
actualmente un catálogo actualizado de las institucio-
nes comprendidas dentro del concepto de “institucio-
nes que integran el sistema financiero”.
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Haye un antecedente legislativo relevante. En 1996 se in-
corporó al artículo 400 Bis un catálogo de instituciones
financieras para efectos del delito de operaciones con re-
cursos de procedencia ilícita. Posteriormente, dicho lista-
do fue eliminado mediante reforma publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 14 de marzo de 2014.7

Desde entonces, el sistema financiero mexicano ha ex-
perimentado una transformación importante. Han sur-
gido nuevos mecanismos de intermediación, transfe-
rencia y administración de recursos, así como
instituciones de tecnología financiera que no existían
cuando se diseñó el catálogo original.8

Por ello, resulta necesario actualizar el marco jurídico,
aumentando la cobertura de control y fiscalización res-
pecto de las instituciones cuyos servicios pueden ser
utilizados para realizar operaciones con recursos de
procedencia ilícita.

La legislación mexicana actualmente regula a las ins-
tituciones financieras mediante diversos ordenamien-
tos especializados.

La Ley Federal para la Prevención e Identificación de
Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, pu-
blicada el 17 de octubre de 2012, establece obligacio-
nes de reporte para actividades vulnerables.

El incumplimiento puede generar sanciones adminis-
trativas, y cuando hay dolo en el ocultamiento puede
derivar en cargos penales.

En la práctica, las investigaciones por lavado de dine-
ro comienzan con un reporte realizado por la UIF, ela-
borado por una institución financiera o por un presta-
dor de servicios sujeto a la ley.

Esta ley establece en el artículo 17 las definiciones de
las categorías de “actividades vulnerables”, cuyos par-
ticipantes están obligados a reportar operaciones que
superen los umbrales establecidos: entre ellas están los
notarios y corredores públicos, las inmobiliarias, las
joyerías, los casinos, las empresas de blindaje de vehí-
culos, el comercio de automóviles, aeronaves y em-
barcaciones, las entidades de factoraje, y los prestado-
res de servicios profesionales cuando actúan en
nombre de un cliente en transacciones financieras o
societarias, lo que incluye abogados y contadores, en
determinadas operaciones.

Así mismo establece obligaciones de prevención y de-
tección para las entidades financieras y remite a las le-
yes especiales que regulan sus actividades.

Entre las instituciones y sectores regulados se encuen-
tran las instituciones de crédito, las organizaciones y
actividades auxiliares del crédito, las uniones de crédi-
to, las entidades de ahorro y crédito popular, las socie-
dades cooperativas de ahorro y préstamo, los interme-
diarios del mercado de valores, los fondos de
inversión, las entidades de los sistemas de ahorro para
el retiro, las instituciones de seguros y de fianzas y las
instituciones de tecnología financiera.

Para mejor explicación se ofrece el siguiente cuadro:

Por ello se propone establecer que, para efectos del de-
lito de operaciones con recursos de procedencia ilíci-
ta, se consideren instituciones que integran el sistema
financiero aquellas entidades que, conforme a las le-
yes financieras especiales, realicen actividades de cap-
tación, intermediación, administración, custodia, in-
versión, transmisión o transferencia de recursos.

La presente iniciativa busca que esta realidad normati-
va tenga una correspondencia clara dentro del Código
Penal Federal. No busca responsabilizar penalmente a
las instituciones por las operaciones realizadas por sus
clientes, ni crear un régimen paralelo al establecido en
las leyes financieras.

Su objetivo es otorgar certeza jurídica sobre el univer-
so institucional en el que pueden desarrollarse investi-
gaciones relacionadas con operaciones con recursos de
procedencia ilícita.
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Al ampliar el catálogo de instituciones financieras, au-
menta la fiscalización y la identificación de posibles
sujetos activos: funcionarios, directivos, empleados,
consejeros o cualquier persona que realice actos en
nombre de las instituciones financieras incluidas, y
que al realizar la acción consistente en prestar ayuda o
participar activamente en la comisión del delito de la-
vado de dinero, motivo de la presente iniciativa, pue-
da recaer sobre ellos la calidad específica del tipo pe-
nal especial.

La investigación financiera debe permitir reconstruir
el origen, movimiento, destino y beneficiario final de
los recursos.

Para ello resulta indispensable fortalecer la coordina-
ción entre la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co, la Unidad de Inteligencia Financiera, la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, la Fiscalía General de
la República y las demás autoridades competentes ju-
risdiccionales.

Esta coordinación ya constituye una parte importante
de la política nacional antilavado. En marzo de 2026,
la UIF y la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
suscribieron un convenio para fortalecer el intercam-
bio de información, la coordinación institucional y el
análisis conjunto para prevenir y combatir las opera-
ciones con recursos de procedencia ilícita.

La lucha contra el lavado de dinero debe realizarse con
firmeza, pero también con estricto respeto de los prin-
cipios de legalidad, seguridad jurídica, debido proceso
y presunción de inocencia.

No debe permitirse que los recursos provenientes de
actividades ilícitas continúen fortaleciendo estructuras
criminales o delincuencia organizada capaces de gene-
rar violencia, corrupción y control económico sobre
las comunidades.

Debilitar las estructuras financieras de las organiza-
ciones criminales y delincuencia organizada significa
reducir su capacidad para adquirir armas, corromper
autoridades, controlar mercados, adquirir propiedades
y ampliar sus actividades ilícitas.

La lucha contra el lavado de dinero no corresponde ex-
clusivamente al gobierno. Requiere la participación
responsable de las instituciones financieras, organis-

mos reguladores, autoridades hacendarias, institucio-
nes de procuración de justicia, sector privado, socie-
dad y organismos internacionales.

México necesita una legislación clara, coherente y ac-
tualizada que permita investigar eficazmente los flujos
financieros ilícitos, sin afectar la actividad financiera
legítima y garantizando en todo momento la certeza
jurídica.

Por estas razones, la presente iniciativa propone preci-
sar en el artículo 400 Bis del Código Penal Federal las
instituciones que, para efectos de la investigación de
operaciones con recursos de procedencia ilícita, deben
considerarse integrantes del sistema financiero.

El objetivo es cerrar espacios de incertidumbre, forta-
lecer la investigación financiera y proporcionar a las
autoridades herramientas jurídicas adecuadas para en-
frentar las nuevas modalidades mediante las cuales los
recursos ilícitos buscan incorporarse a la economía
formal.

Por lo anterior se propone lo siguiente:

Por lo expuesto y fundado someto a consideración del
Congreso la siguiente iniciativa con proyecto de

Gaceta Parlamentaria Martes 22 de septiembre de 202668



Decreto que adiciona un penúltimo párrafo al artí-
culo 400 Bis del Código Penal Federal, con lo que se
recorre el subsecuente

Único. Se adiciona un penúltimo párrafo al artículo
400 Bis del Código Penal Federal, con lo que se reco-
rro el subsecuente, para quedar como sigue:

Código Penal Federal

Artículo 400 Bis

I. …

II. …

…

…

Para los mismos efectos, el sistema financiero se
encuentra integrado por las instituciones de cré-
dito, de banca de desarrollo, de seguros y de
fianzas, almacenes generales de depósito, arren-
dadoras financieras, sociedades cooperativas de
ahorro y préstamo, sociedades financieras popu-
lares, sociedades financieras de objeto múltiple,
uniones de crédito, empresas de factoraje finan-
ciero, casas de bolsa, instituciones de tecnología
financiera incluyendo modelos novedosos y otros
intermediarios bursátiles, casas de cambio, ad-
ministradoras de fondos de retiro y cualquier
otra entidad o intermediario financiero o cam-
biario.

…

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2018000

2 https://www.cnbv.gob.mx/CNBV/Documents/VSPP_Lava-
do%20de%20Dinero.pdf

3 https://onu-mexico.onu.org.mx/unodc/

4 https://www.cnbv.gob.mx/CNBV/Documents/VSPP_Lava-
do%20de%20Dinero.pdf

5 https://www.gob.mx/uif/documentos/que-es-la-uif

6 https://elceo.com/politica/bloqueo-de-cuentas-de-la-uif-se-
acompana-de-una-denuncia-ante-la-fgr/

7 https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5337124&fe-
cha=14/03/2014#gsc.tab=0

8

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputada Elena Edith Segura Trejo (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE
LA LEY GENERAL DE BIBLIOTECAS, EN MATERIA DE LEN-
GUAS INDÍGENAS DE LOS PUEBLOS ORIGINARIOS Y AFRO-
DESCENDIENTES, A CARGO DEL DIPUTADO JULIO CÉSAR
MORENO RIVERA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MO-
RENA

El suscrito, diputado Julio César Moreno Rivera, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artícu-
los 6, numeral 1, 77, numeral 1 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, presenta la iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General de Bibliote-
cas, en materia de acervos en lenguas indígenas de los
pueblos indígenas y afrodescendientes, de conformi-
dad con la siguiente
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Exposición de Motivos

I. Planteamiento general

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos dice a la letra en su artículo 2° “La Nación tiene
una composición pluricultural y multiétnica sustenta-
da originalmente en sus pueblos indígenas […]”, es
decir, los pueblos originarios se encuentran reconoci-
dos como sujetos de derecho público.

A la par, la Constitución establece en su articulado nú-
mero 4 “Toda persona tiene derecho al acceso a la cul-
tura y al disfrute de los bienes y servicios que presta el
Estado en la materia, así como el ejercicio de todos sus
derechos culturales. El Estado promoverá los medios
para la difusión y desarrollo de la cultura, atendiendo
a la diversidad cultural en todas sus manifestaciones y
expresiones con pleno respeto a la libertad creativa. La
Ley establecerá los mecanismos para el acceso y par-
ticipación a cualquier manifestación cultural”, por lo
que, en primer momento nos encontramos con el dere-
cho al acceso y ejercicio de la cultura, los servicios
que el Estado presta para el disfrute de este y el fo-
mento de los mecanismos para su pleno desarrollo en
la diversidad cultural de la Nación.

La Ley General de Bibliotecas tiene un fin cultural
históricamente amplio tanto en la consulta de material
impreso como de espacios comunitarios de acceso a la
cultura y la educación, pues el objetivo de dicha Ley
en términos generales es establecer las bases de coor-
dinación de los gobiernos federal, de las entidades fe-
derativas, los municipios y alcaldías de la Ciudad de
México en materia de bibliotecas públicas, fomentar y
garantizar la conservación del patrimonio documental,
bibliográfico, hemerográfico, auditivo, visual, digital
y, en general, cualquier otro medio que contenga in-
formación afín, estableciendo instrumentos para la di-
fusión cultural, la consolidación de la memoria comu-
nitaria y el progreso educativo. Aún cuando se
manifiesta el fomento cultural se omite, a lo largo de
la legislación, la obligación de incorporar acervos en
lenguas indígenas.

Simultáneamente la Ley General de Bibliotecas opera
junto con la Red Nacional de Bibliotecas Públicas con
el objetivo de coordinar esfuerzos de las bibliotecas
públicas del país para que los usuarios (persona inte-
resada en la consulta de información bibliográfica o

documental) tengan acceso libre, amplio y sencillo de
los recursos que cuentan las bibliotecas y todo lo que
ello implica en cuanto al fomento, organización y pla-
nificación que implica la labor dicho objetivo.

En la Ley General de Derechos Lingüísticos de los
Pueblos Indígenas fundamenta en su artículo 5 la obli-
gación del Estado, a nivel federal, estatal y municipal
a reconocer proteger y promover la preservación, des-
arrollo y uso de las lenguas indígenas nacionales, por
ello, la inclusión de los materiales multilingües es una
herramienta que ayudaría a preservar y fortalecer la
identidad cultural y la rehabilitación lingüística de los
pueblos originarios mediante diccionarios, cuentos, li-
bros de texto y materiales audiovisuales de acuerdo
con su geolingüística.

En México se reconocen 68 agrupaciones lingüísticas
en la agenda pública nacional, sin considerar las va-
riantes lingüísticas, para el 2020 se registraron
7,364,645 millones de personas de 3 años y más ha-
blantes de alguna lengua indígena, lo que equivale al
5.9% de la población de dicho rango de edad1.

Fuente: INEGI Hablantes de lengua indígena

De la grandeza lingüística en el que México se en-
cuentra ubicado, alrededor de 23 de las 68 lenguas in-
dígenas se hallan en riesgo de extinción por un cúmu-
lo de situaciones como lo son la dispersión geográfica
de sus asentamientos en el predominio de hablantes
adultos y el abandono de herramientas para el apren-
dizaje de las siguientes generaciones, entre otros con-
textos sociales que las han orillado a su desaparición.
Las más vulnerables ante dicha coyuntura son: cakchi-
quel, chichimeca jonaz, chocho, chuj, cochimí, cuca-

Gaceta Parlamentaria Martes 22 de septiembre de 202670



pá, guarijío, ixcateco, ixil, jacalteco, kekchí, kicapú,
kiliwa, kumiai, lacandón, matlatzinca, mocho, pa ipai,
pápago, pima, quiché, seri y tlahuica.2

Debido a la pérdida de hablantes y todas aquellas que
se encuentran en riesgo de desaparición, se requiere
del fomento de estas, tanto en espacios educativos co-
mo en espacios culturales, por lo que resulta necesario
y conveniente que dicho espacio se encuentre en las
bibliotecas públicas.

El motivo de la presente iniciativa es ampliar el reposi-
torio de las bibliotecas púbicas de los estados, munici-
pios y alcaldías, con el fin de preservar las lenguas indí-
genas de los pueblos originarios y afrodescendientes, así
como la rehabilitación lingüística ante el creciente peli-
gro de extinción de muchas de ellas, y de este modo, re-
conocer la multiculturalidad de la nación mexicana.

Fundamentación jurídica

La presente iniciativa se sustenta de la Ley General de
Bibliotecas ya que el objetivo de la iniciativa se basa
en la implementación de acervos bibliotecarios en ma-
teria de lenguas indígenas, los cuales son regulados y
definidos por las políticas que enmarque la citada le-
gislación.

De manera más concreta, el artículo 7 manifiesta los
acervos comprendidos en las bibliotecas públicas, por
lo que se conjuga con la inclusión de los materiales en
lenguas indígenas; y en el artículo 9 Bis se manifiesta

la coordinación para cumplir con el motivo de la pre-
sente iniciativa.

Proyecto de decreto por el que se que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley General
De Bibliotecas, en materia de lenguas indígenas de
los pueblos originarios y afrodescendientes

Artículo Único: Se reforma el artículo 7 y se adiciona
un artículo 9 Bis; ambos de la Ley General de Biblio-
tecas, para quedar como sigue:

Artículo 7. El acervo de una biblioteca pública podrá
comprender colecciones bibliográficas, hemerográfi-
cas, auditivas, visuales, audiovisuales, digitales, bienes
culturales y, en general, registros en cualquier otro for-
mato, sean soportes tangibles o no tangibles, que con-
tengan información de utilidad para la persona usuaria,
incluyendo materiales en lenguas indígenas presen-
tes en la entidad, municipio o territorio en donde se
encuentre establecida la biblioteca pública.

Artículo 9 Bis. La Red Nacional de Bibliotecas Pú-
blicas y la Dirección General de Bibliotecas en co-
ordinación con los gobiernos de las entidades fede-
rativas, municipios y alcaldías, deberán establecer,
sostener y organizar el impulso de acervos en len-
guas indígenas.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 INEGI, Hablantes de lengua indígena, disponible en
https://cuentame.inegi.org.mx/descubre/poblacion/hablantes_de_l
engua_indigena/,consultado el 3 de septiembre de 2026.

2 Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas, Lenguas indígenas
en riesgo de desaparecer, disponible en: https://www.gob.mx/in-
pi/articulos/lenguas-indigenas-en-riesgo-de-desaparecer, consulta-
do el 3 de septiembre de 2026.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputado Julio Cesar Moreno Rivera (rúbrica)
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QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LOS ARTÍCU-
LOS 2O., 19 Y 20 DE LA LEY DE FOMENTO PARA LA LEC-
TURA Y EL LIBRO, EN MATERIA DE INCLUSIÓN DIGITAL,
ACCESO EFECTIVO Y FOMENTO TEMPRANO A LA LECTURA,
A CARGO DE LA DIPUTADA MARCELA MICHEL LÓPEZ, DEL
GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Marcela Michel López, diputada federal,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena a la
LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en el artículo 71, fracción II de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de este honorable pleno la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man diversas disposiciones de los artículos 19 y 20
de la Ley de Fomento para la Lectura y el Libro, en
materia de inclusión digital, acceso efectivo y fo-
mento temprano a la lectura

Exposición de Motivos

La construcción de una sociedad democrática, infor-
mada, crítica y participativa encuentra uno de sus pila-
res fundamentales en el acceso efectivo al conoci-
miento, la cultura y la educación. En este contexto, el
fomento a la lectura y el acceso al libro no solo cons-
tituyen herramientas culturales, sino auténticos meca-
nismos de transformación social, indispensables para
garantizar el desarrollo integral de las personas, forta-
lecer el tejido social, consolidar la cohesión comunita-
ria y hacer efectivo el ejercicio pleno de los derechos
fundamentales. En efecto, el acceso a la lectura incide
directamente en la formación de ciudadanía, en la con-
solidación del pensamiento crítico y en la generación
de condiciones que permiten a las personas ejercer de
manera informada sus derechos y libertades.

No obstante, en el México contemporáneo persisten
profundas desigualdades estructurales en el acceso a
bienes culturales, particularmente en lo relativo al li-
bro y la lectura. Dichas desigualdades no son homogé-
neas, sino que se manifiestan de manera diferenciada
entre regiones, grupos sociales y generaciones, evi-
denciando una brecha persistente que limita el des-
arrollo de capacidades, restringe el acceso al conoci-
miento y perpetúa condiciones de exclusión social que
impactan directamente en la movilidad social y en la

construcción de ciudadanía. Esta problemática adquie-
re especial relevancia en contextos rurales, comunida-
des indígenas y zonas urbanas marginadas, donde el
acceso a infraestructura cultural, bibliotecas y materia-
les de lectura es significativamente menor.

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (INEGI), los niveles de lectura en el país
presentan rezagos significativos, particularmente entre
los sectores más vulnerables de la población.1 Los re-
sultados del Módulo sobre Lectura (Molec) 2024 con-
firman una tendencia alarmante: la población lectora
de libros en México descendió del 84.2 por ciento en
2015 al 69.6 por ciento en 2024, una caída de 14.6
puntos porcentuales que exige una respuesta legislati-
va inmediata.

La evidencia empírica muestra que una proporción
considerable de personas no cuenta con acceso regular
a materiales de lectura ni con condiciones adecuadas
para el desarrollo del hábito lector, lo que repercute de
manera directa en su desempeño educativo, su inser-
ción laboral, su capacidad crítica y su participación en
la vida pública. Este fenómeno se agrava al considerar
que el tiempo promedio por sesión de lectura es de
apenas 41 minutos, y que las principales barreras de-
claradas son la “falta de tiempo” (44.3 por ciento) y la
“falta de interés” (27.8 por ciento), factores que pue-
den mitigarse mediante la diversificación de formatos
y el uso estratégico de entornos digitales que faciliten
el acceso inmediato y flexible.

Esta problemática se ve acentuada en un contexto de
transformación digital acelerada. Si bien las tecnologí-
as de la información y comunicación han ampliado las
posibilidades de acceso al conocimiento y a los conte-
nidos culturales, también han generado nuevas formas
de exclusión derivadas de la falta de conectividad, la
insuficiencia de infraestructura tecnológica y las bre-
chas en alfabetización digital.2 En consecuencia, el ac-
ceso a la lectura ya no puede concebirse únicamente
en términos físicos, sino que debe entenderse en un
sentido integral que contemple tanto los soportes tra-
dicionales como los entornos digitales, bajo un enfo-
que de accesibilidad universal.

En este sentido, la Encuesta Nacional sobre Disponi-
bilidad y Uso de Tecnologías de la Información en los
Hogares (ENDUTIH) 2023 reporta que, aunque el
81.2 por ciento de la población es usuaria de internet,
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persiste una brecha significativa en el ámbito rural
donde solo el 66 por ciento tiene acceso, lo que subra-
ya la urgencia de garantizar que el fomento a la lectu-
ra digital no profundice la exclusión en las zonas más
apartadas del país.3 Bajo esta premisa, resulta impera-
tivo armonizar la presente iniciativa con el artículo 6o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, que garantiza el derecho de acceso a las tec-
nologías de la información y comunicación, así como
a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones,
incluido el de banda ancha e internet.

En este escenario, resulta evidente que el modelo tra-
dicional de promoción de la lectura ha demostrado ser
insuficiente para atender la complejidad del fenóme-
no. La simple disponibilidad de libros no garantiza,
por sí misma, la formación de personas lectoras, lo que
hace indispensable reconocer el papel estratégico de
los mediadores de lectura como agentes culturales
que, mediante procesos de acompañamiento, diálogo e
interacción, facilitan la apropiación del conocimiento
y fortalecen el vínculo entre las personas y los conte-
nidos escritos en distintos contextos sociales, educati-
vos y comunitarios. Actualmente, la Red Nacional de
Bibliotecas Públicas y diversas salas de lectura ciuda-
danas operan bajo esquemas de voluntariado que care-
cen de un reconocimiento jurídico explícito, lo cual li-
mita su acceso a recursos, capacitación y
profesionalización dentro del Sistema Nacional de Fo-
mento a la Lectura.

La política pública de fomento a la lectura en México
ha transitado por diversas etapas, consolidándose con
la expedición de la Ley de Fomento para la Lectura y
el Libro en 2008, la cual estableció un marco normati-
vo orientado a coordinar los esfuerzos de los distintos
órdenes de gobierno, así como de los sectores social y
privado. Sin embargo, a más de una década de su pro-
mulgación, el entorno social, tecnológico y cultural ha
experimentado transformaciones sustantivas que evi-
dencian la necesidad de actualizar dicho ordenamien-
to jurídico. Lo anterior se inscribe en una tendencia in-
ternacional de modernización de los marcos
normativos culturales, orientados a incorporar la digi-
talización, la inclusión y el enfoque de derechos hu-
manos.

En efecto, la digitalización de los contenidos, la diver-
sificación de los medios de acceso a la información, la
emergencia de nuevas formas de interacción cultural y

la necesidad de garantizar derechos en condiciones de
igualdad material obligan a replantear los instrumen-
tos normativos existentes, a fin de dotarlos de mayor
pertinencia, eficacia y coherencia con las dinámicas
contemporáneas. A ello se suma la evolución del para-
digma de derechos humanos, que ha colocado en el
centro de la acción estatal el principio de accesibili-
dad, entendido no solo como la disponibilidad de bien-
es culturales, sino como la garantía de que todas las
personas puedan ejercer efectivamente su derecho a
acceder a ellos, sin discriminación alguna. Este enfo-
que implica transitar de una política de oferta cultural
a una política de acceso efectivo, centrada en las per-
sonas.

Bajo esta perspectiva, el análisis del marco normativo
vigente permite identificar áreas de oportunidad rele-
vantes. Si bien se reconoce la concurrencia de la Se-
cretaría de Cultura y la Secretaría de Educación Públi-
ca en la implementación de la política nacional de
fomento a la lectura, no se incorporan de manera ex-
plícita principios rectores como la inclusión, la equi-
dad, la diversidad cultural y el acceso universal, los
cuales resultan indispensables para orientar la acción
pública en un contexto de desigualdad estructural. De
igual forma, se advierte la ausencia de una integración
sistemática del uso de tecnologías de la información y
comunicación como herramientas estratégicas para
ampliar el acceso a la lectura, particularmente en co-
munidades alejadas o en situación de vulnerabilidad.

Asimismo, el marco jurídico actual no reconoce for-
malmente a los mediadores de lectura como actores
fundamentales en la promoción del hábito lector. Esta
omisión impide la profesionalización y el apoyo insti-
tucional adecuado para quienes fungen como el puen-
te humano entre la obra literaria y el nuevo lector. Al
reconocer su figura, se dota al Estado de una estructu-
ra más ágil y territorial para alcanzar los objetivos de
la ley. De igual manera, si bien se contempla la parti-
cipación social, no se establece con la suficiente clari-
dad el énfasis en el interés superior de niñas, niños y
adolescentes, quienes constituyen el grupo prioritario
para el desarrollo de habilidades lectoras. Este vacío
normativo limita el alcance de las políticas públicas
dirigidas a la primera infancia, etapa clave para el des-
arrollo cognitivo y emocional.

En este contexto, el fortalecimiento de la política pú-
blica de fomento a la lectura se configura como una
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prioridad nacional impostergable. La ausencia de há-
bitos de lectura incide directamente en la calidad edu-
cativa, en la productividad económica y en la capaci-
dad de las personas para ejercer sus derechos. Al
respecto, organismos internacionales como la UNES-
CO han señalado que la lectura es un componente
esencial para el desarrollo sostenible y la construcción
de sociedades del conocimiento.4

En ese sentido, el fomento a la lectura genera benefi-
cios tangibles en múltiples dimensiones. Desde una
perspectiva económica, contribuye a la formación de
capital humano; desde el ámbito social, incide en la re-
ducción de desigualdades y promueve la preservación
de la diversidad lingüística. De manera particular, la
promoción de la lectura en edades tempranas tiene
efectos determinantes en el desarrollo integral de ni-
ñas, niños y adolescentes, lo que justifica plenamente
la incorporación del principio del interés superior de la
niñez como eje rector de la política pública en la ma-
teria.

En atención a lo anterior, la presente iniciativa propo-
ne la actualización de la Ley de Fomento para la Lec-
tura y el Libro mediante modificaciones puntuales pe-
ro sustantivas, orientadas a fortalecer su eficacia y
pertinencia. En primer término, se adiciona la defini-
ción de mediadores de lectura en el artículo 2, con el
objeto de reconocer formalmente a quienes desempe-
ñan un papel fundamental en la formación de lectores
y en la promoción del acceso al libro en distintos con-
textos sociales. En segundo lugar, se reforma el artícu-
lo 19 para incorporar los principios de inclusión, equi-
dad, diversidad cultural y acceso universal, los cuales
deberán orientar la política nacional de fomento a la
lectura y el libro, garantizando que esta se implemen-
te bajo un enfoque de derechos humanos. En tercer tér-
mino, se reforman las fracciones I, II y III del artículo
20, con la finalidad de integrar el uso de tecnologías de
la información y comunicación como herramientas es-
tratégicas para la promoción de la lectura; ampliar el
alcance de la cooperación internacional, incorporando
los entornos digitales como espacios de difusión cul-
tural; y fortalecer la participación social, incorporando
de manera expresa el interés superior de niñas, niños y
adolescentes como criterio prioritario, lo cual respon-
de a la necesidad de construir un marco normativo más
inclusivo, actualizado y acorde con las dinámicas con-
temporáneas.

Finalmente, la incorporación de un régimen transitorio
adecuado garantiza que estas reformas no se queden
en el plano aspiracional, obligando a las autoridades
correspondientes a actualizar sus lineamientos operati-
vos en un plazo determinado, asegurando la armoniza-
ción administrativa con el nuevo paradigma digital y
social que aquí se propone.

Bajo esta lógica, y con el propósito de asegurar la ple-
na armonización de la presente reforma con el bloque
de constitucionalidad y los compromisos internaciona-
les asumidos por el Estado mexicano, resulta indis-
pensable analizar el fundamento jurídico que sustenta
la presente iniciativa.

En el ámbito internacional, el artículo 26 de la Decla-
ración Universal de los Derechos Humanos establece
que:

“Toda persona tiene derecho a la educación…”15.

Mientras que el artículo 27 dispone que:

“Toda persona tiene derecho a tomar parte libre-
mente en la vida cultural de la comunidad…”.6

reconociendo así el acceso a la cultura como un de-
recho inherente a la dignidad humana. En el mismo
sentido, el artículo 13 del Pacto Internacional de De-
rechos Económicos, Sociales y Culturales menciona
que:

“Los Estados Parte reconocen el derecho de toda
persona a la educación. Convienen en que la edu-
cación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de
la personalidad humana y del sentido de su digni-
dad, y debe fortalecer el respeto por los derechos
humanos y las libertades fundamentales”.7

consolidando una obligación jurídica para los Estados
de garantizar dicho derecho. Por su parte, la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño, en su artículo 17,
establece:

“Los Estados Parte reconocen la importante fun-
ción que desempeñan los medios de comunicación
y velarán por que el niño tenga acceso a informa-
ción y material procedentes de diversas fuentes na-
cionales e internacionales, en especial la informa-
ción y el material que tengan por finalidad
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promover su bienestar social, espiritual y moral y
su salud física y mental.”8

En el ámbito nacional, el artículo 3° de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone
que:

“Toda persona tiene derecho a la educación…”.9

Mientras que el artículo 4° reconoce que:

“Toda persona tiene derecho al acceso a la cultu-
ra…”.10

Asimismo, la presente iniciativa se fundamenta en el
Artículo 6°, párrafo tercero constitucional, que esta-
blece la obligación del Estado de garantizar el acceso
a las TIC y a internet, base jurídica que justifica la
transición hacia el fomento de la lectura en entornos
digitales.

De igual manera, el artículo 11 de la Ley General de
Cultura y Derechos Culturales establece que:

“Todos los habitantes tienen los siguientes dere-
chos culturales:

I. Acceder a la cultura y al disfrute de los bienes y
servicios que presta el Estado en la materia…”,11

Configurando un marco jurídico que reconoce el acce-
so a la lectura como parte integral de los derechos cul-
turales. Aunado a ello, se invoca la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la cual con-
sagra el derecho al descanso y al esparcimiento, así
como a participar libremente en actividades culturales
y artísticas como elementos esenciales de su desarro-
llo.

A mayor abundamiento, la experiencia internacional
demuestra que las políticas de fomento a la lectura
más eficaces son aquellas que integran enfoques in-
clusivos, estrategias digitales y mecanismos de parti-
cipación comunitaria. En España, la Ley 10/2007, de
la lectura, del libro y de las bibliotecas, ha sido com-
plementada con planes nacionales de fomento a la lec-
tura que incorporan estrategias digitales y políticas de
acceso universal, reconociendo la necesidad de adap-
tar la promoción de la lectura a los nuevos entornos
tecnológicos.12 En Colombia, el Plan Nacional de Lec-

tura y Escritura “Leer es mi cuento” ha incorporado de
manera sistemática a los mediadores de lectura como
agentes clave en comunidades vulnerables, fortale-
ciendo el vínculo entre las personas y los libros me-
diante intervenciones territoriales.13 Por su parte, en
Finlandia, el modelo de bibliotecas públicas, respalda-
do por la Public Libraries Act, garantiza el acceso uni-
versal a la lectura desde la infancia, integrando servi-
cios digitales, programas educativos y mediación
cultural como ejes de su política pública.14

Estas experiencias comparadas evidencian que la ac-
tualización de los marcos normativos no solo es dese-
able, sino necesaria para responder a los desafíos con-
temporáneos y garantizar el acceso efectivo a la
lectura como un derecho fundamental en condiciones
de igualdad.

Por lo anteriormente expuesto, la presente iniciativa se
inscribe en la necesidad de fortalecer el papel del Es-
tado como garante de los derechos culturales, consoli-
dando una política pública moderna, incluyente y efi-
caz que permita cerrar brechas, ampliar oportunidades
y garantizar que el acceso a la lectura deje de ser un
privilegio para convertirse en un derecho plenamente
ejercido por todas las personas.

Legislar en favor del acceso efectivo a la lectura im-
plica ampliar horizontes de libertad, garantizar igual-
dad de oportunidades y sentar las bases para una so-
ciedad más justa, informada y participativa; en
consecuencia, resulta imperativo dotar al marco jurídi-
co de los elementos necesarios para asegurar que nin-
guna persona quede excluida del derecho a leer,
aprender y construir conocimiento.

Para ello incorporo en el siguiente cuadro mi propues-
ta de decreto a fin de ser analizada:
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Ley de Fomento para la Lectura y el Libro

En mérito de lo anteriormente expuesto y fundado, so-
meto a consideración de esta Honorable Soberanía, la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo al artícu-
lo 2; se reforman el artículo 19 y las fracciones I, II
y III del artículo 20 de la Ley de Fomento para la
Lectura y el Libro

Artículo Único. - Se adiciona un párrafo al artículo 2;
se reforman el artículo 19 y las fracciones I, II y III del
artículo 20 de la Ley de Fomento para la Lectura y el
Libro, para quedar como sigue:

Artículo 2.- Para efectos de la presente Ley se enten-
derá como:

…

Mediadores de lectura: Personas que, de manera vo-
luntaria o profesional, facilitan y promueven el vín-
culo entre el libro y los lectores a través de procesos
de acompañamiento, diálogo y fomento al hábito lec-
tor en diversos sectores de la población.

Artículo 19.- La Secretaría de Cultura y la Secretaría
de Educación Pública, son las instancias responsables
de incentivar y promover la concurrencia, vinculación
y congruencia de los programas y acciones de los dis-
tintos órdenes de gobierno, con base en los objetivos,
estrategias y prioridades de la política nacional de fo-
mento a la lectura y el libro, bajo los principios de in-
clusión, equidad, diversidad cultural y acceso uni-
versal.

Artículo 20.- Para impulsar la coordinación interins-
titucional e intergubernamental en la aplicación de la
presente Ley, la Secretaría de Cultura deberá:

I. Establecer mecanismos e instrumentos de coordi-
nación, cooperación y vinculación, fomentando el
uso de las tecnologías de la información y comu-
nicación, así como promover la celebración de con-
venios y acuerdos con dependencias de las distintas
ramas y órdenes de gobierno y los órganos autóno-
mos del Estado, para diseñar, planear, coordinar,
aplicar y fortalecer políticas, programas, proyectos,
acciones y espacios inclusivos, de fomento a la lec-
tura y el libro;

II. Establecer compromisos con las instancias y or-
ganismos internacionales que, mediante convenios
y acuerdos bilaterales y multilaterales, incentiven
el desarrollo integral de las políticas públicas en la
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materia facilitando a las personas autoras, edito-
ras, promotoras, mediadoras y lectoras, espacios y
alternativas de promoción y difusión en cualquier
medio de comunicación disponible, incluyendo
los entornos digitales que favorezcan el posiciona-
miento de la obra editorial y literaria nacional en el
exterior; y

III. Establecer programas que involucren a la po-
blación en general, con énfasis en el interés supe-
rior de niñas, niños y adolescentes, instituciones
de asistencia privada, instituciones académicas,
asociaciones civiles y fideicomisos, cooperativas y
colectivos, cuya labor a favor del fomento a la lec-
tura y el libro han sido fundamentales para el des-
arrollo cultural en el país.

Transitorio

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las autoridades responsables, en el ámbito
de sus respectivas competencias, contarán con un pla-
zo de 180 días naturales a partir de la entrada en vigor
del presente decreto para realizar las adecuaciones ne-
cesarias a sus lineamientos y programas operativos,
específicamente en lo relativo al Programa de Fomen-
to para el Libro y la Lectura, a fin de incorporar los
criterios de inclusión, actualización digital y el princi-
pio del interés superior de la niñez previstos en el mis-
mo.

Tercero. Las obligaciones que se generen con motivo
de la entrada en vigor del presente decreto se sujetarán
a la disponibilidad presupuestaria de las dependencias
y entidades competentes para el presente ejercicio fis-
cal y los subsecuentes, por lo que no se autorizarán re-
cursos adicionales para tal efecto.

Cuarto. La implementación de las herramientas tec-
nológicas y digitales a que se refiere el presente De-
creto se realizará aprovechando la infraestructura y
plataformas institucionales ya existentes, sin que ello
implique la creación de nuevas estructuras administra-
tivas o gasto adicional.

Notas
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Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo
de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.

Diputada Marcela Michel López (rúbrica)

QUE ADICIONA UN PÁRRAFO AL ARTÍCULO 4O. DE LA
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS ME-
XICANOS, EN MATERIA AL DERECHO HUMANO DE ACCESO
A LA ENERGÍA ELÉCTRICA, A CARGO DEL DIPUTADO CAR-
LOS HERNÁNDEZ MIRÓN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO
DE MORENA

Quien suscribe, diputado Carlos Hernández Mirón, in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena corres-
pondiente a la LXVI Legislatura de la Cámara de Di-
putados, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, frac-
ción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía la ini-
ciativa con proyecto de decreto que adiciona un
párrafo al artículo 4o. de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en materia al derecho
humano de acceso a la energía eléctrica, al tenor de la
siguiente

Exposición de Motivos

I. Planteamiento del Problema.

La electricidad es hoy una condición material indis-
pensable para el ejercicio efectivo de numerosos dere-
chos. Ilumina las viviendas, permite conservar alimen-
tos y medicamentos, hace posible el funcionamiento

de equipos médicos, facilita la educación digital, sos-
tiene las telecomunicaciones, permite el bombeo de
agua y constituye infraestructura básica para la activi-
dad productiva. Naciones Unidas ha señalado que el
acceso fiable y asequible a la electricidad salva y me-
jora vidas y mantiene en funcionamiento escuelas, co-
municaciones, alimentos, empresas e infraestructura
esencial.1

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos reconoce en su articulo 4o. Derechos sociales
vinculados con la salud, alimentación, agua, vivienda,
medio ambiente y otros componentes de una vida dig-
na, pero no contiene un reconocimiento expreso y au-
tónomo del derecho de toda persona al acceso y sumi-
nistro de energía eléctrica. El artículo 4º. ha sido
objeto de múltiples reformas para ampliar el catálogo
de derechos sociales, esta H. Cámara de Diputados re-
gistra veintitrés reformas a ese precepto hasta marzo
de 2025.2

México presenta una cobertura eléctrica avanzada, el
perfil oficial de los Objetivos de Desarrollo Sostenible
de Naciones Unidas reporta que la proporción de la
población mexicana con acceso a electricidad aumen-
tó de 98.0 por ciento en 2000 a 99.8 por ciento en
20243 Sin embargo, una cobertura cercana a la univer-
salidad no resuelve por si misma los problemas de
continuidad, calidad, asequibilidad, vulnerabilidad
energética o atención de localidades aisladas.

Por ello, la iniciativa propone evolucionar de una po-
lítica pública centrada en la cobertura hacia una ga-
rantía constitucional centrada en las personas. El dere-
cho propuesto comprende acceso, suministro
suficiente, continuidad razonable, seguridad, calidad,
asequibilidad y progresividad ambiental, sin convertir
el consumo ilimitado o la gratuidad universal en con-
tenido constitucional.

II. Problemática desde la perspectiva de género.

El acceso suficiente o económicamente oneroso a la
energía puede tener impactos diferenciados. Las des-
igualdades de ingreso, la distribución del trabajo de
cuidades y la composición de los hogares pueden ha-
cer que mujeres cuidadoras, hogares monoparentales,
personas adultas mayores y personas con discapacidad
enfrenten mayores cargas cuando el suministro es de-
ficiente.
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La energía eléctrica es especialmente relevante en ho-
gares donde se realizan cuidados de niñas y niños, per-
sonas enfermas, adultas mayores o personas con dis-
capacidad. Refrigeración de alimentos y
medicamentos, iluminación, comunicación, equipos
de apoyo, ventilación y dispositivos médicos depen-
den del suministro eléctrico.

En consecuencia, la legislación secundaria deberá in-
corporar perspectivas de genero e igualdad sustantiva
al diseñar tarifas sociales, mecanismos contra la po-
breza energética, programas de electrificación y proto-
colos para personas electrodependientes. La protec-
ción deberá basarse en condiciones objetivas de
vulnerabilidad y evitar cualquier discriminación.

III. La electricidad y la interdependencia de los dere-
chos humanos.

1. Derecho a la Salud.

Hospitales, centros de salud y hogares utilizan elec-
tricidad para refrigeración de medicamentos y va-
cunas, iluminación, equipos de diagnóstico y dispo-
sitivos de soporte. En personas electrodependientes,
la continuidad del servicio puede guardar relación
directa con la salud, integridad y vida.

2. Derecho a la Educación.

El aprendizaje contemporáneo requiere ilumina-
ción, computadoras, conectividad y dispositivos
electrónicos. La ausencia de electricidad amplia la
brecha educativa y digital.

3. Derecho a una vivienda adecuada.

La vivienda adecuada no se reduce a una estructura
física. El acceso a servicios básicos permite condi-
ciones de habitabilidad, seguridad, conservación de
alimentos y comunicación.

4. Derecho al Agua.

En numerosas comunidades, hogares y viviendas, la
extracción, bombeo, potabilización y distribución
del agua requieren energía eléctrica.

5. Derecho a la Información y Conectividad.

El acceso a internet, telefonía y medios digitales re-
quiere dispositivos y redes energizadas. La electri-
cidad es una condición material del acceso digital

6. Derecho al Trabajo y Desarrollo Económico.

Comercios, talleres, industrias, teletrabajo, sistemas
bancarios y servicios públicos dependen del sumi-
nistro eléctrico confiable.

IV. Marco Constitucional y Jurídico Mexicano.

El artículo 1º. Constitucional obliga a todas las autori-
dades a promover, respetar, proteger y garantizar los
derechos humanos y establece los principios de uni-
versalidad, interdependencia, indivisibilidad y progre-
sividad. Estos principios justifican analizar la electri-
cidad no solo como insumo económico, sino como
condición material para otros derechos.

El artículo 4o. reconoce actualmente, entre otros, de-
rechos relacionados con alimentación, salud, medio
ambiente sano, agua y vivienda. La propuesta busca
incorporar en ese mismo artículo un derecho de acce-
so a la energía eléctrica por su conexión directa con la
vida digna y con el ejercicio de esos derechos

V. Antecedentes legislativos en México.

La propuesta cuenta con un antecedente legislativo di-
recto y reciente. El 10 de marzo de 2026, la Gaceta
Parlamentaria publicó una iniciativa que adiciona el
artículo 4o. de la Constitución para reconocer el dere-
cho humano al acceso a la energía eléctrica, presenta-
da por la diputada Leticia Barrera Maldonado, Ese an-
tecedente confirma que la discusión ya se encuentra
formalmente planteada en la LXVI Legislatura4

La existencia de una iniciativa previa no impide una
propuesta distinta o mas amplia. La presente versión
incorpora expresamente los atributos de suficiencia,
continuidad, seguridad, calidad y asequibilidad; la
protección de personas electrodependientes y hogares
vulnerables, la relación con cuidades, salud y conecti-
vidad, la sostenibilidad, mecanismos de consumo bá-
sico indispensable y una obligación de armonización
legislativa.

Asimismo, el antecedente permite advertir que la dis-
cusión constitucional no debe limitarse a declarar un
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derecho. Para hacerlo exigible es necesario definir un
núcleo mínimo, obligaciones estatales y criterios para
la legislación secundaria.

VI. Agenda 2030 y estándares internacionales.

La agenda 2030 constituye el principal referente inter-
nacional en materia de acceso energético. El Objetivo
de Desarrollo Sostenible, busca: 7. “garantizar el ac-
ceso a una energía asequible, fiable, sostenible y mo-
derna para todos”. Su meta 7.1 dispone que para 2030
debe asegurarse el acceso universal a servicios ener-
géticos asequibles, fiables y modernos, y el indicador
7.1.1 mide específicamente la proporción de población
con acceso a la electricidad.5

El Objetivo de Desarrollo Sostenible 7 (ODS 7) de la
ONU establece que los países deben garantizar el ac-
ceso a una energía asequible, segura, sostenible y mo-
derna para todos. Establece estándares internacionales
de universalidad, asequibilidad, fiabilidad y sostenibi-
lidad.

Naciones Unidas identifica la energía como elemento
clave para agricultura, empresas, comunicaciones,
educación, salud, transporte. En 2026 reportó que la
cobertura eléctrica mundial llegó a 92% en 2024, aun-
que 655 millones de personas seguían sin acceso.6

En México, Naciones Unidas reporta una cobertura de
99.8 por ciento en 2024. Este dato permite orientar la
política pública hacia el “último tramo” de universali-
zación y hacia dimensiones que una cifra de conexión
no captura asequibilidad, calidad, continuidad y vul-
nerabilidad

VII. Pobreza energética y asequibilidad.

El derecho propuesto no debe confundirse con gratui-
dad universal. Asequibilidad significa que el costo del
consumo básico indispensable no debe convertirse en
una barrera desproporcionada para hogares vulnera-
bles.

La pobreza energética puede existir incluso donde hay
conexión física. Un hogar puede contar con red eléc-
trica y, al mismo tiempo, limitar iluminación, refrige-
ración, ventilación o uso de equipos esenciales porque
el gasto energético resulta diferenciado.

La legislación secundaria deberá desarrollar indicado-
res de vulnerabilidad energética, mecanismos de foca-
lización y protección frente a cortes que comprometan
necesidades esenciales. También deberá impedir que
subsidios o tarifas sociales generen incentivos regresi-
vos o beneficien desproporcionadamente a quienes no
los necesitan.

VIII. Personas electrodependientes y continuidad re-
forzada.

Las personas que utilizan concentradores de oxígeno,
ventiladores, equipos de diálisis domiciliaria u otros
dispositivos esenciales requieren una protección refor-
zada. En estos casos, el suministro eléctrico deja de ser
únicamente un servicio domiciliario y adquiere una re-
lación inmediata con derechos a la salud, integridad y
vida.

La legislación deberá establecer un registro voluntario
y protegido de personas electrodependientes, protoco-
los de aviso, fuentes de respaldo, coordinación con
servicios de emergencia y reglas especiales antes de
suspensiones por falta de pago. La protección deberá
diseñarse con respecto a datos personales sin generar
estigmatización.

IX. Comunidades rurales, indígenas y afromexicanas,
y zonas aisladas.

La cobertura nacional agregada puede ocultar rezagos
territoriales. El mandado constitucional deberá priori-
zar a comunidades donde extender la red convencional
resulte difícil o costoso.

El Estado podrá utilizar una combinación de extensión
de redes, generación distribuida, microrredes, sistemas
solares, almacenamiento y otras soluciones tecnológi-
cas. La elección deberá atender seguridad, manteni-
miento, costo total, sostenibilidad y participación de
las comunidades.

La universalidad exige que la ubicación geográfica no
se convierta en una exclusión permanente. La progre-
sividad permite diseñar etapas, pero no justifica el
abandono estructural.

X. Sostenibilidad, transición energética y medios am-
biente sano.
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El derecho a la electricidad debe interpretarse conjun-
tamente con el derecho a un medio ambiente sano. Au-
mentar acceso y confiabilidad no puede convertirse en
mandato constitucional para utilizar indefinidamente
fuentes altamente contaminantes.

El ODS 7 vincula acceso universal con aumento de
energías renovables y eficiencia energética. La refor-
ma utiliza la expresión “progresivamente sustentable”
para reconocer que la transición requiere infraestruc-
tura, inversión, almacenamiento, redes y planeación,
pero que el Estado debe continuar orientando el siste-
ma hacia tecnologías compatibles con protección am-
biental y seguridad energética.

La sostenibilidad no deberá comprometer la confiabi-
lidad del suministro ni la asequibilidad para hogares
vulnerables. La legislación deberá equilibrar esos ob-
jetivos.

XI. Derecho Comparado

1. España: Protección del consumidor vulnerable y
bono social.

España ofrece un referente útil de protección eco-
nómica al consumidor eléctrico vulnerable. La nor-
mativa del sector eléctrico contempla el bono social
y medidas específicas para consumidores vulnera-
bles. En 2026, disposiciones públicas en el Boletín
Oficial del Estado mantuvieron descuentos diferen-
ciados para consumidores domésticos vulnerables y
vulnerables severos.7

2. Unión Europea: Vulnerabilidad Energética.

La normativa europea del mercado interior de elec-
tricidad ha impulsado medidas para proteger a con-
sumidores vulnerables y personas en pobreza ener-
gética. El propio marco español de 2026 hace
referencia a la Directiva (EU) 2019/944 y a la nece-
sidad de medidas de protección.8

3. Naciones Unidas como estándar comparativo in-
ternacional.

A diferencia de los modelos nacionales de tarifa so-
cial, Naciones Unidas proporciona un estándar glo-
bal de política pública mediante el ODS 7: acceso
universal, asequible, fiable, sostenible y moderno.

Estos cuatro atributos son especialmente útiles para
definir el contenido constitucional mexicano

El derecho comparado demuestra que la protección
energética puede construirse mediante diversas herra-
mientas: derechos constitucionales, obligaciones de
servicio público, tarifas sociales, prohibiciones tempo-
rales de corte, subsidios focalizados y protección de
consumidores vulnerables.

XII. Principios rectores del derecho humano de acceso
a la energía eléctrica.

1. Universalidad. Toda persona debe poder accede-
rá al suministro sin discriminación.

2. Disponibilidad. Debe existir infraestructura o so-
lución tecnológica suficiente para hacer efectivo el
acceso

3. Accesibilidad. Los procedimientos físicos y admi-
nistrativos no deben imponer barreras injustificadas

4.  Asequibilidad. El costo del consumo básico in-
dispensable no debe excluir a hogares vulnerables.

5.  Suficiencia. El suministro debe permitir satisfa-
cer necesidades esenciales compatibles con una vi-
da digna.

6. Continuidad. Las interrupciones deben limitarse
a causas justificadas y restablecerse con diligencia.

7. Calidad. El suministro debe cumplir parámetros
técnicos que permitan un uso seguro y funcional.

8. Seguridad. Infraestructura, instalaciones y pres-
tación deben proteger a usuarios, trabajadores y co-
munidades.

9. Sostenibilidad. La política energética debe avan-
zar progresivamente hacia fuentes y tecnologías
compatibles con el medio ambiente.

10. No discriminación. Ninguna persona debe ser
excluida por pobreza, discapacidad, origen, perte-
nencia comunitaria o ubicación geográfica.

11. Progresividad. El Estado debe ampliar la efecti-
vidad del derecho y evitar retrocesos injustificados.
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12. Transparencia y rendición de cuentas. Tarifas,
apoyos, subsidios, calidad, interrupciones e indica-
dores deben contar con información pública y me-
canismos de reclamo.

XIII. Contenido mínimo y límites del derecho.

El derecho constitucional expuesto no implica un dere-
cho a consumo ilimitado ni una obligación de gratuidad
general. Su núcleo debe consistir en acceso real a elec-
tricidad suficiente para necesidades esenciales, bajo
condiciones de seguridad, calidad, continuidad y ase-
quibilidad.

La legislación deberá definir qué se entiende por con-
sumo básico indispensable, atendiendo región climáti-
ca, tamaño de hogar, condiciones de salud y otros fac-
tores objetivos. La protección podrá instrumentarse
mediante tarifas sociales, subsidios focalizados, apo-
yos directos, generación distribuida u otros mecanis-
mos.

También deberá permitir procedimientos de reclama-
ción por cobros, fallas recurrentes, daños, interrupcio-
nes prolongadas o discriminación. La exigibilidad del
derecho deberá ser compatible con las obligaciones ra-
zonables de los usuarios y con la sostenibilidad finan-
ciera del sistema eléctrico.

XIV. Impacto presupuestario y administrativo.

La reforma constitucional no fija por sí misma un
monto presupuestario. Sin embargo, su implementa-
ción tendrá consecuencias financieras y administrati-
vas que deberán cuantificarse en la legislación secun-
daria y en el proceso presupuestario.

Los principales rubros previsibles son: electrificación
de localidades pendientes, modernización y resiliencia
de redes, sistemas de respaldo para servicios esencia-
les, protección de personas electrodependientes, meca-
nismos de tarifa social o apoyo focalizado, generación
distribuida en zonas aisladas, medición y sistemas de
información, y fortalecimiento de mecanismos de
atención y reclamación.

La elevada cobertura nacional permite focalizar parte
de los esfuerzos de universalización en comunidades
rezagadas. Al mismo tiempo, el componente de ase-
quibilidad deberá diseñarse con criterios socioeconó-

micos y evaluación periódica para evitar subsidios ge-
neralizados regresivos.

La legislación secundaria deberá acompañarse de una
memoria de impacto presupuestario y definir fuentes
de financiamientos, competencias institucionales, in-
dicadores y mecanismos de evaluación.

XV. Beneficios Esperados

- Elevar a rango constitucional una condición mate-
rial indispensable para el ejercicio de otros derechos.

- Consolidar la universalización del acceso, con
prioridad para localidades rurales y aisladas.

- Combatir la pobreza energética mediante instru-
mentos focalizados

- Proteger de manera reforzada a personas electro-
dependientes.

- Impulsar calidad, continuidad y seguridad del su-
ministro, no solo conexión física.

- Vincular electrificación con transición energética,
eficiente y medio ambiente sano.

- Fortalecer la rendición de cuentas mediante indi-
cadores y mecanismos de reclamación.

- Reducir brechas territoriales, digitales, educativas
y productivas asociadas a la falta o precariedad del
consumo.

La electricidad se ha convertido en infraestructura bá-
sica de la dignidad humana contemporánea. La salud,
educación, alimentación, vivienda, información, co-
municación, agua y trabajo dependen crecientemente
de un suministro eléctrico adecuado.

México ha alcanzado una cobertura notable: Naciones
Unidas reporta 99.8% de población con acceso a elec-
tricidad en 2024. Precisamente por ese avance, el si-
guiente paso puede ser cualitativo: garantizar no solo
conexión, si no suficiencia, continuidad; seguridad,
calidad y asequibilidad.

La propuesta evita dos extremos. No establece gratui-
dad universal ni consumo limitado, pero tampoco re-
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duce la electricidad a una mercancía desconectada de
su función social. Reconoce un núcleo básico indis-
pensable y ordena al legislador a diseñar instrumentos
focalizados para quienes enfrentan pobreza o vulnera-
bilidad energética.

Con base en las razones expuestas y con fundamento
en lo dispuesto por los artículos 71, fracción II; y 73
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos y por los artículos 6, numeral 1, fracción I y
77 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
to a consideración de esta Asamblea la presente Ini-
ciativa con proyecto de

Decreto que adiciona un párrafo al artículo 4o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, en materia al derecho humano de acceso a
la energía eléctrica, al tenor de la siguiente:

Único: Se adiciona un último párrafo al artículo 4o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos para quedar como sigue:

Artículo 4o..- …

[...] (Párrafos 2 al 24 sin cambios)

Toda persona tiene derecho al acceso y suministro
de energía eléctrica suficiente, continuo, seguro, de
calidad y asequible para satisfacer sus necesidades
esenciales y garantizar condiciones de vida digna.
El Estado garantizara el ejercicio efectivo de este
derecho, en los términos que la ley establezca.

Disposiciones Transitorias

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Congreso de la Unión deberá realizar
dentro de los ciento ochenta días naturales siguientes
a la entrada en vigor del presente decreto, las refor-
mas a la legislación secundaria necesarias para des-
arrollar el derecho humano de acceso a la energía
eléctrica.

Tercero. La legislación secundaria deberá establecer
las bases y modalidades para garantizar progresiva-
mente acceso universal, suficiencia, continuidad, se-
guridad, calidad y asequibilidad; así como mecanis-
mos de evaluación y rendición de cuentas.

Cuarto. La legislación secundaria establecerá medi-
das especiales para hogares en situación de pobreza o
vulnerabilidad energética, comunidades indígenas y
afromexicanas, comunidades rurales y aisladas, perso-
nas adultas mayores, personas con discapacidad, y
personas cuya salud o vida dependa de equipos médi-
cos eléctricos.

Quinto. Las autoridades competentes fortalecerán
progresivamente los programas de electrificación rural
y comunitaria y podrán emplear redes convencionales,
generación distribuida, microrredes, almacenamiento
y tecnologías renovables conforme a criterios técni-
cos, ambientales, económicos y de seguridad.

Sexto. El Congreso de la Unión establecerá en la le-
gislación secundaria mecanismos financieramente
sostenibles para proteger el consumo básico indispen-
sable de los hogares en situación de vulnerabilidad,
procurando focalización, transparencia y evaluación
periódica.

Séptimo. La legislación deberá prever protocolos de
continuidad, aviso y respaldo para personas electrode-
pendientes, así como mecanismos de protección de da-
tos personales.

Octavo. Las disposiciones administrativas, reglamen-
tarias y contractuales que se opongan al presente De-
creto quedaran sin efecto en lo conducente a partir de
su entrada en vigor.

Notas

1 Naciones Unidas, SDG Indicators. Goal 7: Ensure access to af-
fordable, reliable, sustainable and modern energy for all. La ONU
destaca que el acceso fiable y asequible a electricidad mejora vi-
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das y sostiene escuelas, comunicaciones, alimentos, empresas e in-
fraestructura esencial.

2 Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión.
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y Refor-
mas Constitucionales por Artículo. Artículo 4o.

3 United Nations Statistics Division. SDG Country Profile: Mexi-
co, Goal 7. Indicador 7.1.1. Acceso a electricidad: 98.0 en 2000 y
99.8 por ciento en 2024.

4 Cámara de Diputados. Gaceta Parlamentaria, año XXIX, núme-
ro 6992-II-5, 10 de marzo de 2026. Iniciativa que adiciona el artí-
culo 4o. para reconocer el derecho humano al acceso a la energía
eléctrica, presentada por la diputada Leticia Barrera Maldonado.

5 Naciones Unidas, Departamento de Asuntos Económicos y So-
ciales. Objetivo de Desarrollo Sostenible 7, meta 7.1 e indicador
7.1.1.

6 Naciones Unidas. Goal 7: Affordable and Clean Energy, actuali-
zación 2026. Datos mundiales de acceso a electricidad y relación
de la energía con agricultura, negocios, comunicaciones, educa-
ción, salud y transporte.

7 España. Real Decreto-ley 2/2026, de 3 de febrero, y normativa
relacionada con el bono social eléctrico para consumidores vulne-
rables y vulnerables severos.

8 España. Orden TED/634/2026, de 17 de junio. Referencia a la
Directiva (UE) 2019/944 y a medidas de protección de consumi-
dores vulnerables y en pobreza energética.

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 22 de septiembre de 2026.

Diputado Carlos Hernández Mirón (rúbrica)

QUE REFORMA EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 301
DE LA LEY GENERAL DE SALUD, EN MATERIA DE PROHI-
BICIÓN DE VENTA DE ALIMENTOS Y BEBIDAS CON BAJO VA-
LOR NUTRICIONAL, DENTRO DE LAS INSTITUCIONES PÚ-
BLICAS, A CARGO DEL DIPUTADO ARTURO ROBERTO
HERNÁNDEZ TAPIA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE
MORENA

El suscrito, Arturo Roberto Hernández Tapia, dipu-
tado federal, integrante del Grupo Parlamentario de
Morena a la LXVI Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con funda-
mento en lo dispuesto en artículo 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de este honorable pleno la presente ini-
ciativa con proyecto de decreto, por el que se reforma
el segundo párrafo del artículo 301 de la Ley Gene-
ral de Salud, en materia de prohibición de venta de
alimentos y bebidas con bajo valor nutricional,
dentro de las instituciones públicas.

Exposición de Motivos

La actual problemática que aqueja la mala alimenta-
ción y el problema de sobrepeso constituye una de las
crisis de salud pública más graves a nivel en México y
a nivel mundial, afectando a millones de personas sin
importar su edad o nivel socioeconómico. Esta proble-
mática no es solo un asunto estético, sino un factor de
riesgo principal para enfermedades crónicas, para en-
tender este problema y encontrar soluciones, es nece-
sario evaluar sus causas, impactos y las vías de acción
disponibles.

Planteamiento del problema

La Organización Mundial de la Salud (OMS) “llama la
atención sobre el peligro del consumo excesivo de ali-
mentos y bebidas poco saludables, que representa un
importante factor de riesgo para las enfermedades no
transmisibles (ENT).”1

La comida chatarra y las bebidas azucaradas y alcohó-
licas “se incluyen en la categoría de alimentos con un
alto riesgo de causar síndrome metabólico, que se
complica con graves consecuencias para la salud, e in-
cluso el riesgo de muerte prematura en caso de su con-
sumo excesivo a largo plazo asociado a un estilo de vi-
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da desequilibrado y sedentario. Estos productos ali-
menticios se caracterizan por un contenido hipercaló-
rico, bajo en nutrientes y rico en aditivos”2

Los datos recopilados en la evaluación del consumo de
comida basura y el riesgo relacionado con la salud del
consumidor, y procesados por el Instituto Nacional de
Información en Biotecnología de E.U., ??“indican una
mayor tendencia a consumir comida chatarra en el
grupo de edad de 18 a 23 años, y especialmente entre
los encuestados obesos. Las mujeres encuestadas
muestran una menor tendencia a un mayor consumo
de comida chatarra (OR = 0,703, IC del 95 por ciento:
0,19-0,95, p = 0,011) en comparación con los hom-
bres encuestados. Los alimentos ultraprocesados
??más consumidos son las papas fritas (46,2 por cien-
to) y la bollería (41,4 por ciento). Los alimentos ultra-
procesados ??que muestran una mayor tendencia a la
adicción al consumo son las papas fritas (13,8 por
ciento), los dulces (12,4 por ciento), la bollería (11,1
por ciento) y las bebidas azucaradas (11,2 por ciento).
La mala calidad nutricional de los alimentos y la me-
nor actividad física se reflejan en la variedad de pro-
blemas que enfrentan los encuestados: fatiga (62,4 por
ciento), nerviosismo (37,5 por ciento), depresión, an-
siedad, comer por ansiedad, etcétera.”3

Los alimentos “procesados industrialmente, las bebi-
das azucaradas y la comida rápida están desplazando
a las dietas tradicionales más nutritivas, lo que gene-
ra efectos alarmantes en la salud. Los expertos seña-
lan que se necesita regular el mercado para revertir
esta tendencia en América Latina y en todo el mun-
do.”4

Las ventas de “alimentos procesados industrialmente,
incluyendo la comida rápida y las bebidas azucaradas,
han aumentado de manera constante en América Lati-
na y están ayudando al incremento de las tasas de obe-
sidad en toda la región, señala un informe publicado
esta semana por la Organización Panamericana de la
Salud/Organización Mundial de la Salud”5

En México, datos de la Secretaría de Salud federal
“indican que México ocupa el primer lugar mundial en
consumo de refrescos, con 163 litros por persona al
año, lo que aumenta hasta en un 60 por ciento el ries-
go de padecer obesidad y en 26 por ciento el de des-
arrollar diabetes.”6

Por ello, se han comenzado los esfuerzos para comba-
tir la prohibición de comida chatarra. A partir de mar-
zo de 2025 en nuestro país, “se publicaron los linea-
mientos para regular la publicidad, distribución y
venta de alimentos y bebidas; para las escuelas públi-
cas y privadas de todos los niveles educativos del pa-
ís, los cuales son obligatorios y sancionables. Su obje-
tivo es promover entornos escolares saludables que
garanticen el consumo de alimentos variados, nutriti-
vos y seguros, para prevenir la malnutrición en edades
tempranas. Por tanto, las escuelas deben:

- Promover el acceso a frutas y verduras frescas, se-
millas, cereales integrales y agua potable para el
consumo o alternativas mínimamente procesadas.

- Prohibir la venta, distribución y publicidad de ali-
mentos y bebidas a granel y preenvasados ??no sa-
ludables que tengan etiquetas de advertencia, y de
otros alimentos de mala calidad nutricional que
pongan en riesgo la salud.

- Prohibir la preparación de alimentos y bebidas con
alto contenido de azúcar, grasa, sodio o harina refi-
nada.”7

Los productos chatarra y las bebidas azucaradas a par-
tir de octubre de 2020, “se pueden identificar por los
sellos y leyendas de advertencia (sellos y leyendas ne-
gras); sin embargo, existen productos a granel que no
tienen sellos pero también son altos en azúcar, grasa,
sodio, aditivos y calorías y por lo mismo se deben evi-
tar.”8

El Secretario de Educación Pública, “informó que en
el 86 por ciento de los planteles del país se ha dejado
de vender comida chatarra en sus cooperativas, de
acuerdo con una encuesta realizada en el año 2025 por
la Secretaría de Educación Pública (SEP), lo que de-
muestra que se consolida uno de los objetivos centra-
les de la estrategia Vive saludable, vive feliz, impul-
sada por la presidenta Claudia Sheinbaum Pardo.”9

Las oficinas públicas deben ser lugares de hábitos
saludables y los burócratas deben presumir con el
ejemplo un esfuerzo para prohibir la venta de comida
chatarra en las instituciones públicas y apoyar las po-
líticas de alimentación nutritiva impulsadas por el go-
bierno federal en el cual trabajan.
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Como ejemplo de lo anterior en el mes de octubre de
2025 en el Estado de Tamaulipas, “la bancada de Mo-
rena presentó una iniciativa de decreto para prohibir la
venta de refrescos y comida chatarra en las oficinas
gubernamentales y hospitales públicos de Tamaulipas,
con el fin de fortalecer las políticas públicas de salud
y prevenir enfermedades crónicas.”10

La propuesta, impulsada por la diputada Francisca
Castro Armenta, “plantea adicionar el artículo 64 Ter a
la Ley de Salud del Estado, a fin de prohibir la venta,
distribución, suministro o donación de bebidas azuca-
radas, energizantes y alimentos con alto contenido ca-
lórico dentro de las dependencias y entidades públicas.
El propósito es crear entornos laborales coherentes
con las estrategias de prevención de obesidad, diabetes
e hipertensión, padecimientos que afectan a un núme-
ro creciente de tamaulipecos y que representan un alto
costo para el sistema de salud estatal.”11

De acuerdo con la “Encuesta Nacional de Salud y Nu-
trición 2020, más del 70 por ciento de los adultos en
Tamaulipas presenta sobrepeso u obesidad, mientras
que el 12.8 por ciento de la población mayor de 20
años vive con diabetes mellitus. La legisladora señalo
que es incongruente que en edificios gubernamentales
y hospitales donde se promueve la prevención de en-
fermedades se sigan vendiendo refrescos, frituras y
dulces ultraprocesados, lo que contradice el mensaje
institucional.”12

Lo anterior, “dijo con el fin de coadyuvar en la pre-
vención de enfermedades generadas principalmente
por sobrepeso y obesidad derivadas de consumir ali-
mentos de alto contenido energético o bebidas azuca-
radas.”13

La nutrición y los hábitos alimenticios saludables, son
“de particular importancia para mantener una buena
salud, en el correcto y armonioso desarrollo del cuer-
po y en la prevención de ciertas dolencias, y la terapia
nutricional juega un papel complementario en la cura-
ción de diversas dolencias. Una dieta saludable es
aquella en la que los macronutrientes se consumen en
proporciones adecuadas para satisfacer las necesida-
des energéticas y fisiológicas, sin una ingesta excesi-
va, a la vez que proporciona suficientes micronutrien-
tes e hidratación para satisfacer las necesidades
fisiológicas del cuerpo.”14

Una dieta saludable “combinada con un programa de
ejercicio diario y una cantidad suficiente de sueño,
ayuda a mantener el peso corporal dentro de los lími-
tes normales, así como a reducir el riesgo de muchas
enfermedades crónicas, como la obesidad, enfermeda-
des cardiovasculares, dentales, diabetes, cáncer, enfer-
medades esqueléticas, etc.”15

Es por ello que, a través de esta iniciativa, propongo
prohibir la oferta, venta y consumo de comida chatarra
en el interior de las instituciones públicas promo-
viendo y apoyando al gobierno en la política federal
para combatir la obesidad y el sobrepeso, así como sus
consecuencias, y con ello prevenir y mejoras la salud
de todos los mexicanos que trabajan en el interior de
las instituciones públicas.

La burocracia “desempeña un papel crucial en la for-
mulación de políticas para facilitar la construcción na-
cional. La capacidad de la burocracia determina el éxi-
to y la integridad de los diversos programas
gubernamentales”16 debiendo ser parte del éxito de las
políticas públicas como lo decía Cicerón: “El buen go-
bernante debe ser el ejemplo viviente de las leyes y la
moral para su pueblo”17.

Por lo anterior, mi propuesta modifica la Ley General
Salud a fin de establecer en dicha ley secundaria, la
prohibición de venta, oferta y consumo de alimentos y
bebidas de bajo valor nutricional dentro de las institu-
ciones públicas, por ello, a fin de dar más claridad a mi
propuesta incorporo el siguiente cuadro comparativo:

Ley General de Salud

Es por eso que se propone el siguiente decreto por el
que se reforma el segundo párrafo del artículo 301
de la Ley General de Salud.
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Artículo Único. - Se reforma el segundo párrafo del
artículo 301 de la Ley General de Salud, para que-
dar en los siguientes términos:

“Artículo 301. …

Queda prohibida la publicidad, venta, oferta y consu-
mo de alimentos y bebidas con bajo valor nutricional
y alta densidad energética, dentro de los centros esco-
lares e instituciones públicas.”

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrara en vigor el
día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial
de la Federación.

Notas

1 https://pmc.ncbi.nlm.nih.gov/articles/PMC10459196/

2 https://pmc.ncbi.nlm.nih.gov/articles/PMC10459196/

3 https://pmc.ncbi.nlm.nih.gov/articles/PMC10459196/

4 https://www.paho.org/es/noticias/1-9-2015-alimentos-ultra-pro-
cesados-son-motor-epidemia-obesidad-america-latina-senala

5 https://www.paho.org/es/noticias/1-9-2015-alimentos-ultra-pro-
cesados-son-motor-epidemia-obesidad-america-latina-senala

6 https://miescuelasaludable.org/conoce-la-ley/

7 https://miescuelasaludable.org/conoce-la-ley/

8 https://miescuelasaludable.org/conoce-la-ley/

9 https://www.gob.mx/sep/prensa/boletin-323-avanzamos-en-el-
fomento-de-una-alimentacion-saludable-al-interior-de-las-escue-
las-en-86-de-los-planteles-se-erradica-la-venta-de-comida-chata-
rra-mario-delgado?idiom=es

10 https://eldiariomx.com/2025/10/09/prohibiran-comida-chata-
rra-en-oficinas-de-gobierno/

11 https://eldiariomx.com/2025/10/09/prohibiran-comida-chata-
rra-en-oficinas-de-gobierno/

12 https://eldiariomx.com/2025/10/09/prohibiran-comida-chata-
rra-en-oficinas-de-gobierno/

13 https://www.milenio.com/politica/cdmx-venta-comida-chata-
rra-refrescos-ninos-estaria-prohibida

14 https://pmc.ncbi.nlm.nih.gov/articles/PMC10459196/

15 https://pmc.ncbi.nlm.nih.gov/articles/PMC10459196/

16 https://study.com/academy/lesson/what-is-the-bureaucracy-ro-
le-structure-characteristics.html

17 https://proverbia.net/autor/frases-de-ciceron

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo
de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.

Diputado Arturo Hernández Tapia (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE
LA LEY GENERAL DE DESARROLLO FORESTAL SUSTEN-
TABLE, DE LA LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMA-
NOS, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DESARROLLO UR-
BANO, Y DE LA LEY AGRARIA, A CARGO DE LA DIPUTADA
MAGDA ÉRIKA SALGADO PONCE, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA

La que suscribe, diputada Magda Érika Salgado Pon-
ce, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en
la LXVI Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artícu-
los 6o., numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman y adi-
cionan diversas disposiciones de la Ley General de
Desarrollo Forestal Sustentable, de la Ley General
de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Terri-
torial y Desarrollo Urbano, y de la Ley Agraria.
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Exposición de Motivos

En México, el cambio climático ha tendido a agudi-
zarse derivado de la vulnerabilidad de las normas, la
presión demográfica y el constante crecimiento de la
mancha urbana en zonas comprometidas con el medio
ambiente, para nadie es sorpresa constatar que suelo
que antes era forestal, bosque o selva, pasa de la noche
a la mañana ser parte de la mancha urbana o víctima
de del desarrollo industrial o comercial.

A su vez, los Municipios en aras de recabar impuestos
y derechos, amplían la base gravable y su carta demo-
gráfica, han agudizado la vulnerabilidad de nuestros
ecosistemas forestales, permitiendo el cambio de uso
de suelo y practicas indebidas para propiciar el uso de
áreas que antes no podrían ser ocupadas; Por lo que, re-
sulta que la pérdida de bosques y selvas en México no
responde únicamente a dinámicas naturales o a la ex-
pansión demográfica ordenada; sino bien, se ha con-
vertido en una estrategia que atenta contra la degrada-
ción intencional del suelo, y de esto, en gran parte, con
la complacencia como ya se dijo, de autoridades Muni-
cipales en favor de Inmobiliarias y particulares que han
aprendido que la provocación de incendios, la falta de
normas que sancionen la intencionalidad de estas que-
mas, y la permisividad de los reglamentos en temas de
uso de suelo, construcción y medio ambiente provocan
también la práctica de la tala nocturna o clandestina,
con el objetivo de fraccionar, usar y destinar para un
contario a la preservación del medio ambiente y pro-
tección del arbolado, generando un daño irreversible.

Por tanto, el objetivo de esta propuesta de reforma es
proteger el medio ambiente, las zonas protegidas y
evitar el avance indiscriminado de la mancha urbana y
la destrucción del ecosistema de manera disfrazada de
desarrollo y sostenibilidad ambiental. Esto, con el fir-
me propósito de evitar que la pérdida de la vocación
forestal o nuestros bosques sancione que las quemas
intencionales ante la pérdida del valor ecológico origi-
nal permitan al Municipio cambiar el uso o destino de
suelo, ante la inviabilidad de su conservación, ya que,
bajo esta premisa del “hecho consumado”, se presiona
la autorización de proyectos inmobiliarios, parques in-
dustriales o monocultivos, premiando el delito am-
biental con la plusvalía de la urbanización.

Ante tal situación, el marco jurídico vigente nos ha de-
mostrado la necesidad de reformar la ley para contener

esta práctica, por lo que, aun y cuando el artículo 97 de
la Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable, con-
templa una restricción de 20 años para autorizar el
cambio de uso de suelo, solo se acota exclusivamente a
los terrenos forestales que hayan sido objeto de incen-
dios, sin determinar si fue o no accidental o intencio-
nal, lo cual, sirve como fuente para realizarla de mane-
ra arbitraria. Sin embargo, este precepto legal solo
genera un vacío, y peor aún, deja desprotegidos aque-
llos predios que son devastados mediante la tala clan-
destina o el llamado desmonte hormiga.

Por lo que, es importante no solo para proteger las zo-
nas boscosas o forestales, sino porque la pérdida de
captura de carbono con los árboles y zonas de amorti-
guamiento ambiental, son igual de graves si el suelo se
destruye con fuego o con motosierras; y la ley no pue-
de seguir haciendo distinciones procesales que solo
benefician al infractor.

Por otro lado, el verdadero núcleo del problema radica
en la desconexión entre el régimen ambiental federal y
las facultades locales en materia de desarrollo urbano.

No escapa a quien hace esta propuesta, que el artículo
115 constitucional otorga a los municipios la libre au-
todeterminación en sus reglamentos y forma de auto-
rregularse, sin embargo, también deben someterse al
imperio de la supremacía constitucional y normas que
de ella emanan, todo con base al federalismo, por lo
que, la atribución de formular y administrar sus planes
de desarrollo urbano, así como expedir licencias de
construcción deben atender el llamado de la norma fe-
deral. Ya que los ayuntamientos en su mayoría aprue-
ban subdivisiones, alineamientos y licencias de cons-
trucción en predios degradados de manera intencional,
argumentando que actúan bajo su esfera competencial
e ignorando leyes de carácter federal. Por lo que, es
importante precisar y acotar las facultades municipales
en materia urbana y que estas, se armonicen con el de-
recho humano a un medio ambiente sano y la norma
federal. Así pues, es imperativo establecer una obliga-
toriedad vinculante e inequívoca en las leyes coordi-
nadas para que los municipios nieguen cualquier trá-
mite urbano en polígonos bajo restricción forestal.

Como proteger la Propiedad Social

Ahora bien, existen aun en México aproximadamente
99, 520,925 hectáreas de suelo propiedad social, es de-
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cir, casi el 51 por ciento del territorio nacional perte-
nece al régimen ejidal y/o comunal, dividido en
29,793 ejidos y 2,409 comunidades, mismas que ante
la presión del mercado inmobiliario informal se ve ca-
da día y de manera acelerada reducida y orillando a las
asambleas ejidales a parcelar de forma irregular terre-
nos de uso común que previamente han sido defores-
tados clandestinamente o incendiados.

Al no existir en la legislación agraria un cruce con la
ambiental, se inscriben subdivisiones y asignaciones
de tierras que diluyen la propiedad forestal y facilitan
su posterior venta a desarrolladores urbanos. Si el sue-
lo de uso común forestal es degradado de forma ilíci-
ta, la Ley Agraria debe sancionar internamente ese ac-
to decretando la nulidad absoluta de cualquier cambio
de destino o parcelamiento en un plazo idéntico al de
la veda forestal.

Justificación de la reforma

Esta iniciativa de ninguna manera pretende invadir las
competencias locales ni frenar el desarrollo económi-
co de los Municipios. Al contario, busca dotar de se-
guridad jurídica tanto la propiedad social como la in-
versión y de manera importante, proteger el suelo y el
medio ambiente. Socialmente, esta reforma significa-
ría responder al reclamo de ambientalistas, comunida-
des y los derechos humanos a pertenecer a núcleos na-
turales sin la intromisión arbitraria ni premeditada de
especuladores de la tierra, más aún, la reforma respon-
de a una demanda ante el crecimiento urbano desorde-
nado, garantizando que la destrucción ecológica deje
de ser un negocio rentable en México.

Para fundamentar la urgencia de esta reforma ante las
Comisiones Dictaminadoras de la Cámara de Diputa-
dos, se expone el comportamiento de la pérdida de co-
bertura forestal impulsada por factores humanos. Los
datos oficiales reflejan que la devastación de los ecosis-
temas en México no es un problema derivado de acci-
dentes climáticos, sino de acciones deliberadas e ilíci-
tas vinculadas a la especulación de la tierra. Cito textual
Fuente. - https://www.gaceta.unam.mx/la-mayoria-de-
los-incendios-provocados-por-actividades-ilicitas/

De acuerdo con los registros históricos del Sistema
Nacional de Información Forestal (SNIF) y consolida-
dos por la Comisión Nacional Forestal (Conafor), más
del 98 por ciento de los incendios forestales en el

país son causados por el ser humano. Dentro de es-
te universo, los incendios catalogados explícitamente
como “Intencionales” ocupan el primer lugar na-
cional, representando entre el 28 y el 30 por ciento
del total de siniestros anuales. Esta cifra supera in-
cluso a las quemas agrícolas tradicionales. Cito textual
Fuente https://snif.cnf.gob.mx/incendios/

Cuadro de la reforma integral
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Todo lo anterior, proporciona una mayor protección al
medio ambiente, derivado de prohibir el uso ante cual-
quier forma de deforestación ilícita y se e impone una
barrera total a la actuación municipal frente a la simu-
lación ambiental, además evita que los municipios in-
corporen zonas quemadas o taladas en sus planes par-
ciales o de desarrollo urbano.

En atención de lo anteriormente expuesto, se somete a
consideración de la Cámara de Diputados la siguiente
iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley General de Desarrollo
Forestal Sustentable, de la Ley General de Asenta-
mientos Humanos, Ordenamiento Territorial y
Desarrollo Urbano y de la Ley Agraria, en materia
de protección de terrenos forestales afectados por
incendio, tala ilegal o desmonte

Artículo Primero.- Se adiciona una fracción XXI al
artículo 42, recorriéndose la actual fracción XXI para
pasar a ser fracción XXII, se reforman los párrafos pri-
mero y segundo del artículo 97, se adiciona un artícu-
lo 97 Bis y se adiciona un párrafo segundo al artículo
98 de la Ley General de Desarrollo Forestal Sustenta-
ble, para quedar como sigue:

Artículo 42.- ...

XXI. Las poligonales de los terrenos forestales que
hayan sufrido pérdida de cubierta forestal por in-
cendio, tala ilegal, desmonte o por cualquier acto
que provoque dicha pérdida, o que se encuentren
sujetos a investigación por siniestro, con especifica-
ción de la fecha de la afectación, la superficie afec-
tada y la vigencia de la restricción de autorización
de cambio de uso de suelo a que se refiere el artícu-
lo 97 de esta Ley;

XXII. Los demás actos y documentos que se seña-
len en esta Ley y en su Reglamento.

Artículo 97.- No se otorgará autorización de cambio
de uso de suelo en terrenos forestales cuando la pérdi-
da de la cubierta forestal sea consecuencia de incen-
dio, tala o desmonte no autorizado, o de cualquier otra
acción intencional, ilegal o clandestina.

La restricción para el otorgamiento de autorizaciones
de cambio de uso de suelo a que se refiere el párrafo
anterior será de veinte años, contados a partir de la fe-
cha en que se haya consumado el daño al ecosistema
forestal. La autorización solo podrá otorgarse cuando
se acredite ante la Secretaría que la vegetación fores-
tal afectada se ha regenerado, mediante los mecanis-
mos que para tal efecto se establezcan en el Regla-
mento de esta Ley.

Artículo 97 Bis.- A partir de la detección de pérdida
de cubierta forestal no autorizada, la Secretaría deberá
inscribir el predio o polígono de que se trate en el Re-
gistro Forestal Nacional.

Las autoridades municipales deberán consultar el Re-
gistro Forestal Nacional y negar la expedición de li-
cencias de construcción, de subdivisión, de fracciona-
miento, constancias de uso de suelo, alineamientos y
números oficiales, así como cualquier permiso o auto-
rización de desarrollo urbano o agropecuario, respecto
de los polígonos inscritos en dicho Registro en térmi-
nos del párrafo anterior. Todo acto administrativo emi-
tido en contravención a lo dispuesto en este artículo
será nulo de pleno derecho.

Artículo 98.- ...

No procederá la autorización de cambio de uso de sue-
lo a que se refiere el párrafo anterior, aun cuando se re-
alice el pago de la compensación económica corres-
pondiente, cuando el predio haya sufrido degradación,
tala ilegal, desmonte no autorizado o incendio previo a
la presentación de la solicitud, sin que haya transcurri-
do el plazo de restricción señalado en el artículo 97 de
esta Ley.

Artículo Segundo.- Se adiciona un párrafo tercero al
artículo 28 de la Ley General de Asentamientos Hu-
manos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano,
para quedar como sigue:

Artículo 28.- ...

...

Los programas de desarrollo urbano municipales no
podrán programar, zonificar o clasificar como áreas de
crecimiento urbano, reservas territoriales o zonas sus-
ceptibles de aprovechamiento urbano o agrícola, aque-
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llos predios o polígonos que hayan sufrido pérdida de
cubierta forestal por causas ilícitas o por incendios in-
tencionales en los últimos veinte años, de conformidad
con la información contenida en el Registro Forestal
Nacional.

Artículo Tercero.- Se adiciona un párrafo segundo al
artículo 59 de la Ley Agraria, para quedar como sigue:

Artículo 59.- Será nula la asignación de parcelas en
bosques o selvas tropicales.

Asimismo, será nula la asignación de parcelas deriva-
da del cambio de destino de tierras de uso común eji-
dales o comunales, cuando recaiga sobre terrenos fo-
restales, bosques o selvas que hayan sido objeto de
incendio, tala ilegal o desmonte no autorizado, de-
biendo mantenerse la restricción de protección por un
periodo mínimo de veinte años, contado a partir de la
fecha de la afectación.

Transitorios

Primero.- El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo.- El Ejecutivo federal, en un plazo no mayor
a ciento ochenta días, contados a partir de la entrada en
vigor del presente decreto, deberá realizar las adecua-
ciones al Reglamento de la Ley General de Desarrollo
Forestal Sustentable.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputada Magda Érika Salgado Ponce (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 17 DE LA LEY ORGÁNICA DE
LOS TRIBUNALES AGRARIOS, A FIN DE ESTABLECER UN
PLAZO MÁXIMO PARA EL EJERCICIO DEL CARGO DE MA-
GISTRADAS Y MAGISTRADOS, A CARGO DEL DIPUTADO
FRANCISCO JAVIER ESTRADA DOMÍNGUEZ, DEL GRUPO
PARLAMENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, diputado federal Francisco Javier Es-
trada Domínguez, integrante del Grupo Parlamentario
de Morena en la LXVI Legislatura de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma el artículo
17 de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Antecedentes.

La historia constitucional de México no puede com-
prenderse sin estudiar el tema agrario. La tierra fue,
durante buena parte del siglo XIX y los primeros años
del XX, mucho más que un bien susceptible de apro-
piación: constituyó el sustento material de comunida-
des enteras, la base de formas tradicionales de organi-
zación social y uno de los principales espacios en los
que se manifestó la desigualdad económica. Por ello,
la justicia agraria mexicana es resultado de un largo
proceso histórico y no de una decisión institucional
aislada. Su evolución está ligada a los conflictos deri-
vados de la propiedad rural, a la Revolución Mexica-
na y a la construcción de un derecho social capaz de
atender las condiciones particulares de los habitantes
del campo.

Entre los antecedentes remotos de ese proceso se en-
cuentra la legislación desamortizadora del siglo XIX.
Martha Chávez Padrón explica que la aplicación de las
normas de desamortización a comunidades agrarias
afectó su personalidad y sus tierras y que ese proceso
se relacionó con las posteriores peticiones y luchas
campesinas por restitución y dotación. En su recons-
trucción histórica, la autora identifica en esas tensio-
nes uno de los antecedentes rurales de la Revolución
Mexicana (Chávez Padrón, 1999.). Esta perspectiva
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permite comprender que la demanda revolucionaria
por la tierra no apareció súbitamente en 1910, sino que
fue precedida por décadas de conflictos jurídicos, so-
ciales y económicos.

Durante el Porfiriato, la concentración territorial y la
actuación de las compañías deslindadoras profundiza-
ron los conflictos en el campo. La dificultad de nume-
rosas comunidades para defender sus derechos me-
diante los cauces civiles tradicionales evidenció la
insuficiencia de un modelo jurídico construido princi-
palmente sobre relaciones individuales de propiedad.
La problemática agraria fue adquiriendo así una di-
mensión nacional: la exigencia no era únicamente ob-
tener tierra, sino construir mecanismos de justicia ca-
paces de reconocer la particular situación de pueblos y
comunidades.

Desde un inicio la Revolución Mexicana de 1910
abrió la posibilidad de transformar ese orden. Aunque
el movimiento revolucionario estuvo integrado por co-
rrientes diversas, la cuestión agraria ocupó un lugar
central. En el sur del país, el zapatismo convirtió la
restitución territorial en una reivindicación política y
jurídica. El Plan de Ayala, proclamado el 28 de no-
viembre de 1911, planteó que los pueblos recuperaran
las tierras que consideraban usurpadas y que las con-
troversias correspondientes fueran llevadas ante tribu-
nales especiales. Chávez Padrón observa en ello ante-
cedentes de principios procesales propios de un nuevo
derecho social y de la idea de contar con órganos es-
pecializados para atender los conflictos campesinos
(Chávez Padrón, 1999).

El significado de esta exigencia es profundo. La Re-
volución no se limitó a buscar una sustitución de auto-
ridades; también cuestionó la estructura de propiedad
y la capacidad del derecho existente para responder a
la desigualdad social. En materia agraria, la transfor-
mación exigía instituciones, acciones y procedimien-
tos distintos. La restitución de tierras, la dotación y la
protección de la propiedad colectiva se convirtieron
progresivamente en componentes esenciales del nuevo
proyecto nacional.

En ese contexto se expidió el Decreto del 6 de enero
de 1915, impulsado por Venustiano Carranza y asocia-
do al trabajo jurídico de Luis Cabrera. De acuerdo con
la reconstrucción histórica de Chávez Padrón, el De-
creto creó la Comisión Nacional Agraria, las Comisio-

nes Locales Agrarias y los comités ejecutivos agrarios;
estableció la acción dotatoria y la restitutoria, y previó
procedimientos para atender solicitudes relacionadas
con tierras comunales. Bajo su vigencia se realizaron
los primeros repartos dotatorios y restituciones que
posteriormente serían reconocidos por el orden consti-
tucional (Chávez Padrón, 1999.).

La Ley del 6 de enero de 1915 representa, por tanto,
un punto de inflexión. Su importancia no radica única-
mente en las tierras efectivamente restituidas o dota-
das, sino en haber contribuido a construir una concep-
ción jurídica distinta: el problema agrario debía ser
atendido desde el interés público y mediante instru-
mentos específicos de justicia social. La intervención
estatal dejó de concebirse solamente como una excep-
ción a la propiedad privada y comenzó a formar parte
de una política constitucional orientada a recomponer
las relaciones de propiedad rural.

El Constituyente de 1916-1917 recogió esta transfor-
mación. El artículo 27 de la Constitución de 1917 in-
corporó los fundamentos del nuevo régimen agrario y
vinculó expresamente su texto original con el Decreto
del 6 de enero de 1915. Chávez Padrón destaca que la
Constitución elevó a rango constitucional ese antece-
dente y reconoció la actuación realizada bajo sus dis-
posiciones (Chávez Padrón, 1999.). Con ello, las de-
mandas surgidas del proceso revolucionario
adquirieron una dimensión constitucional y el derecho
agrario mexicano se consolidó como una de las expre-
siones paradigmáticas del constitucionalismo social.

La trascendencia histórica de la Revolución Mexicana
en esta materia consiste, entonces, en haber transfor-
mado la cuestión de la tierra en una cuestión de justi-
cia social y de Estado. El artículo 27 permitió desarro-
llar durante décadas instituciones de restitución,
dotación, reparto y organización agraria. La política
agraria del siglo XX no fue estática: conforme cam-
biaron las condiciones del campo, también evolucio-
naron las autoridades, procedimientos y competencias
encargadas de aplicar el régimen constitucional.

Ese proceso histórico es indispensable para valorar la
reforma que hoy se propone. Los Tribunales Agrarios
contemporáneos son herederos de una larga construc-
ción institucional. Revisar las reglas de duración de
sus magistraturas no significa desconocer esa tradi-
ción, sino continuarla bajo el mismo principio que ha
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acompañado al derecho agrario mexicano desde sus
orígenes: las instituciones deben responder a las cir-
cunstancias históricas y garantizar una justicia eficaz,
independiente y socialmente legítima.

II. Evolución institucional de la justicia agraria du-
rante el siglo XX

La evolución posterior a 1917 estuvo marcada por la
construcción progresiva de autoridades y procedi-
mientos especializados. El primer Código Agrario fue
expedido en 1934, después de un periodo de experi-
mentación legislativa e institucional. Durante buena
parte del siglo XX, la atención del Estado se concen-
tró en el reparto de tierras y en la definición de los re-
gímenes ejidal y comunal, sin dejar de desarrollar ac-
ciones y procedimientos relacionados con límites,
privaciones, adjudicaciones, sucesiones y otras mate-
rias vinculadas con la propiedad social.

La reforma de 1983 a la fracción XIX del artículo 27
constitucional constituyó otro antecedente relevante, al
incorporar el mandato para que el Estado adoptara me-
didas destinadas a una impartición honesta y expedita
de la justicia agraria. De acuerdo con Chávez Padrón,
señala que durante esa etapa, comenzó un proceso de
descentralización de determinadas decisiones agrarias
y se preparó el entorno institucional que desembocaría
en la reforma de 1992 (Chávez Padrón, s. f.).

La experiencia acumulada mostró que la justicia agra-
ria requería evolucionar desde un esquema en el que
numerosas decisiones definitivas se encontraban vin-
culadas al Ejecutivo Federal hacia un sistema jurisdic-
cional especializado. El tránsito no implicó negar la
historia previa de las instituciones agrarias, sino reor-
ganizar sus funciones bajo un modelo de autonomía
jurisdiccional.

III. La reforma constitucional de 1992 y la consoli-
dación de los Tribunales Agrarios

El 6 de enero de 1992 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación una reforma de gran alcance al artí-
culo 27 constitucional. Entre otros aspectos, la refor-
ma transformó el régimen de propiedad social, modi-
ficó las bases del reparto agrario y estableció un nuevo
modelo de justicia agraria. La fracción XIX dispuso el
establecimiento de tribunales dotados de autonomía y
plena jurisdicción para la administración de justicia

agraria, particularmente respecto de las controversias
relacionadas con límites y tenencia de tierras ejidales
y comunales.

La reforma de 1992 debe entenderse como un cambio
de etapa. El centro de gravedad del sistema se despla-
zó desde el reparto agrario hacia la certeza jurídica y
la resolución jurisdiccional de controversias. En ese
mismo proceso se expidieron, el 26 de febrero de
1992, la Ley Agraria y la Ley Orgánica de los Tribu-
nales Agrarios. Esta última definió la estructura y
competencias del Tribunal Superior Agrario y de los
Tribunales Unitarios Agrarios.

Por otra parte, Chávez Padrón subraya que la reforma
de 1992 declaró de jurisdicción federal las cuestiones
de límites ejidales y comunales y, en general, la admi-
nistración de la justicia agraria, institucionalizando su
continuidad mediante tribunales agrarios y elevando a
rango constitucional la procuración de justicia agraria
(Chávez Padrón, 1999.). Esta continuidad histórica re-
sulta esencial: 1992 no borró el pasado agrario mexi-
cano, sino que reorganizó sus instituciones para res-
ponder a una nueva realidad.

La legislación vigente conserva ese diseño básico. El
artículo 1 de la Ley Orgánica de los Tribunales Agra-
rios reconoce a éstos como órganos federales dotados
de plena jurisdicción y autonomía para dictar sus fa-
llos. Por su parte, el artículo 17 establece que las per-
sonas magistradas duran seis años en su encargo y que,
si al concluir dicho término son ratificadas, adquieren
el carácter de inamovibles (Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, 2025).

IV. El régimen de inamovilidad previsto en el artí-
culo 17

La inamovilidad judicial responde a una finalidad le-
gítima: proteger a las personas juzgadoras frente a pre-
siones externas y garantizar que sus decisiones se
adopten conforme al derecho y no en función de la ex-
pectativa de conservar el cargo. En el contexto funda-
cional de los Tribunales Agrarios, la estabilidad de sus
magistraturas contribuyó a dotar de continuidad y pro-
fesionalización a una jurisdicción especializada de
nueva configuración.

Sin embargo, independencia judicial e inamovilidad
indefinida no son conceptos equivalentes. Es posible
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garantizar la independencia durante un periodo legal-
mente determinado mediante reglas claras de nombra-
miento, ratificación y remoción por causa grave. La
certeza sobre la duración del cargo protege a la perso-
na juzgadora durante el periodo para el cual fue desig-
nada, mientras que un límite máximo favorece la re-
novación institucional.

La propia discusión parlamentaria mexicana ha identi-
ficado anteriormente la necesidad de analizar los efec-
tos de la permanencia indefinida de las magistraturas
agrarias. Sin prejuzgar sobre el desempeño individual
de quienes han ocupado esos cargos, la revisión perió-
dica de las reglas de integración de los órganos juris-
diccionales constituye una atribución legítima del le-
gislador cuando busca fortalecer su funcionamiento y
legitimidad.

V. Justificación de un plazo máximo de doce años

La presente iniciativa propone mantener el periodo
inicial de seis años previsto actualmente en la ley y
permitir una sola ratificación por un periodo adicional
de seis años. De esta manera, el tiempo máximo de
ejercicio de una magistratura agraria sería de doce
años.

El plazo propuesto busca equilibrar estabilidad y reno-
vación. Doce años constituyen un periodo suficiente-
mente amplio para desarrollar experiencia jurisdiccio-
nal, especialización técnica, conocimiento de la
problemática agraria regional y continuidad institucio-
nal. Al mismo tiempo, evita que la ratificación pro-
duzca la inamovilidad en el cargo de magistrado o ma-
gistrado de los tribunales agrarios.

La reforma no pretende someter a las personas magis-
tradas a evaluaciones políticas constantes ni disminuir
su autonomía. Durante los seis años del nombramien-
to inicial y, en su caso, durante los seis años de la rati-
ficación, deberán conservar las garantías necesarias
para resolver con independencia. La modificación re-
cae exclusivamente en la duración máxima del encar-
go.

La renovación periódica puede contribuir también a la
actualización de la jurisdicción agraria frente a proble-
mas contemporáneos relacionados con desarrollo ru-
ral, ordenamiento territorial, medio ambiente, dere-
chos de pueblos y comunidades, expansión urbana y

nuevas formas de aprovechamiento de la propiedad
social. Una institución con raíces históricas profundas
debe conservar su especialización y, al mismo tiempo,
mantener capacidad de renovación.

En este sentido, la propuesta se inscribe en la propia
evolución histórica del derecho agrario. Las institucio-
nes de 1915 respondieron a la necesidad de restitución
y dotación; el artículo 27 de 1917 constitucionalizó la
justicia social agraria; las reformas posteriores ajusta-
ron las autoridades y procedimientos; y en 1992 se
consolidó una jurisdicción autónoma y de plena juris-
dicción. La reforma al artículo 17 representa un ajuste
institucional de una etapa posterior, orientado a conci-
liar independencia, profesionalización, temporalidad y
renovación.

VI. Seguridad jurídica y régimen transitorio

Una reforma de esta naturaleza debe respetar los prin-
cipios constitucionales de seguridad jurídica e irretro-
actividad. Por ello, la iniciativa distingue entre las per-
sonas que sean nombradas o ratificadas con
posterioridad a la entrada en vigor del decreto y aque-
llas que, bajo el régimen vigente, ya hubieren adquiri-
do el carácter de inamovibles.

La aplicación del nuevo límite temporal debe diseñar-
se sin desconocer situaciones jurídicas consolidadas.
En consecuencia, se propone que el régimen de quie-
nes ya hubieren adquirido la inamovilidad antes de la
entrada en vigor se determine conforme a las disposi-
ciones constitucionales y legales aplicables, preser-
vando los principios de independencia judicial, seguri-
dad jurídica e irretroactividad. Esta previsión evita
convertir una reforma institucional hacia el futuro en
una afectación automática de derechos o situaciones
jurídicas previamente constituidas.

Para mayor claridad de la reforma, se presenta el si-
guiente cuadro comparativo:
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Con base en lo anterior se presenta a la consideración
del pleno de esta honorable Cámara la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 17 de la
Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, a fin de
establecer un plazo máximo para el ejercicio del
cargo de magistradas y magistrados

Único. Se reforma el artículo 17 de la Ley Orgánica de
los Tribunales Agrarios, para quedar como sigue:

Artículo 17. Las magistradas y los magistrados rendi-
rán protesta ante la Cámara de Senadores o la Comi-
sión Permanente y durarán en su encargo seis años.

Concluido dicho periodo pueden ser ratificados por
una sola ocasión, por un periodo adicional de seis
años, sin que en ningún caso puedan ejercer el cargo
por más de doce años.

Durante el periodo para el cual hayan sido designados o ra-
tificados, las magistradas y los magistrados únicamente
podrán ser removidos por causa grave, conforme al proce-
dimiento previsto en las disposiciones jurídicas aplicables.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las magistradas y los magistrados cuyo pri-
mer nombramiento se encuentre vigente a la fecha de

entrada en vigor del presente decreto podrán ser ratifi-
cados por una sola ocasión, por un periodo adicional
de seis años, sin que la duración total de su encargo
exceda de doce años.

Tercero. El régimen jurídico aplicable a las magistra-
das y los magistrados que hubieren adquirido el carác-
ter de inamovibles con anterioridad a la entrada en vi-
gor del presente decreto se sujetará a las disposiciones
constitucionales y legales aplicables, salvaguardando
los principios de seguridad jurídica, independencia ju-
dicial e irretroactividad de la ley.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputado Francisco Javier Estrada Domínguez (rúbrica)

Martes 22 de septiembre de 2026 Gaceta Parlamentaria95



QUE REFORMA EL ARTÍCULO 21 Y ADICIONA UN ARTÍCULO
24 BIS A LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL
SERVICIO DEL ESTADO, REGLAMENTARIA DEL APARTADO
B) DEL ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL, EN MATERIA DE
JORNADA INTENSIVA PARA PERSONAS PROGENITORAS BU-
RÓCRATAS, A CARGO DEL DIPUTADO ARTURO ROBERTO
HERNÁNDEZ TAPIA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE
MORENA

El suscrito, Arturo Roberto Hernández Tapia, dipu-
tado federal, integrante del Grupo Parlamentario Mo-
rena en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y en los artículos 6, numeral 1, frac-
ción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de este honorable
pleno, la presente iniciativa con proyecto de decreto,
por el que se reforma el artículo 21 y se adiciona un
artículo 24 Bis a la Ley Federal de los Trabajado-
res al Servicio del Estado, Reglamentaria del Apar-
tado B) del Artículo 123 Constitucional, en materia
de jornada intensiva para personas progenitoras
burócratas.

Exposición de Motivos

Planteamiento del problema:

En México, el fenómeno social de las madres y padres
burócratas del sector de la administración pública fe-
deral quienes también tienen la responsabilidad del
cuidado de sus hijos, es un tema que ha sido poco aten-
dido, a pesar de que conlleva toda una serie de proble-
máticas asociadas a dicha condición, resaltando como
una de las principales:

Obliga el cuidado de sus hijos y el tiempo de convi-
vencia con ellos mientras laboran en oficinas públicas,
con sus negativas consecuencias, ante dicha situación,
principalmente en jornadas prolongadas, como la mer-
ma de su desempeño laboral, las malas condiciones de
la estancia de los menores, los malos cuidados y mala
calidad de tiempo para su atención.

De acuerdo con el INEGI, “en el cuarto trimestre de
2023, siete de cada 10 mujeres de 15 años y más (38
459 122) eran madres. Por grupos de edad, 6.0 por
ciento de las adolescentes de 15 a 19 años y 44.9 por

ciento de las jóvenes de 20 a 29 años, tienen una hija
o hijo. Esta cifra se incrementa a nueve de cada 10 en
las mujeres de 40 a 49 años.”1

La Encuesta Nacional para el Sistema de Cuidados
(Enasic) 2022 y la Encuesta Nacional sobre Uso del
Tiempo (ENUT) 2024, elaboradas por el Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía (Inegi), “muestran
una mayor participación de los hombres en la crianza
de sus hijas e hijos, las mujeres continúan asumiendo
la mayor carga de trabajo doméstico y de cuidados. De
acuerdo con la Enasic, en 2022, 34.7 por ciento de los
hombres de entre 15 y 60 años (13.1 millones de per-
sonas) eran padres de al menos una hija o hijo menor
de 18 años. De ellos, 95.5 por ciento afirmó estar al
pendiente de sus cuidados.”2

Las personas trabajadoras deberían “tener derecho a
solicitar las adaptaciones de la duración y distribución
de la jornada de trabajo, en la ordenación del tiempo
de trabajo y en la forma de prestación, incluida la pres-
tación de su trabajo a distancia, para hacer efectivo su
derecho a la conciliación de la vida familiar y laboral.
Dichas adaptaciones deberán ser razonables y propor-
cionadas en relación con las necesidades de la persona
trabajadora y con las necesidades organizativas o pro-
ductivas”3

El hecho de que las personas progenitoras burócratas
no convivan el tiempo suficiente con sus hijos genera:

1- Desgaste en el Vínculo Emocional:

2- Vacíos de responsabilidad, afecto y pérdida de
autoridad.

3- Falta de Confianza.

4- Sentimientos de Culpa.

El gobierno federal, impulsa el “Programa de Estan-
cias Infantiles que apoya hogares con al menos un(a)
niño o niña de entre 1 y hasta 3 años 11 meses de edad
(un día antes de cumplir los 4 años), o entre 1 y hasta
5 años 11 meses de edad (un día antes de cumplir los
6 años) en casos de niños o niñas con alguna discapa-
cidad, teniendo una modalidad de apoyo a madres
trabajadores y padres solos. Los beneficiarios de es-
tos apoyos son madres, padres solos, tutores o princi-
pales cuidadores que trabajan, buscan empleo o estu-
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dian cubriendo el costo de los servicios de cuidado y
atención infantil.”4

Sin embargo, dicho programa aunque apoya quien cui-
de a los menores no resuelve la problemática de falta
de tiempo y convivencia necesario que deben de tener
los padres con sus hijos para poder darles la educación
necesaria y el vínculo emocional que les permita for-
mar ciudadanos de valores. Además de que dicho pro-
grama solo aplica para niños hasta los 6 años y con
considera a los menores de 6 años en adelante.

Por otro lado, en México existe una jornada laboral de-
nominada así misma “jornada intensiva, sin embargo,
puede acordarse en los convenios colectivos entre los
sindicatos de trabajadores y las empresas de la admi-
nistración pública federal. La jornada intensiva para
madres trabajadoras al servicio del estado es un con-
cepto relacionado con una jornada laboral más con-
centrada o reducida en tiempo, aunque no está esta-
blecida en la Ley Federal para Trabajadores al
Servicio del Estado.”5

La jornada intensiva consiste en que las trabajadoras y
trabajadores sindicalizados, laboren en sus respectivas
áreas organizando el tiempo de trabajo de manera con-
centrada, es decir, se labora de manera continua. Ge-
neralmente, se distribuye en una única parte del día, ya
sea por la mañana o por la tarde, por lo que las perso-
nas trabajadoras tendrán dependiendo de su horario
parte del día libre, para principalmente convivir y cui-
dar de sus hijos.

En España, como ejemplo, “esta modalidad de jornada
laboral se suele aplicar en los meses de verano, en la
jornada intensiva los trabajadores suelen empezar su
jornada más temprano de lo habitual y terminan antes,
permitiéndoles disfrutar de más tiempo libre en las tar-
des. Además, esta modalidad de jornada laboral puede
contribuir a reducir el tráfico en horas punta y mejorar
la conciliación de la vida laboral y familiar y, por tan-
to, del clima laboral en la empresa.”6

La normativa de España, la jornada intensiva se
encuentra establecida en su “Estatuto de los traba-
jadores y en los convenios colectivos de cada sec-
tor. El mismo estatuto establece que la jornada or-
dinaria de trabajo efectivo no podrá ser superior a
nueve horas diarias”7, pero permite que se esta-
blezcan excepciones en los convenios colectivos

que fijan una jornada de trabajo intensiva. Por lo
tanto, su artículo 34 del estatuto de trabajadores lo
establece de la siguiente forma:

“Artículo 34:Las personas trabajadoras tienen dere-
cho a solicitar las adaptaciones de la duración y dis-
tribución de la jornada de trabajo, en la ordenación
del tiempo de trabajo y en la forma de prestación,
incluida la prestación de su trabajo a distancia, para
hacer efectivo su derecho a la conciliación de la vi-
da familiar y laboral. Dichas adaptaciones deberán
ser razonables y proporcionadas en relación con las
necesidades de la persona trabajadora y con las ne-
cesidades organizativas o productivas de la empre-
sa. (Estatuto de trabajadores, 2025, página 66)

En el caso de que tengan hijos o hijas, las personas
trabajadoras tienen derecho a efectuar dicha soli-
citud hasta que los hijos o hijas cumplan doce años.
(Estatuto de trabajadores, 2025, página, 66)”8

La jornada intensiva diurna es similar a la diurna y
mixta, pero establece un horario reducido, a diferencia
de las otras jornadas se reduce la media hora de des-
canso porque se labora durante ese tiempo, buscando
concentrar el horario de trabajo en la mañana o en la
tarde respectivamente.

Consideramos que actualmente en México es impor-
tante que las personas progenitoras trabajadoras buró-
cratas puedan por ley acceder de manera voluntaria a
una jornada con horario intensivo que les permita te-
ner tiempo libre por las tardes o por las mañanas de-
pendiendo de su horario para cuidar y convivir con sus
hijos.

Por ello presentamos el siguiente cuadro comparativo
de la propuesta de reforma:
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Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Es-
tado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo
123 Constitucional

En mérito de lo anteriormente expuesto y fundado, so-
meto a la consideración de esta Honorable Soberanía,
la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforma el artículo 21 y se
adiciona un artículo 24 Bis a Ley Federal de los
Trabajadores al Servicio del Estado, Reglamenta-
ria del Apartado B) del Artículo 123 Constitucio-
nal, en materia de jornada intensiva para personas
trabajadoras progenitoras

Artículo Único.- Se reforma el artículo 21 y se adi-
ciona un artículo 24 Bis a la Ley Federal de los Tra-
bajadores al Servicio del Estado, Reglamentaria
del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional,
para quedar en los siguientes términos:

“Artículo 21.- Se considera trabajo diurno el com-
prendido entre las seis y veinte horas, nocturno com-
prendido entre las veinte y seis horas. Se considerará
jornada intensiva diurna la comprendida entre las
siete y las dieciséis horas y la comprendida entre las
catorce y veintiún horas y media.

Artículo 24 Bis.- Las personas trabajadoras proge-
nitoras que tengan hijos menores de edad, podrán
gozar de una jornada de trabajo intensiva diurna.”

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrara en vigen-
cia el día siguiente al de su publicación en el Periódi-
co Oficial de la Federación.

Notas

1 https://elindependiente.mx/palacio-nacional-
2024/2024/05/08/mexico-tiene-un-registro-de-38-5-millones-de-
mujeres-madres/

2 https://cimacnoticias.com.mx/2026/06/21/paternidades-presen-
tes-cuidados-desiguales/

3 https://www.criarconsentidocomun.com/derechos-madres-traba-
jadoras/

4 https://www.gob.mx/bienestar/articulos/mientras-tu-trabajas-
nosotros-los-cuidamos

5 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFT.pdf
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/abrir_pdf.php?id=PUB-
DT-2025-139 https://www.univision.com/estilo-de-vida/madres/5-
consecuencias-de-no-pasar-tiempo-en-casa

https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2024/EAP_10Mayo24.pdf

6 https://www.boe.es/biblioteca_juridica/abrir_pdf.php?id=PUB-
DT-2025-139https://www.univision.com/estilo-de-vida/madres/5-
c o n s e c u e n c i a s - d e - n o - p a s a r - t i e m p o - e n - c a s a
https://www.inegi.org.mx/contenidos/saladeprensa/aproposi-
to/2024/EAP_10Mayo24.pdf

7 https://www.boe.es/biblioteca_juridica/abrir_pdf.php?id=PUB-
DT-2025-139

8 https://www.boe.es/biblioteca_juridica/abrir_pdf.php?id=PUB-
DT-2025-139

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo
de San Lázaro, a 22 de septiembre de 2026.

Diputado Arturo Roberto Hernández Tapia (rúbrica)
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QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PE-
NAL FEDERAL Y DE LA LEY FEDERAL CONTRA LA DELIN-
CUENCIA ORGANIZADA, EN MATERIA DE SEGURIDAD PÚ-
BLICA, A CARGO DE LA DIPUTADA MAIELLA MARTHA
GABRIELA GÓMEZ MALDONADO, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA

La que suscribe, diputada Maiella Martha Gabriela
Gómez Maldonado, integrante del Grupo Parlamenta-
rio de Morena en ejercicio de la facultad que me otor-
ga los artículos 71, fracción II, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como 6o.
numeral 1, fracción I, 77 numeral 1, y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración del pleno de esta Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se adicionan diver-
sas disposiciones al Código Penal Federal y a la Ley
Federal Contra la Delincuencia Organizada, en mate-
ria de seguridad pública, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Con relación a la delincuencia organizada, la comisión
de los delitos no se constituye en el acto aislado de un
individuo, por el contrario, es resultado de la actuación
concertada de varias personas que, de manera delibe-
rada acuerdan dividir funciones y distribuir tareas pa-
ra la realización del hecho ilícito. Esta forma de orga-
nización implica una estructura operativa en la que
cada integrante aporta una contribución especifica al
resultado criminal.

En la lucha contra este fenómeno delictivo, las organi-
zaciones criminales comúnmente denominadas “cárte-
les” han desarrollado estructuras logísticas orientadas
a fortalecer y prolongar su capacidad operativa. Con
ese propósito, implementan amplias redes de vigilan-
cia en zonas urbanas, rurales y vías de comunicación,
mediante las cuales monitorean de forma sistemática
la presencia, desplazamiento y acciones de las autori-
dades encargadas de la seguridad pública.

Estas redes de vigilancia permiten a las organizaciones
criminales obtener información sobre la presencia y
movimientos de las autoridades, lo que facilita la eva-
sión de operativos, la fuga de sus integrantes y la
adopción de medidas para evitar su detección o captu-
ra. Como consecuencia, se obstruye el desarrollo de
las labores de prevención, investigación y reacción de

las instituciones de seguridad pública, reduciendo la
eficacia de la acción del Estado en el combate a la de-
lincuencia organizada.

A esto se le conoce como “halconeo”, el que hace re-
ferencia al comportamiento del ave que sigue a su pre-
sa antes de atacarla. Esta actividad, de acuerdo con
medios de comunicación, redes sociales o propias au-
toridades de gobierno, es definida como la vigilancia y
recolección de información para la ejecución de otros
delitos realizados por el crimen organizado.1

Diversos reportes públicos y operativos de seguridad
han documentado la existencia de redes de vigilancia
y monitoreo utilizadas por organizaciones de la delin-
cuencia organizada para obtener y transmitir informa-
ción sobre la presencia, desplazamiento y acciones de
las autoridades encargadas de la seguridad pública. En
algunos casos, dichas redes han estado integradas por
personas que desarrollan actividades cotidianas en es-
pacios públicos, quienes aprovechan su movilidad y
presencia territorial para comunicar información rele-
vante sobre operativos en curso. Este tipo de conduc-
tas permite a los grupos delictivos anticipar la actua-
ción de las autoridades, evadir acciones de detención y
adoptar medidas para obstaculizar la efectividad de los
operativos de seguridad.

El denominado “halconeo” constituye, hoy más que
nunca, una actividad que representa un obstáculo sig-
nificativo para la seguridad pública, la procuración de
justicia y la vigencia del Estado de derecho. La inter-
acción sistemática entre organizaciones de delincuen-
cia organizada y diversos sectores de la población ha
evidenciado la existencia de estructuras de apoyo que
facilitan sus operaciones ilícitas.

En México, diversas entidades federativas han incor-
porado en sus legislaciones penales el delito de halco-
neo o conductas equivalentes destinadas a sancionar la
vigilancia o transmisión de información a grupos de-
lictivos, sumando alrededor más de veinte estados que
han reconocido la necesidad de sancionar estas prácti-
cas que afectan la eficacia de las funciones de seguri-
dad pública, entre ellos Chihuahua, Coahuila, Colima,
Durango, Estado de México, Guerrero, San Luis Poto-
si, Sinaloa, Tabasco y Puebla.

Es importante señalar que diversos intentos legislati-
vos para tipificar esta conducta han resultado fallidos;
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tal es el caso de las legislaturas de los estados de Mi-
choacán y Chiapas, cuyas disposiciones fueron decla-
radas inconstitucionales por la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación al resolver acciones de
inconstitucionalidad promovidas por la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos.2

Se argumentó que, si bien la disposición persigue un
fin legítimo que busca proteger la seguridad pública
y la integridad de las corporaciones frente a prácti-
cas como el denominado halconeo, pero no satisface
los requisitos de necesidad ni de proporcionalidad en
una sociedad democrática, ya que la medida interfie-
re de manera innecesaria y desproporcionada en el
ejercicio del derecho fundamental de acceso a la in-
formación, al punto de abarcar supuestos legítimos,
como solicitudes de información o investigaciones
periodísticas relacionadas con asuntos de interés pú-
blico.3

La presente iniciativa no tiene por objeto restringir, li-
mitar o inhibir el ejercicio de los derechos fundamen-
tales a la libertad de expresión y de acceso a la infor-
mación, reconocidos en los artículos 6o. y 7o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos. Por el contrario, su diseño normativo parte del re-
conocimiento pleno de dichos derechos como pilares
esenciales de un sistema democrático.

La conducta que se propone tipificar no recae sobre la
mera obtención, posesión o difusión de información
en materia de seguridad pública, ni sobre el ejercicio
de actividades periodísticas, de investigación o de in-
terés público. La sanción penal se circunscribe exclu-
sivamente a aquellos supuestos en los que, de manera
dolosa y con la finalidad específica de favorecer a in-
tegrantes de la delincuencia organizada, se proporcio-
ne o comunique información operativa sensible que
incida directamente en la ejecución de las funciones de
seguridad pública.

De esta manera, la iniciativa establece elementos nor-
mativos claros y delimitados como el dolo específico,
la vinculación con la delincuencia organizada y la na-
turaleza operativa de la información que permiten dis-
tinguir de forma precisa entre las conductas constitu-
cionalmente protegidas y aquellas que constituyen una
forma de colaboración ilícita con estructuras crimina-
les. Con ello, se garantiza el respeto al principio de le-
galidad en su vertiente de taxatividad y se evita cual-

quier afectación indebida a los derechos de libertad de
expresión y acceso a la información.

Hasta la fecha dicha conducta no cuenta con una tipi-
ficación específica en el ámbito federal. Esta ausencia
normativa resulta particularmente relevante si se con-
sidera que muchas de estas actividades se realizan en
el contexto de operaciones de la delincuencia organi-
zada y afectan directamente la eficacia de operativos
desplegados por instituciones federales de seguridad,
lo que evidencia la necesidad de establecer una regu-
lación penal expresa en el ámbito federal.

Por otro lado, el Código Penal Federal contempla en
su Título Noveno, relativo a la revelación de secretos
y acceso ilícito a sistemas y equipos de informática,
diversos tipos penales encaminados a proteger la con-
fidencialidad de la información contenida en sistemas,
equipos y medios de almacenamiento informáticos de
las instituciones públicas. Sin embargo, dichas dispo-
siciones tutelan bienes jurídicos distintos a los que son
objeto de la presente iniciativa, pues se enfocan en
sancionar el acceso, obtención o utilización no autori-
zada de información contenida en medios informáti-
cos.

Asimismo, se limitan a información obtenida a través
de medios documentales o informáticos del Estado,
dejando fuera de su ámbito de sanción aquellas con-
ductas realizadas en campo, como ocurre cuando una
persona, al advertir el despliegue de un operativo de
seguridad pública, transmite dicha información por
cualquier medio de comunicación con el propósito de
facilitar su evasión.

Ahora bien, los artículos 6o. y 7o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
los artículos 13 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos y 19 del Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos, reconocen que la libertad
de expresión admite restricciones previstas en la ley
cuando resulten necesarias para proteger la seguridad
nacional y el orden público.

También en la Jurisprudencia de la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos se ha establecido de ma-
nera consistente que la libertad de expresión no es un
derecho absoluto, por lo que pueden ser admisibles
restricciones a dicho derecho, siempre y cuando dicha
restricción cumpla con los fines en una sociedad de-
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mocrática y que la restricción sea legal, idónea, nece-
saria y proporcional.4

Asimismo, la Convención de las Naciones Unidas
contra la Delincuencia Organizada Transnacional
(Convención de Palermo), en su artículo 5° dispone
que los Estados Parte se encuentran obligados a tipifi-
car no solo la comisión directa de delitos, sino también
la participación y contribución a las actividades de
grupos delictivos organizados, así como los artículos
6° y 11 del mismo instrumento reconocen la necesidad
de sancionar aquellas conductas que facilitan la opera-
ción de dichas organizaciones y de establecer penas
proporcionales a la gravedad de la intervención.

En este sentido, la Convención reconoce que la delin-
cuencia organizada opera mediante estructuras com-
plejas que incluyen redes de apoyo logístico e infor-
mativo, indispensables para su funcionamiento.

Además, un elemento central de la presente iniciativa
es la exigencia de dolo específico, entendido como la
voluntad consciente de realizar la conducta con la fi-
nalidad de favorecer a integrantes de la delincuencia
organizada. Este concepto encuentra respaldo en la
doctrina penal y en los criterios sostenidos por la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación, la cual ha esta-
blecido que el dolo implica el conocimiento de los ele-
mentos del tipo penal y la voluntad de llevar a cabo la
conducta, pudiendo además requerir una finalidad es-
pecífica cuando así lo exige la descripción típica.5

En este sentido, no basta la mera comunicación de in-
formación relacionada con operativos de seguridad
pública, sino que resulta indispensable acreditar que el
sujeto activo actuó con pleno conocimiento y con la
intención de facilitar la evasión, ocultamiento o reac-
ción de grupos delictivos. Con ello, se evita sancionar
conductas neutrales, fortuitas o propias del ejercicio
de derechos fundamentales, como la libertad de expre-
sión o el acceso a la información.

De esta manera, la incorporación del dolo específico
no solo fortalece la precisión normativa del tipo penal,
sino que también garantiza su compatibilidad con los
principios de legalidad y mínima intervención penal,
al circunscribir la sanción a aquellas conductas que re-
presentan una forma real y deliberada de colaboración
con la delincuencia organizada.

En segundo lugar, esta iniciativa prevé una agravante
cuando la conducta recaiga sobre información clasifi-
cada como reservada, en términos de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública. Ello
obedece a que dicha clasificación constituye una ex-
cepción al principio de máxima publicidad que rige la
información en posesión de las autoridades, precisa-
mente porque su divulgación puede comprometer la
seguridad nacional, la seguridad pública o afectar la
prevención y persecución de los delitos, de conformi-
dad con lo dispuesto en su artículo 112, fracción pri-
mera.

Adicionalmente, debe considerarse que, por regla ge-
neral, quienes tienen acceso a este tipo de información
son servidores públicos en su carácter de sujetos obli-
gados de acuerdo con el artículo 110 de la misma ley,
lo que implica una responsabilidad reforzada en su
resguardo. Por ello, cuando la conducta es realizada
por quienes tienen el deber de resguardar dicha infor-
mación, se actualiza una mayor gravedad, al vulnerar-
se no solo la seguridad pública, sino también los prin-
cipios de legalidad, honradez y profesionalismo que
deben regir el servicio público, así como la confianza
depositada en ellos.

En la misma línea de razonamiento, el tipo penal pro-
puesto observa un adecuado equilibrio entre la protec-
ción del interés público y el respeto a los derechos fun-
damentales, particularmente la libertad de expresión y
el acceso a la información. En efecto, la medida resul-
ta proporcional en tanto persigue un fin constitucional-
mente legítimo garantizar el funcionamiento eficaz de
las instituciones encargadas de la seguridad pública y,
al mismo tiempo, delimita de manera precisa la con-
ducta sancionada mediante la exigencia de un elemen-
to subjetivo específico, evitando con ello generar efec-
tos inhibitorios indebidos en el ejercicio de derechos.

Por último, la iniciativa no pretende restringir el flujo
de información ni sancionar conductas amparadas por
el orden constitucional, sino inhibir aquellas que, bajo
la apariencia de un ejercicio legítimo, constituyen en
realidad mecanismos de colaboración con la delin-
cuencia organizada que vulneran la seguridad pública,
afectan derechos fundamentales y comprometen la
dignidad de las personas. Así, la propuesta normativa
cumple con los principios de legalidad, necesidad y
proporcionalidad que rigen la intervención penal del
Estado.
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Por lo anteriormente expuesto, y con el objetivo de
fortalecer el marco jurídico para enfrentar de manera
más eficaz las conductas que obstruyen la acción de
las autoridades en materia de seguridad pública condi-
ción indispensable para el pleno ejercicio de los dere-
chos fundamentales se pretende adicionar un capítulo
V al Título Cuarto del Código Penal Federal y adicio-
nar una fracción al artículo 2o. de la Ley Federal Con-
tra la Delincuencia Organizada.

A continuación, se muestra un cuadro comparativo
que ilustra el planteamiento de la propuesta de modifi-
cación mencionada en la presente exposición de moti-
vos: Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a

consideración de este pleno de la Cámara de Diputa-
dos del honorable Congreso de la Unión, la presenta
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan diversas disposicio-
nes al Código Penal Federal y a la Ley Federal con-
tra la Delincuencia Organizada.

Artículo Primero. Se adiciona un capítulo V denomi-
nado de la obstrucción de funciones de seguridad pú-
blica, al Título Cuarto que comprende los artículos
164 Ter y 164 Quater al Código Penal Federal para
quedar como sigue:

Título Cuarto

Capítulo V
De la obstrucción de funciones 

de seguridad pública

Artículo 164 Ter.- Se impondrá de tres a seis años
de prisión y de quinientas a novecientas veces el va-
lor de la Unidad de Medida y Actualización, a
quien, con la finalidad de favorecer a integrantes
de la delincuencia organizada, dolosamente pro-
porcione, transmita o comunique de manera física
o virtual, información operativa relativa a la ubica-
ción, desplazamiento, ejecución de labores de de-
tención, investigación, estrategias, rutas o acciones
tácticas implementadas por las Fuerzas Armadas,
la Guardia Nacional o instituciones federales de se-
guridad pública, ya sea que dichas labores se reali-
cen de manera individual o en coordinación con au-
toridades estatales o municipales, cuando dicha
conducta tenga por objeto obstruir o impedir la
adecuada ejecución de tales labores.
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Las penas previstas en el presente artículo se dupli-
carán cuando la información comunicada sea in-
formación reservada en términos de la legislación
aplicable y la conducta sea realizada por quien ten-
ga el deber de resguardarla, sin eximir de las demás
responsabilidades administrativas que correspon-
dan.

Artículo 164 Quater. - Las penas se aumentarán en
una mitad más cuando:

I. Sea cometido por un conductor u operador de
transporte público terrestre de pasajeros, o de
cualquier tipo de embarcación marítima o aero-
nave.

II. Sea cometido por servidor público de alguna
corporación policial, se impondrá, además, la
destitución del empleo, cargo o comisión públi-
cos e inhabilitación de hasta cinco años para des-
empeñar otro.

III. Si el delito lo cometiera un miembro de las
Fuerzas Armadas Mexicanas o Guardia Nacio-
nal en situación de retiro, de reserva o en activo,
se le impondrá además de la pena de prisión se-
ñalada, la baja definitiva a la Institución que
pertenezca y se le inhabilitara de uno a cinco
años para desempeñar cualquier cargo o comi-
sión públicos.

Artículo Segundo. Se adiciona una fracción XII al ar-
tículo 2o. de la Ley Federal contra la Delincuencia Or-
ganizada para quedar como sigue:

Artículo 2o. - …

l. a XI […]

XII. La obstrucción de funciones de seguridad
pública, conforme a lo previsto en el artículo 164
Ter del Código Penal Federal.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://www.colef.mx/noticia/el-delito-de-halconeo/

2 https://articulo19.org/suprema-corte-reitera-inconstitucionali-
dad-del-delito-de-halconeo/

3 https://www.jornada.com.mx/noticia/2026/01/26/politica/invali-
da-la-corte-castigo-por-delito-de-halconeo-en-sinaloa

4 https://www.nuevarevista.net/la-libertad-de-expresion-en-la-ju-
risprudencia-de-la-corte-interamericana-de-derechos-humanos/

5 https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/175607

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputada Maiella Gómez Maldonado (rúbrica)

QUE REFORMA LAS FRACCIONES XXII Y XXIII, ADICIO-
NANDO UNA FRACCIÓN XXIV, AL ARTÍCULO 57; Y REFOR-
MA LAS FRACCIONES XXV Y XXVI, ADICIONANDO UNA
FRACCIÓN XXVII AL ARTÍCULO 116, DE LA LEY GENE-
RAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCEN-
TES, A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA ROSETE, DEL
GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, diputada María Rosete, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena de la LXVI Legisla-
tura de la Cámara de Diputados, con fundamento en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman las fracciones XXII y XXIII, adicionando
una fracción XXIV, al artículo 57; y se reforman las
fracciones XXV y XXVI, adicionando una fracción

Martes 22 de septiembre de 2026 Gaceta Parlamentaria103



XXVII al artículo 116, de la Ley General de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes, bajo la siguien-
te

Exposición de Motivos

El interés superior de la niñez constituye uno de los
principios fundamentales del orden jurídico mexicano
y obliga a todas las autoridades a colocar los derechos,
la integridad y el desarrollo de niñas, niños y adoles-
centes en el centro de cualquier decisión o actuación
que pueda afectarles.

En este sentido, la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos reconoce en su artículo 4o. que en
todas las decisiones y actuaciones del Estado se vela-
rá y cumplirá con el principio del interés superior de la
niñez, garantizando de manera plena sus derechos; es-
te mandato implica no solamente abstenerse de reali-
zar actos que puedan vulnerarlos, sino también des-
arrollar mecanismos institucionales capaces de
prevenir, identificar y atender oportunamente aquellas
circunstancias que pongan en riesgo su bienestar.

Esta obligación adquiere particular relevancia cuando
niñas, niños y adolescentes se encuentran inmersos en
contextos de violencia familiar, separación, divorcio,
disputas por guarda y custodia, régimen de conviven-
cias o cualquier otro conflicto entre las personas adul-
tas responsables de su cuidado.

Los conflictos familiares pueden generar consecuen-
cias que trascienden la relación existente entre las per-
sonas adultas, cuando estos alcanzan altos niveles de
confrontación, las niñas, niños y adolescentes pueden
quedar expuestos a presiones, descalificaciones, mani-
pulación, amenazas, interrupción de vínculos afectivos
o situaciones de violencia que repercutan directamen-
te en su estabilidad física, psicológica y emocional.1

Por ello, resulta indispensable partir de una premisa
fundamental: las niñas, niños y adolescentes deben ser
considerados sujetos de derechos que requieren pro-
tección y nunca instrumentos, responsables o medios
para prolongar los conflictos existentes entre las per-
sonas adultas.

La Convención sobre los Derechos del Niño establece
que el interés superior de la niñez deberá constituir
una consideración primordial en todas las medidas

concernientes a niñas y niños que adopten institucio-
nes públicas o privadas, tribunales, autoridades admi-
nistrativas u órganos legislativos; asimismo, reconoce
el derecho de toda niña y niño a ser protegido contra
cualquier forma de perjuicio, abuso físico o mental,
descuido, trato negligente, malos tratos o explotación
mientras se encuentre bajo la custodia de sus padres,
representantes legales o cualquier otra persona encar-
gada de su cuidado. (art. 19 Convención sobre los De-
rechos del Niño).2

En congruencia con estos principios, la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes reco-
noce un amplio catálogo de derechos y establece obli-
gaciones para las autoridades de los distintos órdenes
de gobierno. Sin embargo, la complejidad de los con-
flictos familiares hace necesario fortalecer los meca-
nismos institucionales para detectar oportunamente las
posibles afectaciones que éstos pueden producir en ni-
ñas, niños y adolescentes.3

El sistema educativo de nuestro país, es uno de los es-
pacios en los que niñas, niños y adolescentes desarro-
llan una parte importante de su vida, ello además de su
función educativa, constituye un entorno fundamental
para observar cambios significativos en su comporta-
miento, motivo por el cual es fácil observar las afecta-
ciones derivadas de situaciones en conflictos entre las
personas adultas responsables de su cuidado debido a
las alteraciones físicas, psicológicas, emocionales o
conductuales, que llegan a presentar.

La identificación de estas manifestaciones no significa
atribuir a las autoridades educativas una responsabili-
dad más, sino al contrario, el propósito es estrictamen-
te preventivo, permitir contar con herramientas que
permitan advertir posibles situaciones de riesgo y acti-
var, cuando resulte mecanismos que permitan garanti-
zar los derechos de niñas, niños y adolescentes.

Por ello, el interés superior de la niñez no puede en-
tenderse como una referencia meramente declarativa,
se debe constituir un criterio efectivo de actuación que
oriente las decisiones de todas las personas servidoras
públicas que intervengan en dichos procedimientos.

Ante ello, la Suprema Corte de Justicia de la Nación
ha desarrollado ampliamente el contenido del interés
superior de la niñez, reconociéndolo como un princi-
pio que exige que las autoridades analicen las circuns-
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tancias particulares de cada caso y ponderen priorita-
riamente las consecuencias que una decisión puede ge-
nerar sobre los derechos y el desarrollo integral de ni-
ñas, niños y adolescentes. Bajo esta perspectiva, los
conflictos entre personas adultas no pueden desplazar
el análisis de aquello que resulte más favorable para la
protección integral de la niñez. Tampoco puede permi-
tirse que las instituciones reproduzcan dinámicas que
coloquen a niñas, niños y adolescentes en una situa-
ción de mayor vulnerabilidad.4

Una separación, un divorcio o una controversia fami-
liar corresponde al ámbito de responsabilidad de las
personas adultas, por lo cual, las niñas, niños y ado-
lescentes no deben asumir las consecuencias de esas
confrontaciones ni convertirse en instrumentos para
causar daño, ejercer presión, obtener ventajas procesa-
les o prolongar disputas entre quienes tienen la res-
ponsabilidad de garantizar su cuidado.

La intervención del Estado debe impedir que los con-
flictos familiares trasciendan hacia la esfera de dere-
chos de niñas, niños y adolescentes, esto supone pre-
venir cualquier forma de violencia, pero también
detectar oportunamente sus posibles consecuencias y
asegurar que las autoridades actúen bajo una perspec-
tiva de derechos de la infancia.

Escuchar a la niñez no significa trasladarle la respon-
sabilidad de resolver un conflicto entre personas adul-
tas. Significa reconocerla como titular de derechos,
valorar su opinión conforme a su edad y grado de des-
arrollo y garantizar que cualquier determinación que
afecte su vida responda verdaderamente a su interés
superior.

Por ello, se propone adicionar una fracción XXIV al
artículo 57 y una fracción XXVII al artículo 116 am-
bos de la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, con el propósito de establecer que
las autoridades competentes implementen mecanis-
mos para identificar afectaciones físicas, psicológicas,
emocionales o conductuales que pudieran derivar de
situaciones de violencia familiar o de conflictos entre
las personas adultas responsables de su cuidado; así
como promover que las personas servidoras públicas
que intervengan en procedimientos relacionados con
conflictos familiares atiendan primordialmente al inte-
rés superior de la niñez dentro de sus decisiones.

Para mayor claridad se presenta el siguiente cuadro
comparativo:
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Por lo anteriormente expuesto, comprometida con los
derechos de las niñas, niños y adolescentes, así como
como la erradicación de la violencia familiar, y la pro-
tección que deba tener las y los servidores públicos en
cuanto al cumplimiento del interés superior de la ni-
ñez, tengo a bien presentar la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se adicionan y reforman diver-
sas disposiciones de la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes.

Único.- Se reforman las fracciones XXII y XXIII, adi-
cionando una fracción XXIV, al artículo 57; y se re-
forman las fracciones XXV y XXVI, adicionando una
fracción XXVII al artículo 116, de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para
quedar como sigue:

Artículo 57. Niñas, niños y adolescentes tienen dere-
cho a una educación de calidad que contribuya al co-
nocimiento de sus propios derechos y, basada en un
enfoque de derechos humanos y de igualdad sustanti-
va, que garantice el respeto a su dignidad humana; el
desarrollo armónico de sus potencialidades y persona-
lidad, y fortalezca el respeto a los derechos humanos y
a las libertades fundamentales, en los términos del ar-
tículo 3o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, la Ley General de Educación y
demás disposiciones aplicables.

…

Las autoridades federales, de las entidades federativas,
municipales y de las demarcaciones territoriales de la
Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas
competencias garantizarán la consecución de una edu-
cación de calidad y la igualdad sustantiva en el acceso
y permanencia en la misma, para lo cual deberán:

I. a XXII. …

XXII. Establecer acciones afirmativas que garanti-
cen el acceso y permanencia de niñas y adolescen-
tes embarazadas, faciliten su reingreso y promue-
van su egreso del sistema educativo nacional.

XXIII. Establecer mecanismos para que las autori-
dades educativas, escolares y los particulares con
autorización o reconocimiento de validez oficial de

estudios, notifiquen a la Procuraduría de Protección
correspondiente, los casos de asistencia irregular,
abandono o deserción escolar que se identifiquen
respecto de los alumnos que cursen educación bási-
ca y media superior en los centros educativos.

...

En caso contrario, se estará a lo dispuesto en el Ca-
pítulo Único del Título Sexto de la Ley, con inde-
pendencia de aquellas conductas que pudieran ser
consideradas como delitos conforme a la normativi-
dad en la materia, y

XXIV. Implementar, en coordinación con las au-
toridades competentes, mecanismos de identifi-
cación, de niñas, niños y adolescentes que presen-
ten afectaciones físicas, psicológicas, emocionales
o conductuales que pudieran derivar de situacio-
nes de violencia familiar o de conflictos entre las
personas adultas responsables de su cuidado.

La actuación de las autoridades educativas deberá
privilegiar en todo momento la protección de los
derechos de niñas, niños y adolescentes y evitar
cualquier práctica que implique su estigmatización
o revictimización.

Artículo 116. Corresponden a las autoridades federa-
les y locales de manera concurrente, las atribuciones
siguientes:

I. a XXV. …

XXV. Garantizar que niñas, niños y adolescentes
tengan acceso a agua potable para su consumo e hi-
giene;

XXVI. Impulsar acciones para fomentar la crianza po-
sitiva dirigidas a quienes ejercen la patria potestad, tu-
tela, guarda, custodia o cualquier persona que incida en
el cuidado y atención de niñas, niños y adolescentes, y

XXVII. Promover la capacitación y sensibiliza-
ción de las personas servidoras públicas que in-
tervengan en procedimientos administrativos o
jurisdiccionales relacionados con conflictos fa-
miliares, a efecto de identificar posibles actos de
utilización o instrumentalización de niñas, niños
y adolescentes y garantizar que las determina-
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ciones que se adopten atiendan primordialmente
a su interés superior;

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las legislaturas de las entidades federativas,
en el ámbito de sus respectivas competencias, realiza-
rán las modificaciones legislativas conforme a lo dis-
puesto en el presente Decreto, dentro de los ciento
ochenta días naturales siguientes a su entrada en vigor.

Tercero. Las autoridades competentes deberán reali-
zar las adecuaciones correspondientes a sus protocolos
y mecanismos de actuación dentro de los ciento
ochenta días naturales siguientes a la entrada en vigor
del presente decreto.

Cuarto. Las acciones derivadas del presente decreto
se realizarán con cargo a los recursos humanos, mate-
riales y presupuestarios aprobados a las autoridades
competentes, por lo que su implementación no impli-
cará ampliaciones presupuestarias para el ejercicio fis-
cal correspondiente.

Notas
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputada María Rosete (rúbrica)

QUE ADICIONA UN SEGUNDO PÁRRAFO A LA FRACCIÓN
VIII DEL ARTÍCULO 47 BIS DE LA LEY DE AVIACIÓN CI-
VIL, EN MATERIA DE BOLETO ABIERTO, A CARGO DEL DI-
PUTADO DANIEL MURGUÍA LARDIZÁBAL, DEL GRUPO
PARLAMENTARIO DE MORENA

El suscrito, diputado federal Daniel Murguía Lardi-
zábal, integrante del Grupo Parlamentario de Morena
en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como la fracción I, numeral 1, del artículo 6 y los artí-
culos 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, somete a consideración de esta soberanía, la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adiciona un segundo párrafo a la fracción
VIII del artículo 47 Bis de la Ley de Aviación Civil,
en materia de boleto abierto, al tenor del siguiente

Planteamiento del Problema

En nuestro país cada año se incrementan los vuelos
nacionales tanto como internacionales, lo cual refleja
un dinamismo en las actividades privadas como co-
merciales, tan solo en el “2025, el transporte aéreo re-
gular en el país movilizó 122 millones 400 mil pasaje-
ros, lo que representó un crecimiento de 2.4 por ciento
en comparación con 2024”1.

A estas cifras ascendentes de flujo de visitantes, vie-
nen aparejada una serie de situaciones que deben ser
atendidas y a las que se enfrentan los viajeros nacio-
nales e internacionales, por ejemplo, es frecuente que
al comprar unos boletos de avión se tenga la certi-
dumbre de hacerlos efectivos en el vuelo de salida y,
en su caso, de regreso. Cierto es que, en algunas oca-
siones, las personas usuarias pueden perder el vuelo
derivado de causas indirectas a ellos, como lo puede
ser el retraso del vuelo, las filas largas, temas persona-
les, por citar sólo algunos.

Es en ese sentido que, el objetivo de esta iniciativa es
que las personas usuarias de vuelos de avión, tengan la
opción de la compra de un boleto abierto, y que éste,
pueda ser usado en fecha diferente a la señalada dado
que, por algunas circunstancias la persona usuaria no
haya tomado el vuelo que originalmente ya había cu-
bierto y que en algunas ocasiones es inimputable a ella
misma.
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Exposición de Motivos

A nivel mundial la demanda de vuelos ha crecido, en
las últimas tres décadas, el transporte aéreo mundial,
medido en kilómetros-pasajero de ingresos (RPK), ha
superado sistemáticamente el crecimiento económico,
expandiéndose a un ritmo aproximadamente 2.3 veces
superior al del PIB mundial. Sin embargo, esta ten-
dencia se ha moderado en los últimos años. Para el pe-
riodo 2024-2026, se prevé que el crecimiento de los
RPK se ajuste más al del PIB, situándose en torno a
1.5 veces. Para octubre de 2025, el tráfico mundial de
pasajeros aumentó un 5.3 por ciento interanual, cifra
que se mantiene en general en línea con el promedio
histórico a largo plazo del 5 por ciento2.

En nuestro país, los avances de la actividad aeropor-
tuaria también son significativos. A principios de loa
década de los 90 se movilizaban alrededor de 14.3 mi-
llones de pasajeros anuales3.

Para el año 2025, Sectur, a través de su titular Josefi-
na Rodríguez Zamora informó que, en el periodo de
enero a diciembre del 2025, se transportaron 63.5 mi-
llones de pasajeros en vuelos nacionales, es decir, un
incremento de 3.3 por ciento con relación al año ante-
rior. Por lo que respecta a vuelos internacionales, se
movilizaron cerca de 58.9 millones de usuarios, es de-
cir, eso significa un incremento de 1.5 por ciento en
comparación con el año 20254.

Respecto del mercado nacional, las aerolíneas de Viva
Aerobús y Volaris concentraron el mayor flujo de pa-
sajeros, al transportar en conjunto 46.8 millones, cifra
que representó un aumento de 6.5 por ciento frente a
2024 y un crecimiento de 69.4 por ciento respecto a
2019. Respecto a los vuelos internacionales, durante
el mismo periodo se transportaron 58 millones 910
mil pasajeros, lo que significó un incremento de 1.5
por ciento en comparación con 2024 y un avance de
23.0 por ciento frente a los niveles prepandemia de
20195. Las principales aerolíneas mexicanas que ope-
raron vuelos internacionales fueron Aeroméxico y Vo-
laris, al movilizar 14 millones 316 mil pasajeros, lo
que representó un crecimiento de 5.1 por ciento res-
pecto a 2024 y de 44.9 por ciento en comparación con
2019.

Aun cuando se mantiene un comportamiento favorable
y ascendente, se presentan otras cifras, “la Procuradu-

ría Federal del Consumidor (Profeco) informó que,
desde enero de 2024, hasta agosto de 2025, la Procu-
raduría General del Consumidor (Profeco) recibió 3
mil 921 quejas contra aerolíneas”6.

Entre las principales quejas prevalecen las que respec-
ta a los reembolsos, cobros indebidos, cancelaciones
imprevistas y demoras, las anteriores en su mayoría,
son resultado de operaciones directas de las aerolíneas
y que afectan -indudablemente- a las personas pasaje-
ras.

Las aerolíneas con más quejas se encuentran:

• Aerovías de México, S.A. de C.V. (Aeroméxico)

• Aeroenlaces Nacionales, S.A. de C.V. (Volaris)

• ABC Aerolíneas, S.A. de C.V. (Interjet)

• Concesionaria Vuela Compañía de Aviación, Sapi
de C.V. (Viva Aerobús)

• Transportes Aeromar, S.A. de C.V.

Es de mencionar que cada día crece la demanda por
vuelos aéreos, los cuales, se han convertido no solo en
un vehículo de transporte de personal o de turismo, si-
no una herramienta de trabajo para millones de viaje-
ros que se trasladan de un punto a otro dentro de la Re-
pública Mexicana.

Una característica inherente a los vuelos es el precio,
el cual, en muchas ocasiones el boleto cuesta más que
todo el hospedaje del viaje. Otras veces, simplemente
ya no existe la ruta directa que antes conectaba ciuda-
des importantes. Lo que antes era un vuelo de una ho-
ra, ahora puede convertirse en una odisea de ocho ho-
ras con escalas innecesarias en varias ciudades del
país7.

Por ejemplo, los precios de los vuelos en México ce-
rraron diciembre con un fuerte repunte, registrando los
mayores precios de 2025 por la alta demanda de la
temporada vacacional. De acuerdo con datos del Ins-
tituto Nacional de Geografía y Estadística (INEGI), el
precio de los vuelos en diciembre pasado presentó un
incremento de 19.89 por ciento8 respecto a noviem-
bre.
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Por su parte, en este año 2026, las aerolíneas subieron
sus tarifas de cara a las vacaciones de Semana Santa,
cuando la Sectur calculó la llegada de 4 millones de
visitantes a los principales destinos del país, 2.6 por
ciento más que en el mismo periodo de 2025. Por su
parte, el INEGI encontró que los boletos de avión se
encarecieron en promedio 13.2 por ciento durante la
primera mitad de marzo. Se trata de la mayor alza de
precios desde finales de 2024, y además casi triplica-
ron a la inflación nacional, cuya tasa fue de 4.6 por
ciento9.

En esta visión multifactorial y las relaciones que se
implican entre las personas usuarias y los prestadores
de servicios, se encuentran una serie de circunstancias
por las que se puede perder un vuelo imputables e in-
imputables a los usuarios. A continuación10, se enun-
cian algunas de las más importantes:

• Llegar tarde al aeropuerto: Perder un vuelo por
tráfico intenso en la ciudad o porque el metro o tren
que te llevaba al aeropuerto ha fallado, es algo muy
frecuente. También nos encontramos con esta causa
en vuelos cortos nacionales o vuelos recurrentes,
donde la persona que pierde el vuelo ha realizado
ese trayecto a esa hora y en ese aeropuerto con asi-
duidad, apura demasiado el tiempo para llegar al ae-
ropuerto y cuando quiere llegar al embarque, este
ya ha cerrado.

• Confundirse de hora o de día: dada algún cam-
bio de horario, de región o de país. Muchas perso-
nas confunden la hora de salida de su vuelo, espe-
cialmente cuando se trata de vuelos de madrugada y
se presentan en el aeropuerto horas después, a me-
dia mañana.

• Largas filas de los controles de seguridad y
aduanas de los aeropuertos: Especialmente en épo-
cas de gran afluencia de viajeros, como son los me-
ses de julio y agosto, en grandes aeropuertos se ob-
servan largas filas para pasar controles de pasaportes
o de seguridad. Muchos viajeros que llegan con la
antelación debida ven que llega la hora de salida de
su vuelo y siguen a la espera de poder pasar los per-
tinentes controles y aún así, se pierden los vuelos.

• No disponer de la documentación obligatoria:
No se puede abordar en un vuelo si no se muestra la
documentación obligatoria. Esta depende del desti-
no y la nacionalidad y es deber como viajero cono-
cer cuáles son los requisitos para poder viajar. Si te
deniegan el embarque por no disponer de CURP,
pasaporte, visa o cualquier otro documento, no se
puede realizar el viaje.

• Perder el vuelo de conexión por retraso del an-
terior vuelo: En este caso, no es culpa del viajero.
Si bien, en estos casos, se puede prever con mayor
tiempo de escala para hacer la conexión, esto no
siempre es posible.

• Perder el vuelo por enfermedad: aquí, puede es-
tar contemplado o no en el seguro, pero, aun así, es
una pérdida del vuelo. 

• Perder el vuelo por overbooking: Esta situación
se da por culpa de la aerolínea, que ha vendido más
billetes que plazas disponibles en el avión.
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La conjunción anterior entre precios elevados de los
boletos y pérdida de vuelo por alguna de las diversas
causas imputables o inimputables a las personas usua-
rias nos hacen reflexionar sobre la oferta y demanda
en el servicio y como poder abonar a una construcción
de soluciones que sean asequibles a ambas partes. Un
boleto es oneroso y la perdida de éste, es una afecta-
ción a la economía familiar.

En este sentido, es de reconocer que la actividad de ae-
roportuaria ha crecido de manera significativa durante
las últimas décadas, sin embargo, también es impor-
tante exponer que aún hay importantes áreas de opor-
tunidad, es por ello que, el sentido de esta iniciativa es
abonar a los derechos del pasajero, respecto de la pro-
tección en el consumo de los boletos de avión y ante
los precios del mercado, se pueda brindar una opción
de boleto abierto a la ciudadanía.

La motivación entre los diversos aspectos vertidos en
la presente, conducen principalmente a la reducción
del riesgo de perder dinero ante la posibilidad de pér-
dida de vuelo. Actualmente, las opciones económicas,
son las más rígidas.

Para una mayor comprensión se presenta una tabla
comparativa de la adición propuesta:

Decreto

Por el que se adiciona un segundo párrafo a la frac-
ción VIII del artículo 47 Bis de la Ley de Aviación
Civil, en materia de boleto abierto.

Único. se adiciona un segundo párrafo a la fracción
VIII del artículo 47 Bis de la Ley de Aviación Civil, en
materia de boleto abierto, para quedar como sigue:

Artículo 47 Bis. La persona concesionaria, asignataria
o permisionaria están obligadas a proporcionar un ser-
vicio eficiente y de calidad a las personas pasajeras.

Para garantizar lo anterior, debe respetar y cumplir con
cuando menos sus siguientes derechos:

I. a VII. …

VIII. La persona pasajera puede solicitar la devolu-
ción de su boleto en caso de que decida no efectuar
el viaje, siempre y cuando lo comunique a la perso-
na concesionaria, asignataria o permisionaria en el
lapso de veinticuatro horas contadas a partir de la
hora de la compra del boleto. Pasado este plazo, la
persona concesionaria, asignataria o permisionaria
determinará las condiciones de la cancelación.

La persona pasajera tendrá la opción de adqui-
rir boletos bajo modalidad de fecha abierta o bo-
leto abierto. El concesionario o permisionario
deberá ofrecerla sujeta a:

a. Vigencia de un año, a partir de la fecha de
expedición.

b. Deberá estar sujeto a la disponibilidad de
asiento.

c. Podrá ser solicitado con 24 horas de antici-
pación.

IX. a X. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputado Daniel Murguía Lardizábal (rúbrica)

QUE ADICIONA UNA FRACCIÓN XI, RECORRIÉNDOSE LAS
SUBSECUENTES, DEL ARTÍCULO 2O. Y ADICIONA UNA
FRACCIÓN TERCERA AL ARTÍCULO 16 DE LA LEY FEDERAL
DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE
LOS PARTICULARES, EN MATERIA DE INTELIGENCIA ARTI-
FICIAL, A CARGO DEL DIPUTADO DANIEL MURGUÍA LAR-
DIZÁBAL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El suscrito, diputado federal Daniel Murguía Lardi-
zábal, integrante del Grupo Parlamentario de Morena
en la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de este honorable
pleno, la presente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona una fracción XI recorriéndo-
se las subsecuentes del artículo 2 y se adiciona una
fracción tercera al artículo 16 de la Ley Federal de
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Protección de Datos Personales en Posesión de los
Particulares, en materia de inteligencia artificial, al
tenor del siguiente

Planteamiento del Problema

La Inteligencia artificial (IA) se ha integrado en pro-
cesos que han transformado la productividad, la toma
de decisiones y la eficiencia, sin embargo y paralela-
mente a los resultados obtenidos por la IA en diversos
sectores, se presentan desafíos que es apremiante aten-
der, como lo es el uso ético, la privacidad y el trata-
miento de los datos personales.

A pesar de los vastos beneficios obtenidos por el uso
de sistemas de IA, los riesgos son un tema que no pue-
de manejarse aisladamente.

A través del uso de sistemas de IA se han obtenido de
manera ilegítima datos personales de usuarios de al-
gún servicio para la comisión de un ilícito.

Es por ello por lo que, la presente iniciativa tiene por
objeto que el responsable sobre el tratamiento de datos
personales informe al titular de manera clara, com-
prensible y accesible cuando la obtención y tratamien-
to de datos personales se realice, total o parcialmente,
mediante sistemas de inteligencia artificial para reco-
pilar, procesar y analizar datos que permitan generar
perfiles, recomendaciones o decisiones.

Exposición de Motivos

La IA desde sus primeras concepciones sobre la exis-
tencia de un lenguaje universal que permitiera razonar
mecánicamente1 ha evolucionado hacia tecnologías
más sofisticados que han hecho posible simular el
aprendizaje humano, logrando ampliar día con día los
campos de su aplicación en sectores como: salud, fi-
nanzas, transporte, educación, entretenimiento, tecno-
logía, comercio, los cuales la han introducido en sus
procesos para optimizar experiencias y para la toma de
decisiones más informadas.

El uso de la IA se ha potencializado en la vida cotidia-
na de las personas desde una gestión más básica, has-
ta para la realización de tareas más complejas.

Con base a datos The Competitive Intelligence Unit “la
comprensión de la IA entre los usuarios mexicanos es

un mosaico de niveles. Un 25.2 por ciento afirma tener
un elevado entendimiento, lo que indica un núcleo de
usuarios informados. Sin embargo, 50.9 por ciento tie-
ne alguna comprensión, lo que apunta una familiari-
dad superficial, mientras que 23.9 por ciento admite
tener poca comprensión”2. Lo anterior, plantea que los
mexicanos están familiarizados con la IA porque han
escuchado hablar de ella o porque la han incorporado
en algún aspecto de su vida desde el ámbito personal,
académico o laboral.

La mayor cantidad de estudios sobre la integración de
la IA en el día a día, presentan la coincidencia de que
las y los mexicanos ya utilizan herramientas de inteli-
gencia artificial, superando los promedios globales. “Si
bien el uso lúdico sigue siendo alto el 78 por ciento re-
conoce utilizarla con fines recreativos, 2025 marca un
giro hacia la utilidad práctica. El 77 por ciento de los
usuarios en México emplea la IA para profundizar co-
nocimientos y aprender cosas nuevas, superando inclu-
so el promedio mundial, que se sitúa en 74 por ciento”
(Our life with AI, Ipsos y presentado por Google).

Un estudio adicional denominado “Desbloqueando el
Potencial de la IA en México” realizado por Strand
Partners para Amazon Web Servicies, reveló un creci-
miento acelerado en la adopción de la IA en algún pro-
ceso determinado al interior de una empresa, al pasar
del 38 por ciento al 48 por ciento en un periodo de es-
tudio de 12 meses3. El uso de la IA al interior de las
empresas sujetas del estudio expone que ya les repor-
ta mejoras sustanciales en productividad (88 por cien-
to) y un 86 por ciento ya percibe retornos positivos.

La tendencia evolutiva en el uso de la IA en el sector
empresarial le ha facilitado incorporar análisis predic-
tivos y la ejecución de tareas, sin modificar su modelo
de negocios, aunque la intervención de la IA, ha visi-
bilizado la posibilidad de ampliar o cambiarlo.

La Secretaría de Economía presentó un estudio secto-
rial de adopción de Inteligencia Artificial con datos del
Instituto Nacional de Estadística y Geografía denomi-
nado: “México Inteligente: La manufactura frente a la
oportunidad que no espera.”4 En donde se planteó que
la manufactura mexicana se encuentra en una fase
temprana, pero con importante potencia para elevar la
competitividad de México y colocarle en una posición
estratégica en las cadenas globales de alta tecnología
(Comunicado número 48. SE).
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Son notorios los diversos campos de aplicación de la
IA y en donde su desarrollo ha mejorado sustancial-
mente procesos económicos y sociales, presentándose
como una alternativa sólida para optimizar resultados,
crecer e innovar.

Uno de los principales retos a atender es el uso ético
de los sistemas de IA, ya que, es una certeza que, el
desarrollo de ésta desde un ámbito de innovación tec-
nológica cada vez estará ocupando más espacios en
donde las personas serán más susceptibles a su expo-
sición y con esto, al riesgo -potencial- de que su infor-
mación personal sea recopilada y expuesta en espacios
para la comisión de algún delito, como lo es el fraude
digital, que en los meses recientes ha incrementado su
incidencia.

Sobre el fraude digital, el sistema financiero sólo en la
anualidad del 2025 “procesó más de 108,000 denun-
cias por fraude digital, con pérdidas que superaron los
MXN 11,300 millones (aproximadamente USD 611
millones) solo en fraude digital reportado. Si se suman
los casos asistidos por inteligencia artificial y deepfa-
kes, la cifra escala a más de MXN 20,000 millones (?
USD 1,067 millones)”5.

Los datos personales como nombres, direcciones, nú-
meros telefónicos, credenciales de acceso, correos
electrónicos, identificaciones oficiales, cuentas banca-
rias pueden ser recopilados a través de sistemas sofis-
ticados de IA que son usados para imitar información
de portales oficiales y que inducen a las personas
usuarias al llenado de formularios o a la descarga de
archivos maliciosos.

Por citar un ejemplo, para emular sitios o perfiles ofi-
ciales de instituciones bancarias, se hace uso de alertas
para las personas usuarias sobre algún movimiento de-
tectado, para que estas ingresen a direcciones web
fraudulentas que se asemejan a sus portales oficiales
para obtener datos personales de las y los cuentaha-
bientes (phishing). En este caso, la empresa de ciber-
seguridad Kaspersky refiere que los phishing creados
por IA fortalecen el envío en gran volumen de mensa-
jes personalizados, ampliando con esto un mayor al-
cance potencial.

Un vector frecuente del phishing y que utiliza infor-
mación obtenida por alguna variante de éste y que es
utilizado en la comisión de un delito es el de:

Identidades sintéticas. - A través del robo de datos
personales se fabrica una identidad ficticia combinan-
do información personal real con un perfil inventado
para crear una identidad falsa, y así, lograr la comisión
de algún delito que preferentemente, está vinculado
con instituciones financieras.

La vulneración se bifurca en dos direcciones, la prime-
ra de ellas, a través de la recopilación de información
de datos personas obtenidos mayoritariamente a través
del uso de la IA y posteriormente, por medio de ésta, se
crea una identidad por medio de una deepfake.6

En este sentido, es importante mencionar que de
acuerdo con el Informe sobre Fraude de Identidad
2025-2026 de Sumsub, “…en México los intentos de
fraude con deepfakes crecieron 484 por ciento en un
año […]. Este porcentaje coloca al país como el se-
gundo con mayor crecimiento en América Latina y el
Caribe, solo por detrás de Guatemala. El fraude […]
ya no consiste en falsificar documentos como una cre-
dencial oficial, sino en crear identidades digitales
completas que combinan datos personales, dispositi-
vos y patrones de comportamiento”7.

Ante al creciente y preocupante afectación ha trascen-
dido que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
(CNBV) y el Banco de México (Banxico) están cons-
truyendo esfuerzos institucionales para fortalecer la
identidad digital (eID), lo que se traduciría en un es-
quema de biometría avanzada.

Es de mencionarse que, así como las instituciones fi-
nancieras se encuentran en franco crecimiento en la
adopción de la IA en alguno de sus procesos como lo
es atención a clientes, personalización de servicios y
análisis de créditos, en diversos sectores están en al-
gún nivel de adopción de la IA y aun cuando esto me-
jora productividad, resultados y alcances, el riesgo de
afectación está y estará presente.

Para Microsoft México8 el uso IA en el país presenta
una expansión sostenida, no obstante, requiere entre
otras acciones de marcos regulatorios que equilibren la
innovación, la mitigación de riesgos, la gobernanza y
su uso responsable.

Un flujo y automatización de información requerida
para la ejecución u optimización de algún proceso
puede representar un riesgo inevitable, en el caso de
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un mal uso de ésta, -principalmente- por la constante
mejora y perfeccionamiento para procesar una mayor
cantidad de datos con mayor autonomía, mejora de
predicciones o decisiones.

Es en este sentido que, la presente propuesta atendien-
do el avance vertiginoso de la IA y su aplicación en di-
versos campos se suma a los diversos esfuerzos por
fortalecer el marco legal en materia de regulación de
IA y con ello, contar con certeza jurídica que proteja
derechos sin detener la innovación y su desarrollo.

Por ello, a fin de proteger los datos personales de los
titulares, se propone que el responsable sobre el trata-
miento de datos personales informe de manera clara,
comprensible y accesible cuando la obtención y trata-
miento de datos personales se realice, total o parcial-
mente, mediante sistemas de inteligencia artificial pa-
ra recopilar, procesar y analizar datos que permitan
generar perfiles, recomendaciones o decisiones.

Asimismo, toda vez que la Ley Federal de Protec-
ción de Datos Personales en Posesión de los Parti-
culares vigente, no establece referencia alguna res-
pecto de la Inteligencia Artificial y para brindar mayor
certeza jurídica, se propone adicionar en las disposi-
ciones contenidas en el artículo 2, definición propues-
ta y aprobada por la Comisión de Ciencia y Tecnolo-
gía de la Cámara de Diputados en el Dictamen en
sentido positivo con modificaciones, a las Iniciati-
vas con Proyecto de Decreto que adicionan y modi-
fican diversas disposiciones de la Ley General en
materia de Humanidades, Ciencias, Tecnologías e
Innovación en materia de Inteligencia Artificial,
con fecha del 30 de junio del 2025, que a la letra dice:

Artículo 4. …

I. a XV. ...

XV Bis. Inteligencia artificial: Es un sistema ba-
sado en máquinas que, para un conjunto de ob-
jetivos explícitos o implícitos definidos por hu-
manos, es capaz de procesar datos de entrada y
generar información de salida, como prediccio-
nes, recomendaciones, contenidos o decisiones,
que pueden influir en su interacción con entor-
nos reales o virtuales. Estos sistemas utilizan mo-
delos de inferencia y análisis automatizado, con
distintos niveles de autonomía y adaptación;

XVI. a XXVII. ...

Para una mayor comprensión se presenta una tabla
comparativa de las adiciones propuesta:

Decreto

Por el que se adiciona una fracción XI recorriéndo-
se las subsecuentes del artículo 2 y se adiciona una
fracción tercera al artículo 16 de la Ley Federal de
Protección de Datos Personales en Posesión de los
Particulares, en materia de inteligencia artificial.

Único. Se adiciona una fracción XI recorriéndose
las subsecuentes del artículo 2 y se adiciona una
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fracción tercera al artículo 16 de la Ley Federal de
Protección de Datos Personales en Posesión de los
Particulares, en materia de inteligencia artificial,
para quedar como sigue:

Artículo 2. Para los efectos de la presente Ley se en-
tenderá por:

I. a X. …

XI. Inteligencia artificial: Es un sistema basado
en máquinas que, para un conjunto de objetivos
explícitos o implícitos definidos por humanos, es
capaz de procesar datos de entrada y generar in-
formación de salida, como predicciones, reco-
mendaciones, contenidos o decisiones, que pue-
den influir en su interacción con entornos reales
o virtuales. Estos sistemas utilizan modelos de
inferencia y análisis automatizado, con distintos
niveles de autonomía y adaptación.

XII. a XXI. …

Artículo 16. …

I. …

II. …

III. Cuando la obtención y tratamiento de sus
datos personales se realice, total o parcialmente,
mediante sistemas de inteligencia artificial para
recopilar, procesar y analizar datos que permi-
tan generar perfiles, recomendaciones o para to-
ma de decisiones, los responsables deberán in-
formar a la persona titular de manera clara,
comprensible y accesible.

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Notas

1 Historia de la inteligencia artificial. BBVA [en línea] [consulta-
do el 24 de agosto de 2026]. Disponible en:
https://www.bbva.com/es/innovacion/historia-de-la-inteligencia-
artificial/

2 Panorama de la IA en México: Entre el Conocimiento y la Pre-
caución. CIU. [en línea]. [consultado el 14 de agosto de 2026].
Disponible en: https://www.theciu.com/publicaciones-
2/2025/4/7/panorama-de-la-ia-en-mxico-entre-el-conocimiento-y-
la-precaucin

3 IA en México 2026: 48% empresas usan IA pero 46 por ciento
no sabe si funciona. El ecosistema StartUp. 13 de agosto de 2026.
[en línea] [consultado el 16 de agosto de 2026]. Disponible en:
https://ecosistemastartup.com/ia-en-mexico-2026-48-empresas-
usan-ia-pero-46-no-sabe-si-funciona/

4 La adopción de IA en la manufactura mexicana se asocia con re-
tornos medibles: +18.8 por ciento en producción y +5.4 por ciento
en salarios. Secretaría de Economía. [en línea]. [consultado el 16
de agosto de 2026]. Disponible en: https://www.gob.mx/se/pren-
sa/la-adopcion-de-ia-en-la-manufactura-mexicana-se-asocia-con-
retornos-medibles-18-8-en-produccion-y-5-4-en-salarios

5 Fraude digital en México 2026: cómo evolucionan las amenazas
y las reglas. 25 de mayo de 2026Facephi. [en línea] [consultado el
25 de agosto de 2026]. Disponible en: https://facephi.com/obser-
vatory/evolucion-fraude-mexico/

6 “Los deepfakes son videos, imágenes o audios generados con in-
teligencia artificial que imitan la apariencia y la voz de una perso-
na con tal precisión que pueden engañar tanto a las personas como
a los algoritmos”. Deepfake. Seon. [en línea]. [consultado el 26 de
agosto de 2026]. Disponible en: https://seon.io/es/recursos/glosa-
rio/deepfake/

7 Aumentan fraudes con deepfakes. Romero, Rubén. El Sol de
México. 28 de marzo de 2026. [en línea] [consultado el 26 de agos-
to de 2026]. Disponible: https://oem.com.mx/elsoldemexico/finan-
zas/aumentan-fraudes-con-deepfakes-29177641

8 México ya es potencia en la IA: Su uso en la oficina supera con
mucho el promedio mundial. Suárez, Estephanie. Cronista Méxi-
co. 17 de junio de 2026. [en línea] [consultado el 27 de agosto de
2026]. Disponible en: https://www.cronista.com/mexico/finanzas-
economia/mexico-ya-es-potencia-en-la-ia-su-uso-en-la-oficina-
supera-con-mucho-el-promedio-mundial/

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputado Daniel Murguía Lardizábal (rúbrica)
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QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 10, FRACCIONES XV Y
XVI; Y 17, FRACCIÓN IX, DE LA LEY GENERAL PARA LA
ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A PERSONAS CON LA CONDI-
CIÓN DEL ESPECTRO AUTISTA, A CARGO DE LA DIPUTADA
MARÍA DAMARIS SILVA SANTIAGO, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, diputada María Damaris Silva Santia-
go, del Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamentos en lo dis-
puesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo en los artículos 6, numeral 1; 77, numeral I; y 78,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman los
artículos 10, fracciones XV y XVI; y 17, fracción IX
de la Ley General para la Atención y Protección a
Personas con la Condición del Espectro Autista, al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La inclusión plena y efectiva de las personas con dis-
capacidad constituye una obligación del Estado mexi-
cano y un elemento indispensable para garantizar el
ejercicio de los derechos humanos en condiciones de
igualdad, dignidad y no discriminación; dentro de este
compromiso, resulta fundamental reconocer las nece-
sidades particulares de las personas con la condición
del espectro autista y eliminar las barreras que todavía
limitan su participación en los distintos ámbitos de la
vida social, particularmente en el laboral.

En este contexto es importante señalar que, el 30 de
abril de 2015 fue publicada en el Diario Oficial de la
Federación la Ley General para la Atención y Protec-
ción a Personas con la Condición del Espectro Autis-
ta, con el objeto de impulsar la plena integración e in-
clusión de estas personas a la sociedad, mediante la
protección de sus derechos y necesidades fundamenta-
les.1

La expedición de este ordenamiento significó un avan-
ce relevante en el reconocimiento jurídico de las per-
sonas con la condición del espectro autista, al estable-
cer derechos y mecanismos encaminados a favorecer
su inclusión en ámbitos como la salud, educación, ca-
pacitación, recreación y participación social.

No obstante, a más de una década de su expedición,
resulta necesario continuar fortaleciendo su contenido
para responder a los retos que persisten para alcanzar
una inclusión sustantiva, particularmente en materia
de acceso al trabajo digno, contratación, permanencia
y desarrollo laboral.

Actualmente, el artículo 10 de la Ley reconoce como
derechos fundamentales de las personas con la condi-
ción del espectro autista recibir formación y capacita-
ción para obtener un empleo adecuado, sin discrimina-
ción ni prejuicios, así como percibir una remuneración
justa por su colaboración laboral productiva.2

Si bien estas disposiciones constituyen una base im-
portante, resulta pertinente fortalecerlas incorporando
expresamente los conceptos de trabajo digno, igualdad
de condiciones y oportunidades reales, a efecto de que
el reconocimiento legal no se limite únicamente a la
capacitación o al acceso formal a un empleo, sino que
contemple condiciones que permitan a las personas
con la condición del espectro autista incorporarse ple-
namente a la vida productiva.

El derecho al trabajo no debe entenderse exclusiva-
mente como la posibilidad de acceder a una fuente de
empleo, sino también a que las personas puedan des-
empeñarse en condiciones de igualdad y no discrimi-
nación, permanecer en su empleo, desarrollar sus capa-
cidades y contar con oportunidades para su crecimiento
laboral y profesional, considerando que el contar con
una discapacidad no debe de ser motivo de limitación
para el pleno desarrollo en el campo de trabajo.

En ese sentido, el Estado mexicano ha desarrollado
distintas políticas públicas en favor de la inclusión la-
boral de las personas con discapacidad, principalmen-
te a través de la Secretaría del Trabajo y Previsión So-
cial y del Servicio Nacional de Empleo, mediante
acciones de vinculación laboral, capacitación para el
trabajo, intermediación laboral y estrategias dirigidas
a facilitar la incorporación de personas con discapaci-
dad al mercado laboral.3

En consecuencia, la presente iniciativa propone refor-
mar la fracción XV del artículo 10 para establecer ex-
presamente el derecho a recibir formación y capacita-
ción para obtener un empleo digno y adecuado, sin
discriminación ni prejuicios, en igualdad de condicio-
nes y oportunidades reales.
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Asimismo, se propone fortalecer la fracción IX del ar-
tículo 17. El texto vigente establece únicamente la pro-
hibición de abusar de las personas con la condición del
espectro autista en el ámbito laboral; sin embargo, di-
cha disposición resulta general frente a las diversas
conductas que pueden constituir obstáculos para su in-
clusión laboral; por ello, se propone establecer expre-
samente la prohibición de negar, restringir o limitar
oportunidades de acceso, contratación, permanencia o
desarrollo laboral, así como cualquier forma de abuso
o discriminación en cualquier campo de trabajo.

Esta modificación permitirá otorgar mayor claridad al
contenido de la norma, al reconocer que la discrimina-
ción laboral puede presentarse en diferentes momentos
de la relación de trabajo: desde la búsqueda y acceso
al empleo, durante el proceso de contratación y en la
permanencia, hasta las oportunidades de capacitación,
promoción y desarrollo profesional.

Para mayor claridad se presenta el siguiente cuadro
comparativo:

Por lo anteriormente expuesto comprometida con la
comunidad autista, es que presento la siguiente refor-
ma que permita fortalecer la Ley General para la Aten-

ción y Protección a Personas con la Condición del Es-
pectro Autista en materia laboral permitiendo avanzar
hacia un marco jurídico más claro y acorde con el prin-
cipio de igualdad y no discriminación, complementan-
do las políticas públicas que actualmente desarrolla el
Estado mexicano, contribuyendo a eliminar las barre-
ras que todavía enfrentan las personas con la condi-
ción del espectro autista para incorporarse y permane-
cer en el mercado laboral, es que someto a
consideración de esta honorable asamblea el siguiente
proyecto de 

Decreto que reforma los artículos 10, fracciones
XV y XVI; y 17, fracción IX de la Ley General pa-
ra la Atención y Protección a Personas con la Con-
dición del Espectro Autista

Único. Se reforman los artículos 10, fracciones XV y
XVI; y 17, fracción IX de la Ley General para la Aten-
ción y Protección a Personas con la Condición del Es-
pectro Autista, para quedar como sigue:

Artículo 10. Se reconocen como derechos fundamen-
tales de las personas con la condición del espectro au-
tista y/o de sus familias, en los términos de las dispo-
siciones aplicables, los siguientes:

I. a XIV. …

XV. Recibir formación y capacitación para obtener
un empleo digno y adecuado, sin discriminación ni
prejuicios, en igualdad de condiciones y oportu-
nidades reales;

XVI. Percibir la remuneración justa por la presta-
ción de su colaboración laboral productiva, que les
alcance para alimentarse, vestirse y alojarse ade-
cuadamente, así como también para solventar cual-
quier otra necesidad vital, en los términos de las
disposiciones constitucionales, convencionales, le-
gales y de las correspondientes leyes reglamenta-
rias;

Artículo 17. Queda estrictamente prohibido para la
atención y preservación de los derechos de las perso-
nas con la condición del espectro autista y sus fami-
lias:

I. a VIII. …

Martes 22 de septiembre de 2026 Gaceta Parlamentaria117



IX. Negar, restringir o limitar oportunidades de
acceso, contratación permanencia o desarrollo
laboral, así como cualquier forma de abuso o
discriminación en el ámbito laboral.

X. a XI. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGAPP-
CEA_270516.pdf

2 https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/publicaciones_scjn/
p u b l i c a c i o n / 2 0 2 2 -
02/Manual%20para%20juzgar%20con%20perspectiva%20de%20
g%C3%A9nero%20en%20materia%20laboral_5_compressed.pdf

3 https://www.som360.org/es/articulo/dificultades-personas-autis-
tas-ambito-laboral

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputa-
dos, honorable Congreso de la Unión, a 22 de sep-
tiembre de 2026.

Diputada María Damaris Silva Santiago (rúbrica)

QUE REFORMA LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 53 DE LA
LEY GENERAL DE EDUCACIÓN, EN MATERIA DE CIBERSE-
GURIDAD, A CARGO DE LA DIPUTADA LETICIA FARFÁN
VÁZQUEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, Leticia Farfán Vázquez, diputada por
el estado de Michoacán, integrante del Grupo Parla-
mentario de Morena en la LXVI Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y en la fracción I del numeral
1 del artículo 6 y los artículos 77 y 78 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de este pleno la presente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforma la fracción I del artículo 53,
de la Ley General de Educación, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

“La ciberseguridad es como un sistema inmuni-
tario, requiere actualización constante” – Vinton
Cerf

La transformación digital ha modificado profunda-
mente nuestros procesos de comunicación, producción
de conocimiento, acceso a la información y desarrollo
de las actividades educativas. Para nuestros niños, ni-
ñas y adolescentes, estos entornos digitales, represen-
tan espacios de permanente aprendizaje, participación
y convivencia. Esto obliga a que el sistema educativo
mexicano incorpore, a la par con el aprovechamiento
pedagógico de las tecnologías, capacidades orientadas
a la protección de datos personales, pensamiento críti-
co, prevención de riesgos y actuación responsable en
el entorno digital tan cotidiano.

En nuestro país, aproximadamente el 80 por ciento de
los niños y más del 90 por ciento de los adolescentes
tienen acceso a internet, aunque incluso muchos de
ellos no cuenten con una computadora en casa, pero sí
con dispositivos como teléfonos inteligentes y tabletas
que les permiten mayor acceso a la información, ma-
yor contacto son sus familias.

El acceso a internet representa una oportunidad para
ampliar las posibilidades educativas y de desarrollo;
sin embargo, la expansión de la conectividad también
ha incrementado la exposición de los menores de edad
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a fenómenos como la violencia digital, ciberacoso,
contactos con personas con fines de abuso, fraude, su-
plantaciones de identidad, así como otras prácticas que
podrían afectar su integridad y sus derechos.

De acuerdo con el Módulo sobre Ciberacoso 2024 del
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI),
la medición nacional reconoce la necesidad de obser-
var no sólo la prevalencia del ciberacoso, sino también
las medidas de seguridad utilizadas por la población y
la protección de la información en internet.

Hoy en día, la ciberseguridad se ha convertido en una
necesidad imperante para nuestras actividades coti-
dianas; en la población adulta y adultos mayores y
cada vez más notorio en las infancias los tiempos
prolongados frente a una pantalla, sitios cada vez
más comunes con información poco verídica, consu-
mos de contenidos de poco valor, la digitalización de
la mayoría de servicios, se ha convertido en un ries-
go latente, cada vez que dejamos información alma-
cenada en nuestras redes digitales, ésta puede ser re-
cuperada por cualquiera que pueda tener acceso a ella
e incluso distribuida de manera poco ética o legal a
múltiples personas con objetivos malintencionados o
criminales.

Actos tan sencillos para un menor e incluso una per-
sona mayor que debería ya contar con conocimientos
básicos en seguridad digital, como subir una foto a sus
redes sociales, etiquetar los lugares que se frecuenta,
fotos de menores, o cualquier archivo que revele cues-
tiones más personales, dan paso a riesgos como el
“grooming”, que tiene como finalidad formas de inter-
cambiar información o imágenes de menores entre
grupos, para algún ataque de carácter sexual.

Un menor está expuesto a los mismos riegos que una
persona adulta y es posible orientarlo, de manera erró-
nea, a un ambiente plagado de extorsiones, estafas,
hackeo de datos o robos de identidad, mediante cir-
cunstancias que les haga revelar, por ejemplo, datos
sensibles de sus padres como información personal o
principalmente, información financiera.

Por tanto, es necesario tomar acciones cada vez más
robustas y eficientes en especial atención a nuestros
pequeños, dando como resultado que éstos puedan es-
tar cada vez más preparados para afrontarlas y contar
con respuestas de acción rápida ante un acontecimien-

to que ponga en riesgo su información e integridad en
un ambiente cibernético.

UNICEF México, a través de numerosas investigacio-
nes, ha afirmado que cada vez es más cotidiano en la
vida de nuestros niños, niñas y adolescentes la conec-
tividad mediante smartphones, tabletas, computado-
ras, laptops y demás artículos que cuenten con cone-
xión a internet ya sea en un entorno casero / familiar y
en uno escolar, cuyo uso forma parte de su desarrollo
pedagógico en las aulas.

Es por ello por lo que, a través de esta propuesta, se
enfatiza que, por medio de nuestro sistema educativo,
se fortalezcan los conocimientos, redes de apoyo y ha-
bilidades que mejores la protección en un ambiente di-
gital y se reduzca cualquier posible riesgo, sin llegar a
la restricción de estos servicios y su acceso.

La ciudadanía digital complementa esta dimensión
preventiva. No basta con enseñar a evitar riesgos; tam-
bién es necesario formar a las y los estudiantes para
participar de manera informada y respetuosa en espa-
cios digitales, ejercer sus derechos, reconocer sus res-
ponsabilidades y desarrollar pensamiento crítico fren-
te a la información que reciben y difunden,
equilibrando las oportunidades que les brinda la tec-
nología con la protección de su bienestar, privacidad y
seguridad.

En el contexto nacional, la Secretaría de Educación
Pública ha impulsado durante 2026 una discusión so-
bre el uso responsable de los medios digitales y sobre
la necesidad de fortalecer una cultura digital conscien-
te, crítica y responsable. Este debate confirma que el
desafío educativo no puede reducirse a la disponibili-
dad de dispositivos, sino que requiere atender las com-
petencias necesarias para desenvolverse de manera se-
gura y constructiva en una sociedad cada vez más
digitalizada.

Asimismo, la propuesta preserva la distribución de
competencias entre Federación y entidades federativas
al establecer que las acciones deberán desarrollarse
por las autoridades educativas dentro del ámbito de
sus atribuciones. Esto permite que la implementación
se adapte a los distintos contextos regionales y niveles
educativos, sin desconocer la diversidad de condicio-
nes tecnológicas y sociales existentes en el país.
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En consecuencia, esta iniciativa pretende contribuir a
actualizar el marco jurídico educativo frente a las con-
diciones de la vida digital contemporánea, cuyo pro-
pósito es que el acceso a la tecnología esté acompaña-
do por capacidades para ejercer derechos, prevenir
riesgos y participar responsablemente en el espacio di-
gital. La seguridad digital, entendida desde la educa-
ción, debe convertirse en un componente de la forma-
ción integral y no en una respuesta posterior a la
materialización del daño.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a considera-
ción de esta honorable asamblea el siguiente proyecto
de

Decreto por el que se reforma la fracción I del artí-
culo 53 de la Ley General de Educación.

Único. Se reforma la fracción I del artículo 53 de la
Ley General de Educación, para quedar como sigue:

Artículo 53. Las autoridades educativas, en el ámbito
de sus competencias, impulsarán en todas las regiones
del país, el desarrollo de la investigación, la ciencia,
las humanidades, la tecnología y la innovación, de
conformidad con lo siguiente:

I. Promoción del diseño y aplicación de métodos y
programas para la enseñanza, el aprendizaje y el fo-
mento de la ciencia, las humanidades, la tecnología
e innovación, incorporando acciones de forma-
ción en seguridad digital, prevención de riesgos
para un uso ético, crítico y responsable en el en-
torno digital, en todos los niveles de la educación;

II. …

III. …

IV. …

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

https://www.inegi.org.mx/programas/mociba/2024/

https://www.unicef.org/mexico/proteger-niñez-violencia-digital

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGE.pdf

https://www-unesco-org.translate.goog/en/articles/global-citizens-
h i p - e d u c a t i o n - d i g i t a l - a g e - t e a c h e r -
guidelines?_x_tr_sl=en&_x_tr_tl=es&_x_tr_hl=es&_x_tr_pto=tc

https://www.unesco.org/es/digital-education

https://www.unicef.org/mexico/mantener-seguros-ninas-ninos-y-
adolescentes-en-internet

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputada Leticia Farfán Vázquez (rúbrica)

QUE ADICIONA TRES PÁRRAFOS AL ARTÍCULO 22 DE LA
LEY SOBRE REFUGIADOS, PROTECCIÓN COMPLEMENTA-
RIA Y ASILO POLÍTICO, EN MATERIA DEL PROCEDIMIENTO
PARA LA SOLICITUD DE REFUGIO, A CARGO DE LA DIPUTA-
DA MARÍA DAMARIS SILVA SANTIAGO, DEL GRUPO PAR-
LAMENTARIO DE MORENA

Quien suscribe, diputada María Damaris Silva Santia-
go, integrante del Grupo Parlamentario de Morena en
la LXVI Legislatura de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
los dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, 6, numeral 1; 77, numeral I; y 78, del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se adicionan tres párrafos al
artículo 22 de la Ley sobre Refugiados, Protección
Complementaria y Asilo Político en materia del
Procedimiento para la Solicitud de Refugio, al tenor
de la siguiente:
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Exposición de Motivos

México es un país que al paso del tiempo se ha con-
vertido en una opción viable no solo para los migran-
tes, sino también para aquellos solicitantes de refugio
y asilo político; el siglo XX fue parteaguas para poner
en la agenda nacional un importante reto que como pa-
ís se debía adoptar apegándose a los tratados interna-
cionales en materia de refugiados que surgieron debi-
do al contexto mundial que se vivía.

La incorporación del régimen de refugio a la legisla-
ción mexicana en 1990, y la ratificación por parte de
México, diez años más tarde, de la Convención de
1951 sobre el Estatuto de los Refugiados, suscrita en
el marco de las Naciones Unidas.1 dan paso a la crea-
ción de una institución que fungiría como una vía de
primer acercamiento para todas aquellas personas que
huían de su país de origen, principalmente de Centro-
américa y que traían consigo un temor fundado por el
cual su vida o la de sus familias corrían peligro, hoy en
día se conoce como Comisión Mexicana de Ayuda a
Refugiados.

Es cierto que las instituciones sirven para estructurar y
organizar la vida pública del país, con base a ello y su
importancia se debe considerar que éstas deben res-
ponder a las necesidades internas, de manera que evo-
lucionen para adaptarse a las nuevas demandas, en es-
te caso, para aquellas que exige un panorama
migratorio profundo.

Cabe resaltar que el sistema operativo de la COMAR
se ha visto rebasado, ya que tras el aumento de peti-
ciones y la disminución de personal en sus oficinas es
casi insostenible llevar un seguimiento y resolución
constante a los diversos casos de solicitud de refugio,
por ende, es necesario promover ajustes cuya finalidad
sea alcanzar una mayor eficiencia en cuanto a la aten-
ción brindada para que México siga siendo un país
ejemplar respecto al proceso de brindar refugio y asi-
lo político.

La ley plasma de manera puntual los pasos a seguir pa-
ra obtener una constancia de solicitud de refugio, mis-
mos que se pueden entender en lo siguiente. 1) Pre-
sentar la solicitud de petición; 2) Llenar el formulario
donde brindan una constancia; 3) Esperar la entrevista
de elegibilidad y 4) Resolución de la solicitud.2 De
primera impresión es un proceso sencillo al igual que

intuitivo, pero para efectos de esta iniciativa es nece-
sario prestar atención en el punto 2, ya que, una vez
otorgada la constancia, la persona que solicita debe ir
a comparecer cada cierto tiempo.

Respecto a lo anterior, existe una laguna importante
que se presenta ante la falta de establecimiento de la
periodicidad que debería de ser considerada en el Re-
glamento de la Ley Sobre Refugiados, Protección
Complementaria y Asilo Político, ya que actualmente
en las páginas informativas de la misma Comisión,
permite realizar una libre interpretación de la COMAR
dónde establece un plazo de comparecencia que se de-
be cumplir cada diez días.

Aunado a ello, surge una ausencia de certeza jurídica,
ya que no se tiene un fundamento claro sobre los tiem-
pos de comparecencia de las personas solicitantes de
refugio. A su vez el tiempo mayormente aceptado es el
que las páginas informativas arrojan, de tal manera que
se ven obligadas a presentar su firma de manera perió-
dica cada diez días hábiles generando así un hábito que,
si bien es crucial para el trámite que presentan, también
crea ciertos efectos colaterales en su estilo de vida.

Los migrantes y refugiados presentan varios retos du-
rante su tránsito y llegada, al estar en territorio mexi-
cano pocas veces una autoridad les brinda información
o los vincula con la Comisión para que puedan iniciar
sus registros. Las condiciones materiales del sistema
al igual que las limitaciones estructurales de la CO-
MAR evitan que se pueda llevar a cabo un proceso
efectivo y sobre todo que les brinde seguridad a las y
los refugiados en temas de protección internacional.

Como parte crucial del presente documento, se busca
expandir el plazo para realizar las visitas periódicas
cada 30 días hábiles para cualquier actualización de
datos, posible resolución o acreditación de permanen-
cia en la entidad donde se inició el trámite, este cam-
bio tiene como finalidad 3 propósitos que se desglosan
a continuación.

Homologación Jurídica, al identificar la necesidad de
plasmar una temporalidad general en los distintos ca-
nales de comunicación de la Comisión, así como en las
leyes y reglamentos correspondientes, se tendrá como
finalidad homogeneizar la información vertida en
ellos, para así evitar situaciones de conflicto por tener
una distinta interpretación de los tiempos.
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Se hará una mejor precisión para ayudar tanto a los so-
licitantes como a quienes llevan a cabo el proceso pa-
ra llevar un mejor orden de atención y respuesta a los
casos logrando otorgar una pronta resolución.

Mejoría en la estabilidad y calidad de vida de las per-
sonas solicitantes de refugio, dentro del panorama de
los refugiados es menester precisar en sus necesidades
como individuos, ya que, si bien es prioridad obtener
una regularización de su estatus, también detrás de ello
están otras preocupaciones constantes que requieren
de un tiempo y atención por parte de las personas.

Al llegar aquí carecen de un libre acceso a servicios
cruciales para la subsistencia humana, tales como vi-
vienda, trabajo, alimentación, educación, servicios
médicos y sobre todo una red de apoyo que los guíe
durante el trayecto para poder regularizarse en Méxi-
co. Esto genera una serie de situaciones que complican
su estancia, sumando también que su calidad de vida
se ve considerablemente afectada al tener una preocu-
pación adicional de por medio, recordemos que las
personas en situación de movilidad humana, principal-
mente refugiados, llegan con una serie de afectaciones
físicas y emocionales, pues dentro del último reporte
hecho por ACNUR el 52% de la población refugiada
declara la violencia, persecución y amenazas como
principales causas de salida.3

Dentro del país se necesita asegurar un verdadero res-
guardo a pesar de los retos que se pueden presentar, ya
que entre menor tiempo pasen las personas refugiadas
atendiendo trámites regulatorios o bien éstos sean más
efectivos, podrán tener una mayor adaptabilidad para
conocer y reconocer los espacios en donde se desen-
vuelven, generando así un mayor sentido de seguridad
humana dentro de un país que para ellos y ellas es to-
talmente desconocido.

Asistir constantemente a comparecer genera una rup-
tura en el día a día de los solicitantes de condición de
refugio, al igual que un gasto constante en traslados,
mismo que puede ocasionar una encrucijada importan-
te respecto a su toma de decisiones, pues por un lado
se encuentra la necesidad de ir a plasmar su firma y
por otro lado el ahorrar dinero para poder cubrir los
viáticos que ocupan para efectuar esa travesía en un
periodo muy corto de tiempo, generando así desisti-
mientos que pueden ocasionar un retraso adicional a
las actividades cotidianas de la COMAR.

En el momento que se genera una mayor flexibilidad en
los tiempos, es posible brindar tranquilidad a las perso-
nas solicitantes de refugio, pues no tienen que acudir
constantemente de manera presencial para asentar su si-
tuación migratoria. En consecuencia, ello refuerza una
política de asilo de largo alcance que involucra desde la
recepción de la población hasta la integración local.

Celeridad y Orden en los trámites rezagados de la CO-
MAR, dar un primer paso a este ajuste operativo de la
Comisión brindará muchos beneficios que ayudarán a
mejorar los cursos de acción para atender la llegada de
la población refugiada y migrante a México. Éstos se
pueden reflejar en el desahogo de peticiones para ge-
nerar una resolución, ya que casi 60 por ciento de las
solicitudes que presentaron el año pasado los migran-
tes extranjeros que iniciaron el trámite en México se
encuentran en rezago.4

El dejar una ventana de tiempo logrará que el personal
de la Comisión pueda hacer revisión de cada caso que
se ha presentado con anterioridad para así otorgar una
respuesta ya sea positiva o negativa a quienes han es-
tado esperando su resolución durante más de un año.

De igual forma, evitará una sobrecarga de trabajo, que
obstaculiza realizar las labores necesarias para efec-
tuar un proceso efectivo que se ve limitado por no con-
tar con los recursos necesarios para cumplir la verda-
dera misión de la Comisión, de esta forma también se
fomenta el atender las solicitudes con detenimiento y
empatía, dejando en segundo lugar un cumplimiento
imperativo por el simple hecho de justificar el actuar
de la institución.

En suma, cabe aclarar que el periodo marcado no es de
manera arbitraria, ya que en el caso de identificar si-
tuaciones que requieran una comparecencia de mayor
frecuencia las autoridades competentes podrán optar
por solicitar asistencias extraordinarias, pero única-
mente bajo resolución fundada y motivada.

También se debe resaltar que en protección de los de-
rechos de las personas solicitantes de refugio y en cui-
dado de la reiteración de procesos, la incomparecencia
no producirá efectos negativos de inmediatos, siempre
y cuando exista una causa debidamente justificada con
la finalidad de priorizar la dignidad humana al igual
que potencializar la labor de México como país san-
tuario de la protección internacional.
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El apoyo que se les otorga a las instituciones por me-
dio de la reestructuración operativa a través del poder
legislativo es un acto de esfuerzo en conjunto, ya que
se identifica un problema que bien se debe aclarar no
es únicamente responsabilidad en este caso, de la co-
misión, si no que las grandes coyunturas que ha en-
frentado el país en cuestiones de movilidad humana la
han llevado a tener ciertas dificultades, pero que con
un buen acercamiento e identificación de esos obstá-
culos es posible ir moldeando cada una de sus partes
para que se convierta en una institución más eficaz,
confiable y humana.

Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria
y Asilo Político

Por lo antes fundamentado, se somete a consideración
de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de 

Decreto, por el que se adicionan tres párrafos al ar-
tículo 22 de la Ley Sobre Refugiados, Protección
Complementaria y Asilo Político, para quedar como
sigue:

Artículo único. – Se adicionan tres párrafos al artícu-
lo 22 de la Ley Sobre Refugiados, Protección Com-
plementaria y Asilo Político, para quedar como sigue:

Artículo 22. La Secretaría expedirá a cada solicitante
y a sus dependientes una constancia de trámite respec-
to de la solicitud de reconocimiento de la condición de
refugiado.

Las personas solicitantes de la condición de refu-
giado deberán presentarse a comparecer ante la
Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados o, en su
caso, ante el Instituto Nacional de Migración, una
vez cada 30 días hábiles durante la sustanciación
del procedimiento, con la finalidad de acreditar su
permanencia y mantener actualizada la informa-
ción necesaria para la continuación de su trámite.

A su vez, la Coordinación podrá solicitar una compa-
recencia extraordinaria para casos específicos, pero
solamente mediante resolución fundada y motivada.

La incomparecencia no producirá por sí misma la
conclusión o abandono del procedimiento cuando
exista causa justificada, debidamente acreditada
ante la autoridad competente.

Transitorios

Primero. - El presente decreto entrará en vigor el si-
guiente día posterior a su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Segundo. - El Ejecutivo federal deberá realizar las
adecuaciones necesarias al Reglamento de la Ley so-
bre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo
Político dentro de los noventa días naturales siguientes
a la entrada en vigor del presente decreto a efecto de
armonizar con las disposiciones de comparecencia
mensual establecidas.

Tercero. - La Comisión Mexicana de Ayuda a Refu-
giados deberá realizar las adecuaciones correspon-
dientes de manera interna a su Manual de Procedi-
mientos y a su vez a sus páginas informativas dentro
de los noventa días naturales siguientes a las adecua-
ciones emitidas por el Ejecutivo Federal al Reglamen-
to de la Ley Sobre Refugiados, Protección Comple-
mentaria y Asilo Político para lograr una
homologación de los plazos establecidos.

Cuarto. - Antes de la entrada en vigor de la presente
normativa todas las comparecencias deberán llevarse a
cabo conforme a lo establecido en la norma vigente.

Martes 22 de septiembre de 2026 Gaceta Parlamentaria123



Notas

1 Torre, E., París, M., & Gutiérrez, E. (2026). El sistema de refu-
gio mexicano: Entre proteger y contener. Frontera Norte.
https://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S01
87-73722021000100107

2 ACNUR México. (s. f.). ¿Cómo solicitar ser refugiado en Méxi-
co? ACNUR México. https://help.unhcr.org/mexico/como-solici-
tar-la-condicion-de-refugiado-en-mexico/

3 ACNUR, (2024) Tendencias y desafíos del desplazamiento for-
zado en México Reporte del monitoreo de protección en México
2024. ACNUR, México https://www.acnur.org/sites/default/fi-
les/2025-06/reporte_del_monitoreo_de_proteccion_en_mexi-
co_2024.pdf

4 Jiménez, N. (2025). Con rezago de 60 por ciento, COMAR en-
cara repunte de peticiones de refugio. La Jornada.
https://www.jornada.com.mx/2025/01/23/politica/007n1pol

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputa-
dos, honorable Congreso de la Unión, a 22 de sep-
tiembre de 2026.

Diputada María Damaris Silva Santiago (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 51 BIS 1 DE LA LEY GENE-
RAL DE SALUD, EN MATERIA DEL DERECHO DEL PACIENTE
A OBTENER DIRECTAMENTE SUS ESTUDIOS Y RESULTADOS
MÉDICOS EN INSTITUCIONES DE SALUD PÚBLICAS O PRI-
VADAS, A CARGO DEL DIPUTADO ARMANDO CORONA AR-
VIZU, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El suscrito, diputado Armando Corona Arvizu, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena e inte-
grante de la LXVI Legislatura de la Cámara de Di-
putados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78

del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma el ar-
tículo 51 Bis 1 de la Ley General de Salud, en ma-
teria del derecho del paciente a obtener directa-
mente sus estudios y resultados médicos en
instituciones de salud públicas o privadas, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho a la protección de la salud no se limita a
que una persona pueda acudir a una institución médi-
ca y recibir una consulta, un diagnóstico o un trata-
miento. También comprende la posibilidad de conocer
de manera clara, oportuna y accesible la información
que se genera con motivo de su propia atención. Cuan-
do una persona se somete a un análisis de laboratorio,
un estudio de imagen, una prueba diagnóstica o cual-
quier otro procedimiento médico, la información que
se genera a partir de esa atención resulta indispensable
para comprender su estado de salud, dar continuidad a
sus tratamientos, consultar una segunda opinión y to-
mar decisiones informadas sobre su bienestar.

En México, la Ley General de Salud reconoce esta di-
mensión del derecho de los usuarios. El artículo 51 Bis
1 establece que las personas usuarias tienen derecho a
recibir información suficiente, clara, oportuna y veraz,
así como la orientación necesaria respecto de su salud
y de los riesgos y alternativas de los procedimientos
diagnósticos, terapéuticos y quirúrgicos que se les in-
diquen o apliquen. Este reconocimiento constituye una
base jurídica importante; sin embargo, en la práctica
persiste una situación que merece ser atendida: que la
persona conozca que un estudio ya fue realizado e in-
cluso que sus resultados ya se encuentran disponibles,
pero no pueda obtenerlos de manera sencilla en ese
mismo momento.

La problemática que se busca resolver es concreta.
Una persona acude a una institución de salud, se reali-
za uno o varios estudios y posteriormente acude a con-
sulta para conocer su evolución o recibir una valora-
ción médica. En determinados establecimientos, aun
cuando el resultado ya se encuentra disponible, el pa-
ciente puede encontrarse con que debe acudir a otra
área, presentar una solicitud, llenar un formato, espe-
rar un periodo adicional o regresar posteriormente pa-
ra obtener una copia de sus propios resultados. En
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otros casos, la información puede ser consultada por el
personal médico, pero no necesariamente se facilita al
paciente una reproducción que pueda conservar.

Esta situación puede parecer menor desde una pers-
pectiva administrativa; sin embargo, para quien en-
frenta una enfermedad, se encuentra bajo tratamiento,
necesita consultar a otro especialista o simplemente
requiere conocer el resultado de un estudio realizado
sobre su propio cuerpo, representa una carga adicional
de tiempo, traslado y espera que puede evitarse me-
diante una regla sencilla: cuando la información médi-
ca ya se encuentre disponible, el paciente debe poder
obtenerla de manera directa y sin trámites innecesa-
rios.

La presente iniciativa parte de una premisa elemental:
la información generada con motivo de la atención
médica de una persona debe estar al alcance de esa
misma persona. No se propone que el paciente pueda
retirar o llevarse el expediente clínico original, ni que
los establecimientos dejen de cumplir sus obligaciones
de conservación y resguardo. Lo que se busca es ga-
rantizar que el paciente pueda acceder, consultar, obte-
ner o reproducir los estudios y resultados que ya se en-
cuentren disponibles, utilizando los medios que sean
razonablemente accesibles para cada establecimiento.

Secretaría de Salud, a través de la Norma Oficial Me-
xicana NOM-004-SSA3-2012, Del expediente clínico,
establece que los prestadores de servicios de atención
médica de los sectores público, social y privado están
obligados a integrar y conservar el expediente clínico.
La misma norma contempla dentro de la historia clíni-
ca los resultados previos y actuales de estudios de la-
boratorio, gabinete y otros, y reconoce que pueden uti-
lizarse medios electrónicos, magnéticos,
electromagnéticos, ópticos, magneto-ópticos o de
cualquier otra tecnología para la integración del expe-
diente clínico.

Esto permite advertir que la propuesta no pretende in-
troducir una obligación ajena al funcionamiento de los
servicios de salud. Por el contrario, parte de informa-
ción que ya es generada, registrada y conservada por
los establecimientos. El objetivo es establecer expre-
samente que, cuando esa información ya se encuentre
disponible, el paciente pueda obtener una reproduc-
ción de ella sin enfrentar barreras administrativas in-
necesarias.

Debe existir una diferencia clara entre la conservación
del expediente clínico por parte del establecimiento y
el derecho del paciente a obtener información y repro-
ducciones de los datos y documentos relacionados con
su propia atención. La institución debe conservar el
expediente en los términos establecidos por las dispo-
siciones aplicables; pero ello no debe significar que la
persona atendida quede materialmente impedida para
consultar o conservar los resultados de los estudios
que se le practicaron.

Esta distinción resulta particularmente importante por-
que los estudios médicos pueden ser necesarios para
continuar una atención en otro establecimiento, con-
sultar a otro especialista, solicitar una segunda opi-
nión, comprobar la evolución de una enfermedad o
conservar antecedentes relevantes para futuras consul-
tas. El acceso oportuno a esta información permite que
la persona no dependa exclusivamente de un estable-
cimiento para reconstruir su historial médico cada vez
que requiere una nueva atención.

Organización Mundial de la Salud, en su trabajo sobre
acceso y control de los datos de salud, señala que exis-
te una tendencia internacional hacia una mayor capa-
cidad de las personas para ejercer control y acceso so-
bre sus propios datos sanitarios. De acuerdo con una
encuesta de la OMS correspondiente a la Región Eu-
ropea, 44 de 51 Estados Miembros, equivalentes al
86%, habían legislado que los pacientes tuvieran acce-
so a sus propios datos de salud. Entre los mecanismos
identificados se encuentran los sistemas mediante los
cuales las personas pueden consultar notas médicas,
medicamentos, resultados de pruebas, diagnósticos y
otros componentes de su información clínica.

La propia Organización Mundial de la Salud ha incor-
porado dentro de sus marcos de salud digital interven-
ciones dirigidas específicamente a transmitir resulta-
dos diagnósticos o informar a las personas cuando un
resultado se encuentra disponible, así como mecanis-
mos para que cada individuo pueda acceder a sus pro-
pios registros médicos o a documentación verificable
sobre su estado de salud. Esto demuestra que el acce-
so de las personas a su información clínica forma par-
te de una evolución internacional hacia modelos de
atención más centrados en el paciente.

No se pretende, sin embargo, trasladar de manera au-
tomática modelos digitales de otros países al sistema
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mexicano. La realidad de nuestro país exige una solu-
ción que pueda funcionar tanto en instituciones que
cuentan con plataformas electrónicas como en estable-
cimientos que continúan utilizando documentos im-
presos. Por ello, la propuesta adopta un principio de
neutralidad tecnológica: el paciente podrá recibir la in-
formación en formato impreso, electrónico o digital, o
mediante cualquier otro mecanismo que permita con-
servar una reproducción de ella.

Esta flexibilidad resulta fundamental para que la re-
forma sea viable. Una institución que cuente con un
portal para pacientes podrá facilitar el resultado por
esa vía; otra podrá enviarlo por medios electrónicos
disponibles; y un establecimiento que trabaje princi-
palmente con documentos impresos podrá proporcio-
nar una copia. Incluso, cuando las condiciones lo per-
mitan, deberá facilitarse al paciente la posibilidad de
obtener una reproducción mediante fotografía u otro
medio tecnológico disponible.

La posibilidad de tomar una fotografía no debe enten-
derse como una obligación de los establecimientos de
instalar nuevos equipos o desarrollar sistemas tecnoló-
gicos específicos. Su finalidad es mucho más sencilla:
impedir que la ausencia de una plataforma digital se
convierta en una barrera para que el paciente conserve
una reproducción de información que ya puede con-
sultar legítimamente.

El principio que orienta la reforma es, por tanto, acce-
so efectivo, no burocracia adicional. Si un resultado ya
está disponible, el paciente no debería verse obligado
a iniciar un procedimiento administrativo indepen-
diente exclusivamente para obtener una copia de ese
resultado, salvo aquellos requisitos estrictamente ne-
cesarios para verificar su identidad o proteger la con-
fidencialidad de la información.

Esta última consideración resulta indispensable. La in-
formación relacionada con la salud constituye infor-
mación especialmente sensible y su acceso debe reali-
zarse bajo condiciones que protejan la privacidad de
las personas. Instituto Nacional de Transparencia, Ac-
ceso a la Información y Protección de Datos Persona-
les (INAI) ha reconocido expresamente la naturaleza
sensible de la información contenida en los expedien-
tes clínicos y ha señalado la importancia de preservar
su confidencialidad. Asimismo, el propio INAI man-
tiene recomendaciones específicas para el tratamiento

de datos personales contenidos en expedientes clínicos
de instituciones de salud pública.

Por ello, la iniciativa no propone un acceso indiscri-
minado a la información médica. El derecho corres-
ponderá al usuario titular de la información y de-
berá ejercerse respetando las disposiciones
aplicables en materia de protección de datos perso-
nales, confidencialidad, seguridad de la informa-
ción y representación legal. De esta manera, se bus-
ca ampliar el acceso del paciente a su propia
información sin debilitar las obligaciones de los pres-
tadores de servicios de salud respecto de la protección
de datos.

Asimismo, es importante precisar que la propuesta no
obliga al personal médico a entregar resultados que to-
davía no existan o que se encuentren en proceso de
elaboración, análisis o validación. La obligación de fa-
cilitar el acceso surge respecto de aquella información
que ya se encuentre disponible. Esta precisión permite
mantener una distinción necesaria entre la generación
del resultado y el acceso posterior al mismo.

La iniciativa tampoco pretende sustituir la explicación
médica. Obtener una copia de un estudio no significa
que el paciente deba interpretar por sí mismo un resul-
tado clínico ni que el documento deba considerarse su-
ficiente para establecer un diagnóstico. La interpreta-
ción médica, el diagnóstico, el pronóstico y las
indicaciones terapéuticas continuarán correspondien-
do al personal de salud conforme a las disposiciones
aplicables. Lo que se garantiza es algo distinto y fun-
damental: que la persona tenga la posibilidad de con-
servar y consultar la información que se generó como
consecuencia de su atención.

De esta manera, facilitar que los pacientes conserven
sus resultados puede contribuir a una atención más in-
formada y a una mejor continuidad de la información
clínica, particularmente cuando las personas transitan
entre diferentes establecimientos o requieren una se-
gunda valoración.

Por ello, garantizar que cada paciente pueda obtener
directamente sus estudios y resultados médicos dispo-
nibles constituye una medida de acceso efectivo a la
información, de simplificación de trámites y de forta-
lecimiento de la autonomía de las personas en materia
de salud. Se trata de una modificación sencilla en su
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formulación, pero relevante en su impacto cotidiano:
evitar traslados innecesarios, reducir tiempos de espe-
ra y permitir que el paciente tenga consigo la informa-
ción que necesita para continuar atendiendo y cuidan-
do su salud.

La presente iniciativa busca, en suma, que obtener los
resultados de un estudio médico no se convierta en un
trámite adicional para quien ya acudió a recibir aten-
ción, sino en un derecho sencillo, directo y efectivo
del propio paciente.

Para mayor claridad se presenta el siguiente cua-
dro comparativo de la propuesta de decreto por el
que se reforma el artículo 51 Bis 1 de la Ley Gene-
ral de Salud:

Decreto

Único. Se reforma el artículo 51 Bis 1 de la Ley Ge-
neral de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 51 Bis 1.- Los usuarios tendrán derecho a re-
cibir información suficiente, clara, oportuna, y veraz,
así como la orientación que sea necesaria respecto de
su salud y sobre los riesgos y alternativas de los pro-
cedimientos, diagnósticos terapéuticos y quirúrgicos
que se le indiquen o apliquen.

Cuando se trate de la atención a los usuarios origina-
rios de pueblos y comunidades indígenas y afromexi-
canas, estos tendrán derecho a obtener información
necesaria en su lengua.

Asimismo, los usuarios tendrán derecho a acceder,
consultar, obtener y reproducir de manera sencilla,
oportuna y sin trámites adicionales innecesarios,
los estudios, análisis, pruebas diagnósticas, resulta-
dos, informes, imágenes y demás documentos o in-
formación derivados de la atención médica que se
encuentren disponibles. Para tal efecto, los presta-
dores de servicios de salud de los sectores público,
social y privado deberán facilitar su acceso o entre-
ga, según corresponda, en formato impreso, elec-
trónico o digital, o mediante cualquier otro medio
tecnológico que permita al usuario conservar una
reproducción de dicha información, incluida la po-
sibilidad de obtenerla mediante fotografía, siempre
que se garantice la confidencialidad y protección de
los datos personales. Cuando la información o los
resultados se encuentren disponibles al momento
de la consulta o atención médica, su acceso no po-
drá condicionarse a la realización de formatos, so-
licitudes o trámites adicionales, salvo aquellos es-
trictamente necesarios para acreditar la identidad
del usuario y proteger la confidencialidad de la in-
formación.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Secretaría de Salud, en el ámbito de sus
atribuciones, realizará las adecuaciones necesarias a
las disposiciones reglamentarias y administrativas co-
rrespondientes dentro de los ciento ochenta días natu-
rales siguientes a la entrada en vigor del presente de-
creto.

Tercero. Los prestadores de servicios de salud de los
sectores público, social y privado deberán adecuar sus
procedimientos internos para garantizar el acceso a los
estudios, resultados y demás información médica en
los términos establecidos en el presente decreto, den-
tro del plazo señalado en el artículo transitorio ante-
rior.

Cuarto. Las disposiciones del presente decreto se
aplicarán sin perjuicio de las obligaciones relativas a
la integración, conservación, confidencialidad, seguri-
dad y protección de los datos personales contenidos en
el expediente clínico.
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputado Armando Corona Arvizu (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 32 DE LA LEY GENERAL PA-
RA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD,
EN MATERIA DE CONSULTA, A CARGO DE LA DIPUTADA
MARÍA ROSETE, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORE-
NA

Quien suscribe, diputada María Rosete, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena de la LXVI Legisla-
tura de la Cámara de Diputados, con fundamento en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración del
pleno de la Cámara de Diputados la siguiente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se reforma el ar-
tículo 32 de la Ley General para la Inclusión de las
Personas con Discapacidad, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

Construir una sociedad incluyente exige reconocer a
las personas con discapacidad como titulares de dere-
chos y participantes activos, no solo como beneficia-
rias de políticas públicas; si no todo lo contrario, se de-
be garantizar su intervención directa en el diseño y
modificación de leyes y programas que les afectan, por
ello, es indispensable para materializar los principios
de igualdad, autonomía y dignidad reconocidos por la
Constitución y los tratados internacionales.

El artículo 1o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos establece que todas las perso-
nas gozarán de los derechos humanos reconocidos tan-
to en la propia Constitución como en los tratados

internacionales de los que el Estado mexicano sea par-
te y dispone que todas las autoridades, en el ámbito de
sus competencias, teniendo la obligación de promover,
respetar, proteger y garantizar tales derechos bajo los
principios de universalidad, interdependencia, indivi-
sibilidad y progresividad.

El mandato Constitucional que adquiere particular re-
levancia respecto de las personas con discapacidad
obliga al Estado a adoptar medidas encaminadas no
solamente a evitar actos de discriminación, sino a ge-
nerar las condiciones materiales y jurídicas necesarias
para garantizar el ejercicio efectivo de sus derechos.

Construir una sociedad incluyente exige reconocer a
las personas con discapacidad como titulares de dere-
chos y participantes activos, no solo como beneficia-
rias de políticas públicas. Garantizar su intervención
directa en el diseño y modificación de leyes y progra-
mas que les afectan es indispensable para materializar
los principios de igualdad, autonomía y dignidad reco-
nocidos por la Constitución y los tratados internacio-
nales.

Por su parte, la Convención sobre los Derechos de las
Personas con Discapacidad, documento internacional
que significó un cambio fundamental en la manera de
entender la discapacidad coloca a las personas como
sujetos pasivos de protección consolidando un modelo
basado en derechos humanos que reconoce su autono-
mía, capacidad de decisión y derecho a participar acti-
vamente en la sociedad, principio que encuentra una
de sus expresiones más importantes en el artículo 4,
numeral 3, de dicho instrumento internacional.

Así mismo, la convención, señala que, los Estados
Parte deberán celebrar consultas estrechas y colaborar
activamente con las personas con discapacidad, inclui-
dos niñas y niños con discapacidad, a través de las or-
ganizaciones que las representan, en la elaboración y
aplicación de legislación y políticas destinadas a hacer
efectiva la Convención y en otros procesos de adop-
ción de decisiones sobre cuestiones relacionadas con
ellas.1

Ante esto la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha
emitido una serie de resoluciones en las que ha seña-
lado que la consulta a personas con discapacidad. for-
ma parte del parámetro de regularidad constitucional
al estar reconocida en la Convención sobre Derechos
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de las Personas con Discapacidad, aunque la constitu-
ción general no haga referencia expresa a aquélla.

Asimismo ha señalado que consulta a personas con
discapacidad es un requisito ineludible en la legisla-
ción y políticas públicas nacionales para asegurar la
pertinencia y calidad de todas las acciones encamina-
das a asegurar el pleno goce de sus derechos en igual-
dad de condiciones con las demás personas.2

El máximo tribunal de nuestro país ha reiterado la tras-
cendencia de este derecho al sostener que las personas
con discapacidad deben participar en el diseño de las
normas que incidan directamente en sus derechos e in-
tereses y que la consulta previa no constituye una me-
ra formalidad del procedimiento legislativo sino un
derecho humano encaminado a garantizar una partici-
pación efectiva en las decisiones que les conciernen3,
estableciendo como elementos relevantes que el ejer-
cicio sea previo, accesible, informado y orientado a
incorporar las opiniones de las personas directamente
involucradas, criterio que confirma la necesidad de
fortalecer el marco jurídico nacional para dotar de ma-
yor claridad y certeza a las obligaciones de las autori-
dades en esta materia.

La consulta se erige como componente esencial de la
libre determinación: no es posible hablar de autono-
mía, de libre desarrollo de la personalidad o de diseño
de políticas incluyentes, si la propia comunidad no fue
escuchada, es así como la omisión de consulta además
de vulnerar el libre desarrollo de las personas con dis-
capacidad, afecta directamente sus derechos humanos
pues les impidió decir las medidas adecuadas y adap-
tadas a sus necesidades para su pleno acceso4

La importancia de establecer dentro de la Ley General
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad
dentro del artículo 32 perteneciente al capítulo X Li-
bertades de Expresión, Opinión y Acceso a la Infor-
mación, es que es una obligación adquirida al ratificar
la Convención sobre los Derechos de las Personas con
Discapacidad, así como una obligación constitucional.

Para mayor claridad de la propuesta, se presenta el si-
guiente cuadro comparativo:

Con esta reforma se pretende transitar de un reconoci-
miento implícito y disperso hacia una garantía legisla-
tiva clara del derecho a la consulta y participación de
las personas con discapacidad, fortaleciendo el cum-
plimiento de las obligaciones internacionales asumi-
das por el Estado mexicano, proporcionando certeza a
las autoridades encargadas de elaborar disposiciones y
políticas públicas y, principalmente, colocando la voz,
experiencia y voluntad de las propias personas con
discapacidad en el centro de aquellas decisiones que
inciden en el ejercicio de sus derechos, por ello, pro-
pongo el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 32 de la
Ley General para la Inclusión de las Personas con
Discapacidad, en materia de consulta

Único. - Se reforma el artículo 32 de la Ley General
para la Inclusión de las Personas con Discapacidad,
para quedar como sigue:

Artículo 32. Las personas con discapacidad tienen de-
recho a la libertad de expresión y opinión; incluida la
libertad de recabar, recibir y facilitar información me-
diante cualquier forma de comunicación que les facili-
te una participación, consulta previa, accesible, in-
formada, con participación efectiva y orientada a
incorporar las opiniones de las personas directa-
mente involucradas e integración en igualdad de con-
diciones que el resto de la población. Para tales efec-
tos, las autoridades competentes establecerán entre
otras, las siguientes medidas:

I. a IV. …
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 La Convención sobre los Derechos de las Personas con Disca-
pacidad y su Protocolo Facultativo. (2018).
https://www.cndh.org.mx/sites/default/files/documentos/2019-
05/Discapacidad-Protocolo-Facultativo%5B1%5D.pdf

2 Semanario Judicial de la Federación Tercer periodo “De la Justi-
cia con el Pueblo”, Duodécima Época “De la Justicia Pluricultural,
la Igualdad Sustantiva y la Inclusión en México”
https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/ejecutoria/30994

3 Pluricultural, D. G. de D. J. (2025).  Las #PersonasConDiscapa-
cidad deben ser consultadas en los procesos de toma de decisiones
públicas que afecten su vida y sus [Post]. In X.
https://x.com/ddhh_scjn/status/1886804746209493060

4 Sentencia dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación en la Acción de Inconstitucionalidad
111/2022 y su acumulada 112/2022, así como el Voto Particular y
Aclaratorio de la señora ministra presidenta Norma Lucía Piña
Hernán. (2022). Segob.Gob.Mx. https://sidof.segob.gob.mx/no-
tas/docFuente/5723272

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 22 de septiembre de 2026.

Diputada María Rosete (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE SALUD, A CARGO DEL DIPUTADO ANTONIO ME-
JÍA HARO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, Antonio Mejía Haro, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena en la LXVI Legisla-
tura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6,
fracción I, numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
honorable soberanía la siguiente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma la Ley Ge-
neral de Salud, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Acudir a una consulta médica suele ser un momento
de preocupación. Quien busca atención necesita expli-
car qué siente, desde cuándo presenta molestias, qué
medicamentos toma y qué antecedentes pueden influir
en su estado de salud. También necesita escuchar y
comprender lo que el personal médico le informa: cuál
es el diagnóstico, qué estudios se requieren, qué alter-
nativas existen y cuáles son los beneficios y riesgos de
cada tratamiento. Para la mayoría de las personas este
intercambio parece algo natural; sin embargo, para una
persona sorda, sordociega o con alguna discapacidad
que afecta su comunicación, una conversación aparen-
temente sencilla puede convertirse en la primera gran
barrera para recibir atención adecuada.

Imaginemos a una persona sorda que llega sola a un
hospital con dolor intenso. En recepción le hacen pre-
guntas que no alcanza a comprender; después se le pi-
de firmar documentos cuyo contenido nadie le explica
en su lengua y, durante la consulta, las indicaciones se
comunican únicamente de forma oral. Tal vez el per-
sonal tenga buena disposición, pero si el estableci-
miento no cuenta con interpretación en Lengua de Se-
ñas Mexicana, transcripción en tiempo real, apoyos
visuales o algún otro medio accesible, esa persona
queda en desventaja. Puede omitir información impor-
tante, aceptar un procedimiento sin entenderlo por
completo o regresar a casa sin saber cómo tomar sus
medicamentos ni qué signos de alarma debe vigilar.

La misma dificultad puede presentarse, con caracterís-
ticas distintas, para una persona con sordoceguera,
discapacidad visual, intelectual, psicosocial, motriz o
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del habla; para alguien que utiliza tableros, pictogra-
mas o dispositivos de comunicación; o para quien, por
una condición temporal, no puede expresarse de la ma-
nera acostumbrada. Cada persona tiene necesidades
diferentes. Por ello, la respuesta no puede limitarse a
una sola herramienta ni descansar en la improvisación.
El servicio de salud debe estar preparado para pregun-
tar a la persona cómo prefiere comunicarse y propor-
cionarle el apoyo que resulte pertinente en su caso.

La comunicación en los servicios de salud no es un de-
talle administrativo ni un gesto de cortesía. Forma par-
te de la atención misma. Sin una comunicación efecti-
va aumenta el riesgo de que se interpreten de manera
incorrecta los síntomas, se desconozcan alergias, se
confundan dosis, no se comprendan las indicaciones
posteriores a una cirugía o se pierda la oportunidad de
formular preguntas. Una barrera de comunicación pue-
de afectar la calidad y la seguridad de la atención, pero
también la dignidad de la persona, su privacidad y su
posibilidad de participar en decisiones que inciden di-
rectamente en su cuerpo y en su proyecto de vida.

Esta iniciativa parte de una idea sencilla: toda persona
debe poder entender y ser entendida cuando recibe
servicios de salud. Para hacerlo posible propone refor-
mar los artículos 51 Bis 1, 51 Bis 2 y 54 de la Ley Ge-
neral de Salud. Las modificaciones buscan que la in-
formación se entregue directamente a la persona
usuaria, en formatos accesibles y mediante el modo,
medio o sistema de comunicación que ella elija; que
los apoyos y ajustes razonables se proporcionen sin
costo; que pueda contar con una persona intérprete, de
apoyo o de confianza; que las urgencias se atiendan de
inmediato; y que los mecanismos de orientación y
queja también sean accesibles.

El punto de partida se encuentra en la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos. Su artículo
1o. reconoce los derechos humanos previstos tanto en
la propia Constitución como en los tratados interna-
cionales de los que México es parte. Además, obliga a
todas las autoridades a promover, respetar, proteger y
garantizar esos derechos, y prohíbe la discriminación
motivada, entre otras causas, por la discapacidad o por
las condiciones de salud. Esta obligación exige revisar
las reglas y las prácticas que, aunque se apliquen de
manera general, colocan a ciertas personas en una si-
tuación de desventaja y les impiden ejercer sus dere-
chos en condiciones de igualdad.

Por su parte, el artículo 4o. constitucional reconoce el
derecho de toda persona a la protección de la salud.
Ese derecho no se satisface únicamente con abrir la
puerta de un hospital o asignar una cita. El acceso de-
be ser efectivo. Esto significa que la atención tiene que
ser disponible, oportuna, aceptable, de

calidad y respetuosa de la dignidad humana. Si una
persona entra al consultorio, pero no puede comunicar
sus síntomas ni comprender el diagnóstico y el trata-
miento, el acceso existe sólo en apariencia. La igual-
dad requiere remover la barrera concreta que impide
aprovechar el servicio.

La Convención sobre los Derechos de las Personas
con Discapacidad ofrece el marco más claro para com-
prender esta responsabilidad. Este instrumento, obli-
gatorio para el Estado mexicano, dejó atrás la visión
que reduce la discapacidad a una condición individual.
Reconoce que muchas limitaciones surgen de la inter-
acción entre las características de una persona y las ba-
rreras del entorno. Una persona que utiliza Lengua de
Señas Mexicana no queda excluida por ser sorda, sino
porque el servicio fue diseñado únicamente para quie-
nes oyen y se comunican oralmente. La solución, en-
tonces, no consiste en pedirle que se adapte, sino en
transformar el entorno y ofrecer alternativas accesi-
bles.

En ese sentido, los artículos 9 y 21 de la Convención
obligan a facilitar el acceso a la información y a las co-
municaciones, y a aceptar y promover los distintos
modos y formatos de comunicación. Su artículo 25 re-
conoce el derecho de las personas con discapacidad al
más alto nivel posible de salud sin discriminación y
exige que la atención se preste sobre la base de un con-
sentimiento libre e informado. A su vez, el artículo 12
protege el igual reconocimiento ante la ley y la posibi-
lidad de recibir los apoyos necesarios para ejercer la
capacidad jurídica. Estas disposiciones se relacionan
entre sí: no puede haber una decisión verdaderamente
libre cuando la información no es comprensible o
cuando la persona no cuenta con los apoyos que re-
quiere para expresar su voluntad.

La Ley General para la Inclusión de las Personas con
Discapacidad ya recoge buena parte de estos princi-
pios. Reconoce dentro del concepto de comunicación
el lenguaje escrito y oral, la Lengua de Señas
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Mexicana, el sistema Braille, la comunicación táctil,
los dispositivos multimedia, el lenguaje sencillo y los
sistemas aumentativos o alternativos. También define
los ajustes razonables como las modificaciones y
adaptaciones necesarias para que una persona ejerza
sus derechos en igualdad, siempre que no impongan
una carga desproporcionada o indebida. Además, re-
conoce oficialmente a la Lengua de Señas Mexicana
como lengua nacional y ordena promover una atención
de salud digna y de calidad basada en el consenti-
miento libre e informado.

Pese a este marco, la Ley General de Salud necesita
reglas más expresas en el capítulo relativo a los dere-
chos de las personas usuarias. Cuando una obligación
permanece formulada de manera general, su cumpli-
miento puede depender de la sensibilidad, experiencia
o recursos inmediatos de cada establecimiento. Algu-
nas instituciones encuentran soluciones y otras no sa-
ben cómo actuar. El resultado es desigual: el derecho
cambia según el hospital, el turno o la persona que
atiende. Incorporar obligaciones claras en la legisla-
ción sanitaria ayuda a convertir los principios de in-
clusión en prácticas ordinarias y exigibles dentro de la
consulta, el diagnóstico, el tratamiento y la hospitali-
zación.

La reforma al artículo 51 Bis 1 fortalece el derecho a
recibir información suficiente, clara, oportuna y veraz.
La propuesta precisa que, cuando la persona usuaria
tenga discapacidad, sordoceguera o requiera apoyos
para comunicarse, la información deberá dirigirse a
ella y brindarse en un formato accesible, utilizando el
modo o sistema que elija. La expresión “directamente”
tiene especial importancia. Con frecuencia, el personal
se dirige al familiar, acompañante o intérprete, aun
cuando la persona paciente puede comprender, pre-
guntar y decidir por sí misma. Esa práctica la vuelve
invisible dentro de una conversación que trata sobre su
propia salud.

Hablar directamente con la persona significa recono-
cerla como titular de derechos. La presencia de un in-
térprete o de una persona de apoyo facilita la comuni-
cación, pero no sustituye la voz de quien recibe la
atención. El personal médico debe mantener contacto
con la persona paciente, explicarle lo necesario, darle
tiempo para formular preguntas y comprobar que la in-
formación fue comprendida. Este trato respetuoso me-
jora la relación terapéutica y permite construir con-

fianza, algo especialmente valioso cuando se deben
comunicar noticias difíciles o tomar decisiones delica-
das.

La iniciativa contempla diversas herramientas porque
la accesibilidad no tiene una solución única. Para al-
gunas personas será indispensable un servicio profe-
sional de interpretación en Lengua de Señas Mexica-
na, presencial o a distancia. Otras podrán comunicarse
mediante subtitulado o transcripción en tiempo real,
mensajes escritos, lectores de pantalla, recursos digita-
les, sistemas táctiles, tableros de comunicación, picto-
gramas o dispositivos aumentativos y alternativos. La
tecnología permite ampliar las opciones, pero debe
utilizarse de acuerdo con las necesidades y preferen-
cias de cada persona, sin asumir que un método fun-
ciona para todas.

También se establece que estos apoyos sean gratuitos.
Cargar su costo a la persona usuaria equivaldría a co-
brarle por acceder en igualdad al mismo servicio que
reciben las demás personas. La accesibilidad y los ajus-
tes razonables forman parte de las condiciones necesa-
rias para prestar la atención sin discriminación. Su pro-
visión debe ser una responsabilidad del establecimiento
de salud, no una carga económica para la persona o su
familia. Además, prever interpretación a distancia y
distintos medios tecnológicos ofrece alternativas para
organizar los apoyos de manera eficiente, incluso en lu-
gares donde no sea posible contar permanentemente
con personal intérprete de forma presencial.

Otro aspecto central consiste en evitar que una disca-
pacidad auditiva o una dificultad para comunicarse se
confundan con falta de comprensión. No hablar, no es-
cuchar o expresarse de una manera distinta no signifi-
ca carecer de ideas, voluntad o capacidad para decidir.
Sin embargo, los prejuicios pueden llevar a que otras
personas respondan en nombre del paciente, oculten
información o adopten decisiones sin preguntarle. La
reforma combate esa presunción y recuerda que, antes
de concluir que alguien no comprende, deben elimi-
narse las barreras de comunicación y proporcionarse
los apoyos adecuados.

Esta precisión protege la autonomía y ayuda a cambiar
una práctica profundamente arraigada: decidir por la
persona en lugar de decidir con ella. La atención cen-
trada en la persona exige escuchar su voluntad y sus
preferencias. Cuando necesita ayuda para comprender
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opciones, valorar consecuencias o comunicar una de-
cisión, el apoyo debe hacer posible su participación;
no debe transformarse en un mecanismo para susti-
tuirla. De esta manera, la iniciativa acompaña el trán-
sito hacia un modelo basado en derechos humanos, en
el que la persona con discapacidad deja de ser vista co-
mo objeto de cuidado y es reconocida como sujeto de
derechos.

La reforma al artículo 51 Bis 2 desarrolla esta misma
lógica en el consentimiento informado. Firmar un for-
mato no basta. El consentimiento es un proceso de co-
municación en el que la persona recibe información
comprensible, puede plantear dudas, conoce las alter-
nativas y expresa una decisión sin presiones. Si el
diagnóstico, los riesgos o las indicaciones se explican
por un medio inaccesible, la firma pierde buena parte
de su sentido. Por ello, la propuesta permite solicitar la
presencia de una persona intérprete, de apoyo o de
confianza durante la consulta, el diagnóstico, el trata-
miento o la hospitalización.

La posibilidad de contar con alguien de confianza pue-
de brindar seguridad emocional y facilitar que la per-
sona organice sus preguntas o recuerde información
importante. En otros casos, será necesaria la interven-
ción de un intérprete profesional, especialmente cuan-
do se comunique información clínica compleja. La
elección debe corresponder a la persona usuaria. Obli-
garla a depender siempre de un familiar no es una so-
lución adecuada: puede no haber familiares disponi-
bles, pueden desconocer la lengua o el sistema de
comunicación, y su intervención puede comprometer
la exactitud, la privacidad o la libertad con la que se
toman decisiones.

Al mismo tiempo, la iniciativa establece límites claros
para proteger la confidencialidad. La sola presencia de
una persona intérprete, de apoyo o de confianza no au-
toriza a compartir con ella información clínica ni a de-
cidir en nombre del paciente. Para ello se requerirá au-
torización expresa o representación legal conforme a
las disposiciones aplicables. Este equilibrio es funda-
mental. El acompañamiento debe fortalecer la autono-
mía, no abrir la puerta a que otras personas controlen
la información médica o desplacen la voluntad de
quien recibe la atención.

La propuesta reconoce que pueden existir circunstan-
cias excepcionales en las que el acceso de la persona

acompañante deba restringirse por razones clínicas,
sanitarias, de seguridad o privacidad. No obstante, exi-
ge que esas razones sean objetivas, necesarias y pro-
porcionales. La restricción no puede fundarse en

comodidad, costumbre o decisiones generales sin ana-
lizar el caso. Además, deberá asentarse en el expe-
diente clínico y ofrecerse de inmediato un apoyo equi-
valente. Así se evita que una excepción legítima
termine convirtiéndose en una barrera permanente o
en una negativa sin explicación.

La atención de urgencias merece una previsión especí-
fica. Cuando existe un riesgo inmediato para la vida o
la integridad, esperar a que llegue una persona intér-
prete podría ocasionar un daño grave. Por ello, la ini-
ciativa señala con claridad que la atención médica no
podrá retrasarse por la falta inicial de un apoyo para la
comunicación. El personal deberá actuar de inmediato
para proteger la salud y, al mismo tiempo, activar esos
apoyos tan pronto como sea posible. Dejar constancia
en el expediente permitirá conocer las medidas adop-
tadas y dará continuidad a la comunicación durante las
siguientes etapas de la atención.

Esta regla evita presentar dos derechos como si fueran
incompatibles. La respuesta no debe ser elegir entre
rapidez y accesibilidad. En la fase crítica se brinda la
atención urgente que resulte necesaria; una vez estabi-
lizada la situación, se incorporan sin demora los me-
dios para informar, escuchar y obtener el consenti-
miento conforme a las circunstancias. De ese modo se
protege la vida sin renunciar a la dignidad, la autono-
mía y la participación de la persona. También se ofre-
ce al personal de salud una pauta clara para actuar en
momentos en los que cada minuto cuenta.

La reforma al artículo 54 atiende otra parte del proble-
ma que suele pasar inadvertida. Las barreras no termi-
nan al salir del consultorio. Si una persona no recibió
un trato adecuado, necesita conocer sus derechos, so-
licitar orientación, presentar una queja o hacer una su-
gerencia por un medio que pueda utilizar. Un sistema
de inconformidades disponible únicamente por teléfo-
no, mediante un formulario inaccesible o a través de
una entrevista sin interpretación deja fuera precisa-
mente a quienes enfrentaron una barrera de comunica-
ción. Sin mecanismos accesibles de seguimiento, las
fallas se repiten y las instituciones pierden informa-
ción valiosa para mejorar.
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Por esa razón, se propone que los procedimientos de
orientación, asesoría, quejas, reclamaciones y suge-
rencias estén disponibles en formatos accesibles y
cuenten con los apoyos necesarios, incluida la inter-
pretación en Lengua de Señas Mexicana, presencial o
a distancia. Poder presentar una queja no debe depen-
der de que un familiar llame, escriba o explique lo
ocurrido. La persona afectada tiene derecho a narrar
directamente su experiencia, recibir una respuesta
comprensible y dar seguimiento al trámite. La accesi-
bilidad fortalece la rendición de cuentas y permite de-
tectar patrones que de otro modo permanecerían ocul-
tos.

La reforma beneficiará de manera directa a las perso-
nas con discapacidad y a quienes requieren apoyos pa-
ra comunicarse, pero sus efectos positivos alcanzan a
todo el sistema de salud. Una información mejor com-
prendida favorece el apego al tratamiento, reduce con-
fusiones y facilita la continuidad de los cuidados. Es-
cuchar directamente a la persona permite obtener
antecedentes más completos y tomar decisiones clíni-
cas mejor informadas. Contar con protocolos claros
también da certeza al personal médico, de enfermería,
trabajo social y administración, que sabrá qué recursos
activar y cómo documentar las decisiones.

Para que estas disposiciones funcionen será necesaria
una organización responsable por parte de las institu-
ciones: identificar los apoyos disponibles, establecer
rutas de atención, capacitar al personal, celebrar los
acuerdos necesarios para contar con interpretación
presencial o remota y asegurar que la tecnología res-
pete la privacidad de la información clínica. También
será importante dialogar con las propias personas con
discapacidad y con sus organizaciones, porque cono-
cen de primera mano las barreras y pueden ayudar a
diseñar soluciones útiles. La accesibilidad mejora
cuando se construye con quienes la utilizan.

La aplicación de la reforma deberá considerar la di-
versidad del país. Un hospital de alta especialidad en
una gran ciudad tiene capacidades distintas a las de un
centro de salud rural. Esa diferencia no justifica la ex-
clusión; obliga a planear alternativas realistas para ca-
da contexto. Los servicios de interpretación a distan-
cia, los materiales en lenguaje sencillo, los recursos
digitales accesibles y los sistemas de apoyo comparti-
dos pueden ampliar la cobertura. Lo esencial es que
ninguna institución se limite a responder que no cuen-

ta con el recurso, sino que disponga de una ruta para
proporcionarlo oportunamente.

También debe reconocerse que la accesibilidad es un
proceso permanente. Las necesidades cambian, apare-
cen nuevas tecnologías y la experiencia cotidiana re-
vela aspectos que pueden mejorarse. Por ello, las ins-
tituciones deben evaluar sus prácticas y escuchar las
quejas y sugerencias de las personas usuarias. La re-
forma establece un piso mínimo de derechos y obliga-
ciones; a partir de él, las autoridades y los prestadores
de servicios pueden desarrollar protocolos más com-
pletos, formar personal y adoptar herramientas que ha-
gan cada vez más humana la atención.

En el fondo, esta iniciativa propone algo elemental:
que nadie enfrente solo una decisión médica porque el
sistema no sabe cómo comunicarse con él. Una con-
sulta puede marcar la diferencia entre detectar a tiem-
po una enfermedad o dejarla avanzar; entre seguir co-
rrectamente un tratamiento o cometer un error; entre
vivir la atención con confianza o hacerlo con miedo y
confusión. La ley debe reconocer esa realidad y ofre-
cer respuestas concretas. No basta afirmar que todas
las personas tienen los mismos derechos si algunas to-
davía deben llevar por su cuenta el medio para poder
ejercerlos.

Garantizar información accesible, apoyos gratuitos,
consentimiento informado, confidencialidad, atención
inmediata en urgencias y mecanismos de queja utiliza-
bles es una medida de justicia y de respeto. También es
una manera de recordar que la calidad de un sistema de
salud se mide por su capacidad de atender a cada per-
sona conforme a sus necesidades, sin invisibilizarla ni
hablar por ella. Con esta reforma, la Ley General de
Salud avanzará hacia una atención más segura, inclu-
yente y cercana, en la que la comunicación sea enten-
dida como parte indispensable del cuidado.

Por estas razones, la propuesta resulta congruente con
la Constitución, con la Convención sobre los Derechos
de las Personas con Discapacidad y con la legislación
nacional en materia de inclusión. Su aprobación per-
mitirá cerrar una brecha entre el reconocimiento gene-
ral de los derechos y lo que sucede todos los días en
consultorios, clínicas y hospitales. El objetivo es claro
y profundamente humano: que toda persona, cualquie-
ra que sea su forma de comunicarse, pueda compren-
der, preguntar, decidir y recibir atención con dignidad.
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Por lo anteriormente expuesto y fundado someto a la
consideración de esta honorable asamblea el siguiente
proyecto de

Decreto

Único. Se reforman los artículos 51 Bis 1; 51 Bis 2 y
54 de la Ley General de Salud, para quedar como si-
gue:

Artículo 51 Bis 1. …

Cuando la persona usuaria tenga discapacidad,
sordoceguera o requiera apoyos para la comunica-
ción, la información deberá proporcionársele di-
rectamente, en formatos accesibles y mediante el
modo, medio o sistema de comunicación que elija.

Los prestadores de servicios de salud deberán pro-
porcionar gratuitamente los ajustes razonables y
apoyos necesarios, incluyendo servicios profesiona-
les de interpretación en Lengua de Señas Mexica-
na, presencial o a distancia; subtitulado o trans-
cripción en tiempo real; medios escritos, digitales o
táctiles, y sistemas aumentativos o alternativos de
comunicación.

La discapacidad auditiva o la dificultad para co-
municarse no podrán utilizarse para presumir que
la persona carece de capacidad para comprender la
información o tomar decisiones respecto de su sa-
lud.

Artículo 51 Bis 2.- …

…

…

…

…

…

Para garantizar el ejercicio del consentimiento li-
bre e informado, la persona usuaria podrá solicitar
la presencia de una persona intérprete, de apoyo o
de confianza durante la consulta, diagnóstico, tra-
tamiento u hospitalización.

La presencia de dicha persona no autorizará por sí
misma la comunicación de información clínica ni la
adopción de decisiones en nombre de la persona
paciente. Para ello se requerirá su autorización ex-
presa o que exista representación legal conforme a
las disposiciones aplicables.

El acceso de la persona intérprete, de apoyo o de
confianza únicamente podrá restringirse por razo-
nes clínicas, sanitarias, de seguridad o privacidad
que sean objetivas, necesarias y proporcionales. La
restricción deberá asentarse en el expediente clíni-
co y se proporcionará inmediatamente un apoyo
equivalente.

…

En los casos de urgencia, la atención médica no po-
drá retrasarse por la falta inicial de una persona in-
térprete o de cualquier otro apoyo para la comuni-
cación. El prestador de servicios de salud deberá
activar dichos apoyos tan pronto como sea posible
y dejar constancia de ello en el expediente clínico.

…

…

…

Artículo 54. …

Los procedimientos de orientación, asesoría, que-
jas, reclamaciones y sugerencias deberán encon-
trarse disponibles en formatos accesibles y contar
con los apoyos necesarios para las personas con dis-
capacidad, incluyendo interpretación en Lengua de
Señas Mexicana, presencial o a distancia.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 22 de septiembre de 2026.

Diputado Antonio Mejía Haro (rúbrica)
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